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INTRODUCCIÓN 


Después de 17 años de gobiernos concertacionistas se ha profundizado el inte- 
rés nacional e internacional por entender lo que se ha denominado el modelo 
económico chileno. Esta experiencia ha logrado resultados inéditos en los úl- 
timos 100 años, tanto por sus resultados económicos como por su dimensión 
política. 

Este libro constituye un intento por comprender mejor el carácter del 
sistema económico desarrollado por los gobiernos de la Concertación. El ob- 
jetivo principal es examinar tanto las fortalezas como las debilidades de la lla- 
mada economía de mercado, a la manera como ha sido impulsada y construida 
por los gobiernos de la Concertación. El texto está organizado en tres partes 
principales: la primera, formada por los cuatro capítulos iniciales, discute el 
significado histórico y conceptual de este sistema y sus aplicaciones en Chile 
hasta los gobiernos concertacionistas. La segunda, conformada por los cuatro 
capítulos siguientes, elabora más en detalle los aspectos sustantivos de las es- 
trategias económicas desde 1990, referidas a los aspectos macroeconómicos, 
microeconómicos y los relacionados con el desarrollo de la competitividad. 
En la tercera parte, los dos capítulos finales abordan los principales desafíos 
socio-políticos. 

Debemos aclarar desde la partida que no es un texto sobre las políticas 
públicas de estos gobiernos, propósito que sería desmedido y que, por lo de- 
más, ha sido objeto de estudio de una extensa literatura de los últimos años. 
Abrigamos un objetivo más específico: entender de qué manera los gobiernos 
concertacionistas han venido consolidando y adaptando el sistema de econo- 
mía de mercado a la nueva realidad chilena, inserta en la globalización. Es un 
sistema que admite respuestas muy diversas a los múltiples problemas eco- 
nómicos y sociales que enfrenta una sociedad como la chilena, para los que 
las innovaciones institucionales desempeñan un papel fundamental. Nuestra 
tesis central es que el sistema de mercado ofrece enormes oportunidades de 
desarrollo, pero de por sí es insuficiente para resolver todos los problemas de 
coordinación económica. Por esto, debe sustentarse en una institucionalidad 
y en relaciones específicas entre el Estado, la sociedad, en general, y el sector 
privado, en particular, las que definirán los parámetros y limites bajo los cuales 
este sistema debiera operar. 

Pero es también un régimen controvertido, reconocido por muchos 
como la llave maestra del crecimiento económico y denostado, asimismo, por 
injusto y no tan eficiente para abordar las nuevas exigencias de la globalización. 
Desde la última elección presidencial (2005) se han planteado serios reparos 


a este modelo, desde puntos de vistas ideológicos muy diferentes. El primer 
capítulo de este libro pasa revista a las principales críticas planteadas. Con- 
trastan, así, las visiones críticas con un sentimiento amplio y compartido de 
que se trata de una estrategia que, en lo fundamental, debe mantenerse, sin 
perjuicio de diversos ajustes y reformas necesarias para mejorar, sobre todo, 
la equidad. 

La economía de mercado es un viejo sistema de organización social, que 
adquirió preeminencia desde el siglo XIX como pilar del capitalismo salvaje 
de esos años, y se consolidó en el siglo XX, aunque domesticado por lo que se 
ha conocido como el Estado social y regulador. Vanos fueron los intentos por 
erradicarlo en diversos países de Europa Central y Oriental, y del Asia, durante 
la era de los “socialismos reales”, cuando se pensó que la planificación central y 
la propiedad pública podrían ser mecanismos más eficaces para coordinar las 
decisiones económicas. Este tema constituye el objeto del segundo capítulo. 

Como se discute en el capítulo tercero, la economía de mercado en Chi- 
le ha tenido una relación histórica de amor y odio, aunque siempre de acuerdo 
a las circunstancias mundiales y con algunos desfases. Este país acogió el libe- 
ralismo económico después de la Independencia, especialmente en la segunda 
mitad del siglo XIX, aun cuando esto no excluyó una progresiva injerencia del 
Estado, sobre todo hacia fines de ese mismo siglo. Esto fue parte de la cons- 
trucción de la República. Pero desde la Gran Depresión de los años posteriores 
a 1929 y hasta bien avanzada la post Segunda Guerra Mundial, el desencan- 
to con el mercado estimuló extensos controles y regulaciones estatales que 
adolecieron de muchas deficiencias. Esta tendencia se prolongó más allá de 
lo que ocurrió en muchas otras latitudes, aunque desde fines de los años 50 
hubo intentos no sostenidos por corregirla parcialmente. La dictadura mili- 
tar se tomó la libertad de producir un vuelco total y convertirse en adalid de 
una liberalización económica radical, que superó los intentos más atrevidos de 
otras regiones. El fundamentalismo neo-liberal caló hondo en la elite dirigente 


chilena y en las políticas públicas de ese período, sin importar los costos socia- 
les que significó. 


La globalización, intensificada desde los años 80, confirmó esta opción 


y le quitó el piso a cualquier coqueteo con la idea del retorno a un sistema 
intervencionista de viejo cuño. En 1990, la Concertación de Partidos por la 
Democracia, al asumir el gobierno, no estaba para experimentos socio-econó- 
micos, de los cuales el país había tenido bastante, y con altos costos, y asumió 
de lleno la economía de mercado como el mecanismo fundamental de organi- 
zación económica. Pero decidió imponerle un sello social del que había care- 
cido, atenta al compromiso con la transición democrática. Sin la pretensión de 
emular modelos de otros países que, aunque atractivos, no correspondían a la 
realidad chilena, esta alianza se ha abocado al objetivo de construir una econo- 
mía social de mercado propia, en la que los dos grandes pilares sean el sistema 
de mercado abierto y competitivo, y otro social focalizado en la protección de 
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los grupos más necesitados, permitiendo la creación de oportunidades para los 
sectores más vulnerables. 

El cuarto capítulo postula que la experiencia concertacionista se ha 
construido en torno a tres grandes ejes: una alianza política de centro-izquier- 
da, base de la gobernabilidad, a partir de la cual se desarrolla un sistema de 
mercado; una institucionalidad macro y mesoeconómica que estimula la efi- 
ciencia y el dinamismo económicos; y una institucionalidad social que enfren- 
ta las inequidades extremas del sistema. 

En la segunda parte se abordan los temas centrales de la estrategia 
económica seguida por los gobiernos de la Concertación. Toda economía de 
mercado supone instituciones y políticas que la sustenten. El capítulo quinto 
plantea los fundamentos macroeconómicos, una de las bases más importantes 
del éxito de esta estrategia. La estabilidad, el bajo nivel de riesgo país y la po- 
sibilidad de mantener una tasa de inversión relativamente alta han sustentado 
un ritmo de crecimiento de largo plazo que, en promedio, supera ampliamente 
la trayectoria histórica de Chile en el siglo XX. Con todo, debe reconocerse que 
en tiempos recientes el desempeño de la economía chilena está siendo objeto 
de críticas debido a la caída del ritmo de crecimiento por debajo del promedio 
de los años 90. Algunas tesis apuntan a deficiencias de la política macroeco- 
nómica, como una excesiva austeridad fiscal, en tanto otros argumentan que 
las fallas estarían en las políticas meso y microeconómicas, no generadoras de 
los incentivos adecuados para el aumento de la productividad. En los capítu- 
los sexto, séptimo y octavo se abordan estas dimensiones de las políticas, las 
cuales han tenido directa incidencia en la configuración del sistema produc- 
tivo. Culmina esta parte con un análisis del efecto de la actual estructura de la 
producción y de las políticas sobre las micro, pequeñas y medianas empresas, 
objeto del capítulo octavo. Este sector no sólo tiene importancia por su inci- 
dencia en el empleo y en las posibilidades de aumentar la productividad, sino 
también porque constituye un eslabón fundamental en la generación de mayor 
igualdad de oportunidades para los sectores rezagados y menos favorecidos en 
la distribución del ingreso y, por lo tanto, con la equidad. 

El equilibrio entre eficiencia y equidad no ha sido fácil, porque apela a 
dos lógicas diferentes, miradas por muchos como las “dos almas de la Concer- 
tación”. Son diferentes pero no excluyentes y han requerido de la construcción 
de un tejido institucional muy fino. Es una estrategia que ha evitado simplis- 
mos como “primero crecer, después redistribuir” o “el mercado para crear la 
riqueza, y el Estado para redistribuirla” La pobreza y la falta de oportunida- 
des son un desperdicio no sólo social sino también económico, que restrin- 
gen el potencial de crecimiento. No atenderlas significa postergar un creci- 
miento mayor. Pero tampoco puede ser el Estado el único que redistribuya, ni 
es conveniente que lo sea. A la larga, sólo una real inserción productiva y un 
fortalecimiento de las capacidades de quienes sufren las vulnerabilidades, son 
los mecanismos más eficaces para redistribuir las oportunidades. Y, en esto, 
tanto el mercado como el Estado tienen responsabilidades, las cuales deben 
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articularse. El fortalecimiento de las capacidades productivas de los agentes 
sociales para una más justa igualdad real de oportunidades constituye el foco 
de la discusión del capítulo noveno. 

Por último, el capítulo décimo aborda la ineludible materia de las rela- 
ciones entre la economía de mercado, el rol general del Estado y la democra- 
cia. Cada uno de estos ámbitos está siempre en desarrollo. El actual sistema 
de mercado en Chile se consolidó en los primeros años de la década del 90, 
mientras el país transitaba con dificultades hacia la democracia. A medida 
que esta última se consolida, las demandas sociales adquieren preeminencia , 
y surgen los riesgos de un populismo que, el país ya lo sabe, no contribuye : 
al desarrollo sostenido. Sobre el Estado recae, por lo tanto, la responsabili- ; 
dad de conciliar las demandas de equidad con las necesidades de eficiencia í 
económica. Al mismo tiempo, la competencia internacional se profundiza e å 
impone mayores exigencias a los esfuerzos nacionales. Esto supone fortale- : 
cer las capacidades técnicas del Estado, pero también entender que este es * 
la expresión política de la Nación. Entre esos polos se modela el carácter del - 
Estado chileno. 


El libro que presentamos tiene carácter de ensayo y no es propiamente una ' 
investigación académica aunque, por cierto, hemos tratado de sustentar los 
juicios y opiniones en los resultados de muchas investigaciones y estudios, tan- 
to personales como de otros autores. Hemos tenido especial preocupación de 
que la información estadística necesaria se presente sólo en forma muy tenue 
y a manera de sugerencia, como parte del texto y sin incluir cuadros estadísti- 
cos, puesto que estos abundan en la literatura especializada y su incorporación 
requiere de discusiones metodológicas muy poco atractivas para el lector no 
especializado. 

Nuestras reflexiones sobre este tema se han extendido por muchos años 
y fueron estimuladas por las circunstancias específicas que ha vivido el país 
desde 1969. Desde la elección del Presidente Allende a fines de ese año y con 
la compañía y estímulo de colegas que después darían vida a CIEPLAN en 1976, 
nos ha motivado el estudio de los sistemas de organización económica y de 
las relaciones entre el Estado y el mercado. En 1970 el gobierno de la Unidad 
Popular intentó construir una transición al socialismo y nuestra gran preocu- 
pación, en aquella ocasión, fue demostrar que era posible diseñar un socia- 
lismo democrático, no en la acepción ortodoxa centralista que predominaba ; 
por aquellos años, sino más bien dentro de concepciones descentralizadas, que ' 
estimulaban la iniciativa individual y la participación en sistemas de propiedad : 
autogestionados (Foxley, 1970). Era, por supuesto, una ambición bastante in- 
genua dados los tiempos que se vivían y la intolerancia frente a ideas nuevas : 
que no estuvieran en los catecismos convencionales. Pero un sentido de res- 
ponsabilidad cívica e intelectual nos impelía a contribuir con nuestra visión 
sobre lo que estaba en juego. Por lo demás, en los mismos países socialistas de 
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Europa se estaban experimentando nuevos diseños que incorporaban el mer- 
cado y la descentralización. 

Durante los años de la dictadura militar fuimos muy críticos del funda- 
mentalismo de mercado impuesto, debido a la nula consideración de los costos 
económicos y sociales provocados y por la ingenuidad que percibíamos en la 
búsqueda de mecanismos automáticos de ajustes a los profundos desequili- 
brios de la economía chilena y mundial. Más grave nos pareció el olvido en que 
se sumió el objetivo del desarrollo económico y la crítica global y sin matices 
a lo que había sido el modelo de desarrollo chileno desde los años 30. Después 
de la crisis de la deuda de 1982 emergió un nuevo equipo económico que, 
manteniendo las líneas fundamentales del sistema de mercado construido, in- 
trodujo variantes más realistas y algunas regulaciones, sobre todo en el ámbito 
financiero, que controlaron mejor el proceso de recuperación. Los parámetros 
internacionales fueron muy favorables para la economía chilena, todo lo cual 
se manifestó en un crecimiento más sólido, en la recuperación del empleo y 
en el mejoramiento general de las condiciones económicas. Todo ello, sin em- 
bargo, no impidió que se continuara con algunas políticas muy cuestionadas, 
como las privatizaciones sin la transparencia necesaria y las repactaciones de 
deuda muy desiguales entre grandes y pequeños deudores. 

Al término del régimen militar, la Concertación tuvo que decidir entre 
un cambio radical en la estrategia económica, reimplantando un intervencio- 
nismo estatal, aunque con un Estado muy debilitado, o aceptar las nuevas con- 
diciones institucionales, sometiéndolas a los ajustes necesarios para una ma- 
yor eficiencia económica y una mayor equidad social. El sector privado había 
dado muestras de un vigor desconocido en el pasado. El sistema de mercado 
se revelaba como un mecanismo dinamizador de la inversión y el crecimiento. 
Los consumidores se estaban beneficiando de oportunidades que no habían 
tenido por varias generaciones. Se optó por esta segunda posibilidad, en el 
convencimiento de que era el camino correcto. Los resultados de los 16 años 
de gobiernos concertacionistas han confirmado con creces lo adecuado de esta 
decisión. El Presidente Lagos culminó el tercer gobierno de la Concertación 
con la mayor aprobación popular que Mandatario alguno haya tenido en Chi- 
le, cercana al 70%. El país ha ganado una gran confianza en sí mismo y en sus 
instituciones y ha dado otro paso inédito como fue el de elegir a una mujer, la 
primera, para que desempeñara el cargo de Presidenta de la República. 

Por nuestra parte, mantuvimos durante los años 90 el objetivo de pro- 
fundizar el análisis del nuevo marco nacional e internacional que enfrentaba 
Chile y sus implicancias para el desarrollo con equidad. Tuvimos la oportu- 
nidad de participar en la interesante experiencia que impulsó el gobierno del 
Presidente Frei Ruiz-Tagle de construir un diálogo social entre empresarios, 
trabajadores y gobierno, experiencia muy valiosa de construcción de agenda 
pública. Posteriormente, en FLACSO y en el PNUD, pudimos continuar la explo- 
ración de las exigencias de la transformación productiva para la competitivi- 
dad internacional, el desarrollo humano y la sustentabilidad del desarrollo. En 
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el curso de Estrategias de Desarrollo del Magíster en Gestión y Políticas Pú. 


blicas de la Universidad de Chile y en el de Historia Económica de Chile de la ' 
Escuela de Ciencias Políticas de la Universidad Diego Portales hemos debatido 


muchas de estas ideas con los alumnos de esos programas y asumido nuevas 


inquietudes y preguntas que surgen de los debates actuales. A pesar de log 1 


importantes resultados que puede exhibir el desarrollo de la economía chilena, 
subsisten aspectos sin resolver que demandan nuevas miradas. 
Aunque en los primeros diez años de gobiernos concertacionistas ge 


avanzó en la disminución de la pobreza, se han hecho más difíciles nuevos i 


progresos en este sentido. La desigualdad relativa en la distribución del ingreso 
sigue siendo muy alta, intolerable para un país como Chile. Existen muchas 


dudas sobre la eficacia de las políticas educacionales, centro neurálgico de una 7 


redistribución de las oportunidades. Las pequeñas empresas, generadoras de 


una importante proporción del empleo, viven en permanente agonía frente a $ 


un sistema que perciben como agresivo. Aunque la apertura al comercio inter- 
nacional de Chile ha permitido un crecimiento y una diversificación notable de 


las exportaciones, subsiste la preocupación por el alto contenido de recursos : | 
naturales y el bajo esfuerzo logrado en la asignación de mayores recursos para $ 
la innovación tecnológica. Se sindica al mercado del trabajo y a las posibles .; 


rigideces como factores importantes que limitan la competitividad interna- 


cional. Emerge también con fuerza la amenaza de la escasez de fuentes alter- | 


nativas de energía. Los efectos ambientales de grandes proyectos de inversión 


plantean costos al desarrollo, ante lo cual no parece haber suficientes consen- : 
sos nacionales. La corrupción emerge también como un rasgo amenazante $ 


para la equidad y la ética públicas. 


La agenda de políticas públicas es muy nutrida y desafiante y su conte- 3 
nido excede con mucho lo que este ensayo puede abordar. ¿Cuánto puede la 4 
economía de mercado ayudar a resolver muchas de estas materias pendien- 4 
tes? Nuestra tesis es que la economía de mercado tiene infinitas aplicaciones 3 
a situaciones extremadamente diversas, pero sería utópico pretender que ello 4 
surja por sí solo y al margen de estímulos y regulaciones que necesariamente { 
deben provenir del Estado. Incluso hay ámbitos en que por valores éticos y ‘$ 
morales, el Estado prohíbe expresamente la mercantilización, como es el caso $ 
de la donación de órganos humanos. Para poner otro ejemplo muy visible en la + 


actualidad: hace un par de décadas habría sido impensable que el sector priva- 


do, a través del mercado, se hubiera hecho cargo de la construcción de carre- | 


teras, puertos, aeropuertos y hospitales. Esos ámbitos eran de responsabilidad 
y prerrogativa exclusivas del Estado. La falta de recursos públicos contribuyó, 
sin embargo, a un deterioro ostensible de la red de carreteras que a fines de los 
años 80 estaba en fase de colapso. Una innovación institucional como el siste- 


ma de concesiones públicas permitió, después de 1990, una nueva fórmula de | 


cooperación público-privada a través de la cual el sector privado comprometió 


recursos financieros y humanos para reconstruir la red de carreteras, ponién- ' 


dolas a la altura del siglo XXI, con pagos de los usuarios, quienes asegurarían la 
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rentabilidad de mercado. Pero esto sólo fue posible en la medida que el Estado 
reguló el sistema y estableció una institucionalidad que asegurara tanto los 
intereses públicos como los privados. La experiencia ha demostrado, en tado 
caso, que esta institucionalidad, con todo lo eficaz que ha sido, no es inmune a 
falencias de diverso calibre que han aflorado a la luz pública. 

Este es el modelo de economía social de mercado en curso. Se trata 
de aprovechar las ventajas que tiene el mercado para atraer inversiones pri- 
vadas, con parámetros de creatividad, rentabilidad y riesgos que aseguren la 
producción de bienes públicos y privados, en cantidades, calidades y precios 
competitivos, pero bajo marcos regulatorios y estímulos establecidos por el 
Estado a través de sus mecanismos democráticos y con la eficacia técnica que 
requieren decisiones complejas. Es un modelo que supone cooperación pú- 
blico-privada, en el que el mercado debe asegurar la eficiencia económica, y 
el Estado y sus regulaciones, la eficacia y equidad sociales. Es un proceso cuya 
viabilidad ha sido demostrada, aunque sea posible su mejoramiento continuo. 
No se nos escapa que más allá de su contribución a resolver muchos de los 
problemas económicos del país, el sistema de mercado comporta también el 
riesgo de una excesiva concentración de poder y que, por esta vía, puede po- 
ner en jaque la base democrática, fundamento último de nuestra organización 
social y política. 

Quiero agradecer a las muchas personas que me apoyaron, profesional 
y anímicamente, en la realización de este trabajo. En particular, debo mencio- 
nar y reconocer mi gratitud a Jorge Leiva, Rodrigo Mardones, Andrés Palma, 
Eugenio Rivera, Margarita Serrano, Anthony Tillett y Guillermo Wormald, 
quienes leyeron todo o algunas partes del primer borrador y sus comentarios 
fueron decisivos para lograr una versión más elaborada. Quiero mencionar 
con especial gratitud a Tony Tillett, por las largas jornadas de discusión que 
hemos mantenido y que me han permitido clarificar muchos de los temas tra- 
tados. A Héctor Assael, Ricardo Infante, Sergio Molina y Osvaldo Sunkel, con 
quienes he compartido y debatido cuestiones de gran relevancia, sobre todo 
relacionadas con las desigualdades económicas, los problemas del empleo y 
de la pequeña empresa. A James Cypher, de la Universidad del Estado de Ca- 
lifornia en Fresno, quien, quizás sin saberlo, sembró en mi la inquietud por 
entender mejor el carácter del modelo económico chileno a través de sus pre- 
guntas, siempre inquisitivas, durante su estadía en FLACSO-Chile, a principios 
de esta década. A Alan Angell, quien tuvo la amabilidad de hacerme llegar sus 
últimos trabajos inéditos, de gran valor para analizar el tema de la gobernabi- 
lidad democrática. A mi esposa María Isabel Lira, la cual, aparte del estimulo 
personal para sacar adelante el trabajo, tuvo mucha paciencia para explicarme 
muy profesionalmente la importancia y los alcances del desarrollo integral de 
los niños, a partir de la primera infancia, dimensión trascendente para la igual- 
dad de oportunidades. A mis estudiantes universitarios les agradezco sus cues- 
tionamientos y dudas, muchas de las cuales me han obligado a revisar algunas 
posturas intelectuales. 
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el curso de Estrategias de Desarrollo del Magíster en Gestión y Políticas Pú- 
blicas de la Universidad de Chile y en el de Historia Económica de Chile de la 
Escuela de Ciencias Políticas de la Universidad Diego Portales hemos debatido 
muchas de estas ideas con los alumnos de esos programas y asumido nuevas 
inquietudes y preguntas que surgen de los debates actuales. A pesar de los 
importantes resultados que puede exhibir el desarrollo de la economía chilena, 
subsisten aspectos sin resolver que demandan nuevas miradas. 

Aunque en los primeros diez años de gobiernos concertacionistas se 
avanzó en la disminución de la pobreza, se han hecho más difíciles nuevos 
progresos en este sentido. La desigualdad relativa en la distribución del ingreso 
sigue siendo muy alta, intolerable para un país como Chile. Existen muchas 
dudas sobre la eficacia de las políticas educacionales, centro neurálgico de una 
redistribución de las oportunidades. Las pequeñas empresas, generadoras de 
una importante proporción del empleo, viven en permanente agonía frente a 
un sistema que perciben como agresivo. Aunque la apertura al comercio inter- 
nacional de Chile ha permitido un crecimiento y una diversificación notable de 

las exportaciones, subsiste la preocupación por el alto contenido de recursos 
naturales y el bajo esfuerzo logrado en la asignación de mayores recursos para 
la innovación tecnológica. Se sindica al mercado del trabajo y a las posibles 
rigideces como factores importantes que limitan la competitividad interna- 
cional. Emerge también con fuerza la amenaza de la escasez de fuentes alter- 
nativas de energía. Los efectos ambientales de grandes proyectos de inversión 
plantean costos al desarrollo, ante lo cual no parece haber suficientes consen- 
sos nacionales. La corrupción emerge también como un rasgo amenazante 
para la equidad y la ética públicas. 

La agenda de políticas públicas es muy nutrida y desafiante y su conte- 
nido excede con mucho lo que este ensayo puede abordar. ¿Cuánto puede la 
economía de mercado ayudar a resolver muchas de estas materias pendien- 
tes? Nuestra tesis es que la economía de mercado tiene infinitas aplicaciones 
a situaciones extremadamente diversas, pero sería utópico pretender que ello 
surja por sí solo y al margen de estímulos y regulaciones que necesariamente 
deben provenir del Estado. Incluso hay ámbitos en que por valores éticos y 
morales, el Estado prohíbe expresamente la mercantilización, como es el caso 
de la donación de órganos humanos. Para poner otro ejemplo muy visible en la 
actualidad: hace un par de décadas habría sido impensable que el sector priva- 
do, a través del mercado, se hubiera hecho cargo de la construcción de carre- 
teras, puertos, aeropuertos y hospitales. Esos ámbitos eran de responsabilidad 
y prerrogativa exclusivas del Estado. La falta de recursos públicos contribuyó, 
sin embargo, a un deterioro ostensible de la red de carreteras que a fines de los 
años 80 estaba en fase de colapso. Una innovación institucional como el siste- 
ma de concesiones públicas permitió, después de 1990, una nueva fórmula de 
cooperación público-privada a través de la cual el sector privado comprometió 

recursos financieros y humanos para reconstruir la red de carreteras, ponién- 
dolas a la altura del siglo XXI, con pagos de los usuarios, quienes asegurarían la 
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rentabilidad de mercado. Pero esto sólo fue posible en la medida que el Estado 
reguló el sistema y estableció una institucionalidad que asegurara tanto los 
intereses públicos como los privados. La experiencia ha demostrado, en todo 
caso, que esta institucionalidad, con todo lo eficaz que ha sido, no es inmune a 
falencias de diverso calibre que han aflorado a la luz pública. 

Este es el modelo de economía social de mercado en curso. Se trata 
de aprovechar las ventajas que tiene el mercado para atraer inversiones pri- 
vadas, con parámetros de creatividad, rentabilidad y riesgos que aseguren la 
producción de bienes públicos y privados, en cantidades, calidades y precios 
competitivos, pero bajo marcos regulatorios y estímulos establecidos por el 
Estado a través de sus mecanismos democráticos y con la eficacia técnica que 
requieren decisiones complejas. Es un modelo que supone cooperación pú- 
blico-privada, en el que el mercado debe asegurar la eficiencia económica, y 
el Estado y sus regulaciones, la eficacia y equidad sociales. Es un proceso cuya 
viabilidad ha sido demostrada, aunque sea posible su mejoramiento continuo. 
No se nos escapa que más allá de su contribución a resolver muchos de los 
problemas económicos del país, el sistema de mercado comporta también el 
riesgo de una excesiva concentración de poder y que, por esta vía, puede po- 
ner en jaque la base democrática, fundamento último de nuestra organización 
social y política. 
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nar y reconocer mi gratitud a Jorge Leiva, Rodrigo Mardones, Andrés Palma, 
Eugenio Rivera, Margarita Serrano, Anthony Tillett y Guillermo Wormald, 
quienes leyeron todo o algunas partes del primer borrador y sus comentarios 
fueron decisivos para lograr una versión más elaborada. Quiero mencionar 
con especial gratitud a Tony Tillett, por las largas jornadas de discusión que 
hemos mantenido y que me han permitido clarificar muchos de los temas tra- 
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lifornia en Fresno, quien, quizás sin saberlo, sembró en mí la inquietud por 
entender mejor el carácter del modelo económico chileno a través de sus pre- 
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de esta década. A Alan Angell, quien tuvo la amabilidad de hacerme llegar sus 
últimos trabajos inéditos, de gran valor para analizar el tema de la gobernabi- 
lidad democrática. A mi esposa María Isabel Lira, la cual, aparte del estímulo 
personal para sacar adelante el trabajo, tuvo mucha paciencia para explicarme 
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PRIMERA PARTE 
La economía de mercado como sistema 


Capítulo I 
EL MODELO ECONÓMICO CHILENO Y SUS CRÍTICOS 


El consenso no prescribe lo que debiera ser la vida social. No apunta a un con- 
tenido específico, sino al modo en que se produce el orden. 
Norbert Lechner' 


Con el gobierno de Ricardo Lagos se cumplieron 16 años de oro en la historia 
económica chilena: un crecimiento promedio anual de 5,5% entre 1990 y 2005, 
que, en términos per cápita, equivale a un 3,9%. El contraste con el crecimiento 
histórico de 3,2% y de 1,5% per cápita anual durante el siglo XX no puede ser 
más significativo (de Gregorio, 2005, p. 22). El producto per cápita de 7.200 
dólares de 1992 aumentó a 13.200 dólares en 2006.? Estos resultados indican 
claramente que la organización de la economía chilena de los últimos 15 años 
ha sido mucho más eficaz que los sistemas que prevalecieron durante la mayor 
parte del siglo XX.? En este libro sostendremos que estos resultados favorables 
están estrechamente asociados a la construcción de una economía social de 
mercado, en la que el calificativo de “social” se aplica no sólo a la búsqueda de 
una mejor protección de los grupos más pobres de la sociedad, sino también 
a la construcción de una institucionalidad de soporte, regulación y fomento, 


* “El consenso como estrategia y como utopía”, en Obras escogidas 1, LOM, 2006. 


2 Ajustado por la paridad del poder de compra. En 2007 el Banco Central dio a conocer un nuevo 
cálculo de las Cuentas Nacionales, con base en los precios de 2003. El producto per cápita se estimó 
en poco más de 8.500 dólares para 2006, el más alto de América Latina. Corregido por la paridad 
de poder de compra, se empina casi a los 13.200 dólares (cifras citadas por el diario La Tercera. 24 
de marzo de 2007, p. 48). 

3 De Gregorio (2005) sostuvo que era posible sostener un crecimiento potencial de 5,5% anual en 
promedio, sin perjuicio de aceleraciones o disminuciones transitorias de acuerdo a los ciclos de la 
economía. El Ministerio de Hacienda lo estimaba en un 5,3% para 2007, pero a principios de este 
año diversos analistas independientes lo ubicaron en el rango de 4,5 a 5,1% (citados por El Mercurio, 
23 de marzo de 2007, p. B2). Esta disminución estimada del crecimiento potencial se debe a facto- 
res metodológicos (cambio en la base de las Cuentas Nacionales, de importancia marginal en este 
caso), pero también al menor crecimiento de la inversión. Aunque hay expectativas de que Chile 
podría aspirar a un crecimiento potencial superior, cercano al 7% anual, si hubiera algunas reformas 
estratégicas, un 5,5% promedio, como tendencia de largo plazo, sería bastante satixfactorio y traería 
beneficios sociales incomparablemente mayores a los logrados en el siglo XX. No hay que olvidar, 
como se planteará más adelante, que el crecimiento económico también impone costos que usual- 
mente no son incorporados en las mediciones. 
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destinada a compensar las deficiencias de los mercados y a darle eficacia ding. 
mica a tal sistema. > 

A partir de esta constatación puede hacerse la precisión de que el cre. + 
cimiento económico durante los sucesivos gobiernos de la Concertación ha 
venido declinando: de Aylwin con 7,3% a Frei con 5,3% y a Lagos con 4,3%, 
estos últimos dos gobiernos afectados por la crisis asiática de fin de siglo, y en 
el primer año de la Presidenta Bachelet, con un 4,2%.* Aunque esta tendencia 
declinante del crecimiento, no suficientemente explicada hasta ahora, ha gene- 
rado una preocupación intensa de los analistas políticos y económicos, porque 
revela una pérdida de la fuerza dinámica que tuvo el llamado “modelo” en log 
90, queda el hecho macizo de un alto crecimiento económico promedio a lo 
largo de más de diez años, con una importante disminución de las condiciones 
más extremas de pobreza, con una democracia cada vez más sólida y legiti- 
mada y en un marco internacional crecientemente competitivo. Para quienes 
gustan comparar este desempeño con el que tuvo el gobierno militar (o con 
los buenos períodos del gobierno militar), puede añadirse que mientras este 
último arrancó de una base muy pobre, por el ruinoso estado de la economía 
en los primeros años 70, los gobiernos concertacionistas parten con una vara 
muy alta como fue la que dejó la economía en 1989, a plena capacidad produc- 
tiva y con una recuperación muy sólida de la crisis de la deuda externa. Estas 
diferentes bases iniciales les agregan méritos a los gobiernos concertacionistas, 
porque no es lo mismo crecer rápidamente a partir de un alto nivel de ingresos 
que desde uno muy bajo. 

Con todo, es notable que en medio de este resultado considerado in- 
ternacionalmente como muy exitoso, surgieran en el propio seno de la socie- 
dad chilena diversas expresiones de desencanto y frustración. Y no es que esto 
hubiera ocurrido cuando la crisis asiática de 1997 dejó sentir sus efectos en la 
pérdida de dinamismo de la economía chilena, sino aun antes, cuando todavía 
el auge estaba en curso. Es que precisamente estas expresiones de frustración 
apuntan, no al estancamiento de la economía, sino a una variedad de efectos 
sociales, materiales y culturales, surgidos del propio éxito y de las circunstan- 
cias bajo las cuales este proceso tiene lugar. El rápido crecimiento económico 
se traduce en una expansión de los mercados y en una actividad empresaria 
febril, como pocas veces se ha visto en Chile. En lo cotidiano, se expresa en 
el ritmo vertiginoso de las nuevas construcciones urbanas, cada vez con más 
rascacielos en ciudades tradicionalmente chatas; en el desarrollo de un parque 
automotriz cada vez más moderno que permite circular a velocidades impen- 
sadas hace algunos años y por carreteras de última generación; en la posibi- 
lidad de comunicarse instantáneamente desde cualquier lugar a través de los 
teléfonos celulares; en la expansión de plantaciones forestales, viñas y frutales 


E Según las nuevas Cuentas Nacionales, el crecimiento del PIB en 2006 fue sólo de un 4%. Pero el i 
primer semestre de 2007 mostró un vigoroso repunte del PIB, en torno al 6%. 
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que llevan la modernidad a territorios tradicionalmente desolados; en los cul- 
tivos de salmones en el mar; o en la multiplicación de las oportunidades de 
educación técnica y superior a las que acceden las nuevas generaciones. 

Pero esta actividad febril tiene una contracara menos amable. La cons- 
trucción de edificios en altura significa, al mismo tiempo, la destrucción de los 
viejos barrios urbanos, donde la gente se encontraba y podía practicar la socia- 
bilidad amigablemente. El crecimiento del parque automotriz, ahora al alcance 
de la clase media y media baja, se traduce asimismo en congestión de calles y 
avenidas, contaminación acústica y amenazas. Los cultivos acuícolas surgen 
como instalaciones fuera de lugar alterando los hermosos paisajes naturales 
de lagos y mares. La distribución de los beneficios es también muy desigual. 
Junto a los jóvenes que se pueden incorporar a las universidades y acceder a las 
profesiones del futuro, existen todavía muchos otros excluidos de esas opor- 
tunidades, sin esperanzas de algún futuro halagador. También se hacen sentir 
los efectos del éxito en la base humana y familiar. Las nuevas oportunidades de 
negocios constituyen asimismo una fuente de presión sobre el tiempo disponi- 
ble de los individuos, las relaciones interpersonales, familiares, y comunitarias, 
quienes deben irse adaptando a un nuevo ritmo, modificando costumbres y 
hábitos para adecuarse a la velocidad que exige esta nueva economía. La gente 
percibe que estos cambios representan progreso, pero también una suerte de 
voracidad por parte de aquellos que, por aprovechar oportunidades de nego- 
cios, rompen los límites de lo que se consideraba permisible y tolerable. 

La privatización de empresas de utilidad pública: telefonía, servicios 
eléctricos, agua potable, y el estímulo a las grandes inversiones multinacio- 
nales, crearon muchos empleos, salarios y beneficios, al tiempo que significa- 
ron también la “sinceración” de tarifas y precios, ahora fijados con criterios de 
mercado, los cuales tradicionalmente habían sido subsidiados por el Estado. 
Junto con las cuentas mensuales comenzaron a aparecer facturas que se perci- 
ben como extrañas para el consumidor poco informado, por concepto de co- 
misiones fijas, arriendos de medidores y una cantidad de gabelas desconocidas 
para la masa de la población, pero ante las cuales no hay más alternativa que 
pagar o perder el servicio.* Se establecieron subsidios para los sectores de bajos 
ingresos, pero los medios quedaron atrapados en estas nuevas redes mercanti- 
les sin mayores derechos a reclamo. 

Otro tanto puede decirse de muchos otros servicios esenciales: salud, 
educación, seguridad social, transporte urbano, uso de carreteras, donde la 
expansión del mercado ha significado el aumento de la oferta pero también 


5 El diario Estrategia dio cuenta de una demanda judicial interpuesta por un abogado en contra 
de una importante empresa de televisión por cable por supuestos cobros indebidos que en total 
sumarían 15 millones de dólares a lo largo de varios años. El cobro es una pequeña cantidad por un 
supuesto “servicio técnico” sin conocimiento de los usuarios y sin que estos tengan la posibilidad de 
rechazarlo (1 de febrero de 2006). 
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de los precios, matrículas, cotizaciones o peajes, todo ello en nombre de la 
racionalidad económica. 

Ha sido el costo del crecimiento económico. Los chilenos hemos apren- 
dido dolorosamente que el progreso tiene un costo, que se debe pagar coti- 
dianamente. Y un crecimiento económico alto impone también costos altos, 


Todos queremos los beneficios, la mayor variedad de bienes de consumo, ser- : 


vicios de más calidad, mejor infraestructura, más y mejores viviendas, mayor 
cantidad de recreación, pero los costos no son sólo los directos para su produc- 
ción, sino también los indirectos: uso y abuso del medio ambiente, tiempo que 
le debemos dedicar a las nuevas actividades asociadas y que no le dedicamos a 
nuestras familias y amigos. Queremos barrios mejores y nuevos, pero también 
calles, infraestructura, colectores de agua, servicios de telecomunicaciones, 

El gran dilema de una sociedad democrática moderna es cómo equili- 
brar estos costos con los beneficios del desarrollo y con la distribución social 
de los mismos. No es esta sólo una decisión individual, como la del consu- 
midor que tiene que decidir si adquiere una camisa frente a la alternativa de 
gastar en otro bien o servicio, No puedo decidir que quiero una vivienda en un 


barrio nuevo pero que no me construyan el colector de aguas lluvias. Existen | 


otros que están decidiendo en ese mismo sentido, pero al costo de que muchas 
viviendas en un lugar determinado van a contribuir al anegamiento de las ca- 
lles cuando llueva si no se construye asimismo un colector. Este es un proble- 
ma de política pública que tiene que ser decidido por las instancias públicas y a 
través de las instituciones democráticamente establecidas. El problema es que 
en estas decisiones también inciden los llamados poderes fácticos, de cuyos 
abusos una sociedad democrática tiene que protegerse. 


Distintas aproximaciones críticas al debate 


El significativo éxito económico y político alcanzado por Chile a lo largo de | 


los años concertacionistas ha contribuido a que se instale en la literatura el 
concepto del “modelo económico” chileno. Aunque este sea un concepto con 
diferentes connotaciones, que se puede prestar a equívocos, la acepción nor- 
mal y más optimista es que se trata de un diseño estratégico armónico y cohe- 
rente que debería ser emulado por atros países por sus buenos resultados.* Sin 


embargo, en tiempos recientes (y no tan recientes también) han surgido voces 
críticas a este modelo. 


* Un ejemplo es el editorial del diario The New York Times, del 25 de mayo de 2005, sobre creci- 
miento y pobreza, dunde sostiene que los “países latinoamericanos harían bien en seguir el modelo | 


establecido por Chile, el cual ha reducido la pobreza en 65% desde 1990 a través de una cuidadosa 
focalización del gasto social” (Traducción nuestra). 
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Estas críticas tienen distintos orígenes y naturaleza. Provienen de secto- 
res intelectuales, académicos, partidistas o empresariales. Están aquellas sos- 
tenidas por los partidarios más fervientes del neo-liberalismo a outrance, que 
sostienen que con la Concertación se ha regresado al estatismo y al regulacio- 
nismo y que estos gobiernos han sido incapaces de continuar profundizando la 
liberalización de los mercados. Para ellos, el modelo original se ha desvirtuado 
por exceso de regulaciones, las cuales ahogarían la iniciativa empresarial, impi- 
diendo la competencia y la flexibilidad laboral.” El intervencionismo estatal se 
habría larvado nuevamente en el sistema económico, generando distorsiones, 
burocracia y rigideces que impedirfan el desarrollo de mercados en áreas cru- 
ciales para el progreso económico-social. Un ejemplo frecuentemente citado 
es el de la salud, donde, desde este sector político, se propicia la privatización 
del sistema de prestaciones hospitalarias, debiendo cumplir el Estado sólo un 
papel de regulador, en términos generales, y de asignador de subsidios a las 
personas más pobres que no pueden asumir sus coberturas de salud. En esta 
visión, más mercado y más privatización, con bonos del Estado para los grupos 
de bajos ingresos, son las condiciones para mejorar la equidad social. 

Pero también, para muchos otros críticos, sobre todo para la dirigen- 
cia de la Concertación, no es el modelo lo que debe cambiar en sus aspectos 
sustantivos, porque ha probado ser exitoso, sino que se requerirían reformas 
dentro del propio marco que contribuyan a acelerar el progreso social. Estas 
reformas se han estado haciendo: el Plan Auge bajo la administración Lagos, 
o se están poniendo en marcha: reforma a la seguridad social, a la que la Pre- 
sidenta Bachelet le ha dado primera prioridad. No obstante lo anterior, dentro 
de la Concertación subsisten análisis críticos que apuntan a las extremas des- 
igualdades de ingresos y concentración económica, debilidades de la pequeña 
empresa o estructura exportadora, factores estos que estarían debilitando la 
fortaleza competitiva del modelo, sobre todo en su dinámica de más largo pla- 
zo. Estas críticas no son excluyentes y, en algunos casos, son compartidas por 
distintos sectores de opinión, aunque las diferencias surgen respecto de los 
marcos conceptuales implícitos y de las alternativas estratégicas. 

También están las críticas desde la izquierda no concertacionista, las 
cuales enfatizan la profundización del capitalismo transnacional, ahora vincu- 
lado a grandes grupos económicos nacionales que dominan sin contrapeso la 
economía nacional, o los problemas derivados de la escasa integración social a 
consecuencia del protagonismo de la lógica individualista del mercado. Abor- 
daremos aquí algunos de estos aspectos críticos que, en términos generales, 


? Ver entrevista a Sergio de Castro y Pablo Barahona, ex ministros del régimen militar. en diario 
La Segunda, 21 de octubre de 2005. A propósito del término “neoliberal” hay que aclarar que los 
inspiradores de las reformas económicas de mercado de los años 70 y W no se consideran "neolibe- 
rales” sino que se trata de un término asignado por los opositores a esas reformas, 1 menudo usado 
peyorativamente. Sobre la historia del término, que se remonta a las primeras decadas del siglo XX, 
ver Ghersi (2004). 


apuntan a las implicancias derivadas de la centralidad adquirida por el sistema 
de mercado, como eje de organización y articulación del modelo económico * 
de la Concertación. 


“El paraíso del consumidor” 


Sin duda, una de las críticas más elaboradas y difundidas es la formulada por 
Tomás Moulian en 1997. Al analizar lo que denominó el “Chile Actual” pro- 
poniendo observar la “anatomía de un mito” sostiene, como punto de partida, 
que el Chile Actual es una producción del Chile Dictatorial, no como necesi- 
dad histórica, sino como una opción entre varias otras que se podrían haber ` 
producido. En lo fundamental, desde el punto de vista del modelo económi- : 
co, la opción seguida por los gobiernos concertacionistas es la de asegurar la } 
continuidad de una lógica de crecimiento que no debía interrumpirse porque * 
estaba dando buenos resultados en términos de las expectativas de los sectores 
empresariales, políticos y militares que habían negociado la transición. 

Una característica central de este modelo es que, al estar basado en 
el dinamismo exportador, no demanda una política explícita de redistribu- 
ción del ingreso, como sí ocurre en el modelo de industrialización sustitutiva 
de importaciones, fuertemente dependiente del crecimiento de la demanda 
interna. Además, la expansión del crédito de consumo y el endeudamiento 
de los hogares han pasado a ser las fuentes dinamizadoras de la demanda in- 
terna. Moulian denomina a este modelo “matriz productivista-consumista”. 
Productivista, porque el crecimiento exportador depende del crecimiento 
sostenido de la productividad o competitividad. Consumista, porque el cre- 
cimiento del consumo supera al de los salarios, lo que obliga al permanente 
endeudamiento de los hogares. Una implicancia de esto es el disciplinamien- 
to social de los sectores medios y populares que quedan sometidos a una 
- deuda cada vez más difícil de pagar. Se estimula el individualismo y la pa- 
sividad de los trabajadores, cuyas acciones quedan muy restringidas por su 
situación financiera. 

El consumismo exacerbado debe ser alimentado por la industria de la 
publicidad, una de las más prósperas, y la de los medios de comunicación, que 
hacen de caja de resonancia del proceso de creación de nuevas necesidades 
que estimulen la demanda. Es un modelo publicitario que induce a las clases 
medias y medias bajas a incorporarse a este consumo desenfrenado, que ha 
permitido un desarrollo vertiginoso del llamado mercado del retail, esto es, el 
comercio minorista, cada vez más concentrado en torno a las grandes tiendas ; 
instaladas por el gran capital, a costa del pequeño comercio tradicional. Sin 
embargo, la oferta de estos bienes de consumo es mayoritariamente de bienes į 
importados, por lo cual el modelo requiere un rápido crecimiento exportador 
que pueda financiar la balanza de pagos. De ahí la necesidad del aumento sos- 
tenido de la productividad. Por otro lado, el modelo requiere una expansión del 
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crédito como forma de financiar el poder de compra de esos sectores medios. 
Entonces, existe un estrato de población que aspira naturalmente a emular los 
estilos de consumo y de vida de la clase media americana, que financia sus 
gastos con un creciente endeudamiento (a altas tasas de interés). Esta deman- 
da es satisfecha con bienes importados, financiados, a su vez, por las cada vez 
mayores exportaciones basadas en recursos naturales. 

La cuestión del consumismo, sobre todo de los sectores medios y po- 
pulares, puede leerse en forma alternativa. En último término, el objetivo de 
la actividad económica es mejorar el nivel de vida, lo que se logra a través del 
consumo de bienes. Es cierto que este es un postulado que puede ser cues- 
tionado. Hay filosofías de acuerdo a las cuales el bienestar o la felicidad, si se 
quiere, no dependen de más o menos consumo de bienes materiales. En estas 
otras visiones, la felicidad es un estado de paz interior que depende mucho 

: más del tipo de relaciones sociales que se establezcan, que de la disponibilidad 
de más o menos bienes materiales. Pero ciertamente la cultura occidental y he- 

.donista en que vivimos, valoriza la posesión de bienes e identifica el bienestar 
y el prestigio social con el consumo y sus diversas formas. La gran mayoría de 
la población se rige por este criterio. 

Pero Moulian apunta correctamente a la cuestión de los valores hedo- 

‘nistas y exitistas que han ido imponiendo la industria publicitaria y las gran- 
¡des empresas comerciales; y a la de la carga financiera que vienen asumiendo 
los hogares. En relación a lo primero, a través del hábil uso de la psicología 
publicitaria, coaligada con los medios de comunicación, especialmente televi- 
:sivos, logran introducir un modelo cultural de consumo que es, por lo menos, 
¡debatible. Los líderes de esta industria y sus opinólogos objetan que se pueda 
'descalificar este modelo consumista en términos valóricos recurriendo, una 

vez más, al conocido argumento de la soberanía del consumidor, es decir, que 
¡cada quien es libre e independiente de elegir los consumos que quiera (o la 
¡publicidad televisiva que desee).! Se ignora que a través de una persuasión psi- 
'cológica subliminal (y a veces no tanto), es posible inducir preferencias en el 
¡público masivo de acuerdo a los intereses que se quieren privilegiar. Prueba de 
¡ello es la gradual transformación de la televisión abierta en una industria de la 
¡publicidad, dotada de enormes recursos financieros, los cuales condicionan los 
¡contenidos televisivos a la rentabilidad que pueda generar la publicidad. 

Independientemente de los juicios de valor que se puedan hacer sobre 
el contenido del consumo, la exacerbación de este tiene impactos evidentes 
sobre la calidad de vida de las familias de menores ingresos, en tanto se vean 
sometidas a una presión por el gasto que supere sus ingresos disponibles y se 
obliguen a endeudarse en forma sostenida. El uso del crédito para financiar el 


* De lo contrario, sostienen, se caería en una dictadura de las elites culturales, que se atribuyen 
la capacidad de decidir por los demás. Este argumento lleva al absurdo de que, sobre esta base, la 
educación sería una dictadura de las elites. 
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aumento del consumo es normal en cualquier economía de mercado. En eco. 
nomías más desarrolladas la relación deuda/ingreso de los hogares es mucho 
más alta que en Chile, lo que sugiere que todavía no se está haciendo todo ej 
uso del crédito que podría llegar a hacerse a futuro. En Chile, la deuda de los 
hogares representa el 40% del ingreso, en tanto en España era del 100% y en 
Estados Unidos del 130% a comienzos de 2005 (por cierto, con ingresos per 
cápita mucho más altos que el chileno), según el Banco Central. Pero es una 
tendencia que va rápidamente en aumento. Se estima que en 2000 esta pro- 
porción en Chile era de 34%." El crecimiento de la deuda de los hogares fue 
extremadamente alto, de un 20% en 2006, según un informe del Banco Central 
(2007). Un corte por estratos del ingreso muestra que la relación deuda/in- 
greso en el primer quintil de la distribución de este es muy alta, de un 54%." 
Además, los grupos más pobres se endeudan preferentemente con las casas 
comerciales y menos con los bancos, relación que se invierte para los grupos 
más acomodados. Es innecesario señalar que las primeras cobran tasas de 
interés mucho más altas que los bancos. Entre 1995 y 2006 el stock de créditos 
de consumo de las casas comerciales aumentó en más de un 220%, convir- 
tiéndose en la principal fuente de utilidades de esas empresas, por encima del 
rubro tradicional.” 

Queda planteada, así, la cuestión de la sostenibilidad y equidad del cre- 
cimiento económico a largo plazo. El economista norteamericano Paul Krug- 
man, analizando este fenómeno en Estados Unidos, sostiene que estamos en 
riesgo de llegar a crear “sociedades de siervos de la deuda” (the Debt-Peonage 
Society), en las que los sectores que sólo viven de su trabajo, están pasando 
a ser verdaderos “siervos” de sus acreedores, debiendo asignar proporciones 
más grandes de sus salarios al pago de intereses y amortizaciones que nunca se 
completan.” Este puede llegar a ser a futuro un factor de conflicto social más 
importante que los tradicionales conflictos de clase. 


Persistencia de la desigualdad distributiva y la “integración desigual” 


La persistencia de la desigualdad económico-social es una de las críticas más 
frecuentes y aceptadas al modelo chileno de desarrollo. Se ha hecho un lugar 
común repetir una afirmación del Banco Mundial de que Chile tendría una de 
las peores distribuciones del ingreso del mundo. No compartimos esta opinión 
en forma literal, basada en una estadística que, de por sí, es difícil de medir y 
más aún, de ser comparada internacionalmente, en especial, con otros países 


* El Mercurio, 17 de noviembre de 2004, con datos de la Superintendencia de Bancos, p. C3. 


* El Mercurio, 19 de enero de 2007, p. B2, con datos del Banco Central. 
"Ibid. 


'? Krugman (2005). 
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en desarrollo que carecen de informaciones confiables. Además, tal juicio tie- 
ne una connotación adicional: habría habido un gran empobrecimiento en los 
años de la Concertación, lo que, por cierto, no es así. Compartimos que la des- 
igualdad existente es muy alta e intolerable, política y éticamente, pero es más 
útil que cada país se evalúe a sí mismo, tanto en relación a su experiencia pasada 
como a sus expectativas de futuro. La afirmación aludida es útil, en todo caso, 
para poner el tema en la agenda pública y reclamar la prioridad política que 
debe ser asumida. La crítica válida al modelo económico de la Concertación es 
no haber podido modificar, más allá de pequeños cambios marginales, en uno 

u otro sentido, la distribución relativa del ingreso. Incluso más, ha habido un 

enriquecimiento del 1% más rico de la población. Una encuesta efectuada por 

el PNUD para uno de sus informes sobre desarrollo humano, constataba que un 

59% consideró haber salido perdedor, frente a un 36% que estimó ser ganador, 

respecto de los cambios económicos experimentados en Chile (PNUD, 2004). 

En diciembre de 2006 un 65,2% de las consultas de una encuesta de opinión 

sobre el modelo económico chileno afirmaba que este debía ser corregido, y 

cerca de un 20%, que debía ser cambiado.” Por cierto, aunque las anteriores 

son apreciaciones que pueden cambiar, hay motivos fundados y objetivos para 
el desencanto de muchos que permanecen en situaciones de enorme preca- 

riedad, en la pobreza o al borde de ella, mirando cómo las imágenes de éxito y 

opulencia desfilan diariamente en los medios de comunicación y por las gran- 

des carreteras de la modernidad. 
Los hechos empíricos y escuetos son los siguientes: 

1. Durante los años de la Concertación, la desigualdad relativa de la distri- 
bución del ingreso por quintiles no ha variado en forma muy significa- 
tiva (con la salvedad que se hace más adelante), lo cual implica que los 
ingresos de todos los estratos sociales han aumentado en forma relati- 
vamente proporcional. 

2.  Laalta desigualdad es resultado principalmente del empeoramiento de 
mediados de los años 70. Para un período largo, por ejemplo, desde los 
años 50, sólo hay información disponible para el Gran Santiago, en base 
a las encuestas de ocupación que hacia la Universidad de Chile. El Índice 
Gini muestra una evolución entre 0,48 y 0,51 durante los años 60, para 
caer a 0,47 en 1970-73, denotando una mejoría en la distribucion del in- 
greso.!* Sin embargo, desde 1973 el índice aumentó sistemáticamente su 
valor llegando a 0,59 en 1987-90, debido al aumento de la desigualdad de 
esos años. 


id . A . ds 
Encuesta de Demoscópica S-A., Presentación estudio sobre percepciones de la población acerca 
del modelo económico, Santiago, diciembre 2000. 


* Repetto (2005, p. 417, en base a estudios de Dante Contreras y Osvaldo Larrañaga? A mavor 
valor del Índice Gini, más desigual es la distribución del ingresou. 


La desigualdad económico-social es un rasgo propio de cualquier sociedad 
moderna. Ni aun los países más igualitarios, como los nórdicos, pueden 
escapar de esta condición. Finlandia, uno de los más igualitarios del mun. 
do, tiene un coeficiente de Gini de 0,26, mientras que el coeficiente entre 
la participación en el ingreso del quintil más rico frente al más pobre (para 
mediados de los 90, según el PNUD), el otro indicador más usado, era de 3,5, 
valor excepcionalmente bajo.!* En Suecia, el Gini es de 0,25 y la relación en- 
tre los quintiles extremos, de 3,8. En Chile, en cambio, el Gini fluctuó entre 
0,57 y 0,58 durante los años 90 y la relación entre quintiles extremos, entre 
14 y 15,6, según MIDEPLAN”*. Pero entre 2003 y 2006 hubo un importante 
progreso: el Gini bajó a 0,54 y la relación entre quintiles extremos cayó a 
13,1. Sin pretender emular los parámetros de equidad de esos países nór- 
dicos, la implicancia que tiene esta comparación es que es posible diseñar 
instituciones y políticas públicas que disminuyan la desigualdad a niveles 
que sean políticamente más tolerables. 

La comparación internacional de los datos muestra que la participación 
del quintil más pobre en el ingreso está dentro de márgenes frecuentes en 
los países en desarrollo; en cambio, la participación del quintil más rico 
es bastante más alta que el margen más frecuente. Aun más, el 1% más 
rico ha aumentado su participación a costa del resto del quintil más rico, 
es decir, de los grupos medios altos. Entre 1987 y 2003 la participación 
del 1% más rico de la población en el ingreso aumentó desde un 12 a un 
14,1% (Eyzaguirre, 2004, Cuadro 3). Y nótese que estas cifras no abordan 
los ingresos del capital, que están mucho más concentrados que los del 
trabajo.” Una comparación internacional de la participación en el ingreso 
del decil más rico muestra que en Chile llega a casi el 46%, mientras que 
en la OCDE es sólo de un 25% y en Estados Unidos, de un 30% (Sunkel, 
2006). En cambio, el segundo decil más rico tiene una participación en 
Chile muy similar a esos países desarrollados, y el resto de los quintiles, 
proporciones más bajas. Esto sugiere que el foco de la alta desigualdad 
está en la concentración de oportunidades en el decil de más altos in- 
gresos. Esta concentración tan alta del ingreso genera percepciones de 
injusticia, porque mientras los sectores más modestos sobreviven apenas 
con magros ingresos o, al menos, en forma muy estrecha, perciben qué 
las familias muy ricas hacen ostentación de su condición, derrochando 


! PNUD (2003), Cuadro 13. 

'* Con base en las encuestas CASEN. 

'7 Entre las causas originarias probables de este gran enriquecimiento de la elite económica está 
las privatizaciones de empresas públicas en los años 80, las intermediaciones financieras para los tv 


negociaciones de la deuda externa y las altas ganancias de capital que han obtenido los activos reale* 
en los últimos 20 años, Sólo en 2006 el índice selectivo de precios de las acciones subió en un 40% 
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en consumo suntuario y accediendo a servicios de alta calidad con que 

un trabajador promedio no podría ni soñar. 

El nivel de pobreza absoluta (porcentaje de población en situación de 

gran pobreza) disminuye en 2003 a la mitad del nivel de 1990 (a 18,7% 

desde 38,6%). Entre 2003 y 2006 se produjo una importante baja adicio- 

nal de 5 puntos, llegando a 13,7%.!* 

6. Cuando se incorpora la incidencia de la política fiscal y de los programas 
sociales, la desigualdad relativa entre quintiles disminuye notablemente a 
la mitad de su valor sin considerar estos programas públicos (desde 13,1 
a 7,1). 

7. Un examen de los indicadores sociales y de disponibilidad de bienes, 
en base a la comparación entre los Censos de Población de 1992 y 2002 
muestra progresos notables en la disponibilidad de bienes y servicios 
(Tironi y otros, 2003). 

8. La evidencia empírica muestra que en Chile la economía de mercado 
ha sido capaz de impulsar el crecimiento económico en forma intensiva. 
También ha sido capaz de disminuir considerablemente la población en 
situación de pobreza extrema que había hacia 1990. Pero no ha podido 
modificar en forma sustantiva los parámetros estructurales de inequi- 
dad distributiva heredados históricamente porque ellos son de más lenta 
transformación, como la educación de calidad, la transformación pro- 
ductiva que abra oportunidades de buenos empleos, el desarrollo de las 
micro y pequeñas empresas, entre otros factores. 

La inequidad tiene directa incidencia en el proceso más profundo de ex- 
clusión o inclusión social. La inequidad es indeseable no sólo porque significa 
grandes diferencias de ingresos y, por lo tanto, de acceso al bienestar, sino, so- 
bre todo, porque detrás de ella hay un proceso de segregación social mediante 
el cual algunos grupos de la sociedad quedan casi permanentemente excluidos, 
en forma intergeneracional, de las oportunidades para acceder al bienestar y al 
desarrollo humanos. La desigualdad de oportunidades se reproduce, así, y se 
transmite a las nuevas generaciones. No se desconoce la movilidad social, que 
permite que algunos miembros de los grupos excluidos se muevan en el tiem- 
po hacia una inclusión más sustantiva (Torche y Wormald, 2004). El problema 
es que una gran mayoría de los excluidos tiende a permanecer en tal condición, 
debido a los mecanismos reproductores de la pobreza y la marginalidad. En 
este sentido, la inequidad es un factor de tensión social y política que vulnera 
las posibilidades de desarrollo democrático. 

Es imposible evitar la sensación, muy generalizada. de que un sistema 
económico con tales características se perciba como muy injusto. Y, por lo 
tanto, esta percepción lleva consigo la idea de que se trata de una situación que 
no puede mantenerse inalterada en el tiempo. 


Y 


» Encuesta CASEN, 2006. 


29 


D 


Raíces históricas de la desigualdad 


En Chile, al igual que en toda América Latina, la desigualdad económico-socią 
es muy antigua y se remonta a los orígenes de la Conquista y la Colonia (De 
Ferranti, 2004, y Eyzaguirre, 2005). La desigualdad se estableció institucional. 
mente, con la fuerza de la tradición feudal y el poder de las armas de los cop. 
quistadores. Las clases que debían servir y las que debían ser servidas, las que 
debían poseer la tierra y las que deberían someterse a la pobreza se definieron 
por decreto y por la fuerza. Estas diferencias se mantuvieron y reprodujeron 
a lo largo de los siglos, incluido el primero de vida independiente. Pero ellas | 
comenzaron a modificarse desde fines del siglo XIX, cuando surgieron las pri- 
meras políticas sociales (educación gratuita, viviendas sociales). 

El segundo siglo de vida independiente de Chile es aquel en que se de- 
sarrolla una nueva conciencia política y social respecto de que la extrema des- 
igualdad heredada debía tener límites y que los más pobres de nuestra socie- 
dad tenían derecho a mejores oportunidades, a no ser discriminados, en suma, 
a ser incorporados como miembros de la sociedad, con iguales derechos que 
los más prósperos. El siglo XX fue el siglo de la creación de instituciones que 
les permitieran a los más pobres acceder a los derechos políticos y a las opor- | 
tunidades económicas y, en general, a las oportunidades que la sociedad podía . 
generar. El Estado asumió el liderazgo en la búsqueda de mayores igualdades. 
La tributación se convirtió en política de Estado y del desarrollo económico- 
social, bajo el lema de que la “civilización comienza con la tributación”. La edu- 
cación, la seguridad social, la salud pública, las políticas de empleo pasaron a 
ser caminos consensuados para las oportunidades de integración social. | 

A pesar de los esfuerzos estatales y, en algunos casos, de instituciones 
privadas de caridad, la desigualdad continuó siendo un lastre social. La super- 
vivencia de instituciones atrasadas, las imperfecciones de los mercados y h i 
heterogeneidad de las estructuras productivas (convivencia de empresas muy ' 
atrasadas y poco productivas con otras modernas y de alta productividad en | 
una misma industria) imponían límites para el acceso de amplios sectores a las 
mejores oportunidades, como los campesinos y los trabajadores urbanos me- 

nos calificados (Landerretche, 1997). En los años 60 hubo progresos notorios en 
la disminución de las desigualdades, beneficiando sobre todo al campesinado. 
gracias a políticas como el salario mínimo campesino y otras que beneficiaron 
a este sector. El sistema político dio pasos más arriesgados al poner en el tapet? - 
la cuestión de la propiedad y sus estructuras, como determinantes últimos de 
la desigualdad. El programa redistributivo de la Unidad Popular, basado en la | 
estatización de las grandes empresas y de la banca, por una parte, y en uni 
política de fuertes reajustes salariales, por otra, creó expectativas muy altas 2 
comienzos de los años 70 respecto de cómo reducir en forma drástica y rápida 
las desigualdades que subsistían. El costo fue enorme, no sólo en términos de 
quiebre democrático y de los derechos humanos, sino también respecto de la 
paralización de la economía y de los logros de equidad obtenidos durante los 


30 


decenios anteriores. Con la hiperinflación de 1972-73 y, sobre todo, después de 
la ruptura democrática de 1973, el retroceso de la participación de los más po- 
bres y los asalariados en el ingreso fue catastrófico. En dos o tres años perdieron 
lo que habían ganado en dos décadas. Los salarios reales cayeron en un 40% y 
el desempleo se elevó a más del 20%, junto con una drástica disminución del 
gasto público social en los primeros años de la dictadura. Ese fue el momento 
en que se desanduvo mucho del camino recorrido en decenios en materia de 


progreso social. 


La concentración económica 


Después de la crisis financiera de 1982 se recompusieron los grandes grupos 
económicos, los que comenzaron a liderar la inversión y el crecimiento de la 
economía. Esta tendencia, endémica al capitalismo, ha continuado después con 
los gobiernos concertacionistas. Las grandes sociedades anónimas constituyen 
el núcleo central de la economía. En ellas se concentra el gran capital y las 
principales decisiones sobre inversión (Fuentes, 1997). Se trata de una elite fi- 
nanciera que ejerce el dominio y control sobre un gran número de empresas en 
diferentes ramas de la economía, mediante la creación de redes de directores 
de esas sociedades. No se trata de una conspiración sino de la simple utiliza- 
ción de las opciones que abre una economía de mercado a fin de maximizar las 
utilidades de corto y largo plazo, y de construir capacidades empresariales que 
enfrenten mejor la competencia. Otros factores como las economías de escala, 
la necesidad de enfrentar y diversificar el riesgo, el óptimo aprovechamiento 
del capital humano más calificado, el acceso a la información o al capital finan- 
ciero, explican esta tendencia a la formación de grupos económicos y las ten- 
dencias concentradoras. Este conjunto de factores permite aumentar sustan- 
cialmente la productividad y rebajar los costos, de manera que estas empresas 
desarrollen fuertes capacidades competitivas. Por cierto, las mismas también 
pueden utilizarse en contra de intereses sociales, ya sea de los accionistas mi- 
noritarios o de otros competidores. Esta es una realidad bien documentada 
que, lamentablemente, ha mostrado actos de corrupción e irresponsabilidad 
por parte de algunos grandes ejecutivos empresariales en el pasado no muy 
lejano (ver fallos del Tribunal de la Libre Competencia). 
Algunas informaciones de público conocimiento que muestran la im- 
portancia de la concentración económica son las siguientes: 
$ En 1998 el grupo más grande concentraba el 23% de todas los activos de 
las sociedades que transaban en la Bolsa y cinco grupos concentraban el 
54% de esos activos; estas cifras aumentaron desde 1994, cuando fueron 
14% y 51%, respectivamente (Agosin y Pastén, 2003, p. 3). 
, En relación a la propiedad, tres grupos concentraban la propiedad del 
74% del patrimonio de todas las sociedades anónimas en 1999; diez gru- 
pos concentraban el 89% (Agosin y Pastén, 2003, p. 3). 
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Respecto de los directorios, cinco grupos controlaban 121 directores de 
sociedades, de un total de 141 directores de ese universo. Cabe hacer np. 
tar que uno de los inversionistas institucionales más importantes, com, 
son las AFPs, no pueden, por ley, ser controladores de una sociedad, de 
modo que siempre son socios minoritarios (Agosin y Pastén, 2003), 

Se ha observado que las sociedades anónimas chilenas tienen una Mayor 
proporción del capital que la necesaria para ejercer el control sobre k 
sociedad (Silva, s.f.). Esto podría deberse a la necesidad de asegurar un 
mayor control sobre las utilidades como fuente de inversión, dadas l, 
baja participación de los bancos en el financiamiento de los proyectos de 
inversión. La organización en conglomerados ayuda a movilizar recursos 
propios hacia la inversión (Agosin y Pastén, 2003). 

La alta concentración patrimonial facilita también prácticas poco amis- 
tosas hacia los accionistas minoritarios, tales como-emisión de diferentes 
tipos de acciones, algunas con privilegios especiales; la manipulación de 
mercado generando ruidos, con el objeto de preparar compras agresi- 
vas; O negociaciones poco transparentes en beneficio de los control- 
dores. Un estudio efectuado en 2003-2004 muestra que la combinación 
de un alto grado de concentración de los derechos económicos (sobre la 
propiedad) y de los derechos políticos (sobre las decisiónes, a través de 
directorios interrelacionados) contribuye a decisiones que benefician a | 
la minoría controladora en contra de los intereses de los accionistas en 

general (Silva,s.£). : 

. Sobra decir que la concentración del capital en una elite económica es un 

factor fundamental en la explicación de las grandes desigualdades en h 

distribución del ingreso. Un informe reciente sobre la riqueza en el mun- 

do, elaborado por The Boston Consulting Group, una consultora inter- 

nacional altamente prestigiada, consigna que la riqueza líquida (fondos 

invertibles) de quienes disponen en Chile de más de 100 mil dólares pan 

esos fines aumentó un 38% en 2005 (versus un crecimiento del P1B de 6%) 

Dentro de este grupo de personas, los fondos del segmento que dispone 

de más de 5 millones de dólares en fondos invertibles representan e | 
Chile el 50% del total, proporción muy alta si sé compara con el mismo 

indicador para Estados Unidos que es de 20% y para América Latina, de 

38%. Esto significa que al interior del segmento de las familias más ricas 

(con fondos disponibles de más de 100 mil dólares), esta misma riques 


está más concentrada en una elite en Chile que en Estados Unidos o ent 
conjunto de América Latina.'? 


1 Según consigna un resumen de este informe publicado por El Diario Financlero, 29 de seplier” 
bre de 2006, p.28. 
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Aparte del efecto sobre la desigualdad de ingresos que tiene la concentra- 
ción de la riqueza, hay también una dimensión política de la concentra- 
ción del poder económico, tema al que se aludirá en el capítulo final, 


0 


Los sectores medios 


Quienes más se beneficiaron en el siglo XX, los sectores medios, también han 
perdido participación relativa en el ingreso con los ajustes de los últimos trein- 
ta años.” El Estado del siglo XX fue mesocrático, concentrando las nuevas 
oportunidades en tales sectores, los cuales pudieron acceder a la pequeña pro- 
piedad familiar, la educación media y superior, la seguridad social, la salud 
pública, infraestructura, electricidad, agua potable, servicios sanitarios. Pero 
el Estado liberal de las últimas décadas se ha orientado hacia el fortalecimiento 
competitivo de la economía en base a la iniciativa privada, con políticas com- 
pensatorias sociales para los grupos en situación de pobreza. Muchas de las 
oportunidades para los sectores medios, tradicionalmente subsidiadas por el 
Estado, ahora han pasado a depender de los mercados y a precios pagaderos a 
empresas privadas o con co-pagos de alta incidencia en los presupuestos fami- 
liares. Ahora los servicios están privatizados, sus precios se han “sincerado” a 
niveles de mercado, y algunos (como los de salud y educación) se han dispara- 
do a niveles altísimos. Un 40% de la población está al margen de la seguridad 
social. Los egresados de la educación media protestan por las crecientes difi- 
cultades para financiar su formación universitaria. 

Éstos sectores medios, acostumbrados al amparo del Estado y protegi- 
dos culturalmente de la discriminación ruda y primitiva que enfrentaban los 
asalariados y campesinos, han emergido con gran desconcierto y tribulación 
al nuevo escenario de la economía de mercado. Han debido asumir su empo- 
brecimiento en silencio, porque son muy escasas las organizaciones que los 
representan y su no pertenencia a los estratos de mayor pobreza les quita legi- 
timidad a la reivindicación de sus derechos sociales. 

Cada cierto tiempo se producen pequeñas o medianas crisis que afec- 
tan aún más la situación de los grupos medios, como ocurrió con el fuerte 
aumento de precios del petróleo durante 2005.2! Algunos grupos protestan y 


e 


* Aceptando que el concepto de sectores medios o clase media tiene muchas ambigüedades, es 
útil para identificar al amplio conglomerado social que no está ni en la extrema pobreza, el 20% de 
la población, ni en la extrema riqueza, el 1% que percibe los más altos ingresos del pais. Por cierto 
hay sectores medios de bajos ingresos y sectores medios acomodados, para los cuales las reflexiones 
que siguen son válidas, 

* Una estimación del diario El Mercurio calcula que entre 2001 y 2005 el costo de circular en auto- 
móvil proplo aumentó en un 40% por conceptos de precios de las gasolinas. permisos de circulación 
y peajes (26 de marzo de 2006, pp. B4 y B5). Las contribuciones de bienes raices también tuvieron 
un aumento Importante afectando a sectores medios. De acuerdo a la información del Servicio de 
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demandan el subsidio del Estado para paliar estos efectos (o la disminución | 
impositiva, por ejemplo, para la gasolina). Las autoridades económicas se han 
opuesto tenazmente a hacer concesiones, en base a que ello exigiría restar rẹ. : 
cursos públicos a los programas sociales para los más vulnerables. Se ha plan. 
teado así un conflicto entre grupos medios y programas para los más pobres, 
El argumento de las autoridades es válido si se lo piensa coyunturalmente, En 
una mirada de más largo plazo, se puede argumentar que los sectores medios 
han pagado persistentemente el costo de los ajustes, en tanto los más pobres 
se han beneficiado de los programas sociales y redistributivos, acortándose las 
brechas entre unos y otros. El gran deterioro se produjo en los años 70, con los 
primeros ajustes posteriores al golpe militar, pero continuó después, cuando la 
participación del 60% de menores ingresos en el consumo de los hogares cayó 
desde un 35% en 1969 a un 28% en 1978 y a un 25% en 1988 (Efrench-Davis, 
2003a, Cuadro IX.2). Un estudio sobre los cambios distributivos en términos 
de funciones sociales muestra que entre 1987 y 1995 los ingresos primarios | 
promedio de los sectores medios crecieron un 38% frente al aumento de los 
ingresos en general de un 60% en el mismo período (León y Martínez, 2001, p. 
23). Al interior de los sectores medios, los asalariados del sector público sólo 
mejoraron en un 11% (en los años 90) en tanto que los trabajadores indepen- 
dientes lo hicieron en más de un 100% (Ibíd). Este último dato es interesante 
porque muestra la diferenciación que se produce al interior de los sectores 
medios entre aquellos que permanecen en la condición asalariada y los que 
optan por las oportunidades de trabajo independiente. 

A la luz de los antecedentes señalados, no es extraño que las encuestas 
revelen desencanto popular con el sistema de mercado, tema recogido en el 
Informe de Desarrollo Humano del PNUD de 1998. Se asocia mercado y globa- 
lización a inseguridad, vulnerabilidad y empobrecimiento. El arco social des- 
encantado es muy amplio; está integrado por trabajadores, empleados, profe- 
sionales, pequeños y medianos empresarios, agricultores. Este sentimiento de | 
desilusión respecto de la economía de mercado así como de la democracia € | 


un caldo de cultivo para los neopopulismos de cualquier signo, que se están | 
percibiendo en América Latina.” 


A A A a a 
Impuestos internos, las propiedades de valores medios, que representan un 0,8% del total de a 
piedades, deberían aportar un 63% de la recaudación adicional del impuesto a los bienes raíces | 
Mercurio, 10 de marzo de 2006, p. B1). 


= Es interesante que este sentimiento también se desarrollaba en Estados Unidos a mediados de w 


pes 90, como lo recogió la revista The Atlantic Monthly en marzo de 1996. Ver artículo de Sande 
1996). 


sistema financiero más que hacia la institucionalidad del desarrollo Productiy, | 
y social. Es una elite anclada en la vieja estructura social chilena, pero sin duda 
con una nueva cara producto de la economía globalizada e informatizada, 

Respecto de la aceptación de una condicionalidad impuesta por la dic. 
tadura al inicio de la transición democrática, es inevitable que surja la pregunt, f 
por las alternativas de la Concertación, sobre todo en los primeros años de sy 
gobierno. La dictadura seguía siendo una amenaza aun más allá de su fin, como | 
fue evidente en los primeros años del gobierno de Aylwin.” Los términos de | 
la negociación política de fines de 1989, cuando se consensuaron las reformas 
constitucionales, pueden ser objeto de debates y controversias. Pero el resulta. 
do final es que la Concertación fue exitosa al sortear la amenaza militar y abrir | 
el camino a la gobernabilidad democrática, que se ha ido consolidando en los 
15 años siguientes, incluso con una notable renovación de la cultura militar, 
producida durante el gobierno del Presidente Lagos. 

Detrás del tema de la gobernabilidad está el del poder. Este es un asun- 
to más complejo, que alude a una cuestión imposible de desconocer y válida | 
para cualquier sociedad: el poder siempre está desigualmente distribuido. Alo |. 
largo de la historia, las sociedades han sido dominadas por elites que detentan | 
este dominio, sea social, político, económico, militar o religioso. Pero, mien- 
tras el económico tiende a concentrarse, el político puede democratizarse. El 
poder político supone capacidad de dominio sobre los demás como base del 
gobierno, resultando ser, por ende, lo contrario de anarquía. Por cierto, pueden 
haber abusos de poder y corrupción, y por ello las democracias instituyen sis- 
temas de control y contrapoderes, para contener las posibilidades de excesos. 
La cuestión es si el desarrollo democrático contribuye a un mejor control de 
este poder. Con la economía globalizada esto se ha hecho más difícil, porque 
la globalización estimula la concentración del poder económico y los países 
cuentan con menores recursos políticos e institucionales para enfrentar el po- 
der globalizado. En este sentido, los gobiernos de la Concertación no escapan 
a esta realidad.?* 

También en la perspectiva de la desintegración social y en una línea 
similar a la de Moulian, Gabriel Salazar (2005) plantea que el modelo concer- 
tacionista no es más que la continuidad del modelo económico de la dictadura. 
La diferencia es que con la Concertación este obtuvo legitimidad democrática 
ante el capital financiero transnacional, que veía con reticencia la prolongación 
de la dictadura, tanto por la incertidumbre respecto de lo que vendría después. 
como por la incomodidad que generaba la falta de legitimidad democrática: 
Esto explicaría que, después de 1990, consolidada la Concertación y el modelo 


e 
`! Es conveniente recordar los episodios militares conocidos como “boinazo”, “ejercicios de enlac* 


y “pinocheques' con los que la jerga popular bautizó algunos intentos de movilización militar sien” 
do Pinochet todavía el comandante en jefe del Ejército. 


** Sobre el tema del poder y el desarrollo humano en Chile, ver el informe del PNUD (2004). 
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Los riesgos de desintegración social 


Aún más riesgosa es la posibilidad de una progresiva desintegración social. 
En este sentido existe una enorme variedad de críticos del llamado “modelo 
chileno”. Por ejemplo, los economistas alemanes Dirk Messner e Imme Scholz 
(1999), hacia fines de los años 90, plantearon que este modelo se ha caracte- 
rizado por una “orientación unilateral al concepto de Estado mínimo y una fe 
generalizada y excesiva de las elites chilenas en el mercado”. Estos autores esti- 
man que el problema fundamental es que el mercado articula intereses indivi- 
duales, al tiempo que, como eje de la organización social, dificulta la reflexión 
y el diseño de estrategias basadas en el interés general de la sociedad, debilita 
las instituciones intermedias y obstaculiza la integración social. Esto se mani- 
fiesta en una debilidad del Estado para realizar las regulaciones necesarias y 
desarrollar las capacidades competitivas, las cuales deben basarse en el forta- 
Jecimiento de las relaciones de confianza, reciprocidad y solidaridad. 

Estos autores abordan también críticamente los fundamentos que han 
dado gobernabilidad política al desarrollo chileno de los 90. Sostienen que la 
sociedad chilena sigue siendo muy elitista, con una elite conservadora, peque- 
ña y sustentada en las “antiguas familias”. La transición democrática ha sido 
posible por un pacto entre esta elite y la dirigencia democrática constituida 
durante la oposición a la dictadura. Esta elite democrática tuvo que aceptar 
una serie de condiciones que impuso la dictadura al inicio de la transición, 
entre las que están no sólo las de la institucionalidad política (sistema binomi- 
nal de elecciones, senadores designados, etc.) sino también aspectos centrales 
de la economía de mercado, sin cuestionar las privatizaciones ni la desregu- 
lación. Esto significa que los grandes empresarios pudieron mantener su rol 
protagónico y los trabajadores tuvieron que aceptar un papel subordinado y 
la persistencia de organizaciones muy debilitadas. La llamada “democracia de 
los consensos” habría sido la fórmula para evitar los conflictos sociales y dis- 
minuir los costos políticos de la política económica estabilizadora. En otras 
palabras, la estabilidad política y la gobernabilidad se habrían logrado a costa 
de sacrificar la calidad de la democracia, la integración social y la participación 
ciudadana. La consecuencia sería un Estado aislado de la sociedad e incapaz de 
generar reflexión de largo plazo. 

Es una crítica dura, probablemente reconocida en parte al interior de 
los propios gobiernos concertacionistas. Respecto al primer concepto, sobre 
el Estado mínimo y su incapacidad de imponer regulaciones y estimular redes 
intermedias, esta estimación nos parece injustificada. El Estado que se ha desa- 
rrollado en los 90 no es aquel fuerte de la mayoría de los países desarrollados, 
especialmente europeos, pero, en ningún caso, es mínimo e incapaz, como 
se discutirá más ampliamente en el último capítulo, De mayor validez son las 
referencias a los efectos de la alta concentración económica, generadora de 
una elite financiera muy dominante que, de alguna manera, ha contribuido a 
sesgar la orientación de las políticas públicas hacia el perfeccionamiento del 
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económico de mercado, el capital extranjero creciera en forma exponencial. 
Estos gobiernos estarían completando la tarea que la dictadura dejó inconclusa 
en cuanto a liberalizar el aparato financiero e integrar a Chile a la globaliza- 
ción. El Estado habría continuado su misión privatizadora, ahora entregando 
las funciones sociales, de fomento, de construcción de obras públicas al sector 
privado y a un mercado explosivo de sub-contrataciones, generando corrup- 
ción y oportunidades de enormes ganancias a grupos económicos, intermedia- 
rios, consultores, ONGs de diversa naturaleza que han constituido una especie 
de Archipiélago Gulag. 

Para Salazar, se trataría de un modelo que consolida la desintegración 
social. Por una parte, sostiene que si ha habido algún “chorreo” de beneficios, 
a los estratos más vulnerables y excluidos les llegan sólo algunas “salpicaduras”, 
que se manifiestan en pequeños proyectos residuales de desarrollo local, pero 
sin ninguna capacidad de modificar la situación estructural de esos mismos 
sectores. El gran chorro es el que les cae a los sectores globalizados y vin- 
culados al capital transnacional. Por otra parte, y en forma más sustantiva, 
este autor plantea que existe una desintegración social, excluyente a través del 
desempleo o empleos precarios, pero con una integración simbólica a través 
del consumo de bienes materiales. La desintegración social significa pérdida 
de identidad histórica y soberanía, pérdidas que no pueden compensarse con 
algunos bienes de consumo. 

Dentro de una orientación menos pesimista, Hardy (2004) sostiene que 
si bien el mercado no supone un mecanismo redistributivo ni menos de dismi- 
nución de la pobreza, Chile ha pasado desde la exclusión social, característica 
del modelo de la dictadura, a un paradigma de “integración desigual”. Recono- 
ciendo los progresos en el ámbito de la institucionalidad y las políticas sociales 
durante los gobiernos de la Concertación, esta autora afirma que se ha desem- 
bocado en una etapa que debe enfatizar una integración social más coheren- 
te. Los esfuerzos de integración realizados en los 90 se habrían caracterizado 
por la focalización en las carencias de los sectores más pobres de la sociedad, 
pero ahora se estaría llegando a una etapa en que los problemas de pobreza se 
relacionan con la precariedad de los empleos y con las desigualdades de opor- 
tunidades para acceder a bienes y servicios de calidad comparable, que tienen 
mucho que ver con desigualdades de origen social, con formas de discrimina- 
ción en este aspecto y con la heterogeneidad productiva. Desde un punto de 
vista político, sostiene que en el ámbito social no ha existido una autoridad con 
suficiente poder de decisión como el de la autoridad económica, personalizada 
en el ministro de Hacienda. Más bien ha existido una autoridad coordinadora, 
sin el peso político comparable al de su par económico. Desde el punto de vista 
de los recursos públicos, estos deberían adecuarse a un diseño que parta por 
el reconocimiento de la universalidad de los derechos sociales mínimos, para 
lo cual sería indispensable lograr un Pacto Fiscal, léase un pacto político que 
lleve la carga tributaria a un nivel más alto y coherente con la equidad social 
que todos proclaman buscar. 
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El sentido del debate en Chile 
Este somero repaso de las visiones críticas del modelo chileno muestra que lo; | 
disparos vienen desde muchos orígenes y perspectivas. Por lo mismo, el cop. | 
cepto de modelo tiene diversas connotaciones, y de distinto rango intelectug; | 
En la teoría económica el término “modelo” tiene al menos dos acepciones; 
una, analítica, que busca estudiar los efectos de determinadas variables sobre 
el funcionamiento de la economía, a partir de algunos supuestos; la otra, nor. 
mativa, donde el objetivo es identificar qué instrumentos de políticas econó. ' 
micas son más eficaces para alcanzar determinados resultados. Por cierto, un ' 
modelo normativo debe partir de un modelo analítico. Esta definición sugiere . 
que nos estamos refiriendo a una metodología que puede tener tantas posibi. 

lidades como interesados en plantearse algún problema económico particular. 
Es así como la historia de la teoría económica nos muestra que hay cientos, si 

no miles, de modelos analíticos que tratan de describir una determinada reali- : 
dad económica a partir de algunos supuestos simplificadores, desde los cuales ' 
inferir las recomendaciones de políticas públicas. Hay modelos para explicar . 
el crecimiento, la inflación, la especialización internacional, el desempleo, los 

salarios, etc. 

El concepto de modelo en el sentido analítico es esencial para entender 
las características y procesos de una experiencia determinada, y revelar sus 
coherencias v contradicciones. Pero hay que entender que un modelo no es 
una descripción de la realidad. Esta es infinitamente más compleja, razón por 
la cual los “modelos” tratan de construir una ficción o simplificación de la rea- 
lidad, que permita hacer un análisis útil sobre causas y efectos en la economía. 
Todo modelo se construye a partir de supuestos previos, relaciones funcio- 
nales o tecnológicas, parámetros y datos exógenos. De este modo, la teoría 
económica dispone de una gran variedad de ellos, todos los cuales no son más 
que instrumentos de análisis. Hay modelos agregados y microeconómicos. Los 
hay estáticos, que hacen abstracción del tiempo, y dinámicos, que buscan ana- ' 
lizar trayectorias de cambio temporal. También existen familias de modelos, ' 
basados en una cierta visión más global de la economía, como el “modelo ke- ' 
ynesiano” y el “modelo neo-clásico”, aplicables a temas de corto plazo o a tra- 
yectorias de crecimiento. Por cierto, la validez empírica de los mismos, que e$ 
lo que importa en último término, depende de que la información estadística 
de que se disponga, debidamente utilizada, no los contradiga. Esta validez es 
transitoria, mientras no aparezca evidencia adicional o mejores metodologíes 
de estimación. 

El debate político chileno no tiene que ver con la acepción anterior, que 
es más bien técnica y acotada. En el contexto nacional, el concepto de “modelo” 
es utilizado en un sentido mucho más amplio, para identificar una experien: 
cia histórica particular. La literatura del desarrollo es pródiga en alusiones de 
este tipo a experiencias históricas de países que han marcado una determinadi 
senda de desarrollo. Tal es el caso, por ejemplo, del sistema de economía de 


mercado versus los sistemas de planificación central, en que la diferenciación 
hace referencia al rol del Estado y del mercado. Aunque este nivel de diferen- 
ciación es menos relevante en los tiempos actuales, por el fracaso de la mayor 
parte de los socialismos reales y de los sistemas de planificación central (inclu- 
so la economía china hace avances hacia el sistema de mercado), sigue estando 
presente en el imaginario colectivo de los sectores más contestatarios del sis- 
tema capitalista. O, también, es el caso de los modelos de industrialización por 
sustitución de importaciones, después de la Segunda Guerra Mundial, que se 
refieren a las experiencias latinoamericanas de alto proteccionismo y Estados 
fuertemente interventores. En contraste, se configuró el llamado modelo del 
Este Asiático, en que el proteccionismo se combinó con incentivos a las ex- 
portaciones y los Estados definieron objetivos de innovación tecnológica, con 
asignación de recursos y creación de instituciones adecuadas. En este sentido, 
el término modelo identifica experiencias históricas con importantes referen- 
cias institucionales metaeconómicas, las cuales han sido consideradas como 
estrategias interesantes de emular. 

En relación a los modelos de economía de mercado propiamente tales, 
la literatura reconoce una importante diferenciación de experiencias. Se habla, 
así, del modelo anglo-sajón, referido principalmente a las experiencias más 
liberales de Inglaterra y Estados Unidos; del renano o europeo occidental. con 
mayor intervencionismo estatal en la forma de políticas industriales y Estados 
de Bienestar, con alta tributación y regulaciones, pero con economías abiertas 
comercialmente; del nórdico, con fuerte énfasis en los sistema de bienestar y 
en instituciones de concertación social; o del asiático, ya mencionado. con es- 
trechos vínculos público-privados para orientar el desarrollo tecnológico. 

Usado en este sentido, el concepto de modelo se aleja del significado 
más teórico y abstracto de la teoría económica, y alude a experiencias históri- 
cas que, en un análisis comparativo, muestran resultados exitosos (o también 
podrían ser muy negativos, en modelos no aconsejables de seguir). El térmi- 
no se asocia más a la idea de estrategia. Pero en este sentido, el concepto de 
modelo sólo puede usarse con muchas precauciones, por la simple razón de 
que ningún país está en condiciones de seguir ciegamente caminos estratégi- 
cos emprendidos exitosamente por otros. Cada país está obligado a seguir sus 
propios derroteros, a partir de su historia, cultura, instituciones y problemas. 
No quiere decir esto que las lecciones ajenas, en especial en algunos ámbitos 
específicos y técnicos de políticas públicas, no puedan ser de utilidad cuando 
se trata de determinar cómo se persiguen ciertos objetivos compartidos entre 
los países. Por ejemplo, el equilibrio fiscal como base de la estabilidad ma- 
croeconómica es un objetivo recomendable en general para todos los países, 
pero la forma concreta de alcanzarlo y los tiempos para hacerlo dependen de 
las circunstancias específicas de cada país y de los momentos concretos por los 
que se esté pasando, 

El concepto de modelo en el debate chileno se refiere a la experiencia 
de desarrollo que ha tenido el país en las últimas tres decadas, caracterizada 
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por el predominio del mercado para inducir el crecimiento económico. Per 
es una experiencia que ha evolucionado de tal modo que, en un sentido má, 
riguroso, se puede hablar de distintos modelos históricos. El primero es el que 
podría identificarse como “el Consenso de Chicago”, que va desde 1974 a 198), 
Es aquel que aspiraba a la autorregulación de la economía a través del mercado, 
Pero la crisis de 1982 lo echó por tierra y emergió una segunda versión, entre 
1985- 1990, que se asimiló más al “Consenso de Washington”. Se trató del libre 
mercado privatizado, pero con regulaciones financieras, mayor pragmatismo 
de la política cambiaria y monetaria e inicio de una institucionalidad socia] 
que, aunque escasa de recursos, focalizaba su objetivo en el alivio de la pobreza 
extrema. 

En 1990 se inicia el “Modelo de la Concertación” que, adhiriendo al 
sistema de mercado como fundamento general, desarrolla con fuerza y con 
recursos una institucionalidad social y de bienestar enfocada a los sectores 
más necesitados, expandiendo las regulaciones a los sectores de monopolios 
naturales y desarrollando una política de fomento productivo destinada al au- 
mento de la productividad, reconociendo algunas fallas de los mercados. A 
nuestro juicio, lo fundamental en este son tres pilares inseparables: sustenta- 
ción de la gobernabilidad política en la coalición de centro-izquierda que, en 
forma inédita en el país, establece una mayoría electoral y democrática sólida 
para fijar un horizonte de desarrollo de largo plazo; gobierno de la economía, 
refutando la idea de que los mercados se autorregulan en forma automática 
y afirmando, por el contrario, que se requiere fortalecer la acción del Estado, 
junto con el desarrollo de instituciones, políticas públicas y regulaciones que 
aseguren la estabilidad macroeconómica y compatibilicen los incentivos eco- 
nómicos con los grandes objetivos políticos del desarrollo; y, en tercer lugar, 
solidaridad social, lograda a través de un consenso para aumentar la carga tri- 
butaria y financiar con recursos sustantivos un conjunto de programas sociales 
públicos orientados a los grupos en extrema pobreza. Estas características lo 
asemejan al modelo de economía social de mercado europeo, posterior a la 
Segunda Guerra Mundial. 

Se puede apreciar, entonces, que el modelo económico de la Concerta- 
ción tiene poco que ver con los dos anteriores, propios del régimen autoritario. 
Es un modelo que no se identifica sólo por el uso del mercado, ni tampoco 
es asimilable a experiencias populistas bien conocidas. Su novedad y contri- 
bución al desarrollo del país consiste en haber podido ensamblar, en formi 
bastante eficaz, una difícil transición democrática desde una dictadura férrea 
y monolítica, con gobernabilidad democrática, pero también con estabilidad, 
eficiencia económica y equidad social. Ha fortalecido la acción del Estado. ; 
también profundizando la economía de mercado. Ello ha permitido positivas 
relaciones entre el Estado y el sector privado, las cuales han sido uno de los 
pivotes sobre los que se ha sustentado la gobernabilidad económica. 

La importancia de estas relaciones se deriva del rol protagónico asumi: . 
do por el sector privado en la economía chilena. Puesto que la Concertación 
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se propuso, por un lado, regular y profundizar la economía de mercado, avan- 
zando en la transformación competitiva de la economía; por el otro, promovió 
que las relaciones público-privadas tuvieran un carácter estratégico, mani- 
fiesto durante todos los gobiernos concertacionistas. A ningún gobierno de 
la Concertación le ha sido indiferente mantener muchos canales abiertos de 
comunicación y de articulación con el sector privado. Ello se ha manifestado 
de múltiples maneras: permanente presencia del Presidente (a) de la Repú- 
blica y de sus ministros del área económica en los Encuentros Anuales de la 
Empresa; participación constante de destacados empresarios y dirigentes de 
este gremio en los viajes presidenciales; comisiones de trabajo público- priva- 
das organizadas en función de temas específicos como los problemas de la 
pequeña y mediana empresa o los acuerdos comerciales con otros países; la 
Agenda ProCrecimiento constituida al principio de la década por iniciativa de 
la Sociedad de Fomento Fabril para abordar temas micro-económicos, entre 
otros. Esto ha facilitado un clima de confianza empresarial en la economía chi- 
lena, aunque no exento de resentimientos y suspicacias de otros sectores que 
se han sentido excluidos del acceso a las máximas autoridades. Esta capacidad 
de articulación con resultados exitosos es lo que ha llamado la atención de los 
analistas internacionales. 

Ahora bien, la mayor parte de las críticas a este modelo apuntan a la 
insatisfacción con los resultados distributivos y a la fuerte concentración eco- 
nómica producida. A nuestro juicio, ninguna de estas críticas significa un 
cuestionamiento a fondo al carácter del modelo concertacionista en cuanto al 
uso del mercado como mecanismo para el crecimiento económico. Como se 
mencionó más arriba, el sistema de economía de mercado tiene variantes muy 
diversas según los países y también según los períodos históricos. El sistema de 
mercado es la organización que rige tanto en las economías más igualitarias del 
mundo, como la de los países nórdicos, hasta aquellas con mayor desigualdad, 
como la de la mayoría de los países latinoamericanos. El ex Presidente Lagos 
señaló en un seminario, a comienzos de 2007, que la variante especifica que se 
desarrolle en Chile dependerá del tipo de sociedad que el país quiera darse a 
través de su proceso democrático.” Este es el gran debate que debe venir. Está 
claro que la demanda social es de mayor equidad, y ya no sólo para los sectores 
en extrema pobreza, sino también para los medios y, en general, para toda la 
sociedad, bajo un enfoque de derechos ciudadanos y de desarrollo incluyente. 

El proceso político actual muestra que se han puesto varios focos en las 
direcciones correctas. La institucionalidad social está en proceso de reforma 
en tres ámbitos fundamentales en orden a mejorar la equidad: salud, seguridad 
social y educación. Pero si se demanda un mayor contenido solidario en esas 
reformas, ello implica un aumento de los recursos a asignar y, por lo tanto, re- 


"Presentación del hbro La protección social en un murda incierto, editado por Gonzalo Martner 
Para las Fundaciones Chile 21, Jesu luces y Eredench Ebert (Chulo! el 8 de enero de 2007 
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visión de la carga tributaria. Un aspecto a tener en cuenta es que la solidaridag 
social también supone apoyar una mayor capacidad de inserción en el proces 
productivo de los micro y pequeños empresarios en un campo de juego dez. 
nivelado. Ha habido retraso en reconocer los problemas de estos sectores, que 
tienen una enorme incidencia en el empleo. Aquí se echa de menos una mayo? 
decisión y energía para diseñar una estrategia más pro-activa de cooperación 
público-privada, con una institucionalidad financiera adecuada al carácter dy 
las MIPYMES y en la que el Estado asuma riesgos y liderazgos para proponer 
objetivos de largo alcance. 

La concentración económica es un fenómeno universal que no afecta 
sólo a Chile sino también a las grandes potencias económicas. Se deriva de 
los cambios tecnológicos y de las economías de escala que hacen más eficaz 
la organización de conglomerados económicos. El tema aquí es cómo evitar 
que la concentración dé pábulo a prácticas monopólicas que distorsionen los 
mercados. Pero también cómo impedir una concentración espuria, basada en. 
abusos de poder y en insuficiencias de las instituciones responsables de regular 
la competencia y la libertad de entrada a los mercados. Adicionalmente y, qui- 
zás más importante, cómo sustraerse de que el poder económico se mimetice 
con el político y con la industria de los medios de comunicación, uno de:los 
factores más influyentes en la formación de la conciencia ciudadana y en d 
desarrollo cultural. 

Se comprende, al fin de cuentas, que el llamado modelo a: e 
la Concertación no es un diseño estático ni acabado, sino un proceso:en desk 
rrollo, que debe ir asumiendo las insuficiencias que se generen'a partir de.s: 
propios resultados y de las nuevas oportunidades que se abran. Pero, a pess% 
de todo, que en sus 17 años de experiencia, puede ser considerado como'8l 

es más exitoso de superación de las dificultades históricas del desarrolló 
no. 


Expansión cíclica del sistema de mercado 


En el centro de este debate está el concepto de economía de mercado y sus con: 


creciones históricas. Este será el foco de la discusión de este libro. Se trata dé } 


un sistema con enormes ventajas para la coordinación de las decisiones indiv 
duales y la eficiencia en la asignación de recursos. Pero también es un sistem 
con fallas, que debe ser regulado y sustentado en instituciones que fijen I 
reglas del juego. De lo que se trata es de maximizar los beneficios y minimiza! 
las fallas y deficiencias. Nos interesa entender cómo se ha venido conformandb 
el sistema de mercado en los años de gobiernos concertacionistas, cuáles haf 
sido las principales instituciones que lo regulan y las políticas públicas qué 
lo han orientado. Por lo tanto, nuestro abordaje será de la experiencia co" 
certacionista y, en particular, de sus tres primeros gobiernos. En este sentido 
usaremos la expresión “modelo económico”, que no se refiere exclusivament 
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a las políticas económicas sino al enfoque político-económico-social global, 
aludido más arriba. 

Antes de entrar directamente al tema, es de interés una breve excursión 
histórica sobre el desarrollo de la economía de mercado. En los próximos dos 
capítulos sostendremos que la historia de este sistema ha sido de avances, re- 
trocesos y nueva expansión. Desde el auge liberal de la segunda mitad del siglo 
XIX, inspirado en la revolución industrial inglesa y en la economía política 
clásica, en Chile se comenzó a construir una economía de libre mercado, aun- 
que las características propias del país fueran obstáculos casi insalvables para 
un “liberalismo en forma”. Se desarrolló un sistema más bien híbrido que no 
impidió una presencia creciente del Estado, bajo la forma de un proteccionis- 
mo incipiente, de un fuerte intervencionismo en el sistema cambiario y de un 
activismo fiscal que contribuyó al desorden monetario. Durante el siglo XX se 
consolidó el intervencionismo estatal con pretensiones de establecer un siste- 
ma de planificación central. Culminó este proceso con la crisis democrática, el 
inicio de la dictadura militar y, a partir de esta, con el retorno de un fundamen- 
talismo de mercado extremo, con aspiraciones de sistema autorregulado. 
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Capítulo II 


AUGE, CAÍDA Y RECUPERACIÓN 
DE LA ECONOMÍA DE MERCADO 


Los más grandes mejoramientos en la capacidad productiva del trabajo, y lg 
mayor parte de la habilidad, destreza y juicio con que se aplica en todas partes, pare. 
cen ser los efectos de la división del trabajo» 


Adam Smith 


¿A qué se refiere el concepto de economía de mercado? ¿Se trata del modelo 
competitivo y descentralizado que probablemente tenía en mente Adam Smith 
cuando escribió su obra La riqueza de las naciones (por ejemplo, la compe- 
tencia entre panaderías o entre carnicerías)? ¿Un sistema que les ha abierto | 
oportunidades impensadas a los jóvenes que exploran la aplicación de nuevas 
tecnologías informáticas, por ejemplo? ¿Oportunidades abiertas a los consu- | 
midores de todas las clases sociales de poder escoger entre una gran variedad ; 
de bienes y servicios, tomarse vacaciones en el extranjero, acceder a un auto- 
móvil o a las muchas variedades de equipos audio-visuales y de comunicación? | 
¿O una estructura concentrada de poder económico que somete a los consu 
midores y a los trabajadores a una nueva forma de servidumbre? Como puede ` 
apreciarse muy rápidamente a partir de estas preguntas y otras que podrían 
hacerse, los significados son muy diversos y forman las múltiples caras de una : 
realidad muy compleja. 

Una primera distinción que debe hacerse es entre un mercado en par- » 
ticular y la economía de mercado como sistema. El mercado consiste en d | 
intercambio de bienes por un precio. Como tal, existe desde la antigüedad., 
Los historiadores económicos lo han asociado preferentemente al intercambio , 
de larga distancia, cuando los principales protagonistas eran las caravanas d ' 
mercaderes. El comercio local, en cambio, era fuertemente protegido, pe i 
privilegiaba las jerarquías y las estructuras sociales vigentes. 

La economía de mercado es un concepto más amplio, ya que el inter 
cambio involucra, además de las mercancías, los factores productivos: C* 
pital, tierra, trabajo, dinero, rigiéndose por las leyes de la competencia, } 
oferta y la demanda. Por esta razón, adquiere un carácter sistémico, porque 


% Adam Smith, Una investigación sobre la naturaleza y causas de la riqueza de las nacion 
cap. l. 
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abarca dimensiones fundamentales de los sistemas sociales, como las rela- 
ciones entre los individuos con la tierra y los recursos naturales, la propiedad 
del capital, los sistemas productivos, la justicia social, 

Según Polanyi (1957), los mercados se constituyeron desde la antigüe- 
dad, pero no para intercambiar dinero en forma explícita, sino como canjes 
rituales, asociados a la reciprocidad en las relaciones sociales y entre comu- 
nidades. El dinero surgió como un instrumento de conveniencia para facilitar 
intercambios que se fueron sistematizando. También permitió homogeneizar 
el valor de cambio de los bienes, los precios, a partir de los cuales fue posible 
efectuar un cálculo sobre la economicidad de estos. Pero lo fundamental, se- 
gún este autor, es que cualquiera fueran las formas de intercambio y de reci- 
procidad, estas no perdieron el carácter subordinado a los roles sociales y a las 
jerarquías de los individuos dentro de sus comunidades. 

Desde la antigüedad, el comercio, como intercambio de bienes, estaba 
subordinado a estructuras sociales y jerárquicas, cuyos criterios éticos y valóri- 
cos eran superiores en la determinación de la conducta humana. Esto culmina 
con los regímenes absolutistas y mercantilistas con los cuales se impone la 
subordinación total al monarca y al Estado. Incluso los criterios de eficiencia 
económica están definidos en términos de acumulación de riquezas para el 
Estado. Esto significa toda clase de restricciones al comercio proveniente del 
exterior y estímulos para las exportaciones. Aunque ya había voces críticas al 
exceso de regulaciones estatales, como las de los fisiócratas franceses, quienes 
acuñaron la famosa frase laissez-faire, laissez-passer, pidiendo más libertad 
económica,” fue Adam Smith quien visualizó de manera más lúcida las ven- 
tajas que traía aparejadas el sistema de mercado.” Sin embargo, según Keynes 
(1972), Smith nunca usó la expresión laissez-faire, ni tampoco lo hicieron los 
economistas clásicos. En el enfoque smithiano, la principal preocupación era 
cómo alcanzar el mayor bienestar social, y su defensa de la libre competencia 
fue debida a que en su visión armónica de la sociedad, la búsqueda del bien 
individual conducía necesariamente al bien social, es decir, al bien de la mayor 
parte de los individuos. Pero Smith no fue un fundamentalista respecto de la 
no intervención del Estado, como lo prueban numerosas alusiones a las res- 

ponsabilidades del gobierno para impedir abusos. Importantes economistas 


* Keynes (1972), en su ensayo The end of laissez-faire, sostiene que el término se le atribuye a 
un comerciante francés en una conversación con Colbert. Este le habría dicho al comerciante, de 
apellido Legendre, Que faut-il faire pour vous aider? (¿Qué puedo hacer para ayudarlo?), a lo cual 
Legendre habría respondido: Nous laissez-faire (Dejadnos hacer). (p.278). Sin embargo, sostiene Ke- 
ynes, que quien realmente usó primero la frase fue el Marqués d'Argenson, en 1751, cuando afirmó: 
Laissez-faire, telle devrait être la devise de toute pouissance publique. depuis que le monde est civili- 
sé. Laissez faire, morbleu! Laissez faire! (Dejad hacer, tal deberia ser la consigna de toda prosperidad 
pública, una vez que el mundo se civilice... ¡Dejad hacer, por todos las demonios! ¡Dejad hacer!) 


2 

a Frente al absolutismo y el abuso del poder, el comercio comenzó a verse como una via de escape 
a discrecionalidad, por sus reglas bien establecidas. De ahí la expresión el doux comerse (dulce 
Comercio), Hirschman (1977). 
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neo-clásicos posteriores, incluido Alfred Marshall, reconocieron situaciones 
de falta de armonía entre los intereses privados y los sociales. 


Las ventajas del mercado 


Smith consagró la teoría a favor del libre mercado porque vio en este meca. 
nismo la mejor manera de organizar la coordinación social para aumentar la - 
riqueza de las naciones y el bienestar de los pueblos. La creación de riqueza, 
para este autor, no era la acumulación de metales preciosos ni oro, sino el in. . 
cremento de la producción a partir del trabajo humano. Este fue un cambio . 
paradigmático respecto de cómo se entendía el objeto de la economía política, 
Lo importante era el aumento de la productividad, para lo cual había que pro- 
mover la división del trabajo y la expansión de los mercados. El gran mérito 
de Smith fue haber detectado los signos de su tiempo y la naciente revolución 
industrial, que estaba transformando los métodos de producción y permitien- 
do un espectacular acrecentamiento de la misma. Pero si el crecimiento de la 
producción se estaba acelerando, era indispensable darle salida a los bienes a 
través de la creación de demanda. De ahí la necesidad de liberalizar y ampliar 
los mercados. 
Este autor descubrió que los mercados poseen mecanismos de coor- 
dinación eficientes y descentralizados. Es uno de los “descubrimientos” más 
relevantes de Adam Smith, es decir, reconocer lo potente que puede ser la co- 
ordinación descentralizada a través de las decisiones individuales de produc- 
ción y consumo, en función de los precios como señales de la abundancia o 
escasez de los bienes. Para que se produzca esa coordinación basta que cada 
quien siga sus propios intereses en la búsqueda de obtener un mayor beneficio 
de sus recursos disponibles (trabajo, tierra o capital). No hay que buscar la 
coordinación en función de las motivaciones altruistas que puedan tener los 
productores, sino en el propio interés. “Al orientar sus esfuerzos para producir 
el máximo valor, cada individuo busca su propia ganancia y en este, como en 
otros casos, es conducido por una mano invisible para promover un fin que no 
está dentro de sus intenciones... Al perseguir su propio interés frecuentemente 
[nótese, no siempre- observación nuestra] promueve el interés de la sociedad 
más efectivamente que cuando se lo propone abiertamente”? Esto lo lleva a 
sostener la conocida frase de que “no es por la benevolencia del panadero” que 
obtenemos el pan de cada día, sino por su propio interés. Según Rothschild 
(2001), Smith le atribuye tres acepciones a la idea de la mano invisible, las 
cuales sustentan su confianza en tal mecanismo: las acciones de los individuos 


* Traducción libre del autor, Smith, edición de 1976, p. 477-8. 
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tienen consecuencias no buscadas; estas promueven a veces el interés de la 
sociedad; y los acontecimientos se suceden dentro de un orden.” 

Pero las ventajas del mercado no están sólo en la coordinación de deci- 
siones y agregación de preferencias individuales. La competencia también con- 
tribuye al mejor uso de los recursos disponibles. En una especie de darwinismo 
social, a través de la misma los productores se van consolidando y progresan los 
más capaces, quienes pueden producir a menor costo o mejor calidad. Su premio 
es obtener mayores beneficios. Quienes no logran estos estándares de precio 
y calidad fracasan y deben abandonar la actividad respectiva, lo cual es bueno 
desde el punto de vista social porque dejan de usar recursos escasos que otros 
pueden utilizar mejor. Esto es lo que define el carácter cruel del mercado, porque 
desde el punto de vista de una ética ciudadana surge la pregunta de qué pasa y 
cómo sobreviven aquellas personas que fracasan, ya sea en la producción o en 
el empleo. Esta es la materia distributiva que emerge como consecuencia de una 
economía de mercado y que toda sociedad civilizada no puede ignorar. 


Intereses individuales e intereses sociales 


Frente al supuesto de armonía entre los intereses individuales y los intereses 
sociales, no se le escapó a Smith que hay excepciones y abusos (por ejemplo, 
el caso de los monopolios). Pero también que esa armonía supone la práctica 
de unas virtudes ciudadanas sin las cuales se podría desatar la pérdida de la 
cohesión social. En la Teoría de los sentimientos morales, obra generalmente 
ignorada por muchos seguidores de Smith, este había expresado que el “amor 
a nuestro país comprende normalmente dos principios distintos: primero, un 
cierto respeto y reverencia hacia la constitución o forma de gobierno estable- 
cida; y segundo, un ferviente deseo de hacer, en la medida de nuestras posibi- 
lidades, que la condición de nuestros conciudadanos sea segura, respetable y 
feliz. Quien no está dispuesto a respetar las leyes y a obedecer al magistrado 
no es un ciudadano, y quien no aspira a promover, por todos los medios a su 
alcance, el bienestar del conjunto de sus compatriotas no es ciertamente un 
buen ciudadano”?! 

Podrían parecer contradictorias estas dos afirmaciones del padre del li- 
beralismo económico, pero ello es sólo en apariencia (y durante mucho tiempo 


” Según Rothschild (2001, p. 118-9), la figura de la “mano invisible” la tomó Smith de un pasaje de 
Macbeth (Acto 111): Come, seeling night,-Scarf up the tender eve of pitiful day.- And with thy bloody 
and invisible hand- Cancel and tear to pieces that great bond- Which keeps me pale. (Ven, noche 
cegadora, cubre el tierno ojo de tan lastimoso día, con tu mano invisible y sangrienta anula y despe- 
tiza el insigne vínculo que me hace palidecer. Traducción de Armando Roa Vial, Editorial Norma, 
Bogotá, 2001.) Según Rothschild, Smith daba conferencias sobre Shakespeare. 


* Smith, edición de 2004, pp. 403-4. Nótese que con este concepto, Smith está aludiendo a lo que 
My se conoce como “responsabilidad social corporativa" 
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en Europa se discutió esta contradicción en lo que se denominó “el proble. 
ma de Adam Smith”). La búsqueda del interés individual que fundamenta ja 
eficiencia del mercado no hace referencia a una sociedad donde reine la ley 
de la selva, sino a una organización civilizada en la cual existan ciertos cód;. 
gos ciudadanos que generen la cohesión social y la responsabilidad ciudadana, 
Egoísmo y altruismo son dos características del comportamiento humano que 
Smith ve como indisolublemente ligadas para organizar una buena sociedad. 
Este aspecto ha sido generalmente ignorado por muchos de sus seguidores, 
quienes enfatizan solamente la lógica del interés propio, sin importar las con. 
secuencias sociales que se pueden derivar.*? 


La economía de mercado como sistema: 
factores productivos y régimen monetario 


Contribuciones posteriores a Smith pusieron el acento sobre otros temas que 
irían completando esta visión armónica de la economía de mercado. Para que 
rindiera plenamente sus beneficios, los clásicos detectaron que el libre inter 
cambio debía ampliarse más allá de los bienes producidos, para incluir tam- 
bién los factores de producción: trabajo, capital, tierra. David Ricardo extendió 
el análisis de los beneficios del libre comercio y sus condiciones al tema de 
mercado del trabajo y al régimen monetario, dos complementos indispens- 
bles para la formación de una economía de mercado como sistema. 

Para la Inglaterra de la primera mitad del siglo XIX el encarecimiento 
de los bienes agrícolas se estaba convirtiendo en un problema central. El au- 
mento de población y la progresiva escasez de tierras contribuían a encarece 
los alimentos y a presionar por un aumento de los salarios. Puesto que la base 
de la revolución industrial estaba en la acumulación de capital y el aumento de 
la inversión, la escasez de alimentos y el incremento del costo del trabajo iban 
directamente en contra de esos objetivos. Había que desarmar dos institucio 
nes que venían de siglos atrás: las leyes de granos, que protegían la agricultur 
inglesa de las importaciones, y las leyes de pobres, que establecían subsidios 
a estos para asegurarles la subsistencia. La abolición de las leyes de granos 
permitiría aumentar las importaciones de cereales (situación que, entre otras 
cosas, benefició a Chile en el período de oro de las exportaciones triguers 
a Europa) y disminuiría su precio, en tanto que la abolición de las leyes d 
pobres permitiría formar un mercado competitivo de mano de obra, impidien: 
do un incremento prematuro de los salarios. No necesariamente esto último 
significaría una caída de los salarios reales, puesto que si bajaba el precio de 


32 Una función de la política y la educación es promover la responsabilidad ciudadana. En la e 
tualidad, organismos internacionales como Naciones Unidas y otros, promueven la responsab 
social corporativa. 
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los alimentos la disminución de salarios posiblemente se vería compensada. 
Quienes realmente pagarían el costo de estos cambios serían los terratenien- 
tes, quienes verían mermadas sus rentas, pero esto no tendría mayores conse- 
cuencias porque el progreso quedaba en manos de los capitalistas industriales 
y de sus inversiones. Por último, para asegurar que los precios correspondieran 
a los costos reales, era imprescindible la estabilidad de la moneda mediante un 
régimen de patrón de oro y finanzas públicas equilibradas. Era el programa 
básico del liberalismo económico, el cual pasó a ser la ortodoxia económica 
del siglo XIX. 

Se fue conformando, así, un sistema de economía de mercado con dos 
características principales: creciente autorregulación y progresiva influencia 
sobre el sistema social y cultural. 

El libre comercio de bienes le permitiría a cada país especializarse en la 
producción de bienes donde hubiera ventajas comparativas; el mercado com- 
petitivo del trabajo aseguraría que los costos de producción se determinaran 
sólo en función de las posibilidades técnicas de producción; y una moneda 
“sana”, es decir, estable y respaldada por el oro o la plata, para que fuera acep- 
tada internacionalmente, completaría las tres condiciones bajo las cuales la 
economía de mercado podría funcionar como un máquina armónica y sin in- 
terferencias espurias. Esta ortodoxia económica se fue consolidando a lo largo 
del siglo y sustentando la idea de que la autorregulación de los mercados era la 
mejor garantía del buen funcionamiento del sistema. Los gobiernos deberían 
intervenir cada vez menos y limitarse a garantizar la seguridad de los Estados 
y a constituir las instituciones fundamentales. 


La sociedad subordinada al mercado autorregulado 


Pero, ¿qué ocurre con la sociedad en la cual se inserta esa máquina económi- 
ca? De aquí deriva la segunda gran característica de la economía de mercado 
autorregulada, según Polanyi: los tejidos sociales se subordinan creciente- 
mente a las exigencias de los mercados. El caso más dramático es el de los 
trabajadores, cuyas condiciones de vida pasan a ser determinadas por las 
exigencias del mercado. Desaparecen las instituciones de protección social 
de los más débiles, los que deben someterse a los dictados del mercado del 
trabajo. Los efectos son variados. No sólo inciden en los medios de vida (si 
los salarios no son suficientes para la subsistencia, habrá hambre y quizás 
mortalidad, pero esto sería un incentivo mayor para la búsqueda de trabajo 
y para un mayor esfuerzo de los trabajadores), sino también en la erradica- 
ción de las familias de sus lugares de origen, la ruptura de vínculos sociales 
y la necesaria adaptación a nuevas condiciones de trabajo (por ejemplo, del 
trabajador rural a la disciplina de la fábrica). También los terratenientes tie- 
nen que sufrir el ajuste de sus modos de vida: el libre comercio agrícola va 
directamente en perjuicio de sus privilegios y fuentes de riqueza, forzándolos 
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-e-acóptar que la tierra sea un factor productivo más, transable en el mercay 
-en-Jugar de un patrimonio asociado a una determinada jerarquía social, 
La revolución industrial y el liberalismo económico constituyeron y, 
mayor revolución de la era moderna. Por primera vez se comenzó a desarrolla, 
la ciencia y la tecnología para ser aplicadas a los procesos productivos y a y, 
acumulación de capital, con un aumento inédito de la productividad y de la 
posibilidades de ganancias. Este proceso exigió que los mercados se extendje. 
ran más allá del ámbito limitado de las mercancías, para incorporar la tierra, q 
trabajo y el propio dinero como objetos de intercambio. La tierra se convirtig 
en mercancía, pero lo propio ocurrió con el trabajo de los campesinos desalo. 
jados de sus territorios, quienes comenzaron a vagar en busca de subsistencia, 
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Se estaban constituyendo los mercados de factores productivos, y con ello, ins. 


tituciones seculares como la propiedad feudal y la servidumbre desaparecían 
para dar origen a los respectivos mercados. 

Pero las consecuencias fueron mucho más profundas. Al penetrar los 
mercados a ámbitos reservados a las jerarquías sociales, comenzó a trastocarse 
el sistema social propiamente tal, introduciéndose la lógica del cálculo eco- 
nómico en los comportamientos individuales y políticos. Estaba naciendo k 
economía de mercado como sistema, con una lógica invasiva de la vida social 
Los efectos fueron revolucionarios, tanto por el espectacular crecimiento de la 
producción de bienes que trajo aparejado, como por las devastadoras conse- 
cuencias sociales, especialmente el empobrecimiento de las grandes masas de 
campesinos erradicados de la tierra. Este fenómeno fue percibido por muchos 
observadores, entre ellos Marx, quien vaticinó la crisis del capitalismo a con- 
secuencia del enfrentamiento entre trabajadores y capitalistas. La riqueza de 
unos y la pobreza de muchos fueron las dos caras de una moneda. 


La autorregulación y sus fallas 


La gran contribución de los economistas clásicos, fue descubrir el carácter au- 
torregulatorio de la economía de mercado. Los precios de mercado son las 
señales públicas que se transmiten entre los agentes económicos respecto de 
la conveniencia de producir o consumir distintos bienes. Esto significa que 
los desajustes que puedan ocurrir tienden a corregirse automáticamente en 
función de las leyes económicas de la oferta y la demanda. En un mercado en 
el que existe una presión desde la demanda, el aumento del precio es el instru- 
mento que transmite la información a los productores de que existe escasez del 
producto y los estimula a aumentar su oferta. A los consumidores les transmite 
la señal de que puede ser preferible sustituir ese bien por otro. Si los produc 
tores responden al estímulo del precio, es probable que en “un mercado bien 
comportado” el aumento de la oferta elimine la “escasez” detectada e incluso 


pueda ocurrir que disminuya el precio. Tal sería la forma más elemental de . 


ajuste automático. 
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El concepto de la autorregulación fue llevado al extremo por algunos 
autores del neo-clasicismo económico. Basándose en el supuesto de que los 
individuos no tienen otros objetivos más que maximizar su bienestar indi- 
vidual a través del intercambio en el mercado, algunos modelos teóricos del 
neo-clasicismo (por ejemplo, de Walras) elaboraron una conceptualización 
sobre el equilibrio general de la economía, en la que el mero mecanismo de 
los precios sería suficiente para transmitir todas las señales necesarias a ofe- 
rentes y demandantes (no sólo de bienes sino también de los servicios de los 
factores productivos), de modo que todos los mercados se equilibren. Pero, 
como ha dicho Arrow (citado por Fitoussi, 2004, p. 313), uno de los teóricos 
modernos de estos modelos, de hecho tal economía no puede existir, porque 
las economías reales son parte de sistemas políticos, que suponen un gobier- 
no y un régimen, también político que, necesariamente, van a interferir en la 
autorregulación económica. En el caso extremo, sería perfectamente posible 
que el equilibrio del mercado de trabajo requiriera un salario de inanición, 
que provocaría la muerte de los trabajadores y sus familias. Esta constatación, 
más el reconocimiento posterior de la propia teoría económica neo-clásica so- 
bre las llamadas “fallas de mercado”, han hecho que en la práctica no existan 
economías de mercado absolutamente autorreguladas, sino que requieran del 
soporte de instituciones de complementación o de rectificación, según sean 
los casos, incluido el Estado. 

En 1926 Keynes (todavía “pre-keynesiano”) hizo un reconocimiento de 
las principales fallas del modelo autorregulado y del laissez-faire, cuando afir- 
mó que esta teoría “no surge de los hechos reales, sino de una hipótesis incom- 
pleta introducida para simplificar” y que las complicaciones reales son tratadas 
como casos curiosos.* Entre las principales fallas, mencionó: 1) la desigualdad 
de tamaño entre productores y consumidores; 2) la estimulación de la integra- 
ción vertical de la producción debido a las economías internas de escala; 3) 
los prolongados tiempos de ajustes; 4) la prevalencia de la ignorancia sobre el 
conocimiento; 5) la interferencia de los monopolios y consorcios respecto de 
la equidad en el poder de negociación (Keynes, op. cit., p. 284-5). Pero, sostuvo 
este autor, que para los defensores del modelo ortodoxo estas complicaciones 
eran sólo una enfermedad, considerando el modelo competitivo autorregula- 
do como el estado normal y sano de la economía. Estas consideraciones lo 
llevaron a sostener, antes de publicar su Teoría general, que no es correcto 
postular que siempre el interés privado actúa a favor del interés público.* De 
ahí hubo un paso a su conclusión de que una responsabilidad principal de los 


= De hecho, otros neo-clásicos de principios de siglo, como Marshall o Pigou habían reconocido 
que los mercados tienen fallas que los alejan de las soluciones óptimas. Pero estas fallas eran consi- 
deradas casos especiales o anómalos, más que inherentes a la realidad económica normal. 


Y La teoría de los juegos demuestra también que, dependiendo de la estructura de los incentivos, 
la búsqueda del interés individual puede ser incompatible con el interés colectivo, Tal es el caso del 
dilema del prisionero” 
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economistas era la de formular una Agenda de gobierno. Sus dos líneas ce, | 
trales de propuesta de Agenda fueron: 1) el desarrollo de instituciones inter. 
medias, de carácter público pero autónomas y descentralizadas, para abor 
políticas públicas fundamentales (por ejemplo, una Autoridad para el Puerto | 
de Londres); y, 2) la responsabilidad del Estado de asegurar un nivel de ahon 
e inversión compatibles con el pleno empleo. 


La desigualdad social como la gran falla de la economía de mercado 


El caso más evidente de “falla social” de la economía de mercado es su dificul. 
tad para corregir la desigualdad de oportunidades de los individuos. Históri- 
camente las oportunidades estuvieron muy condicionadas por la propiedad de | 
los recursos más escasos: primero la tierra más fértil, el acceso al poder jerár. 
quico; después el capital, las redes comerciales y financieras, la tecnología; y, | 
en la actualidad, la educación y la información. Hay un círculo vicioso porque 
el mercado premia a quienes aprovechan las oportunidades, pero estas, nor- 
malmente, van hacia quienes ya poseen los recursos estratégicos. De modo que 
la desigualdad inicial de recursos difícilmente será corregida por el mercado, 
menos que haya políticas públicas correctivas. l 
Se da, además, un efecto perverso (desde el punto de vista de la justicia 
social y de la equidad distributiva) en el funcionamiento del mercado indivi- 
dual: el precio ejerce la función de discriminar entre quienes acceden a los 
bienes y quienes son excluidos de los mismos. El precio administra la escasez, 
no en función de prioridades sociales, sino del poder adquisitivo. Cuando en 
un mercado aumenta el interés (o poder adquisitivo) de algunos consumidores 
por adquirir un bien o servicio, si no varían otras condiciones, el precio deber 
aumentar, a fin de excluir a aquellos cuyo interés (o poder adquisitivo) no s 
haya incrementado.* Aquí está la esencia de la “crueldad” del mercado a la que 
se refirió el Presidente Aylwin en cierta ocasión. Por supuesto, la función delos 
mercados individuales no es hacer justicia social sino administrar la escasez” 
Las fallas están en las características que generan ineficiencias y aumento deh 


escasez, y en el sistema que no establece los adecuados mecanismos de coa 
pensación social. 


a Este concepto se puede entender perfectamente con el ejemplo del aumento del peaje que st es) 
imponiendo en las carreteras urbanas cuando hay congestión. Si no todos pueden circular, hay Y 
discriminar. El mayor peaje excluye a quienes o no pueden pagar más o no tienen tanta urgencia P“ 
circular en ellas. Otra cuestión distinta es por qué se produce congestión, cuáles son las alternati” 
etc. En términos técnicos, el aumento del precio de un bien provoca una redistribución de un 
del “excedente del consumidor” hacia el “excedente del productor”. 


da 
” En macroeconomía se usa la expresión inglesa crowding-out para referirse al efecto que pro, 


Les to del gasto público en detrimento del gasto privado, a través del aumento de la 195) 
in - 
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Los modelos teóricos de los mercados autorregulados siempre han 
evitado pronunciarse sobre la bondad o deficiencia de la distribución de los 
ingresos. El argumento es que esto supone juicios de valor, lo que no corres- 
ponde hacer desde el punto de vista técnico o puramente económico. Lo que 
el análisis económico podría hacer es juzgar si un determinado ingreso, por 
ejemplo, un salario, corresponde o no a su precio de equilibrio (o de escasez) 
en el mercado de factores. Se podría juzgar la eficiencia de ese salario para 
transmitir la señal correcta para saber si hay escasez o exceso en ese mercado. 
Pero, para una evaluación rigurosa, habría que introducir las complejidades de 
los mercados a los que aludía Keynes, que en este ejemplo tienen mucho que 
ver con las desiguales capacidades de negociación y de tamaño, con la desigual 
distribución de la información y conocimiento y con la desigual situación so- 
cial que normalmente enfrenta un trabajador respecto de un capitalista y que 
condiciona las capacidades educacionales. 

En la vida real, es inevitable juzgar también el salario en términos de si 
es un “buen” o “mal” salario desde el punto de vista de la equidad social. Pero 
como el salario es un componente central de las relaciones sociales y la socie- 
dad es política, es inevitable que exista un juicio político sobre algunos pre- 
cios y especialmente sobre aquellos de los factores productivos, detrás de los 
cuales hay actores sociales. Por lo tanto, una economía de mercado concreta e 
histórica, difícilmente podrá ser autorregulada. Es un ideal que corresponde 
al plano de la ficción, no de la realidad. Esto es más evidente aún en la época 
contemporánea, cuando existen desigualdades de ingresos abismantes que han 
sido denunciadas por entidades del más alto valor moral y político. Nótese que 
estas críticas y denuncias no van en contra del sistema de mercado como tal, 
sino de las pretensiones de autorregulación más extremas. 


Hacia la economía de mercado regulada “desde fuera”: 
los desafíos internacionales 


Los efectos sociales de las transformaciones económicas fueron catastróficos 
en la primera mitad del siglo XIX en Inglaterra. El gobierno de ese país impulsó 
una serie de reformas liberales que implicaron la eliminación de las leyes de 
pobres (supresión de subsidios a los mismos), la disminución del proteccio- 
nismo comercial y el establecimiento de las bases monetarias del patrón oro. 
La paradoja es que los ideólogos liberales propiciaron la intervención decidida 
del Estado para estos fines, porque sólo este tenía la capacidad de hacer tales 
reformas. Según Bentham, el Estado debía tener la iniciativa de las retormas 
para crear una economía de mercado autorregulada. La complejidad de las 
reformas, y su vastedad, requerían un intervencionismo abierto y una fuerte 
presión política, 

Con la expansión comercial de la segunda mitad de ese siglo mejora- 
ron las condiciones económicas y sociales, pero en medio de la abundancia 
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emergió asimismo la pobreza. La sociedad comenzó a defenderse y a cong, 
tuir nuevas instituciones, como los sindicatos y las asociaciones empre ) 
alterando por cierto algunos elementos centrales de la autorregulación. No y 
ajeno a este movimiento el desarrollo y fortalecimiento de las democracias y), : 
mayor participación social. 

Tres tipos de cambios afectaron la autorregulación: las instituciones y, 
protección social, las nuevas formas de proteccionismo comercial y los Ban. 
cos Centrales que comenzaron a formular políticas monetarias y financiera 
Según Polanyi, estos cambios no fueron parte de un programa político, com 
sí lo fue la reforma liberal en Inglaterra, sino movimientos espontáneos y gn. 
duales que surgieron como una forma de corregir las graves consecuencig 
sociales de la autorregulación. Con todo, sostiene que mientras se mantuvo 
patrón oro (paridad cambiaria fija con el oro), fue posible una autorregulación 
parcial y debilitada. Las presiones sindicales por mejoramientos salariales o 
por legislación social interfirieron en los precios relativos y en la estructun 
de producción, pero se mantuvo una autorregulación financiera basada en lu 
movimientos internacionales de capital en respuesta a los desequilibrios œ 
merciales. Estos incidían en el equilibrio monetario y alteraban las tasas de 
interés, estimulando movimientos de capitales compensatorios. El déficit œ 
mercial inducía la salida de moneda, la escasez del crédito y el aumento dek 
tasa de interés. Esta tasa de interés más alta provocaba caídas de la producción | 
del empleo y de los ingresos, los que ajustaban los precios y los salarios ah 
baja, tornando la economía más competitiva e induciendo al restablecimiento ' 
Jel equilibrio macroeconómico. 

El capital financiero pasó a adquirir gran preeminencia, subordinando 
s empresas industriales a las fluctuaciones económicas características del : 
:poca. La flexibilidad de la tasa de interés bajo un régimen de patrón 0t0] 
la ausencia de regulaciones a los movimientos de capitales fueron la base d | 
la economía de mercado de fines del siglo XIX, aun cuando internamente % | 
habían introducido algunas interferencias en el mercado del trabajo y un po 
teccionismo industrial en los países que estaban en inferioridad competit 
respecto de Inglaterra. Este proteccionismo social e industrial comenzó 11% 
tringir los ámbitos de flexibilidad de la economía de mercado. Pero no imped 
la inestabilidad global del empleo y de los ingresos, como resultado de la in 
tabilidad financiera, con sus consiguientes costos sociales. Se desarrolla 1” 
primera era de predominio del capital financiero sobre el capital industrial! | 
partir de la lógica del endeudamiento y de las fluctuaciones de la tasa de inte 
rés. A fines de la época victoriana surgen muchos críticos de esta oriente 
del capitalismo (Heilbroner, 1972). 


El fin de la utopía de la autorregulación 


El siglo XX fue el escenario de un movimiento pendular que se inició en pleno 
auge del liberalismo económico, pero con fuertes presiones para desarrollar 
instituciones de protección social y regulación de excesos y abusos.” A las 
orientaciones reguladoras que buscaban gobernar el mercado y contrarrestar 
sus tendencias a la creación de monopolios, siguió el intervencionismo abierto 
del Estado, sobre todo después de la Gran Depresión y de la Segunda Guerra 
Mundial. 

La Gran Depresión fue la catástrofe que terminó de arruinar la concep- 
ción del funcionamiento automático y espontáneo de la economía de mercado. 
El desempleo y la caída de ingresos fueron de tal magnitud que país tras país 
tuvo que suspender el patrón oro, recurrir al proteccionismo y buscar nue- 
vas regulaciones que garantizaran mejor la estabilidad social y económica. En 
esta coyuntura la contribución principal de Keynes (1936) fue su propuesta 
de formulación de políticas macroeconómicas activas para alcanzar el pleno 
empleo, usando una política de gasto y de inversión públicos que rompiera el 
estancamiento provocado por el pesimismo de los inversionistas. El Estado 
debía intervenir directamente con este objetivo, porque el mercado por si solo 
sería incapaz de sacar las economías de la depresión. 

En América Latina los países que más se obstinaron en mantener el pa- 
trón oro y la ortodoxia del presupuesto fiscal equilibrado fueron los que sufrie- 
ron más, porque esa rigidez contribuía a deprimir los ingresos y el empleo. Si 
las balanzas de pagos no se podían ajustar mediante cambios en las paridades, 
debían aceptarse las caídas de ingresos y del empleo para disminuir los gas- 
tos. Pero políticamente no era fácil salirse del patrón oro. Se había asociado el 
prestigio de los países a la estabilidad de su moneda, por lo que romper con el 
régimen cambiario era poco menos que una traición a la patria. Sin embargo, 
los países se vieron forzados a reconocer los hechos y hacerse cargo de las pro- 
testas sociales que rechazaban los costos de la ortodoxia. Ello significó el fin 
del sueño de los ajustes automáticos internacionales de los mercados. Lo que 
siguió fue, primero, una guerra económica entre países que trataron de defen- 
der sus niveles de vida, incluso a costa del aislamiento, y luego la construcción 


Y El socialismo fue el intento más radical por contrarrestar las consecuencias sociales del capita- 
lismo, pero sus dos grandes fallas lo hicieron colapsar: la supresión de la libertad politica y las inefi- 
ciencias económicas provocadas por la centralización, la estatización de la propiedad de los medios 
de producción y la ausencia de incentivos individuales que se agravaron cuando las economías se 
hicieron más complejas. En los años 30 se suscitó la polémica acerca de si en una economía socia- 
lista podría operar un sistema de mercado descentralizado. El economista polaco Oskar Lange sos- 
tuvo su factibilidad teórica. Desde los años 60 hubo varios intentos por introducir mecanismos de 
mercado y descentralización, como fueron los casos de Yugoslavia, Polonia y Checoslovaquia, pero 
este último (ue violentamente reprimido por sus electos políticos. Después de la caída del socialismo 
europeo en 1989-90, Cuba, Vietnam y China han intentado constituir un sistema de mercado para- 
lelo a la economía centralizada, siendo el experimento chino el más exitoso. 


55 


de instituciones reguladoras internacionales, especialmente en el ámbito y 
nanciero, que fue donde se detectaban las mayores falencias. 
- La suspensión del patrón oro en los 30, la consiguiente depresión in, 
nacional y la Segunda Guerra Mundial, alteraron y suspendieron el funcion, 
miento de muchos mercados en Europa. La necesidad del intervencionismo, 
hizo evidente en todas partes, incluso en Estados Unidos, que inicialmente y, 
entró en la guerra. Emergieron los controles de precios y de las importacione 
por doquier. En Inglaterra y Francia se nacionalizaron empresas de servicio, 
básicos. Prevalecia un estado de ánimo que no esperaba a futuro un orde 
económico basado en el laissez-faire y el libre mercado (ver Díaz-Alejandro 
1988, sin hablar de la emergencia de la Unión Soviética como súper-potenciay 
referente mundial como alternativa al sistema de mercado capitalista). 

Proliferaron en Europa las políticas proteccionistas del tipo beggar. 
thy-neighbour basadas en devaluaciones competitivas, una vez que se rompió 
el patrón oro y aparecieran fuertes déficits de balanzas de pagos. Las nuevas 
alianzas políticas europeas favorecieron la prioridad de las políticas econ- 
micas para el pleno empleo y el crecimiento. Dada la ausencia de mecanis. 
mos de coordinación internacional y de financiamiento externo, sólo habi 
los alternativas de ajustes: políticas deflacionarias, o controles de cambiose 
mportaciones. Las primeras, equivalentes a aceptar ajustes automáticos ante 
lesequilibrios externos no fueron tolerables políticamente, después de la expe- 

iencia de la Gran Depresión. La opción por la defensa del pleno empleo y los 
bjetivos internos de bienestar social significaba aceptar la discrecionalidad y 
las regulaciones comerciales y financieras. Se visualizó un sistema de comercio 
internacional basado en tratados bilaterales y multilaterales. Este nuevo pare- 
digma tuvo enorme influencia en América Latina y, desde luego, en Chile, que 
también sufrió las consecuencias del desorden económico internacional. 

Al término de la guerra se produjo un importante debate internaciond 
entre los gobiernos de los Estados Unidos y de Inglaterra: la cuestión inmedish 
fue cómo estimular la reconstrucción europea, pero también cómo planificar 
el nuevo orden financiero internacional. Las economías desarrolladas eran st- 
ficientemente maduras e interrelacionadas y la estabilidad de cada una de ellss 
dependía de la estabilidad internacional. La cuestión de fondo seguía planteán- 
dose en términos de privilegiar un retorno a la ortodoxia (vale decir, volvera 
libre comercio, la estabilidad monetaria garantizada por paridades fijas y h 
eliminación de las restricciones a los movimientos financieros internacion? 
les) o priorizar él pleno empleo y la inversión interna. Esta segunda postun 
requería de reglas del juego internacionales que tuvieran cierta simetría entre 
los países deudores y los acreedores, reconociéndose que en todo desequilibrio 
de pagos sostenido entre dos países ambas partes tendrían una responsabili 
compartida. También requería mantener las restricciones a los movimiento 
de capitales, en base al riesgo de desestabilización que estos podían crear € 
un contexto en que ya no existía la credibilidad y confianza que daba el patrón 
oro. Los inspiradores de estas dos posturas fueron, respectivamente, Harry p. 
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W'hite, experto del Departamento del Tesoro de Estados Unidos, y Lord John 
M. Keynes, por parte de Inglaterra (Eichengreen, 1996). No hubo definiciones 
claras pero en la práctica la propuesta norteamericana fue la que salió adelante, 
consistente en un sistema que reimplantaba las paridades fijas entre países con 
una institucionalidad prestamista de último recurso para los países deudores. 
Fueron estas las funciones que se asignaron al Fondo Monetario Internacional, 
institución que, además, comenzó a presionar por la liberalización comercial, 
bajo la coordinación del GATT (Eichengreen, 1996). Es lo que se conoció como 
los Acuerdos de Bretton Woods. 


Las visiones sobre “el futuro de nuestros nietos” 


A nivel ideológico e intelectual, pareció que la economía de mercado autorre- 
gulada era cosa del pasado. Desprestigiada en la intelectualidad de izquierda y 
de centro, e incluso en amplios círculos empresariales, la confianza pública se 
orientó hacia el intervencionismo estatal y la discrecionalidad que implicaba. 
La política se había impuesto a la economía y pareció que las leyes del merca- 
do, elaboradas por la ortodoxia económica, se habían convertido en reliquias 
del pasado. Pensadores tan destacados en el siglo XX como Schumpeter y Key- 
nes habían dado por sentado que el capitalismo de libre mercado estaba en sus 
fases más críticas. Keynes fue más optimista que Schumpeter, pues pensó que 
mediante las políticas públicas, de estabilización y empleo, el sistema podria 
superar su principal falla: las fluctuaciones cíclicas y el desempleo masivo. Estas 
políticas podrían salvar al capitalismo. Su optimismo se basó en la creencia de 
que una vez restauradas las condiciones macroeconómicas de pleno empleo, el 
mercado podría funcionar eficientemente, como lo previeron los economistas 
neo-clásicos (ver su último capítulo en la Teoría general, 1936). Aun más, la 
acumulación de capital y el cambio tecnológico provocarían tal aumento de la 
riqueza, que hacia comienzos del siglo XXI habría desaparecido el problema de 
la escasez económica, aunque surgirían nuevos inconvenientes propios de una 
sociedad de la abundancia (Keynes, 1972). 

Schumpeter, en cambio, fue más escéptico percibiendo que el inter- 
vencionismo, o el “socialismo” -como él lo calificó-, estaba infiltrando la cul- 
tura democrática. El desarrollo de una institucionalidad burocrática y una 
intelectualidad crítica del capitalismo tenderían a terminar con el espíritu 
creativo e innovador, que él veía como el motor dinámico del desarrollo 
capitalista (Schumpeter, 1983). Al decir de Samuelson (1980), Schumpeter 
percibía una tendencia del capitalismo a la autodestrucción, pero no tanto 
por razones económicas sino por la inestabilidad política engendrada por el 
Propio éxito del capitalismo. 

Ambos profetas tuvieron algo de razón, desde sus propios puntos de 
vista, aunque Schumpeter ciertamente estuvo algo más equivocado. Ese inter- 
vencionismo o socialismo infiltrado, a la Schumpeter, que es lo que se conoció 
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en la post-guerra como el sistema de economía mixta o Estado de Biencsy, 
ha sido reconocidamente el más exitoso en la historia económica, una Verd. 
dera “edad de oro” del capitalismo. Se trata de una economia de mercado i ° 
regulaciones sociales, industriales y macroeconómicas, muy a la keynesia, 
y también muy influida por el concepto de “economía social de mercado" 4 
sarrollado en Alemania Occidental por el canciller Erhard en la post-guer, 
En 1950-1973 el crecimiento anual del producto per cápita mundial prom, 
dió el 3% (el de Europa Occidental fue de 4% y de América Latina de 2,5%, 
Contrastan estos altas ritmos con los ocurridos en el otro período de atir 
expansión económica como fue 1870-1913, cuando la economia mundial yk 
europea occidental crecieron al 1,3% anual y América Latina al 1,8% (Madd;. 
son, 2001, p. 126). Esta edad de oro del capitalismo ha sido atribuida a cua, 
caracteristicas generales desarrolladas por la mayor parte de las democracia, 
europeas occidentales: políticas macroeconómicas anti-cíclicas y de plen, 
empleo, sistemas de seguridad social que protegieran a la población de ky 
riesgos, aperturas comerciales que estimularan el aumento de la productiv. ' 
dad y un corporativismo social que facilitara consensos entre empleador ' 
y trabajadores para minimizar conflictos y acordar las políticas salariales, 
laborales. El alto crecimiento económico permitió avanzar en el desarroko 
equitativo de la sociedad de consumo, con acceso generalizado a los bienes; 
servicios modernos, como automóvil, electrodomésticos, educación y salud | 
de calidad, vacaciones cada vez más extendidas. Es imposible desconocer qu 
el keynesianismo y las regulaciones de la economía de mercado fueron decisi 
vos para lograr resultados económicos espectaculares y los mejores índices& 
mejoramiento del bienestar general de la historia económica. 
Quien discrepó radicalmente de ese modelo de economía mixta desd 
sus orígenes fue Hayek aunque, al decir de Ramos (1991), esa discrepancia fa 
más bien una actitud práctica que de principios, siendo estos más flexible 
y abiertos que sus posturas concretas. Para Hayek, la principal ventaja dek 
economía de mercado es que asegura la libertad individual frente a los riesgo 
totalitarios. En particular, la propiedad privada de los medios de producció 
es la garantía fundamental de los individuos frente a las coerciones del Estado 
Y los méritos del mercado están, más que en la coordinación de las decision 
individuales, en la información que trasmite y las posibilidades de creativida 
individual que abre. Un Estado centralizador, para tomar decisiones racio® | 
les, tendría que absorber y centralizar tal cantidad de información, que $e 
imposible usarla eficazmente. En cambio, los individuos en cuanto entidadë | 
desagregadas y atomizadas, pueden usar mucho mejor y más creativamett ' 
la información disponible, aunque la que cada uno tiene a su alcance se36 | 
casa y parcial. Esta es una fuente de innovación que no está disponible par 
el Estado centralizador. De esta manera, el mercado libre y no distorsion d 
maximizaría la utilidad social de la información disponible (Ramos, 19915 
46). Pero esta creatividad de las personas depende de que estas sean fibres“ 
independientes, de ahí la importancia de la propiedad privada. Hayek fuer 
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escéptico de la planificación, la cual sería causa de distorsiones, favoritismos 
(necesariamente los planificadores tienen que tomar decisiones que favorece- 
rán más a unos grupos que a otros) y, eventualmente, de la politización de las 
decisiones. Pero es interesante también señalar que en su esquema conceptual 
hay un rol para el Estado: garantizar en forma activa el cumplimiento de la ley y 
asegurar el libre funcionamiento de los mercados. No le pareció que el concep- 
to de laissez-faire fuera una buena descripción de un sistema liberal, porque el 
Estado sí tiene que intervenir a veces, y activamente, para cumplir esas funcio- 
nes (Christainsen, 1993, p. 50, citando la obra principal de Hayek, The Road to 
Serfdom). Hayek ha sido considerado uno de los fundadores del neoliberalismo 
moderno y el ideólogo de los movimientos contrarios a la economía mixta que 
comenzaron a desarrollarse desde los años 70. 

En el último cuarto del siglo XX, tiempo marcado por la crisis del 
keynesianismo, el cuestionamiento a los Estados de Bienestar y las reformas 
neo-liberales, el crecimiento per cápita mundial cayó a un 1,3% (el de Europa 
Occidental, a un 1,8%, y el de América Latina a un 1%, Maddison, op. cit. p. 
126). El sistema regulatorio internacional liderado por el Mi y el de parida- 
des fijas hizo crisis a comienzos de los años 70, crisis esta provocada por la 
crisis del dólar. Esta moneda, el patrón de referencia internacional para los 
pagos internacionales, no pudo sostener su paridad con el oro frente a la des- 
confianza internacional que suscitó en la post-guerra el sostenido déficit de 
la balanza de pagos y la pérdida de competitividad de Estados Unidos frente 
a Europa Occidental y Japón. A pesar de que a nivel del sistema económico 
internacional, la liberalización comercial hizo importantes progresos a tra- 
vés de rondas de desgravación lideradas por el GATT, las políticas de pleno 
empleo y aumento del gasto federal de Estados Unidos (provocado, este úl- 
timo, entre otras cosas, por la guerra de Vietnam) generaron sesgos inflacio- 
narios que terminaron por quebrar la estabilidad monetaria internacional 
Esta se había sostenido en tanto los países con superávit aceptaban el dólar 
para mantener sus reservas internacionales. Se había creado, asi, un dinámi- 
co mercado de eurodólares, pero, al mismo tiempo, este comenzó a deses- 
tabilizar al dólar. La confianza en esta moneda llegó a un límite, cruzado el 
cual se produjo una especulación en contra de la misma desde fines de los 
años 60, que culminó con su devaluación. A ello se sumó la crisis del petróleo 
que encareció los costos de producción. Una vez más, el sistema financie- 
ro internacional se desorganizó, ahora en los años 70, con la diferencia que 
emergió un nuevo actor internacional como gran poder financiero: los paises 
exportadores de petróleo. La consecuencia directa fue el desarrollo de una 
gran liquidez internacional, en manos de la banca privada. La relación entre 
las transacciones mundiales en divisas y el comercio mundial aumentó en 35 

veces entre 1973 y 1995. Este desarrollo financiero sin contrapeso estimuló el 
endeudamiento masivo de los países latinoamericanos, pero también provo- 
có el abandono de los objetivos de pleno empleo en los países industriales. En 
estos, la prioridad pasó ahora a ser la contención de la inflación con políticas 
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de restricción de la demanda como principal defensa para evitar las Salido, 
masivas de capitales. 

Fue un escenario favarable para que las nuevas coaliciones políticas de 
derecha, amparadas en los gabiernos autoritarios de América Latina, recupe. 
raran la confianza en los mercados libres y en las liberalizaciones financiera, 
en una mezcla de neo-conservadurismo político y neo-liberalismo económico, 
La desregulación y el desmantelamiento de los aparatos de los Estados se es. 
parcieron por todas partes, con distintos grados de intensidad. La privatiza. , 
ción de empresas públicas pasó a dominar las nuevas agendas de reformas 
Los más ilusos confiaron en que nuevamente se estaban dando condiciones 
favorables para establecer sistemas de mercados autorregulados, especialmen. 
te en el ámbito financiero. 

El desempleo promedio de Europa Occidental, que había sido de un 
1,6% en 1950-73, subió al 10% en los años 80, en tanto que en Estados Unidos, 
donde había sido de un 4,6%, se elevó a cerca del 8% (Maddison, op. cit. p. 134) 
En América Latina, el crecimiento del P1B per cápita había sido de un 3% anual 
en 1960-80, pero bajó al 0,5% en 1981-2002, reflejando el impacto de las condi- 
ciones mundiales, sobre todo, la desarticulación de las políticas de desarrolloy 
la incapacidad de reconstituir los emergentes sistemas de mercado. 


El sistema de mercado y las instituciones 


La pregunta central que ha rondado los debates económico-políticos en Amé 
rica Latina en los últimos 20 años es por qué, los desempeños han sido tan 
mediocres, a pesar de las renegociaciones de la deuda externa y las reformas - 
de mercado, que supuestamente debían corregir las principales ineficiencias 
creadas bajo el modelo de industrialización por sustitución de importaciones 
El ejemplo de los países del Este Asiático es revelador: también sufrieron ks | 
efectos del endeudamiento masivo durante los 90 y la crisis de pagos a fins 
de esa década, pero pudieron recuperar sus espectaculares ritmos histórico ' 
de crecimiento.* En su informe sobre el desarrollo mundial de 1997, el Bar . 
co Mundial dio un giro en su postura intelectual que propiciaba las libe% 
lizaciones de mercado, para reconocer la importancia de las instituciones } 
nuevos roles del Estado. Este análisis había sido liderado por el Premio NO% 
de Economía Douglas North quien, a partir de sus estudios sobre la histo” 
económica comparada, concluyó que la institucionalidad desempeña un pap” 
fundamental en el dinamismo de las economias. Algunas características bás . 
cas de las instituciones que contribuyen a hacer más eficientes los mercado 
son la diseminación de la información relevante, la creación de certidumb'* 


> » pe 
Por ejemplo, Corea, que sufrió la crisis de 1998 con una caída del P18 de 6,7%, se recuperó si 
siguiente con un aumento de 10,7% (Agosin, 2001). 
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confianza y credibilidad, y la disminución de los costos de transacción. North 
(1990) identificó instituciones formales, fundamentalmente las reglas estable- 
cidas por las leyes, e instituciones informales, como las prácticas, hábitos y 
costumbres, así como las redes sociales o empresariales; en una palabra, el 
capital social. Por cierto, las instituciones pueden ser de buena o mala calidad, 
así como también pueden ser utilizadas para crear bienestar social o males 
sociales (por ejemplo, las redes criminales o del narcotráfico). 

Otro Premio Nobel de Economía como Joseph Stiglitz, siendo vicepre- 
sidente del Banco Mundial, le dio impulso a una revisión de las estrategias 
de desarrollo, primero para rescatar el objetivo del desarrollo con equidad, y 
luego para insistir en la necesidad de sustentar los mercados con instituciones 
sólidas y de calidad (1998, 2002 y 2003). Esta ha sido, por lo demás, la propues- 
ta de organismos latinoamericanos como la CEPAL desde los años 90, en lo que 
se denominó la estrategia de transformación productiva con equidad, y a cuya 
formulación Fernando Fanjzylber contribuyó sustantivamente (CEPAL, 1990). 

El fundamento de este enfoque se puede expresar en términos muy 
simples y casi de Perogrullo: los mercados no son entidades abstractas, que 
funcionen al margen de las sociedades reales, sino, por el contrario, operan y 
cumplen sus funciones en circunstancias específicas, históricas y concretas. 
En cualquier sociedad esto requiere marcos institucionales que determinen 
los incentivos y las restricciones que enfrentan los agentes económicos, tanto 
por razones de eficiencia como de orden social. Por ejemplo, en una econo- 
mía institucionalmente cerrada a la competencia internacional, los mercados 
de bienes suelen generar monopolios si se trata de economías pequeñas. Esto 
impone la necesidad del control añti-monopolios. Por el contrario, en econo- 
mías abiertas el monopolio desaparece porque enfrenta competencia desde el 
exterior, pero surge la necesidad de un marco regulatorio de los movimientos 
financieros internacionales o de los monopolios de servicios de utilidad pú- 
blica. En otro ejemplo, una economía que carece de protección jurídica a la 
propiedad intelectual tiene pocos incentivos para lá creación en ese campo, 
comparada con otra que sí la protege. En un tercer ejemplo, las relaciones de 
las empresas con el Estado (y los Municipios) pueden generar altos costos de 
transacción (solicitud de permisos, pago de patentes, impuestos de timbres 
y estampillas, largas esperas para obtener las autorizaciones) o bajos costos 
(trámites que se puedan realizar en forma eficaz, expedita y transparente), 
incidiendo así en la rentabilidad. Por último, el tipo de regulación bancaria 
puede darle más credibilidad y confianza al mercado financiero, si es que esa 
regulación es estricta para las normas de solvencia de los bancos. 

De este modo, el Banco Mundial detectó que después de la crisis de la 
deuda externa de América Latina en los años 80 y sus propuestas de reformas 
de mercado (“Consenso de Washington”), en varios países que aplicaron estas 
reformas no se produjeron los efectos esperados. Comenzó a difundirse la idea 
de que los marcos institucionales más fundamentales (protección de los dere- 
chos de propiedad, control de la corrupción, las formas de la burocracia) eran 
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anacrónicos e impedían que los incentivos de mercado operaran con eficacia 
Se produjo una gran explosión de la literatura neo-institucionalista, que inves. 
tigó las relaciones entre crecimiento económico y calidad de las instituciones, 
El Informe del Banco Mundial sobre el Desarrollo Mundial de 1997 concluyg 
que había, por una parte, una clara asociación entre las tasas de crecimiento 
económico de los países y, por otra, la calidad de sus instituciones y de las poli. 
ticas económicas. De una muestra de países (64) entre los años 60 y 90, estimó 
que se duplicaba la tasa de crecimiento per cápita cuando había instituciones 
de buena calidad, después de controlar la de las políticas económicas. La exce. 
lencia de las instituciones de una economía de mercado ha pasado a ser una de 
las variables más estudiadas en relación a los procesos de crecimiento econó. 
mico de los países. Como las instituciones pueden ser formales o informales, 
la calidad de ese marco depende en gran medida de la coherencia entre las 


primeras y las segundas. Las instituciones informales son las que determinan, | 


en última instancia, el comportamiento de los individuos, ya que se refieren 
a sus prácticas y costumbres. Cambios formales a las reglas no acompañados 
por cambios en las prácticas implican que aquellos sean inoperantes. Como no 
generan credibilidad ni confianza, difícilmente serán eficaces. Por otro lado, 
cambios formales que sí están acompañados por cambios en las prácticas in- 
formales, adquieren eficacia y se consolidan con más rapidez.? Estos diferen- 
tes tipos de relaciones pueden explicar los distintos resultados en países como 
Argentina y Chile que aplicaron reformas de mercado (Dingemans, 2006). 
Las reformas institucionales formales no se refieren sólo a la institucio 
nalidad económica (mejora de incentivos, eficiencia y dinamismo), sino tam- 
bién a la institucionalidad política (profundizar la democracia, los sistemas de 
partidos políticos y la participación), a la institucionalidad social (mejoramien- 
o de la equidad y eficacia de las políticas sociales) y jurídica (estado de dere- 
'ho, protección al derecho de propiedad, tribunales más expeditos y justos) 
Je esta manera se produce una imbricación entre mercados, instituciones y 
políticas públicas. Los mercados crean espacios para el intercambio de bienes 
y servicios, las instituciones definen los marcos de incentivos y restricciones 
dentro de los cuales operan los sistemas económico y político, y las. políticas 
públicas constituyen las iniciativas y acciones gubernamentales tendientes ? 
desarrollar las instituciones, mejorar los sistemas de incentivos y movilizar lo 
recursos públicos y privados. Pero las políticas públicas y, por consiguiente, W 
instituciones requieren de legitimidad ciudadana y de credibilidad social, si * 
aspira a que sean operativas y aceptadas. Son condiciones esenciales pará h 
gobernabilidad democrática. 


i La puesta en marcha del Plan Transantiago, para reformar el sistema de transporte urbano Y 
Santiago, mostró en forma lamentable la discordancia entre un cambio formal (los sistemas de no 
tridos, de transferencias y de tarificación) y las prácticas cotidianas de los usuarios (sin men 

los errores de diseño y de implementación que tuvo el plan). 
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La dimensión institucional de las economías de mercado explica la va- 
riedad de sistemas de organización económica que existe en el mundo actual. 
Así, se diferencia hoy día el capitalismo anglo-sajón, liderado por Estados Uni- 
dos, del renano o social-demócrata típico de las economías europeas, o del 
asiático liderado por Japón, con una estrecha relación entre sector privado y 
Estado. Emerge también una nueva economía de mercado en países socialis- 
tas, como China o Vietnam. Surgen nuevos milagros económicos en países 
como Irlanda o Finlandia. Son variedades que se han formado históricamente 
de acuerdo a los valores, culturas y tradiciones de las respectivas sociedades, 
pero también en función del modo cómo los sistemas políticos deciden asumir 
los desafíos de la transformación económica y social. 


Capítulo III 


LA ECONOMÍA DE MERCADO EN CHILE: 
UNA VISIÓN HISTÓRICA 


...la escasa memoria histórica es una de las causas (no la única clertamen, 
de la intoxicación ideológica o los voluntarismos extremos, cualquiera que seg suo Y 
que han gravitado tan malignamente en las últimas década í 


Aníbal Pinty 


En Chile la economía de mercado se ha desarrollado a través de ciclos insti 

cionales. Desde el siglo XIX se pueden identificar tres grandes etapas históri 

cas: a lo largo de esa centuria y hasta 1930, un desarrollo incipiente del sisten 
de mercado, abierto al comercio internacional; hasta 1973, el período del Esh 
do interventor, con creciente planificación central y alto proteccionismo, iņ 
pulsor de la industrialización sustitutiva de importaciones; y, desde 1974, uų 
nueva fase de la economía de mercado abierta e impulsada por exportacion 
de mayor contenido de valor agregado. En este último período, hay que dik 
renciar de la etapa post 1990, la fase de la dictadura militar, durante la cuig 
intentó construir un sistema autorregulado. En la fase posterior a 1990, juw 
con la transición democrática, se buscó reinsertar el sistema de mercado de: 
tro de la estructura socio-política, aunque la economía mantuvo altos grados 
de autonomía. Este capítulo revisará los grandes cambios institucionales qu 
han regulado el sistema de mercado en Chile. 

La Independencia abrió las oportunidades para expandir y diversificx 
el comercio internacional de Chile, el cual durante el período colonial habk 
estado restringido por el monopolio español (el cual, sin embargo, habla œ 
menzado a flexibilizarse a fines del siglo XVIII). Este comercio, aliment | 
por las exportaciones agrícolas y la minería del cobre, la plata y el oro, flor [ 
ció por varias décadas y fue la base del incipiente desarrollo económico 
país. Pero reconozcamos que este desarrollo fue posible, en gran 
porque se estaba produciendo la primera gran globalización posterior 1 
revolución industrial: las innovaciones en el transporte, el crecimiento ES 
mercados europeos y, en general, el liberalismo económico que comenza 
difundirse, favorecieron el sistema de economía de mercado, que reemp 


i : a 
% "Estado y empresa privada: una visión retrospectiva de la experiencia chilena, en América 


na: una visión estructuralista, Universidad Nacional Autónoma de México, 1991, 
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gradualmente al viejo mercantilismo. Los economistas clásicos y, después, 
los neo-clásicos, establecieron reglas para el funcionamiento óptimo de este 
sistema: libertad de comercio, un sistema monetario estable basado en el 
patrón-oro, movilidad internacional de los capitales y un mercado libre del 
trabajo. Estas eran las bases del orden económico liberal, fundamento del 
desarrollo y la prosperidad de los países.” 

En este sentido, los grandes ciclos del desarrollo chileno han estado 
siempre en función de los internacionales, con algunas diferenciaciones pro- 
pias de las condiciones locales, las cuales difícilmente pueden consolidarse 
de espaldas al resto del mundo y, sobre todo, de los países centrales. A par- 
tir del último cuarto del siglo XIX, Chile empezó a experimentar progresivas 
dificultades para consolidar ese liberalismo clásico: por una parte, creciente 
inestabilidad en el valor de la moneda y del sistema financiero, obstáculos que 
dificultaron el desarrollo de una burguesía industrial frente a las oportunida- 
des rentistas de una agricultura semi-feudal y, por la otra, un complejo mine- 


ro-comercial, junto a la efervescencia social que acompañó la constitución del 
mercado laboral urbano. 


El sistema monetario 


En las primeras décadas de vida independiente la economía de mercado pudo 
desarrollarse con mucha más libertad y flexibilidad de lo que había permitido 
el régimen colonial. Las exportaciones agrícolas y mineras le dieron dinamis- 
mo al comercio y a las finanzas, pero pronto la escasez de moneda constituyó 
un serio obstáculo. Las importaciones crecían más rápidamente que los in- 
gresos por concepto de exportaciones, y los pagos de los empréstitos externos 
terminaban por agotar los recursos de oro y plata. El sistema monetario se 
regía por un patrón bimetálico, basado en la plata y el oro, herencia colonial. 
La producción nacional de oro y plata permitió por un tiempo financiar el 
desarrollo comercial y el déficit de la balanza de pagos. Pero esta producción 
que financiaba la monetización no pudo mantenerse al ritmo del crecimiento 
de las importaciones ni del consumo interno. Una progresiva astringencia mo- 
netaria afectó el desarrollo de las actividades comerciales, dando origen a sus- 
titutos del dinero: fichas o vales que circulaban privadamente. Esta situación se 
resolvió en 1860 con la dictación de la Ley de Bancos, que normó la creación 
de estas instituciones y la emisión de billetes por parte de las mismas, los cua- 
les debían ser “convertibles conforme a la ley” El economista francés Gustavo 
Courcelle-Seneuil tuvo una influencia decisiva en la formulación de esta ley. 


“Por clerto, no es este el lugar para hacer referencias a los grandes debates críticos de esta visión 
clásica, los cuales surgieron tanto desde Marx y sus contemporáneos, como desde la teoría del desa- 
rrollo de mediados del siglo XX. Puede verse, en particular, Heilbroner (1972) y Polanyi (1957). 
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Este economista había sido invitado por el gobierno de Chile para moderniza, 
la enseñanza de la economía política en la Universidad de Chile y el Institut 
Nacional. Producto de su estadía en el país y de la constatación de la auseng, 
de un buen texto para la enseñanza, Courcelle escribió y publicó su famos 
Tratado de Economía Política (1859). Ejerció gran influencia en la difusión de 
pensamiento económico liberal y tuvo discípulos que, a su vez, fueron Muy 
influyentes en las políticas económicas posteriores. 

El proyecto de ley de bancos fue muy debatido, especialmente en relación 
a dos cuestiones fundamentales: si los bancos debían ser privados exclusivamen. 
te o se podría permitir un banco estatal. La segunda cuestión se refirió al tipo de 
restricciones que deberían tener los bancos para emitir billetes (Millar, 1994) 
Courcelle se manifestó contrario a la existencia de un banco estatal, con el argu- 
mento de que el Estado no es buen administrador de empresas y, además, que 
ello podría significar una peligrosa acumulación de poder financiero por parte 
del mismo. Por otra parte, las restricciones a los bancos debían ser mínimas, la 
hipótesis era que estos no podrían emitir más billetes que los que el mercado 
necesitara, porque, de otra manera, no serían aceptados. La única restricción 
razonable para Courcelle era que los bancos dispusieran de una cierta cantidad 
mínima de capital propio para garantizar sus emisiones, pero no reserva en me 
tálico. Se suponía que los banqueros serían los primeros en asegurar la solvencia | 
de sus bancos, a través de una cartera de colocaciones de alta calidad, puesto | 
que de otro modo irían a la quiebra y al desprestigio. La expansión monetari 
consiguiente alivió fuertemente las necesidades de dinero y, según Millar, ayudó 

a paliar la crisis económica de los años 1870, durante los cuales hubo una perme 
nente salida de metálico debido a la crisis de balanza de pagos. 

Sin embargo, la práctica bancaria fue objeto de constantes críticas, po" 
el excesivo liberalismo de sus políticas de emisión y préstamos relacionados 
con los propietarios. A ello se añade que, desde mediados de los años 60, ls 
gobiernos hicieron uso generalizado de empréstitos bancarios, otorgándole 
privilegios especiales a los bancos que les concedían tales créditos (como a 
gurar el curso forzoso de esos billetes en las oficinas fiscales). 

La persistencia de la crisis de la balanza de pagos, como producto d 
problemas en la agricultura y por la pérdida de mercados internacionales p3” 
el trigo, junto a la baja del precio de este, provocaron la salida de reservas * 
metálico que, finalmente, en 1878, llevaron a la suspensión de la convertibil 
dad monetaria (Millar, op. cit., pp. 167-174). El sistema pasó a un régimen de 
papel moneda, en el cual la emisión era estimulada por los apremios 
iniciándose la inflación crónica que afectó la economía chilena por más dew 
siglo. Con la inflación sostenida, los cálculos de rentabilidad real de la inver | 
sión pasaron a ser secundarios frente a la rentabilidad especulativa de % El 
neda nacional. La lógica de la economía de mercado comenzó a fallar, 
los cánones de la ortodoxia. 


El empresariado industrial”? 


Al calor del comercio, la minería y las finanzas internacionales, las oportuni- 
dades comerciales y de inversión desarrolladas desde mediados del siglo XIX, 
estimularon la aparición de una generación de empresarios muy dinámicos. 
Esta naciente burguesía se originó especialmente en la inmigración europea, 
muchos de cuyos integrantes vieron la oportunidad de negocios en el Chi- 
le post-Independencia, con un floreciente comercio exportador. Algunos se 
orientaron después a la explotación de la minería del oro, la plata y el carbón. 
Esta actividad permitió también el desarrollo de una burguesía financista y 
especuladora que, a través de préstamos que después se cobraron con propie- 
dades agrarias y mineras, formaron verdaderos imperios financieros.* Pero la 
literatura sobre la historia económica chilena ha dudado de que esa burgue- 
sía minero-financista haya constituido efectivamente una burguesía industrial 
modernizadora y desarrollista, a la manera de las experiencias europeas. Hay 
varias tesis al respecto. 

Una primera, enunciada por Encina en 1911, sostiene que la sociedad 
chilena decimonónica no valoró la actividad empresarial industrial y que, por 
el contrario, prefirió otras formas de actividad, como la agricultura, las profe- 
siones liberales y los empleos públicos. Esta tendencia habría deteriorado el 
espíritu de empresa percibido en las primeras décadas después de la Indepen- 
dencia. Aparte de la falta de preparación técnica para la actividad industrial 
se habría desarrollado una psicología social contradictoria con las exigencias 
que impone la actividad empresarial. De aquí que las clases empresariales hu- 
bieran sido débiles y poco eficientes. Véliz (1971), por su parte, sostuvo que en 
Chile no se formó una burguesía industrial al estilo europeo, sino que, por el 
contrario, los empresarios chilenos nunca cortaron los vínculos sociales con la 
vieja oligarquía terrateniente y minera. Buscaron la proximidad del poder, la 
ganancia fácil y un estilo de vida consumista y conspicuo. 

Estas tesis se insertan en una hipótesis más general formulada por al- 
gunas escuelas sociológicas, la cual sostiene que uno de los obstáculos para la 
emergencia de la actividad empresarial dinámica y para el desarrollo indus- 
trial es el predominio de un sistema de valores tradicionales y antagónicos 
con esa actividad. Una consideración similar a la de Encina fue hecha para 
explicar el retraso industrial de Francia en el siglo XIX (ver las referencias de 
Gerschenkron, 1965, a David S. Landes y John E. Sawyer). Allí se describe al 
empresario francés como conservador, contrario al riesgo pero propenso a las 
ganancias de corto plazo. Es un empresario poco innovador en una sociedad 
que valorizaba fuertemente la actividad intelectual y las profesiones liberales 


“! Varios párrafos de esta sección están tomados de Muñoz (1986, pp. 101-102). 
** Un ejemplo conocido y notable fue el imperia financiero construido por Agustín Edwards Os- 
sandón y sus descendientes, ver Villalobos (1987). 


67 


antes que la actividad empresarial. Sin embargo, observa Gerschenkron, esos 
autores ignoraron el hecho de que en la misma época, los empresarios y valo. 
res sociales prevalecientes en Alemania mostraban características similares, 
no obstante este país se estaba industrializando más rápidamente. No se puede 
concluir que el carácter de los valores sociales y la cultura predominantes sea 
un factor decisivo para inhibir la actividad empresarial. 

Otra evidencia histórica que discute Gerschenkron es la de Rusia du. 
rante la segunda mitad del siglo XIX. A pesar de la existencia y fuerte predomi. 
nio de valores sociales pre-capitalistas, de raigambre agraria, que despreciaban 
la actividad empresarial, se produce un desarrollo industrial extraordinario en 
la década de los años 90, con tasas anuales de crecimiento de 9%. La hipótesis 
más plausible, según este autor, es que esos valores anti-empresariales sólo 
retardaron, por algún tiempo, el desarrollo industrial, pero que, finalmente, no 
pudieron impedirlo. Lo decisivo y relevante son algunos cambios de la estruc- 
tura socio-económica y de la institucionalidad que permiten liberar las fuerzas 
empresariales latentes. En el caso de Rusia, la abolición de la servidumbre ha- 
bría sido uno de ellos. 

En relación al caso chileno de fines del siglo XIX y décadas siguientes, 
la tesis de Encina tampoco parece concordar con la evidencia empírica. Se ha 
logrado un consenso de que en las últimas décadas del siglo surgió efectiva- 

mente una pequeña clase empresarial orientada a la producción industrial, que 
asumió la función capitalista propiamente tal: inversión en equipos y bienes 
de capital, introducción de tecnología, y contratación de una fuerza de trabajo 
pagada con salarios en dinero.“ Incluso pocos años después de que Encina for- 
mulara su tesis, se produjo una gran aceleración del crecimiento industrial, con 
motivo de la Primera Guerra Mundial y las dificultades de abastecimiento de bie- 
nes importados (Muñoz, 1968). Pero sin duda se trató de una clase empresarial 
pequeña, que debió luchar permanentemente en contra de un mercado cuyas 
oportunidades se orientaban en otras direcciones: un comercio exterior flore- 
ciente estimulaba las importaciones de toda clase de bienes, provenientes de 
países más adelantados tecnológicamente. Aunque el desarrollo exportador y 
el fortalecimiento del Estado crearon nichos de demanda que hicieron posible 
la producción nacional de manufacturas, la inestabilidad monetaria y de las 
políticas económicas impedían visualizar un horizonte de largo plazo. 

En resumen, un conjunto de factores fue determinante del desarrollo 
del empresariado industrial chileno: primero la crisis comercial de los años 70, 
que genera presiones por mayor protección arancelaria; luego la Guerra del 
Pacífico y la consecuente incorporación de la riqueza salitrera, que fortalece 


“ Diversos estudios avalan esta hipótesis, como los de Kirsch (1977), Hurtado (3966), Muño? 
(1968), Ortega (1981 y 2005). Carlos Hurtado (1984) sostiene, además, que hubo verdaderos em 


presarios agrícolas que se preocuparon de invertir e introducir innovaciones tecnológicas par? au 
mentar la productividad 


económicamente al Estado y a las inversiones públicas en infraestructura; los 
efectos multiplicadores de estas y la creación de eslabonamientos intermedios 
derivados de la construcción de ferrocarriles, vías de comunicación, puertos 
y la propia demanda de bienes de capital de los sectores exportadores; la di- 
versificación de la demanda de consumo, derivada del aumento del ingreso, 
el crecimiento demográfico y la urbanización (Muñoz, 1986). Por el lado de 
la oferta de capacidad empresarial las inmigraciones de técnicos y empresa- 
rios con experiencia comercial fueron de gran importancia y contribuyeron 
en forma decisiva al incipiente desarrollo industrial chileno (Villalobos, 1987). 
En Chile, aunque menos que en Argentina, Brasil, Estados Unidos y todas las 
regiones que se estaban industrializando a fines del siglo XIX, la inmigración 
fue una constante. 

Con todo, debido al carácter predominantemente primario-exportador 
de la economía, el crecimiento de los excedentes y las posibilidades de inver- 
sión estuvieron tradicionalmente asociados a las coyunturas del comercio ex- 
terior. Además, la inferioridad tecnológica frente a los países más avanzados 
creó una desventaja comparativa en los sectores manufactureros que sólo po- 
día ser contrarrestada con políticas de protección arancelaria. Por lo tanto, las 
oportunidades de crecimiento industrial dependían fuertemente de la orienta- 
ción de las políticas económicas y de las coyunturas de los sectores externos. 
Esto indujo a la incipiente clase empresarial a demandar desde temprano la 
protección comercial, los subsidios gubernamentales y las preferencias del Es- 
tado de adquirir, en sus decisiones de inversión pública, bienes locales frente 
a los importados. De ahí que el desarrollo del sector empresarial haya tenido 
lugar en forma muy dependiente del Estado y de sus políticas económicas las 
que fueron muy vulnerables a las vicisitudes del comercio exterior y de la ines- 
tabilidad monetaria. 


Mercado del trabajo 


La constitución de un mercado del trabajo es otra de las condiciones de una 
economía de mercado en forma. A mediados del siglo XIX Chile era todavía un 
país predominantemente rural y agrario. En 1865 la población rural represen- 
taba el 78% de la población total, cifra que en 1920 había bajado a 57% (Hurta- 
do, 1966, Cuadro 5). El régimen laboral predominante era el inquilinaje cam- 
pesino, ligado al sistema de la hacienda colonial. Se trataba de una población 
adscrita a la tierra, los campesinos obtenían una concesión de tierra del pro- 
pietario a cambio de servir en las faenas agrícolas. Un salario nominal, pagado 
principalmente en especies, complementaba los medios de vida. El trabajador 
y su familia se asentaban prácticamente de por vida, con escasas posibilidades 
de movilidad. Sin embargo, con el desarrollo de nuevos sectores productivos, 
como la minería salitrera, los ferrocarriles, el comercio, los puertos, las obras 
Públicas o la industria, surgieron nuevas demandas de trabajo. A ello se agregó 
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el poblamiento de los territorios al sur del Bío-Bío después de la llamada “pa. 
cificación” de la Araucanía (que no fue otra cosa que una usurpación de tierras 
mapuches con la fuerza del Ejército), y el de los territorios del Norte despuéy 
de la Guerra del Pacífico, Estas expansiones territoriales estimularon la migra. 
ción interna y la relocalización de la población. 

Comenzó a formarse un mercado del trabajo. Hurtado (1966) estima 
que mientras la población rural creció un 50% entre 1865 y 1920, la de las cin. 
dades de más de 20.000 habitantes (sin considerar Santiago) lo hizo entre siete 
y ocho veces (op. cit.). Se diagnosticó una escasez de trabajadores, especial. 
mente en el campo, que indujo a las autoridades a incentivar la inmigración de 
extranjeros, especialmente europeos. Hurtado (op. cit., Cuadro 11) estima que 
entre 1854 y 1920 llegaron a residir al país cerca de 124.000 extranjeros, una 
buena parte de ellos con calificaciones técnicas. Los terratenientes, quejándose 
del llamado “despoblamiento del campo” (Morris, 1971, p. 257), tuvieron que 
responder con la introducción de maquinaria y nuevas tecnologías para las 
faenas campesinas, lo que habría aumentado la productividad de la agricultura 
(Hurtado, 1988, p. 44). 

Con todo, según Mamalakis (1976, p. 64-65), no se puede sostener que 
haya habido escasez de fuerza de trabajo a nivel agregado. Sus estimaciones 
muestran que el diferencial entre los salarios urbanos y los agrícolas era sólo 
del doble, a pesar de que la diferencia de las productividades medias entre 
ambos sectores era mucho más alta. Ello revelaría una abundancia de oferta de 
trabajo en los sectores no agrícolas, que impediría el aumento de los salarios 
urbanos. Una excepción eran los salarios en la minería del salitre y del cobre, 
que superaban en márgenes significativos, cercanos al 70%, los urbanos, pero 
en parte este diferencial se explicaba por el alto precio de los bienes de consu- 
mo básico en las regiones de la gran minería. 

Esta hipótesis, sobre la relativa abundancia de oferta de trabajo, es co- 
herente con la información sobre las fuertes migraciones internas detectadas 
por Hurtado, si se la interpreta como oferta de trabajo en sectores no agrícolas. 
Pero al mismo tiempo se trató de una oferta de trabajo no calificada, acompa- 


ñada de una conflictividad creciente que originó, en las últimas dos décadas 


del siglo XIX y las primeras del siglo XX, lo que se llamó “la cuestión social” o, 
con menos ambigüedad, una intensa lucha social. La migración de los campos 
a las ciudades les significó a los trabajadores una independencia y libertad per- 
sonales, respecto del régimen de inquilinaje, pero, al mismo tiempo, el enfren- 
tamiento a condiciones de vida difíciles y la pérdida del sentido de protección 
que recibían en la hacienda. Las condiciones de trabajo eran muy precarias: 
los contratos eran individuales y a menudo verbales, susceptibles de toda clase 
de abusos. En las salitreras, los salarios se pagaban con fichas, los patrones n0 
aceptaban los sindicatos, no había regulaciones de las jornadas de trabajo y las 
condiciones de vivienda e higiene eran ínfimas. La pobreza urbana com 

a extenderse y, con ella, las demandas reivindicativas de los trabajadores 8%” 
quirieron una virulencia progresiva. Las organizaciones de protección mutus 
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evolucionaron hacia un sindicalismo beligerante que comenzó a generar una 
demanda reivindicativa de derechos laborales que, a menudo, se expresó con 
la huelga y derivó en situaciones de violencia inusitada (Pizarro, 1978). La his- 
toria laboral del período está plagada de episodios de violencia extrema, en 
que el Estado intervino con represión policial o militar provocando miles de 


muertes. T 2 
Se había constituido un mercado de trabajo, condición de un capitalis- 


mo más desarrollado, pero con un alto costo social y humano, y muy diferente 
de lo que estaba ocurriendo en Europa. El tema se instaló en el debate político 
chileno, culminando en la década de 1920, cuando el gobierno del Presiden- 
te Arturo Alessandri pudo legislar por primera vez sobre la institucionalidad 
laboral, regulando la jornada de trabajo, el descanso dominical, la seguridad 
social obligatoria, el derecho al sindicalismo, a la huelga y a la negociación 
colectiva (Pizarro, 1978; Arellano, 1985). 


La imposibilidad del orden liberal clásico 


De este modo, la lógica clásica del sistema de mercado no se pudo imponer a 
cabalidad en Chile. El desorden monetario, si bien resolvió el problema de la 
falta de liquidez que en algún momento amenazó con asfixiar el crecimiento 
económico, terminó por deteriorar la confianza en el peso chileno, desvalo- 
rizándolo y dando pábulo a la especulación financiera más que a la inversión 
productiva. Comenzó a ser más atractiva la inversión en tierras y propiedades 
que en activos productivos. El país se orientó hacia una economía de mercado 
especulativa más que productiva, exacerbando las diferencias socio-económi- 
cas por el contraste entre la clase comerciante y financista, que podía darse los 
lujos de un consumo suntuario de tipo europeo, y una creciente clase proletaria 
y sectores medios quienes, entregados a sus propios medios de supervivencia 
y carentes de protección social, no tuvieron más recurso que la movilización 
sindical, el conflicto y la huelga. 

La suspensión de la paridad fue considerada un escándalo mayor y se 
convirtió en el centro de acalorados debates de política económica durante 
varias décadas. La “sana doctrina”, que Courcelle-Seneuil había contribuido 
a difundir profusamente desde su cátedra en la Universidad de Chile, esta- 
blecía que la paridad cambiaria estable con el oro era la puerta de acceso al 
mercado internacional y la base de la respetabilidad financiera de las naciones. 
Sólo así se podía asegurar que los precios y las rentabilidades fueran compa- 
rables internacionalmente y los capitales se pudieran invertir con razonables 
Probabilidades de éxito y certidumbre. Pero más allá de esta lógica puramente 
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* Recuérdese las polémicas entre oreros y papeleros, por un lado, y entre proteccionistas y libre- 
Cambistas, por otro. 
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económica, también estaba en juego el temor a un intervencionismo dej 

do en el manejo de la economía, concepto fuera de las reglas y que podia 
una amenaza a la supremacía del poder financiero que se estaba consti 

do. La sugerencia de crear un Banco Central fue combatida aún más pop 
banqueros, quienes vistumbraban el riesgo de perder los privilegios que la lo 
de Bancos les había otorgado. 

Sólo en 1925 se logró llegar a un acuerdo político para crear el Bano, 
Central y aceptar el retorno a la convertibilidad, con la mediación de la Mi 
Kemmerer.* La función del Banco Central fue la de centralizar el sistema 
emisiones y restablecer el patrón oro, cuya administración le fue en 
Esto significó que sólo en parte el Estado adquiriera más autonomía, ya que 
el régimen de paridad cambiaria involucraba una camisa de fuerza a la 
tendría que atenerse la nueva autoridad monetaria. Esta condición era cong. 
derada indispensable para el funcionamiento de los mercados, por cuanto y, 
impondría nuevamente la lógica de los mercados financieros basada en el lib 
movimiento internacional de los capitales en función de las diferencias de ką 
tasas de interés. El prestigio del país parecía atado a la solvencia de la moned 
nacional respaldada por su paridad fija con el oro. 

Esta idea adquirió tanta fuerza en el sistema político que, producido e 
gran crash de Wall Street a fines de 1929, tuvieron que transcurrir todavía cai 
tres años y esperar que Inglaterra, el país líder de la economía internacional y 
campeón del liberalismo, tomara la decisión de romper con el patrón oro pan 
que Chile hiciera otro tanto en marzo de 1932 (Lagos, 1984). 

Se iniciaría así en Chile un sostenido retroceso del sistema de mercado, 
ante la gravedad de las condiciones sociales y políticas que se esparcieron por 
el mundo como efecto de la Gran Depresión. El mercado financiero interna- 
cional dejó de funcionar, los países se encerraron en sí mismos y buscaron 
todo tipo de fórmulas para paliar la crisis- y rescatar condiciones mínimas de 
funcionamiento. El modelo del Estado interventor fue estimulado tanto por 
las necesidades internas del país que había visto rotas sus vinculaciones con 
la economía mundial, como por las respuestas que surgían en Estados Unidos 
(New Deal), en Europa (Pactos Sociales), y en los países socialistas con sus 
sistemas de planificación central. 


El Estado interventor 


Chile no vivió la edad de oro del capitalismo que se desarrolló en las economi 
avanzadas desde los años 50. La situación del país del 50 al 70 fue muy part 
cular y ha sido profusamente analizada por diversos autores, los más clásico% 


* Estos dos objetivos hablan sido largamente buscados por algunos sectores de la elite politi 
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de los cuales son Pinto, Ahumada y Sunkel.* La economía nacional había sido 
muy golpeada por la Gran Depresión (Marfán, 1984) y la internacional estaba 
desarticulada, con los mercados de los países avanzados intervenidos por la 
situación de guerra, todo lo cual motivó que los sucesivos gobiernos chilenos 
asumieran el papel central en la conducción de la economía. Había que crear 
instituciones para esta nueva realidad inédita, en la cual varios de los meca- 
nismos clásicos del funcionamiento de los mercados habían dejado de operar. 
Esto se hizo a través de lo que se conoció como el Estado Empresario e Inter- 
ventor (Muñoz y Arriagada, 1976). Fueron múltiples las formas de interven- 
ción del Estado, especialmente desde los años 30: controles de precios (se creó 
un Comisariato de Precios, después Superintendencia de Abastecimientos y 
Precios), que extendió profusamente el sistema de fijación de precios en forma 
administrativa; el control de cambios, que en sus peores momentos llegó a 
establecer múltiples tipos de cambios, controles cuantitativos a las importa- 
ciones, listas de prohibiciones; regulación del crédito y de las tasas de interés, 
por mencionar algunas formas extremas. Pero no había una gran experiencia 
política ni tampoco el Estado disponía de la capacidad técnica y profesional 
para implementar el ambicioso proyecto de intervención, cuando al mismo 
tiempo se impuso políticamente el objetivo del cambio de la estructura econó- 
mica y de la industrialización.* 

La CORFO pasó a ser el brazo ejecutivo del gobierno para crear empre- 
sas que fueron decisivas para el desarrollo industrial, estimulando al sector 
privado mediante créditos de largo plazo y subsidiados y el impulso a la plani- 
ficación económica de más largo plazo.? Con la CORFO comenzó a plasmarse 
la idea de un proyecto de modernización económica de largo plazo, al cual 
debían confluir los distintos sectores de la economía: agricultura, minería, 
industria, servicios. La CORFO fue también el semillero de las nuevas gene- 
raciones de ingenieros, economistas y técnicos que iban a contribuir a darle 
contenido y metodologías al proyecto de desarrollo. Como todo esto reque- 
ría recursos frescos, esta corporación desempeñó también el papel de banco 
de fomento, accediendo al financiamiento bilateral (préstamos de gobierno a 


” Pinto (1964), Ahumada (1956), Sunkel, en Godoy (1971) y también su reseña actualizada (2006). 
Véase también Sunkel y Paz (1970). En tiempos más recientes, están Ffrench-Davis (1973 y 20033), 
Molina (1972), Muñoz (1994), Meller (1996), Larraín (2005). 
* Sergio Molina relata su incorporación al Ministerio de Hacienda en 1950, siendo todavía estu- 
diante de economía, en que no había “ni un solo economista en Hacienda” ni menos un departa- 
mento de estudios (Levine et al, 1993, p. 144). Pero hay que tomar nota que desde los años 20 se 
estaba desarrollando una incipiente clase tecnocrática en el Estado, formada principalmente por 
. De gran importancia fue el grupo de profesionales en torno al ministro Pablo Ramírez, 
neie surgió la semilla de un gran proyecto nacional de industrialización y modernización 
n ; 


* Al respecto ver Levine et al (1993), Muñoz y Arriagada (1976) y Ortega et. al. (1989). 
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gobierno, dada la inexistencia de un mercado de capitales como el que habi 
habido hasta antes de la crisis). 

Pero este gran esfuerzo tuvo costos muy altos. En lo financiero, el h. 
tado tuvo que hacerse cargo de una creciente inversión pública, la que imp, 
tó negativamente en las finanzas gubernamentales, y contribuyó a prolon 
una inflación que se había intensificado en los años 30, por endeudami 
recurrente con el Banco Central, obligado a emitir. Malas administracion, 
fiscales, no poca corrupción e ineficiencias económicas se aunaron para fre. 
nar el crecimiento y acentuar los desequilibrios. Un destacado ecónomist 
ejecutivo industrial de esos años, señala, refiriéndose a los años 50: “La polti. 
ca económica era muy mal manejada (...) Había control de precios; (...) habi 
un tipo de cambio artificial, que nos creaba problemas enormes en la expor. 
tación; y una falta de disciplina sindical extrema, con lo cual la administración 
de la empresa se hacía muy difícil. Era muy riesgoso planear a largo plazo (,.) |] 
En medio de esto, el Gobierno trataba de controlar la inflación restringiendo 
los medios de pagos; actuaba a través del Banco Central, con la idea de qu | 
restringiendo el crédito, las empresas iban a resistir más las fuerzas sindicales, | 
Cosa que no resultaba en absoluto. Ahí vinieron las grandes discusiones con 
la gente de la Universidad Católica y con todos los monetaristas...' (Flavián 
Levine, 1993, p. 30). 

Desde el punto de vista social, la industrialización más acelerada contri 
buyó a fortalecer una clase obrera más organizada, consciente y reivindicativa 
La lucha ideológica nacional, entre una izquierda, inspirada en el marxismo, 
que se fortalecía y una derecha temerosa de este nuevo intervencionismo este 
tal y del fortalecimiento sindical, que amenazaba extenderse al campo, se po | 
larizó y comenzó a abonarse el terreno para lo que serían las confrontaciones 
totalizantes de los años 60 y 70. 

Los empresarios industriales, ahora protagonistas del debate económi 
co-político, nunca habían sido liberales acérrimos ni partidarios de un laisser [ 
Jaire absoluto. Proteccionistas desde sus orígenes, a fines del siglo XIX, enter | 
dieron que sin el apoyo del Estado tenían pocas posibilidades de éxito. Per 
los controles de precios, el desborde inflacionario y los conflictos sindical 
promovidos por el deterioro del poder adquisitivo de los trabajadores, radio 
lizaron sus posiciones y estimularon, a través de sus organizaciones gremiales 
la reivindicación del orden fiscal, la disciplina social y el apoyo público ab 
inversión. Incluso cuando pudieron ser actores centrales, durante el gobier 
de Jorge Alessandri (1958-64), sus dos principales objetivos fueron la esta 
lidad financiera mediante el establecimiento de una paridad fija con el dól 
sustentada en el crédito externo, y el mantenimiento de un sistema de econ? 
mía mixta, en la que el Estado cumpliría la función promotora del crecimien 
de la inversión. En lo sustantivo, la toma de decisiones empresariales se ba% 
cada vez más en las oportunidades que abría el aparato estatal y el acceso al 


autoridades, que en las señales transmitidas por un mercado muy interven 
y distorsionado. 
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En esa década de los años 50 el proceso de planificación había comenza- 
do a tomar forma en Chile. El país necesitaba recursos externos para financiar 
las nuevas empresas estatales y los proyectos de energía que se ponían en mar- 
cha. Con la inspiración del programa de la Alianza para el Progreso del Presi- 
dente Kennedy, el gobierno de Estados Unidos dio un giro ideológico y comen- 
26 a propiciar la programación del desarrollo. El Banco Mundial pidió que los 
proyectos de inversión se enmarcaran en un plan nacional. En una reunión con 
el presidente del Banco Mundial, un asesor del gobierno” le presentó un lista- 
do de proyectos en ejecución. El alto ejecutivo insistió: “Yo les pido que elabo- 
ren un plan, si quieren que les sigamos prestando dinero” (Alvaro Marfán, en 
Levine y otros, 1993, p. 55). “Nos invitó a ir a Estados Unidos a aprender cómo 
elaborarlo, a conocer las técnicas en boga y exigidas por el banco. Viajamos a 
Estados Unidos y cuando regresé me quedé en Planificación [de CORFO]. Así 
comenzó la historia de la planificación en Chile. El resultado es el Plan Nacio- 
nal (...) que mide más de medio metro de alto (...) Se hizo al estilo de los de los 
gobiernos de Europa occidental; no era compulsivo ni estatista. Fue aprobado 
por la CORFO, por el Banco Mundial, pero Jorge Alessandri no creía en planes, 

así es que no lo puso en práctica”, relata Marfán (op. cit. p. 55). 

Con todo, junto con el desarrollo industrial, se fueron haciendo eviden- 
tes algunos obstáculos estructurales que asfixiaban la economía en una pers- 
pectiva de largo plazo. La agricultura se había estancado y no contribuía con 
una oferta dinámica de alimentos para una creciente población urbana. Por su 
parte, la minería del cobre también permanecía en un letargo que hacía dificil 
dinamizar las exportaciones.*! Se produjo un desequilibrio estructural, detec- 
tado tempranamente por Jorge Ahumada y otros autores, entre una industria 
que priorizaba las políticas de desarrollo y los sectores que debían proveerlas 
de los insumos básicos, como alimentos y divisas, pero que se rezagaron y ge- 
neraron embotellamientos insostenibles. De aquí surgieron dos ideas fuerza 
que encendieron el debate de los años 60: la reforma de la agricultura y la na- 
cionalización de la industria del cobre. Estos dos objetivos de cambio estructu- 
ral fueron asumidos por el Presidente Frei Montalva y profundizados después 
en el gobierno del Presidente Allende. En el gobierno de Frei, además, se hizo 
un esfuerzo especial por promover la diversificación exportadora, uno de los 
cuellos de botella tradicionales del desarrollo industrial. Ello se realizó me- 
diante una política cambiaria de minidevaluaciones que aseguraran la estabili- 
dad del valor real de la divisa, una racionalización de la estructura arancelaria 
para suprimir las tarifas redundantes y maximizar los efectos en la creación de 
empleos, el impulso a la integración regional latinoamericana y algunos planes 

e incentivo al sector privado para desarrollar ventajas competitivas, como 


* Se trata de Roberto Vergara. Más tarde seria ministro de Hacienda de Jorge Alessandri. 


* No abordaremos las causas de estos desequilibrios, que pertenecen a la discusión subre el desa- 
trullo económico chileno, Ver las trabajos clásicos de Ahumada, Pinto y Sunkel. 
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fueron los planes frutícola y forestal. Estos constituyeron una valiosa base par, 
el desarrollo exportador que se aceleraría en los años 70 y 80. 

Los últimos años 60 presenciaron la paradoja de que, por una parte, sę 
incorporaran consideraciones de mercado en el diseño de las políticas ey. 
nómicas y, por otra, se iniciaran reformas estructurales destinadas a cambiar 
los sistemas de propiedad en sectores fundamentales para la economía. Estos 
dos cambios estratégicos, lejos de ser contradictorios, fueron perfectamente 
consistentes: se trataba de darle más importancia al mercado para el perfec. 
cionamiento del desarrollo industrial, pero había que corregir desequilibrios 
estructurales que obstaculizaban el propio desarrollo y generaban grandes 
desigualdades de ingresos. 


Hacia la revolución social 


El tiempo histórico de los años 60 soplaba hacia la revolución social. El ejemplo 
de Cuba mostró que el cambio social era posible. La intensificación de la Gue- 
rra Fría hizo de Chile un campo de experimentos sociales e ideológicos, donde 
comenzaron a probarse nuevas estrategias que se centraban en la reivindica- 
ción de los sectores sociales más postergados, y entre estos, los campesinos, El 
campesinado había sido el gran ausente en las transformaciones económicas 
que se habían iniciado en los años 20. Incluso el gobierno de centro-izquierds 
de 1938 decidió postergar las demandas campesinas para asegurarse el apoyos 
la estrategia de la industrialización. Pero en los 60 la promoción campesinano 
admitía más demoras. “... En esa época las labores [agrícolas] se hacían a puros 
bueyes. Yo conocí algunos patrones de fundo que querían vivir como enel s- 
glo XIX. El sector agrícola tiraba a todo el país para abajo, con un sistema casi 
feudal. Si echaban a un trabajador, este podía morir de hambre sin protección 
alguna” (Álvaro Marfán, op. cit., p. 49). 

La persistencia de estructuras de propiedad agraria heredadas del siglo 
XIX y la incapacidad de diseñar soluciones a lo que se conoció como “el proble 
ma agrícola” es decir, la falta de respuestas productivas a una sociedad crecien 
temente urbana y demandante de alimentos, terminaron por poner el tema de 
la agricultura en el centro del debate político y social.” Todo el espectro político 
chileno, desde la derecha a la izquierda, tuvo que enfrentar el problema y $0! 
mular propuestas. Terminaron imponiéndose aquellas que apuntaban a lo (4 
se denominó el fondo del problema agrícola, y que no era otro que el sistem 
de organización del campo y la estructura de la propiedad. La cuestión de los 


= El problema agrícola es uno de los temas centrales del libro de Jorge Ahumada, En vez de la m 
ria. Según Ahumada, era fundamental modernizar la agricultura, sus estructuras de propiedad 
sistemas de incentivos y la mentalidad de los empresarios agrícolas. Su enfoque fue visionario 


que ocurriría 50 años después en el campo chileno. 
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incentivos (o desincentivos) de mercado para invertir en la agricultura (muy 
influidos por los controles de precios agropecuarios, las políticas cambiarias, 
de importaciones y tributarias), fue quedando postergada por el debate más 
acalorado sobre la estructura de la propiedad de la tierra. 

Lejos de facilitar el retorno del sistema de mercado en Chile, como eje 
central de la organización económica, la reforma agraria emergente profun- 
dizó más el estatismo, especialmente en la segunda fase de 1970-73. A esta se 
agregaron las estatizaciones de empresas y bancos que promovió el gobierno 
de Salvador Allende (1970-73), la generalización de los controles de precios, 
del comercio exterior y del sector financiero, en lo que constituyó el núcleo 
duro del intento de construcción socialista de ese período. 

La dictadura militar de los 70 y 80 vino a interrumpir y trastocar radi- 
calmente la historia que se venía desarrollando. Fue la oportunidad para que 
el viejo liberalismo económico resurgiera desde las cenizas y se convirtiera en 
pocos años en un neo-liberalismo virulento y arrollador. 


La contribución de la dictadura militar: reincorporar a Chile a la 
economía de mercado 


El neo-liberalismo chileno de los años 70 se impuso bajo la opresión de la dic- 
tadura militar. Pero no puede ignorarse que las presiones por el retorno de la 
economía de mercado existían desde mucho antes y dieron pábulo a intensos 
debates político-ideológicos e intelectuales. 


Esbozos de un retorno del liberalismo económico” 


Estos intentos comenzaron a concretarse a mediados de los años 50, cuando la 
inflación arreció (en 1955 llegó al 80%) y en medio del descontrol de la economía 
y la falta de consensos políticos sobre el rumbo a tomar, el gobierno del general 


* Guillermo Larraín (2005) en un excelente libro, sostiene la tesis de que los origenes del modelo 
concertacionista se remontan a la primera mitad de los años 50, cuando el Presidente Ibáñez le 
encomendó a Frei Montalva un plan de saneamiento económico, que no llegó a materializarse. No 
Compartimos esta tesis que, a nuestro juicio, exagera el vinculo entre esas ideas y las que vinieron 
después, en los 90. Hasta la dictadura militar, había consenso en un sistema de economía mixta con 
un rol significativo del Estado en el desarrollo productivo. Los intentos de reformas buscaron eli- 
minar las distorsiones más extremas y mejorar la eficiencia de la economia, pero con una presencia 
del Estado como regulador y como empresario, Este último carácter está prácticamente ausente en 
el modelo concertacionista (excepción hecha de Codelco, Enap y algunas otras empresas menores), 
como también la política industrial existente en esos años. Asimismo, el criterio de apertura co- 
mercial que ha regido en los 90 no es comparable con el tipo de aperturismo de los años 60, el cual 
incluía la selectividad como elemento fundamental y un nivel tarifario promedio estructuralmente 
Más restrictivo que el de los años 90 (ver Firench-Davis, 1973). 
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Carlos Ibáñez recurrió a la Misión Klein-Saks, consultores norteamericano, 
para proponer un programa de estabilización. En lo sustantivo, estas propues. 
tas reproducían las recetas clásicas para la estabilización: control monetarig 
crediticio, restricción del gasto público, devaluación del peso y apertura Comer. 
cial. El objetivo central fue darle credibilidad financiera a la economía chilena, 
La presencia de esta misión generó un debate muy recordado en la litera 
económica, el estructuralista-monetarista, el cual perfiló la postura liberal qu, 
preconizaba disminuir la injerencia del Estado en la economía, para darle mg, 
espacios al mercado y al sector privado.* El intento no fue muy exitoso, por. 
que el costo social de la estabilización se tradujo en estancamiento económico, 
aumento del desempleo y pérdida del poder adquisitivo de los salarios, provo. 
cando protesta social. 

El estructuralismo cuestionaba la excesiva simplificación del llamado 
monetarismo, al enfatizar este último sólo las causas monetarias de la in. 
flación y confiar en que una liberalización parcial de los mercados iba a ser 
suficiente para acelerar el crecimiento económico. Sin duda, el estructura- 
lismo también pecó de ingenuidad en la desvalorización de los factores mo- 
netarios. Ciertamente los gobiernos de la época despreciaron, en la práctica 
y en el discurso, el equilibrio fiscal y sus negativos efectos en la expansión 
monetaria, que depreciaba la moneda y distorsionaba el sistema de precios 
y las rentabilidades reales. En el fondo, el estructuralismo apuntaba a otro 
tipo de problemas, los que estaban frenando la modernización del país y 
el desarrollo de la economía, y que superaban con mucho lá cuestión de la 
inflación. Pero la estrategia intelectual fue aprovechar este debate sobre la 
estabilización para poner en la agenda los asuntos de fondo del desarrollo. 
Estos fueron asumidos, finalmente, por la agenda política de fines de los 
años 60. 
Un segundo intento de retorno al liberalismo económico fue el que le- 
vó a cabo el Presidente Jorge Alessandri, genuino representante del. mundo 
empresarial, quien basó su estrategia en la apertura comercial, la fijación de 
una paridad cambiaria y la liberalización financiera con el exterior, basada en 
la disponibilidad del crédito externo. Aunque el Presidente Alessandri intentó 
revertir el rol empresarial del Estado, para reivindicar al sector privado, n0 
desconoció la dependencia de este último respecto del financiamiento de larg 
plazo proveniente del sector público. En una especie de neo-keynesianism 
su propuesta fue reivindicar el mercado pero con un Estado disponible par 
estimular la inversión privada nacional y extranjera. El intento también 
casó por el rápido agotamiento del crédito externo ante el aumento del gas*" 
interno, 

El tercer intento tuvo lugar, paradojalmente, durante el gobierno del 
Presidente Frei Montalva, en forma simultánea a la aplicación de alguns 


* Ver Aníbal Pinto, “Ni estabilidad ni desarrollo” en Pinto (1991). 


reformas a las estructuras de propiedad. Ese gobierno postuló dos objetivos 
centrales: más mercado para introducir más eficiencia en el desarrollo eco- 
nómico del país, pero también reformas estructurales para lograr una distri- 
bución más justa de los recursos y las oportunidades. El diagnóstico sobre 
los problemas de la industrialización estimuló a ese gobierno a impulsar una 
estrategia de reforma de las políticas industriales, buscando una mayor ra- 
cionalidad en el sistema de protección arancelaria (utilizando el concepto de 
protección efectiva, se buscó eliminar tarifas redundantes e introducir selec- 
tividad en la protección para estimular la creación de empleos), en el manejo 
de las empresas públicas (mayor transparencia y eficiencia en la gestión) y 
en el desarrollo del sector exportador no tradicional (vía política cambiaria 
más flexible, apertura negociada en acuerdos de integración regional y pla- 
nes sectoriales como el forestal y frutícola, ya mencionados). Se diseñaron 
mecanismos para asegurar el valor real de algunos precios estratégicos como 
el tipo de cambio a través de miniajustes periódicos, que le quitarían drama- 
tismo a las devaluaciones masivas, y la reajustabilidad de los créditos para 
asegurar una tasa real de interés positiva. Todo ello apuntaba a insertar me- 
jor la economía chilena en el mercado internacional y darle mayor participa- 
ción al sector privado. Estas propuestas no prosperaron por la radicalización 
política que se inició en 1970. 

Con todo, las propuestas liberales y la crítica al estilo interventor con- 
tinuaron, más al nivel académico e intelectual, que en la práctica. Un grupo de 
economistas académicos de la Universidad Católica decidió llevar adelante el 
proyecto de elaboración de una propuesta liberal más acabada y radical, aunque 
sólo fuera para fines de formación técnica de las nuevas generaciones de econo- 
mistas. Su oportunidad histórica surgió cuando el gobierno militar tomó el po- 
der y decidió terminar violentamente con la estrategia de desarrollo que se había 
venido aplicando por varias décadas (Vergara, 1985; Valdés, 1989; CEP, 1992). 


Hacia el neo-liberalismo 


La dictadura militar reintrodujo en Chile las reglas del mercado y su cultura, 
pero fue mucho más allá: introdujo también un neo-liberalismo, como se lo 
ha denominado, intentando instaurar un sistema de mercado con la máxima 
autorregulación posible.** En Chile bajo la dictadura de Pinochet, se crearon 


% Aunque en el modelo ideal del equipo económico de la época debería haber la máxima autorre- 
gulación, en la práctica hubo numerosas intervenciones del Estado, como la politica cambiaria, la 
regulación de los reajustes de sueldos y salarios, el subsidio forestal y. después de 1982, la interven- 
tión pública de numerosos bancos, el rescate de los deudores en dólares y la regulación del sector 
nanciero, De este modo, incluso en un régimen neo-liberal como el de la época, la economia fue 
dbjeto de algunas intervenciones discrecionales. Por cierto, estas intervenciones provocaron disen- 
30s entre los responsables de la política económica. 


algunas expectativas de que se podría llegar a niveles muy altos de autom, 
tismos de mercado. No faltaron voces que en algún momento sugirieron jp, 
cluso la abolición del Banco Central. 

Los equipos técnicos del gobierno militar asumieron el papel de py, 
ideólogos del neo-liberalismo e intentaron construir un modelo autorregúlag, 
de mercado, cuya culminación fue la implantación de un sistema mon 
de patrón-dólar en 1979. Este sistema debería permitir la autorregulación f, 
nanciera, anclada en un tipo de cambio fijo. Este intento fracasó con la crisi 
financiera de 1982 (Ffrench-Davis, 20032), pero a juicio de sus propios autores 
la postergación de la llamada “flexibilización” del mercado del trabajo fue y 

pilar fundamental que faltó en la primera fase y que impidió un automatism 
más completo. Esta flexibilización se inició en 1982 en un intento tardío 
enfrentar la crisis financiera de ese año a través del desempleo y caída de ya. 
larios. 

En la construcción del neo-liberalismo chileno se pueden identifica 
dos grandes etapas. La primera (1973-82) fue la del desmantelamiento parci 
de la institucionalidad previa y del modelo de industrialización, por una parte 
y de la liberalización de los mercados de bienes y sector financiero e inicio de 
las privatizaciones. Asimismo se hizo una reforma fiscal que, sin duda, fue u 
paso decisivo para fortalecer el equilibrio macroeconómico en un tiempo my- 
cado por el shock internacional del aumento del precio del petróleo, que afectó 
gravemente la balanza de pagos de Chile. Pero fue un período de reformas n- 

dicales que no atendieron a los costos sociales que se generaban, amparado en 
la concentración total del poder político y en la ausencia de libertad de prena 
efectiva que permitiera una opinión pública independiente, así como en un 
autocomplacencia del equipo económico del gobierno constituido en form 
monolítica y cerrada. La segunda etapa (1985-90) fue más creativa y pragmi 
tica. La política pública se orientó al desarrollo de nuevas instituciones pan 
el fortalecimiento del sector privado (privatizaciones, reforma de la segurida 
social, flexibilización de la legislación laboral) y modernización del Estado (re 
gulación financiera, políticas sociales asistenciales focalizadas). Esto implió | 
el reconocimiento de algunas fallas de mercado y el abandono de la noció! 
de ajustes automáticos. * En particular, hay que enfatizar que la reforma deb 
seguridad social, a través de la creación del sistema de capitalización individ" 
fue un impulso fundamental para el desarrollo del mercado de capitales delo 
años 80. 


3 Hay una extensa literatura sobre este período, nacional e internacional, En defensa del mw: f 
neo-liberal están, entre otros, los trabajos de Fontaine (1988), CEP (1992), Búchi (1993) pe f 
punto de vista de la crítica al mismo, las referencias principales son los trabajos de CIEPLAN 
años 70 y 30, en particular Alejandro Foxley y Ricardo Fírench-Davis. 
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¡retorno de la economía de mercado 


Más allá del juicio político y valórico que se pueda hacer del régimen mili- 
tar y su revolución neo-liberal, por las violaciones a los derechos humanos, 
la violenta represión política y eliminación de las instituciones democráticas, 
los altos costos sociales que debió pagar la mayor parte de la sociedad chile- 
na por las experimentos económicos que se hicieron en forma autoritaria, las 
ineficiencias en que incurrieron los responsables de las políticas públicas al 
imponer sus visiones unilaterales, no se puede ignorar que hay legados que 
contribuyeron a cambiar radicalmente al país y modernizar su economía, faci- 
litando su adaptación a los nuevos tiempos y a la globalización, tanto en térmi- 
nos de las instituciones formales como informales.” Los legados principales, a 
nuestro juicio, son haber reimplantado el sistema de mercado y de la compe- 
tencia como principios ordenadores de la economía y, junto con ellos, la alta 
prioridad política dada al equilibrio macroeconómico, en particular del sector 
público, y los criterios de eficiencia para gestionar las empresas públicas y los 
proyectos de inversión. 
Las confrontaciones políticas e ideológicas que arreciaron en los años 
60 y comienzos de los 70 habían conducido a una especie de sacralización del 
poder del Estado, en la expectativa de que la cuestión fundamental a decidir 
era qué objetivos debían ser asumidos por aquel. Atrás había quedado toda 
consideración sobre las capacidades del Estado, sobre los derechos y respon- 
sabilidades de la sociedad civil y de los individuos, sobre las formas alternati- 
vas de coordinación económico-social. Un voluntarismo maximalista de las 
autoridades estatales, especialmente en el período 1970-73, había provocado 
la confrontación polarizada, la desorganización económica, el estancamiento 
y la paralización de la inversión. Estos efectos se justificaban como el costo de 
la transición y del cambio. 
La economía de mercado había sido satanizada en el periodo 1970-73 
y percibida como un mecanismo de explotación, abusos e ineficiencias. La 
confianza exacerbada en una planificación centralizada hacía aparecer a esta 
como Una panacea, en circunstancias que ya en Europa Central y Oriental, ese 
sistema comenzaba a mostrar sus debilidades y provocaba el rechazo social. 
Junto con el abandono de la economía de mercado se produjo el desprestigio 
y condena de la actividad empresarial. Décadas de malas politicas económi- 
cas habían contribuido a transferir la responsabilidad por las distorsiones en 
los mercados a los empresarios. Mientras más visibilidad tenían estos. por su 


Por cierto, tampoco se debe desconocer que el regimen militar recibio un importante legado 
Wtórico de los periodus anteriores, como los desarrollos forestal y fruticola ya aludidos, la naciona- 
tia tón del cobre, que le entrego al Estado los excedentes de Codelco, la reforma agraria, que hizo 
'"sible crear un mercado de tierras y un aparato público de planificacion (Odeplan) que se convirtió 
A da ideológico del diseño de las nuevas politicas de reformas economicas. Véase al respecto 

tket (2009). 
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tamaño o por su relevancia sectorial, más atraían sobre sí la supuesta, 
por la escasez que se pudiera producir, por la falta de inversiones o df: 
dernización productiva. La actividad empresarial privada perdió atrapy;, 
para las nuevas generaciones de profesionales y técnicos, que prefertan 
empleos públicos al riesgo de la iniciativa privada. 


La cultura del emprendimiento 


El retorno de la economía de mercado ha vitalizado algunas capacidades ony 
tas de la sociedad chilena. Se trata fundamentalmente de la capacidad den. 
prender actividades productivas y de servicios con iniciativas, imaginación 
esfuerzos. No se trata de que antes no hubieran existido estas capacidad, 
ya que el país no se habría desarrollado sin ellas. Pero había una tendenci 
especialmente entre las clases profesionales, a vincularse laboralmente] £, 
tado, para obtener la seguridad de sus empleos y recursos. Muchas década; 
de centralismo y de regímenes interventores contribuyeron a una cultíra de. 
pendiente y clientelística, no por falta de inteligencia sino porque el sistéra de 
incentivos y motivaciones empujaba en esa dirección. Esta práctica ha sido vi- 
lorada en cuanto representa un espíritu de servicio público en esos prófésion. 
les, indispensable para el desarrollo de instituciones públicas de calidad. Pero 
también representó una sobrecarga de demandas de empleo sobre el Estado, 
las cuales este no podía responder sin contribuir a la frondosidad burocrática. 
Se tendió a atrofiar, por otra parte, el espíritu de creatividad personal para ge- 
nerar actividades independientes y autosustentables. 
Una tesis histórica en Chile, no compartida por todos los historiado 
res, sostiene que desde sus orígenes Chile fue un país centralista y estatista 
(por ejemplo, Góngora, 1982). La pobreza del territorio durante el período 
colonial y la permanente resistencia de la población mapuche, obligaron ah 
Corona española a mantener un ejército activo, con recursos que venían desde 
el Imperio. Los poblados esparcidos a través del territorio estaban permaner 
temente en peligro de ser atacados, lo que hacía que sus habitantes mirar 
hacia Santiago en procura de ayuda. Se habría desarrollado así una mentalidd 
dependiente, en la cual el apoyo del gobierno central era más eficaz que ely 
fuerzo propio para sobrevivir y progresar. 

No habría que olvidar, tampoco, que esta dependencia de la sociedad 
respecto del Estado, fue a la vez una apropiación del Estado por parte de aqu 
llos segmentos de la sociedad con mayor capacidad de acceso al poder pol 
tico y económico. En una sociedad tan estratificada como la chilena en Y 
primeros tiempos de vida independiente, el Estado adquirió un marcado 
rácter oligárquico, expresando la unidad de intereses entre los sectores tl j 

poder político y los que concentraban el poder económico, fundamentalne" 
la propiedad de la tierra. Con el liberalismo de fines del siglo XIX comen 
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roducirse una diferenciación de intereses, aunque siempre el Estado mantuvo 
su rol de centro de referencia para definir las reglas del juego. 

En los tiempos modernos, especialmente en el período post Gran De- 
presión, la destrucción de la economía, el alto desempleo, la quiebra de empre- 
sas, la pobreza generalizada, reforzaron la mentalidad estatista en la población, 
en cuanto esta veía en el Estado al primero y último recurso que le permitiría 
sobrevivir. Las políticas sociales y el protagonismo que adquirió el Estado en 
el periodo de la sustitución de importaciones no hicieron más que confirmar 
esta vieja predisposición a demandarlo en procura de subsidios y toda clase de 
apoyos económicos y sociales (sin hablar de la corrupción que suele albergar 
un exceso de intervencionismo sin las debidas providencias de autocontrol pú- 
blico). No se trata sólo de un hábito propio de los sectores de menores ingre- 
sos, sino que suele verse también en sectores acomodados que consideran un 
derecho propio que el Estado asuma las contingencias y los riesgos. 

Este tipo de comportamientos es explicable, sobre todo en los sectores 
¡sociales más pobres, porque además de la pobreza material, ellos han debido 
Sufrir un escaso acceso a la educación y a un desarrollo familiar estimulan- 

te. Estas carencias les hace difícil abordar con recursos humanos y materiales 
¡ propios las contingencias de su situación. 

Desde este punto de vista, la imposición de la lógica del mercado ha 
tenido efectos culturales de mayor trascendencia. La fuerza de los hechos, el 
desempleo prolongado durante los ajustes financieros, las caídas de ingresos, 
la supresión de subsidios y programas sociales durante los años 70 y 80 obli- 
garon a amplios sectores de la población a recurrir a su propio esfuerzo y a 
iniciativas individuales para generar medios de vida, aun en forma precaria. 
Por cierto que se trata de ajustes dolorosos, con efectos humanos y familiares 
destructivos, desintegradores de los tejidos sociales y de las legítimas expecta- 
tivas de progreso personal. 

Pero mirados más positivamente, estos ajustes han contribuido a forjar 
nuevas mentalidades y a movilizar capacidades con resultados que para mu- 
chos nuevos micro y pequeños empresarios han sido muy exitosos. Emergen 
lo que Hirschman llamó alguna vez esos recursos ocultos de que disponen aún 
los países más pobres y que, estrictamente, son la base de cualquier posibili- 
dad de progreso. Y esto no se refiere sólo al logro de superar las contingencias 
económicas, sino también a la autoconfianza y seguridad en sí mismos. En 
suma, se trata de la autovaloración de las capacidades personales, elemento 
indispensable que acompaña una actitud positiva frente a la vida. Muchos 
Profesionales que se desempeñaban en los organismos del Estado hasta los 
años 70, sufrieron estos cambios, apelaron a sus propias capacidades y salie- 
ron airosos. En las generaciones más jóvenes, que no tuvieron que sufrir en 
Carne propia tales desajustes, esta nueva mentalidad se ha venido arraigando 
Con más fuerza, contribuyendo al desarrollo de una nueva clase de empren- 


dedores, con éxitos y fracasos, pero dispuestos a no renunciar a su capacidad 
de iniciativa. 
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Pero no se trata sólo de un efecto del discurso ideológico, implícito ey 
el modelo de economía de mercado. También se trata de una nueva forma de 
funcionamiento de la economía. La capacidad emprendedora se ha fortalecido 
con la diversidad de demandas, ofertas y oportunidades surgidas. El cálculo 
de costos y beneficios ha pasado a formar parte de la nueva cultura empren. 
dedora, extendido también a los consumidores y a los propios trabajadores en 
la evaluación de sus decisiones. Se ha ido imponiendo una racionalidad de 
mercado que a través de los precios de los bienes y servicios transmite señales 
objetivas para quienes deben tomar decisiones personales, familiares o empre- 
sariales. 

Se ha manifestado también una de las características principales que 
Hayek y Schumpeter le atribuyen al mercado: ser un procedimiento para des. 
cubrir información y oportunidades. Contrasta con la visión neo-clásica tra- 
dicional, que enfatiza la eficiencia estática en la asignación de recursos.” La 
visión de Hayek resulta más dinámica pues enfatiza la innovación paña satis- 
facer necesidades. La visión neo-clásica es más bien mecánica, porque:el mer- 
cado podría perfectamente ser reemplazado por un computador que, con k 
información existente sobre preferencias de los consumidores, tecnologías y 
disponibilidad de factores productivos, podría asignar los recursos de acuerdo 
a las preferencias. Se trata de preferencias y tecnologías estáticas o conocidas 
en un momento dado.% Contrastes similares existen en los enfoques sobre el 
desarrollo económico que aportan Schumpeter y la teoría neo-clásica: Para d 
primero, la esencia del desarrollo está en la innovación tecnológica, surgida de 
espíritus empresariales que buscan cambiar la forma cómo se produce, el tipo 
de bienes, los mercados a los cuales se accede. Para la teoría neo-clásica, €d 
crecimiento se aborda como desplazamientos de los parámetros (tecitelogías, 
preferencias, recursos). Para los austríacos, la esencia de los mercados es la 
creación de desequilibrios, en cambio para los neo-clásicos tradicionales, esla 
aproximación al equilibrio. 


* El cálculo de costos y beneficios tiene una lógica: se basa en la idea de que toda decisión q! 
involucre el uso de recursos escasos debe evaluarse en función de los posibles beneficios. 180% 
esta lógica puede llevar a desproporciones enormes en la búsqueda de objetivos que pueden qa 
costos muy altos. Un complemento indispensable de esta evaluación es considerar quién recibe 


beneficios y quién paga los costos. Esto plantea la cuestión fundamental de la justicia eco e 


se Eficiencia en el sentido de que los recursos escasos se utilizan para producir los bienes a 
satisfacen mejor las necesidades de los consumidores, de acuerdo a sus valoraciones, por lo 

se obtiene una producción máxima. No se puede satisfacer más a un consumidor sin perj! 
mismo tiempo a otro (óptimo de Pareto, independiente de la distribución del ingreso). j 
* El debate de los años 30 sobre la utilidad de la teoría de los mercados en una economía social F 
abordó esta cuestión (Mises, Lange). No se escapa tampoco que la teoria económica neo-clásic? pun 
puede reducirse simplistamente a una especie de caricatura, ya que formulaciones 

incorporado la posibilidad de cambios tecnológicos y de preferencias. 
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1.a economía “feudalizada” 


si bien cl neo-liberalismo ha contribuido a un cambio cultural, aparte de los 
cambios económicos y políticos, reivindicando la responsabilidad individual, 
el espíritu de iniciativa, la capacidad emprendedora y la racionalidad econó- 
mica en la toma de decisiones, elementos todos muy inhibidos en la cultura 
tradicional del modelo Estado-céntrico, también es cierto que la economía de 
mercado posee otras características menos inspiradoras, encubiertas detrás de 
mitos como la competencia perfecta de los mercados, la impersonalidad de las 
decisiones o la igualdad de oportunidades. Por cierto, al calificarlos de mitos, 
lo hacemos con el ánimo de resaltar las sombras y ambigüedades de estas su- 
puestas virtudes, más que con la pretensión de desconocer verdades que, por 
supuesto, existen. 

Estos mitos, por llamarlos de alguna manera, están todos relacionados 
con el supuesto general, también crucial de los modelos teóricos: que los agen- 
tes económicos actúan en forma atomizada, es decir, descentralizada, imper- 
sonal y sin capacidad de influencia desmedida en los mercados. En un sistema 
con esas características, ciertamente las señales de los precios reflejarían las 
preferencias anónimas de miles de agentes que participan en calidad de con- 
sumidores, productores, trabajadores o inversionistas. Tal sistema de mercado 
se parecería a una democracia económica: los agentes son anónimos y el voto 
de cada uno pesa muy poco, sólo muy marginalmente, en las decisiones co- 
lectivas.“ Los resultados corresponderían a las verdaderas preferencias de los 
individuos. 

El problema es que en cualquier sistema existen mercados muy signi- 
ficativos en los cuales las decisiones están fuertemente influidas por grupos 
económicos con mucho poder de mercado. Los mercados son espacios de ejer- 
cicio del poder económico. Los agentes económicos, especialmente los em- 
presarios, saben que el posicionamiento estratégico en el mercado es crucial 
para aumentar su capacidad de control y, por lo tanto, de rentabilidad. Chile 
no ha estado exento de estas tendencias. Ya en los años 70 y con las prime- 
ras privatizaciones realizadas por la dictadura militar, se constituyeron dos 
grandes grupos financieros que, a partir de un posicionamiento en la banca, 
adquirieron empresas quebradas a muy bajo valor, relanzándolas al mercado 
y fortaleciéndolas con el crédito que podían canalizar a través de sus propios 
bancos, Fue un tiempo, además, de grandes oportunidades de ganancias de 
Capital, por la liberalización de mercados que se estaba produciendo, manipu- 
laciones cambiarias discrecionales y altos diferenciales de las tasas de interés, 
que permitieron arbitrar movimientos de capitales internacionales. La falta de 


A 


de Anthony Downs usa el concepto de democracia económica en el sentido de que los políticos 
Ofrecen programas y políticas públicas que los ciudadanos “compran” por medio de los votos. Se 
“semeja a un concepto de “mercado política”. ' 
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regulaciones financieras posibilitó que estos grupos captaran el ahorro Privad, 
y lo canalizaran hacia sus empresas relacionadas, las cuales se expandieron , 
una gran variedad de actividades. La crisis financiera de 1982 llevó a la quiet, 
a estos grupos y miles de pequeños ahorristas fueron arrastrados a la pérdig, 
de sus activos. Esta situación impulsó al gobierno a arbitrar políticas económj. 
cas de salvataje de la banca nacional, transfiriéndole subsidios por varios mile; 
de millones de dólares y generando un gran malestar en la población, que per. 
cibió como una injusticia la distribución de los costos de la crisis. En suma, y 
poder económico concentrado les permitió a estos grupos usar y abusar de |, 
economía de mercado y de los medios de comunicación, creando el espejismo 
de la igualdad de oportunidades y de la eficiencia económica. Pero la realidad 
distaba mucho de aquello. 

En los años 80 y con los efectos de la crisis bajo control, retornó |, 
política de privatizaciones de empresas públicas, abriéndose nuevos debates 
sobre la inequidad del sistema de mercado que se estaba implantando. Estas 
privatizaciones, algunas de las cuales se efectuaron con mucha opacidad y fal- 
ta de transparencia, uso de información privilegiada y precios de los activo; 
fuertemente castigados, permitieron la formación de nuevos y grandes grupos 
económicos que se han prolongado en el tiempo. La posterior reforma a la se- 
guridad social, basada en el sistema de capitalización individual y en el seguro 


privado de salud, al tiempo que fortalecía el mercado de capitales abría nuevas 


oportunidades de inversión a esos mismos grupos. 
Se ha estructurado, así, una economía de mercado en Chile que, al igu 
que en el capitalismo mundial, está muy lejos de ser el ideal de mercado ato- 
mizado y perfectamente competitivo. Es un sistema fuertemente concentr. 
do, en el cual la mayoría de las actividades, incluidos los recursos naturaks, 
la infraestructura, la energía, las telecomunicaciones, los servicios de salud y 
previsionales, el transporte e incluso el comercio al detalle, están dominado: 
por algunas empresas de gran tamaño, incluidas transnacionales o familias de 
gran poder financiero. La alta concentración de poder económico les permile 
ejercer una influencia desmedida en los medios de comunicación, orientando 
la opinión pública e incluso convirtiéndose en un referente inevitable de las 
decisiones de políticas públicas de los gobiernos. 
Lo que ocultó el neo-liberalismo ideológico chileno es que no hay u 
única forma de organizar una economía de mercado. El sistema de mercado 
que se impuso, especialmente en los años 70, fue la versión más extrema y radr 
cal. Ello contribuyó a identificar e] concepto general de economía de merca 
con esa versión extrema, neo-liberal, generadora de los altos costos socialesd! 
todo experimento y de la fuerte concentración patrimonial. Esta última int” 
duce sesgos en las decisiones y en la eficiencia de la economía. Sin embalt' 
en el discurso y en la retórica se preconizó un modelo de texto de la econom! 
competitiva de mercado, en el que, bajo muchos supuestos que no se compl” 
en la realidad, el desarrollo de la economía depende de las preferencias del 


consumidores soberanos. 


ræ 
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Tal es el sistema de mercado con el que tuvo que lidiar el primer gobier- 
no de la Concertación al hacerse cargo de la administración del Estado en mar- 
za de 1990. Como las economías de mercado reales muestran muchas varian- 
tes y distan mucho de tener aquellas características teóricas, la Concertación 
seabocó a construir una versión propia, esta vez coherente con la democracia, 
con la equidad y la eficiencia social. El objetivo fue construir una economía 
social de mercado de acuerdo a las reales circunstancias del país. 


Capítulo 1V 


LOS EJES DEL MODELO ECONÓMICO DE LA 
CONCERTACIÓN: GOBERNABILIDAD POLÍTICA, 
INSTITUCIONALIDAD ECONÓMICA Y EQUIDAD SOCIA] 


hay que recordar que no hay uno sino dos modelos de desarrollo chileno bi 
distintos: el que denominaré autoritario liberal excluyente y el que, a falta de un mejor 
término, llamaré democrático liberal in 


Manuel Casteliga 


La derecha, a fines de 1989, vaticinaba, respecto de un eventual gobierno deh 
Concertación, que se producirían fuertes desequilibrios económicos, estanca. 
miento, agudización de viejos problemas como inflación e ingobernabilidad, 
Este pronóstico desgraciadamente tuvo mucha vigencia durante los años 80 en 
otros países latinoamericanos cuando algunos de ellos retornaron a la demo- 
cracia, pues en los mismos todavía subsistían tendencias populistas propias de 
los años 50 ó 60. 

En el Chile de 1989, de hecho, la campaña presidencial del candidato 
oficialista se basó en aquel pronóstico. Es probable también que más de alguno 
de los líderes políticos de la Concertación temiera, en su fuero interno, que 
esos vaticinios se hicieran realidad. 

Pero en la práctica todo fue muy distinto. A nuestro juicio, tres ejes cen- 
trales pueden explicar que con cuatro gobiernos concertacionistas seguidos, 
Chile sea respetado internacionalmente por haber podido alcanzar la consol 
dación de la economía de mercado y la transición democrática en forma simi 
tánea y exitosamente. Estos tres ejes son: 


e gobernabilidad política basada en una coalición de partidos políticos de 
centro e izquierda para constituir un gran bloque político mayoritario 
que le diera estabilidad democrática al país; 

. aceptación de las reglas del mercado para organizar la economía, pto 
fundizándolas mediante una política activa de integración comercial 0 
el resto del mundo, el desarrollo de una institucionalidad reguladora % 


$ 
$2 Manuel Castells, Globalización, desarrollo y democracia: Chile en el contexto mundial. Fondo 
Cultura Económica, 2005, pp.57-58, 


los mercados e impulsora del emprendimiento, todo ello en un marco de 
estabilidad macroeconómica y financiera; y, 

alta prioridad política al pago de la deuda social con los sectores más 
empobrecidos de la sociedad, para avanzar hacia una mayor igualdad de 
oportunidades. 

Castells lo llama “modelo democrático liberal incluyente”, en contraste 
con el “modelo liberal autoritario excluyente” de la dictadura." El efecto poli- 
tico de este modelo es que, después de 15 años, la ciudadanía decidió renovar 
por cuarta vez su confianza en la Concertación en las elecciones presidenciales 


de 2005. 


Primer eje: una alianza para la gobernabilidad política 


En la historia política chilena, la alianza de partidos llamada Concertación 
para la Democracia ha sido quizás la fórmula más exitosa que alguna vez se 
haya alcanzado, no tanto por la sucesión de cuatro administraciones elegidas 
democráticamente, sino por la capacidad de hacer gobierno, en democracia, 
con libertades políticas y sociales y con notables resultados económicos. La 
clave para entenderlo es que los partidos integrantes de esta coalición logra- 
ron superar la tradicional división política de los chilenos en tres tercios ideo- 
lógicos, convocando a una alianza de centro-izquierda que sustentara dichos 
gobiernos. 

Aquella división irreconciliable en tres tercios y un régimen constitucio- 
nal que permitía la elección de un gobierno minoritario a nivel nacional, por 
la facultad del Congreso de elegir entre las dos primeras mayorías relativas, 
hicieron posible que casi todas las administraciones desde los años 30 hasta los 
70 fueran minoritarias, sin mayorías parlamentarias sólidas. Las excepciones 
fueron los períodos de los Presidentes Carlos Ibáñez del Campo (1952-1958) y 
Eduardo Frei Montalva (1964- 1970), ambos con mayorías absolutas. Sin em- 
bargo, el primero carecía de una base de apoyo político en el Congreso, lo que 
lo obligó a buscar alianzas de corto plazo, creando gran inestabilidad. Eduardo 
Frei Montalva, en cambio, tuvo un sólido apoyo parlamentario gracias a que 
su partido, la Democracia Cristiana, arrasó en las elecciones parlamentarias de 
1965. Pero también es cierto que la votación lograda por Frei y su partido tuvo 
solidez sólo en apariencia, porque la derecha se aglutinó tras esa candidatura 
frente al riesgo de que triunfara Salvador Allende, representante de la izquier- 
da socialista. De este modo puede afirmarse que todos los gobiernos demo- 
cráticamente elegidos hasta 1970 sufrieron la carencia de suficiente base de 
sustentación política como para ser apoyados en el Congreso. Más importante 
aún, esta carencia era la contrapartida de la falta de consensos sustantivos para 


E 
“ Castells (2005). 


impulsar las políticas públicas. Incluso más, no sólo falta de consensos sinop 
defensa a ultranza de ideologias excluyentes y totalizantes, típicas del period, 
de la Guerra Fría. 

La Concertación de Partidos por la Democracia se constituyó en 
a conglomerados de centro y de izquierda socialista, acérrimos contrincap, 
hasta el golpe militar. De hecho, la Democracia Cristiana fue opositora a] 
bierno de Allende y contribuyó con sus votos a la declaración de ilegitim 
de ese gobierno en la Cámara de Diputados en vísperas del golpe. Por su parte, 
el Partido Socialista había sido tenaz opositor al mandato de Frei Mo 
afirmando uno de sus líderes que a ese gobierno le “negarían la sal y el agu» 
¿Cómo se explica que esos partidos hubieran pasado a ser ejes arti 
de la Concertación, junto al nuevo Partido por la Democracia surgido de fih, 
de la antigua izquierda? Como se mencionó antes, la experiencia represiva q, 
la dictadura, que afectó no sólo a la izquierda sino también al centro polític 
desde el momento en que este se negó a acompañarla, más la experiencia de log 
exiliados en Europa convertidos en espectadores privilegiados de los derrum. 
bes de los socialismos reales, fueron causas eficaces de la profunda reflexión 
ideológica y programática de la base militante y dirigente de tales partidos. la 
renovación significó nuevas miradas conceptuales de los fundamentos doctri- 
narios que los habían inspirado. Por otro lado, la persistencia de la dictadura 
en Chile los convenció también de que sin esa renovación y sin una búsque. 
da unitaria de un bloque democrático, suficientemente fuerte para enfrentar 
un régimen que no sólo se sustentaba en las armas sino que contaba también 
con el apoyo real de una parte significativa de la población, esta situación se 
prolongaría indefinidamente. Esto es lo que diferencia tan profundamente los 
gobiernos de la Concertación de los anteriores gobiernos democráticos. 

Pero la unidad y fuerza del bloque gobernante no eran suficientes para 
darle al país la gobernabilidad necesaria. Se requirió un liderazgo fino de parte 
del Presidente de la República y de sus ministros frente a los múltiples desafios 
que enfrentaron cuando, en marzo de 1990, accedieron al gobierno.“ En d 
plano económico, a pesar del alto crecimiento, valorado por la Concertación, 
el país sufría un serio sobrecalentamiento. El crecimiento del producto interno 
bruto se estaba acelerando hasta llegar a un 10% en 1989, con un incremento 
de la inflación desde un 13% en 1988 a un 21% en 1989 (Ffrench-Davis y Laban, 
1995). La dictadura había caído en un neo-populismo a fines de los 80 para 
enfrentar el plebiscito de 1988 y la elección presidencial de 1989. 

En el plano político, los enclaves autoritarios establecían importantes 
restricciones al ejercicio soberano de la democracia y distorsiones en la repte 
sentación parlamentaria. Algunos organismos como el Consejo de Seguridad 


“ El ministro Secretario General de la Presidencia Edgardo Boeninger fue reconocido comodat 
fice principal de las negociaciones con el mundo político y social y de la disciplina que surgió de 6% 
acuerdos (ver Boeninger, 1997, donde el ex ministro expone su visión y experiencia politicas). 
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¿cional o la institución de los senadores designados podían interferir la vo- 
juntad popular manifestada en los votos. El Presidente Aylwin debió convivir 

on un comandante en jefe del Ejército que había sido la máxima autoridad de 
la dictadura y que envió señales de amenaza militar al menos en dos oportuni- 
dades (los “ejercicios de enlace” y el “boinazo”), poniendo en riesgo la precaria 
estabilidad democrática. El mérito del Presidente Aylwin fue haber enfrentado 
con eficacia y prudencia esos enclaves autoritarios y esas provocaciones. 

En el plano administrativo del Estado, una ley impedía el despido de fun- 
cionarios incorporados durante el gobierno militar obligando al nuevo gobierno 
democrático a recurrir a contratos de honorarios para poder designar funcio- 
narios de su confianza, entre otras numerosas restricciones. Y, por cierto, en el 
¿mbito social y de los derechos humanos, había un compromiso de reparaciones 
que debían iniciarse en beneficio de los sectores que habían sufrido la pobreza 
extrema, la persecución y el exterminio (ver Pizarro, Raczynski y Vial, 1995). 

Estaban también los grandes actores sociales quienes, con las nuevas 
reglas de la democracia, adquirían autonomía para expresar sus intereses. El 
sector de los empresarios, sobre todo el gran empresariado, era fundamental 
para llevar adelante el proceso de inversión y crecimiento económico que el 
país requería. Pero era un sector, a la vez muy influyente y asimismo muy des- 
confiado respecto del nuevo gobierno. Los trabajadores, por su parte, recupe- 
raron la capacidad de movilizarse a través de los sindicatos y federaciones. Este 
sector tenía sobrados motivos para demandar compensaciones por los costos 
que había tenido que pagar durante la dictadura, costos que fueron tanto eco- 
nómicos como de violaciones a los derechos humanos y sindicales. Empresa- 
rios y trabajadores tenían un historial de enfrentamientos y descalificaciones 
recíprocas, que podían actualizarse en el nuevo escenario político de los 90. 
Para la gobernabilidad de la transición democrática era fundamental instituir 
reglas del juego entre empresarios y trabajadores que contemplaran la acepta- 
ción mutua de ambos como actores sociales con intereses comunes. 

Bajo el liderazgo del Presidente Aylwin se buscó la adhesión a un gran 
pacto social entre empresarios y trabajadores, en el que ambos actores recono- 
cerían la legitimidad de la empresa privada y de las organizaciones sindicales, 
así como el derecho de estas de participar en negociaciones colectivas y expre- 
sar sus demandas laborales. Este pacto se complementó con el compromiso del 
gobierno de impulsar cambios en la institucionalidad laboral para garantizar 
derechos laborales básicos, así como un programa social de lucha contra la 
pobreza financiado mediante un aumento de impuestos que no perturbara el 
equilibrio fiscal (Cortázar, 1993). Más allá de los compromisos formales que, 
por cierto, no excluyeron el conflicto como método de acción sindical, la Cen- 
tral Unitaria de Trabajadores decidió seguir una política de minimización de 
las demandas laborales, para contribuir a la estabilidad política que el país re- 
quería, Esta fue una contribución generosa de esa central sindical a la transi- 
ción democrática. Sin embargo, no han faltado las críticas de que esta ausencia 
de conflictividad social durante los gobiernos de la Concertación, al menos en 


91 


sus primeros años, fue debida al hecho de que estos gobiernos no estimularo, 
el desarrollo de una institucionalidad que favoreciera la participación sociaj 
como expresión de intereses sectoriales. 

Estaba claro que no bastaba que la Concertación de Partidos por la D,. 
mocracia hubiera ganado las elecciones y se hubiera constituido en el primer 
gobierno democrático después de 17 años de dictadura. Se iniciaba un proces 
de conducción política en un entorno especialmente turbulento, que requerir 
de muchos atributos, capacidades técnicas, inteligencia política, virtudes cjy, 
cas y un gran sentido estratégico, para sortear con éxito los múltiples obstácy. 
los y desafíos que irían emergiendo. Se asentó así, la idea de la gobernabilidag 
democrática, como síntesis de esos atributos, los cuales deberían desarrollar 
al calor de la misma experiencia de gobernar. 

La cuestión de la gobernabilidad se estaba constituyendo también en un 
tema prioritario a nivel internacional. 


La gobernabilidad como propuesta estratégica 


El término gobernabilidad fue ampliamente difundido durante los años 90, es- 
pecialmente a instancias del Banco Mundial. En vista de la mediocridad de ls 
resultados de las reformas de mercado impulsadas en América Latina (Con 
senso de Washington), se concluyó que había problemas de gobernabilidad, e 
decir, que faltaban reformas político-jurídico-institucionales que hicieran más 
eficientes, menos corruptos y más transparentes los Estados y los gobiernos“ 
Esto ha sido mucho más difícil de realizar que las reformas económicas, por- 
que aquellas no se prestan para tratamientos de shock o reformas tecnocráticas 
(van Haldenwang, 2005). 

Ese organismo internacional emprendió hace algunos años un trabe 
jo de construcción de indicadores para medir el grado de gobernabilidad de 
los países. En su metodología se define gobernabilidad como “el conjunto de 
tradiciones e instituciones que determinan cómo se ejerce la autoridad en u 
país; esta comprende: 1) el proceso de selección, supervisión y sustitución de 
los gobiernos, y sus mecanismos de rendición de cuentas (accountability) a 
público en general; 2) la capacidad del gobierno para administrar los recursos 
públicos de forma eficaz y elaborar, poner en marcha y ejecutar políticas 7 
leyes adecuadas para el desarrollo del país y del bien común; 3) el respeto, pU 
parte de los ciudadanos y del Estado, de las instituciones que rigen sus relacio 
nes económicas y sociales” (Kaufmann et al, 2000, p. 10). En base a múltipla 


*5 En una acepción restringida, la gobernabilidad es la capacidad del gobierno establecido 9 
implementar, liderar las políticas públicas y hacer cumplir las leyes y objetivos programáticos .. 
rendición de cuentas. Se diferencia ese concepto de la gobernanza, que incluye también la parto 
pación ciudadana, con énfasis en la democracia (ver van Haldenwang, 2005). 
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fuentes principalmente cualitativas, pero también cuantitativas, se construyen 
los indicadores que se agrupan en seis conceptos generales de incidencia en la 

obernabilidad: 1. voz y rendición de cuentas, 2. inestabilidad y violencia po- 
fítica, 3. eficiencia gubernamental, 4. marco regulatorio, 5. firmeza del estado 
de derecho, y 6. control de la corrupción.“ Una conclusión general del estudio 
es que existe “una relación causal entre una mejor gobernabilidad y un mayor 
desarrollo económico y social (...) por lo que el logro de una mejor gobernabi- 
lidad debe constituir un objetivo prioritario en los programas de desarrollo y 
de lucha contra la pobreza” (Kaufmann et al. 2000, p. 12). 

Un análisis comparativo de los indicadores de gobernabilidad para Chi- 
le muestra la sólida posición que ha alcanzado el país (Angell, 2006, p. 12). Se- 
gún las seis variables del Banco Mundial mencionadas más arriba, Chile ocupa 
una posición comparable a algunos de los países más desarrollados del mundo 
(Estados Unidos, Inglaterra, Italia) y significativamente superior al promedio 
latinoamericano. Aun más, en todos estos indicadores Chile mejoró su po- 
sición entre 1998 y 2004, excepto en eficiencia gubernamental, donde hubo 
una leve baja (Angell, 2006). Estos resultados coinciden con los que informan 
periódicamente otros organismos como Transparencia Internacional. 

Según Angell (2006), uno de los factores explicativos del éxito de los go- 
biernos concertacionistas ha sido su capacidad de gobernabilidad democrática, 
la cual también se destaca nítidamente en el contexto latinoamericano y que, 
en muchos aspectos, está a la par con los países más desarrollados y estables 
del mundo. Pero, en gran medida, esta capacidad no surgió de la nada a partir 

de 1990. Está anclada en una tradición histórica de desarrollo democrático y 
fortalecimiento de las instituciones, no obstante algunas fracturas, la mayor de 
las cuales fue la dictadura militar de 1973-90. Según este autor, esa tradición 
institucional pudo más que la dictadura, ya que incluso esta no pudo abstraer- 
se de buscar la legitimidad dándose una institucionalidad que se encarnó en la 
Constitución de 1980. 


“ Por cierto, hay una variedad de otros temas pertinentes al respecto, como la capacidad del Estado 
de ejercer un control social, jurídico y territorial, y garantizar seguridad ciudadana. 
” Alan Angell (2006), en un excelente trabajo, discute la gobernanza durante los gobiernos de la 
Concertación. Nosotros preferimos usar el término gobernabilidad. 
“ Con toda la utilidad que tienen unos indicadores que sintetizan informaciones de distinto carácter, 
este enfoque de la gobernabilidad es frecuentemente cuestionado, tanto por su origen de dudosa legi- 
timidad (por ejemplo, se ha sostenido que los organismos multilaterales no practican algunas de esas 
Características en sus propias burocracias, Herrera, 2004); como porque es un enfoque “desde arriba”, 
es decir, busca asegurar el control social desde el Estado evitando la movilización y la participación 
(Gabriel Salazar, entrevista en el diario El Mercurio, 12 de marzo de 2006, Artes y Letras, p. E11). 
También se ha hecho notar la ausencia de un marco analítico que dé cuenta de las interacciones entre 
desarrollo y participación social. Van Haldenwang (2005) ha sugerido el concepto más 
amplio que denomina "gobernanza sistémica: definido como “la capacidad de tomar y aplicar decisio- 
nesen función del interés común, en todos los niveles del sistema político” 
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En el nivel politico general, se pueden destacar tres características ue 
contribuyeron a fortalecer la gobernabilidad democrática: un alto nivel q, 
compromiso político con el equilibrio macroeconómico, una prudente rela, 
ción entre el Ejecutivo y el Congreso para impulsar los cambios legislativo, 
de acuerdo a la prioridad y a la viabilidad políticas, y una modernización dq 
aparato estatal en proceso de desarrollo, que ha permitido darle efectividad ¿ 
las políticas públicas. 

El compromiso con el equilibrio fiscal y monetario, con manifiestos efec. 
tos en la disminución sostenida de la inflación hasta llegar al rango del 2 al 3% 
actual, el aumento del gasto social, el incremento de la inversión y la caída de la 
deuda pública externa hasta llegar a ser inferior al 5% del PIB son los fundamen- 
tos macroeconómicos de la gobernabilidad. En el ámbito fiscal cabe recordar 
la progresiva eficacia del Servicio de Impuestos Internos para aumentar la re- 
caudación tributaria, y disminuir la evasión a un 18%, comparable a los países 

desarrollados, lo cual ha sido uno de los fundamentos de la fortaleza fiscal. Una 
política de prudencia fiscal impulsó también al primer gobierno democrático a 
acelerar el pago de la deuda externa, a objeto de disponer de los recursos des- 
tinados a los intereses. De igual modo corresponde reconocer el diseño, ya en 
tiempos del régimen militar, de un aparato técnico eficaz para evaluar los impac- 
tos sociales del gasto público e ir mejorando la asignación de recursos entre los 
Ministerios y programas públicos. Esta eficacia es producto del hecho de que el 
Ministerio de Hacienda y en particular su Dirección de Presupuestos, han sido 
dotados de una alta capacidad técnica. La instauración de la regla del superávit 
fiscal estructural del 1% del PIB en 2000 le dio formalidad y compromiso públi- 
co al objetivo del equilibrio macroeconómico, proyectándose a mediano plazo. 
Esta regla busca asegurar una política anti-cíclica, que permite minimizar los 
efectos de los ciclos económicos sobre el sector fiscal, y la economía, en general 
Esta es una expresión del compromiso de todas las autoridades económicas y 
políticas de la Concertación en contra de los modelos populistas, tan frecuentes 
en América Latina. Los riesgos de.la volatilidad internacional, así como de los 
populismos domésticos han sido tradicionalmente las principales amenazas ah 
gobernabilidad democrática (aunque no necesariamente a la democracia). 

En segundo lugar, es reconocida la importancia de las relaciones entre 
el gobierno y el Congreso para asegurar la formulación de las leyes (Cardo 
so, $. f°; Angell, 2006). A pesar de que la Concertación es una alianza p% 
tica que tiene unidad de propósitos y ha gozado de una estable mayoría end 
electorado, el proceso de formulación de las leyes no ha sido todo lo fl 
que se hubiera podido esperar, dadas aquellas características. Por un lado, los 
gobiernos debieron enfrentar la oposición de derecha reforzada con el ap??? 


'* Fernando Henrique Cardoso, en conferencia sobre la reforma del Estado y la gobermablid 


no 
democrática efectuada en Lima, con posterioridad al término de su Presidencia en Brasil (ech? 
disponible). 


de senadores designados, que no les dieron la mayoría necesaria en el Senado 
ra aprobar muchos proyectos que han formado parte de los programas de 
obierno. Un ejemplo de esto han sido diversas propuestas de reformas labo- 
rales. Adicionalmente, al interior de la Concertación, no siempre los partidos 
que la componen han concordado respecto de iniciativas legislativas concre- 
tas. Por último, los parlamentarios, aun los concertacionistas, celosos de sus 
prerrogativas, tampoco se han mostrado siempre dispuestos a seguir órdenes 
de partido y demandan una independencia legislativa que, sin duda, es salu- 
dable para el buen ejercicio de la democracia. Estas circunstancias han hecho 
de la articulación entre el Ejecutivo y el Legislativo un proceso delicado y que 
requiere mucha sintonía fina para transmitir, en ambos sentidos, las sensibili- 
dades políticas de uno y otro poder del Estado. El Ministerio Secretaría Gene- 
ral de la Presidencia ha desempeñado ese papel con gran eficacia, en especial 
durante el primer gobierno concertacionista que fue el que tuvo que enfrentar 
las mayores dificultades de la transición.” 

En tercer lugar, la modernización del Estado le ha dado más efectividad 
a las políticas públicas. Aunque no se ha producido la gran reforma del Estado 
esperada por muchos, ha habido importantes avances en temas específicos.” 
Sobresalen la institucionalidad para el manejo financiero estatal a través de 
una Dirección de Presupuestos bien dotada de recursos humanos y técnicos, el 
proceso de evaluación de impacto del gasto público, extensivo cada vez a más 
agencias del Estado, la incorporación del proyecto de Alta Dirección Pública, 
destinado a crear la carrera pública con incentivos para atraer a profesionales 
altamente calificados, la ley de probidad y la ley sobre transparencia, límite y 
control del gasto electoral, destinadas a controlar los riesgos de corrupción, la 
ley de financiamiento de los partidos políticos para evitar las influencias espu- 
rias del dinero en la política (Waissbluth, 2005). 

También existen debilidades que se van acumulando, y en esa medida, 
vulneran la gobernabilidad sistémica. En el plano político general, aparecen 
asuntos como la debilidad de la participación social, una de cuyas expresiones 
es el modesto papel del sindicalismo o las dificultades para la existencia de 
centros de reflexión intelectual y medios de comunicación independientes de 


* Alan Angell (2006), citando varios autores que han investigado este tema, sostiene que las nego- 
ciaciones entre el Ejecutivo y el Legislativo muestran que el poder de la Presidencia de la República, 
reconocidamente uno de los mayores en el mundo, en la práctica no lo ha sido tanto. El Congreso se 
ha dotado de una capacidad técnica y de asesorías que han obligado al Ejecutivo a ser muy cuidado- 
so, disciplinado y persuasivo para la aprobación de las leyes. Con todo, es un hecho que el Ejecutivo 
tiene un alto grado de manejo de las iniciativas legislativas, a través de la declaración de las urgen- 
cias, que le quitan capacidad a las iniciativas parlamentarias. Para Cardoso (op. cit.) la mejoría de la 
calidad técnica del Legislativo es un tema crucial para la gobernabilidad democrática. Esto estimula, 
además, la deliberación pública en la medida que el debate político se hace de cara a la ciudadanía. 


* Durante el gobierno de Frei Ruiz-Tagle se creó una Comisión Nacional de Reforma del Estado, 
con algunos resultados parciales pero insuficientes en relación a las expectativas. 
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los grupos económicos o del Estado;”? los problemas de corrupción detectados 
en el último quinquenio;” la pérdida de prestigio, calidad y legitimidad de lo; 
partidos políticos, que se expresa en las numerosas encuestas de opinión pj. 
blica; la renuencia de los jóvenes a incorporarse al proceso electoral, Se echa de 
menos una mayor iniciativa del Estado para movilizar e incorporar a sectores 
de la sociedad que han estado construyendo agendas pero no encuentran un 
espacio en el cual expresarlas y confrontarlas con sus contrapartes o con el 
mismo Estado, de modo de poder confluir en la elaboración de proyectos na. 
cionales de desarrollo, es decir, para construir agendas pública de largo plazo, a 
nivel metapolítico.”* La movilización estudiantil de 2006 fue una manifestación 
inesperada y, por momentos, violenta, de esta demanda que no ha encontrado 
cauces institucionales para llegar al espacio público. 

En otro nivel más bien intermedio, sobresalen los problemas para su- 
perar las influencias corporativas de algunos sectores de la burocracia pública 
como el gremio de los profesores y los trabajadores de la salud. También son 
manifiestas las dificultades para avanzar en la descentralización y en la regio- 
nalización. Por último, en el nivel micropolítico, a pesar de las diversas con- 
vocatorias a una reforma del Estado que han tenido éxitos parciales, como h 
modernización de algunas agencias como el Servicio de Impuestos Internos, e 
gobierno electrónico (ver Rivera, 2003), el sistema centralizado de compras del 
Estado (ChileCompras), ha sido difícil avanzar en el establecimiento de una 
carrera pública basada en méritos, con incentivos adecuados y competitivos 
para el sector privado, en la designación de autoridades intermedias por con- 
cursos profesionales, en la efectiva descentralización, territorial y funcional 
entre otros objetivos (ver Waissbluth, 2006). 


Segundo eje: el compromiso con la economía de mercado 


Si la economía de mercado es un sistema eficiente para gestionar los recu- 
sos escasos de que dispone una sociedad, ello no excluye muchas deficiencias 
imperfecciones e inequidades que resultan de su accionar espontáneo. Con 


72 A pesar de que la Concertación de Partidos por la Democracia recibió el importante pp 
telectual de numerosos centros independientes de reflexión y estudio durante los últimos años. 
dictadura, después de 1990 esos centros fueron quedando en el olvido, con una ci 
debido al término de los apoyos de las fundaciones internacionales que los habían sostenido. e 
fue una grave omisión de los gobiernos democráticos, la de no haber apreciado la necesidad Y 
veniencia de las instituciones independientes de estudios sociales. En cambio, sí surgieron" 
centros intelectuales con el apoyo de las grandes empresas privadas. 


73 Sobre el tema de la corrupción, volveremos a comentarlo en el último capítulo. 


7+ La sola idea de un proyecto nacional de desarrollo provoca fuertes reacciones contraris® y 
muchos sectores de opinión, aduciendo que un Estado democrático no tiene por qué impor pye: 
proyectos, ya que ello atentaría contra la libertad de cada cual. Esta postura fue difundida por 
uno de los padres del neo-liberalismo. 


OAL 


razón, la literatura acuñó el término “capitalismo salvaje” para referirse al siste- 
ma económico del siglo XIX que, a la vez, produjo un espectacular crecimiento 
de la riqueza de los países incorporados tempranamente, así como un empo- 
brecimiento y miseria de enormes masas de trabajadores sumidos en la preca- 
riedad y la dureza más extrema de sus condiciones de vida. Ello provocó, desde 
fines de ese siglo y durante buena parte del XX, el desarrollo de instituciones 
destinadas a contrarrestar las miserias provocadas por el capitalismo tempra- 
no y a erigir sistemas de protección social que permitieran avanzar hacia lo que 
se llamó un "capitalismo civilizado”. Con el correr del siglo XX se detectaron 
también otras numerosas ineficiencias del sistema de mercado, como la ines- 
tabilidad financiera, la concentración y manipulación de los mercados cuando 
había condiciones monopólicas, el engaño a los consumidores y las dificulta- 
des para producir bienes de interés público y beneficios sociales no captados 
adecuadamente por los criterios de la rentabilidad privada. 

La ciencia económica reconoció estas deficiencias del funcionamiento 
de los mercados y elaboró métodos y políticas públicas que las corrigieran. 
Más recientemente, ante la evidencia de la enorme importancia adquirida por 
el progreso técnico como factor de crecimiento económico y de competitivi- 
dad internacional de los países, muchos en desarrollo y, en particular, los del 
Este Asiático, diseñaron sus estrategias buscando una cooperación más estre- 
cha y sinergias entre los agentes públicos y privados, a fin de aunar esfuerzos 
que potenciaran la capacidad de crecimiento. Estos esfuerzos dieron origen a 
la idea de que los mercados deben ser gobernados en la búsqueda del interés 
social y del crecimiento de las economías. 

Los gobiernos de la Concertación asumieron el desafío de impulsar la 
economía de mercado restaurada por el gobierno militar. Esta decisión tuvo un 
costo político e ideológico para la coalición, porque los fundamentos doctrina- 
les de los partidos que la conforman miraban con suspicacia al mercado como 
elemento central de la organización económica. La historia de estas agrupacio- 
nes estaba ligada a la lucha contra el capitalismo y el libre mercado y esto vale 
tanto para los socialistas como para los radicales y democratacristianos. Tam- 
bién se daba una situación más concreta: la estructura de mercados vigente al 
término de la dictadura venía muy sesgada por las privatizaciones efectuadas 
por el régimen autoritario, privatizaciones estas que eran el fundamento de los 
nuevos grupos económicos. 

Pero estos partidos hicieron una correcta lectura del tiempo histórico y 
de los errores del pasado en Chile, entendiendo que en las nuevas condiciones 
tecnológicas, políticas y económicas de fines del siglo XX no había espacio 
para las planificaciones globales ni para un Estado omnipresente. Una nueva 
economía de mercado surgía como el paradigma organizativo más apropiado 
en tiempos de globalización y descentralización, a pesar de su origen deslegiti- 
mado por la dictadura militar. La cuestión fue, entonces, cómo evitar que esta 
economía de mercado continuara avasallando a la sociedad, y a una sociedad 
que había sufrido los horrores de la dictadura y de la injusticia. Esta tarea no 
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era fácil, porque equilibrar la lógica del mercado con la de la democracia no ” 
sencillo. Desde la misma preparación de su programa político, el bloque co 3 
certacionista enfrentó el gran dilema de revertir las reformas de mercado j, 
puestas por el gobierno militar durante sus 17 años o asumirlas como hed, ' 
consumados, aplicándoles los ajustes necesarios y compatibles con un régi 
democrático y con las promesas de cambio ofrecidas. Al término del gobjy, 
no militar, había una deuda social muy grande. La población en situación y, | 
pobreza extrema llegaba casi al 40%. El índice de sueldos y salarios reales ~ 
todavía un 8% más bajo que el de 20 años antes, pero el índice de precios de 
acciones era varias veces superior, dejando en evidencia los fuertes cambi, | 
regresivos en la distribución del ingreso. La inflación se mantenía por encin, 
del 20% anual (un nivel similar a la tradicional en Chile). La promesa demoen, | 
tica iba de la mano con un enfrentamiento decidido de la deuda social, y est, | 
requería cambios. Muchos esperaban el retorno a un fuerte intervencionismy | 
estatal. 

Sin embargo, también era claro que el sistema económico chileno est. 
ba experimentando un franco proceso de recuperación y crecimiento. La tay | 
de crecimiento del PIB se había ido acelerando sostenidamente desde un 3,54, 
en 1985, a un 10%, en 1989. Esta última cifra, si bien estuvo inflada por un 
política económica muy expansiva en vísperas electorales, reflejaba, de toda 
maneras, una recuperación muy robusta de la economía chilena, mientras que 
el resto de América Latina aún se debatía bajo los efectos de la crisis de la dev- 
da externa. El desempleo asimismo estaba bajando rápidamente. De un 21,4 
en 1985, había caído a un 6,3% en 1989. La tasa de inversión estaba en frana 
mejoría, desde un 17,7% en 1985 a un 23,5% en 1989. 

El primer gobierno concertacionista decidió que no se introducirín 
cambios sustantivos en el sistema de mercado, consolidado en Chile, pero s 
habría ajustes tributarios y sociales para enfrentar la deuda social. Es lo que 
se llamó la estrategia de “cambio y continuidad”. La economía de mercado $ 
había establecido y madurado en el país, no sólo a nivel de la institucionalidad, 
sino también del comportamiento de los agentes económicos y de la cult» 
ra popular. En el ámbito internacional, Chile había ganado una reputación de 
solvencia y seriedad de sus políticas económicas, que lo hacían acreedor a um 
serie de beneficios financieros (menores costos financieros para renegociar là 
deuda externa). Nada de esto era despreciable. 

Pero no cabe duda que los partidos de la Concertación debieron hace! 
un gran cambio ideológico: aceptar la economía de mercado como el eje c*%* 
tral de sus estrategias. Históricamente, los partidos de izquierda habían P!* 
conizado una injerencia cada vez más profunda del Estado en la economía 
que culminó con la Unidad Popular, que planteó abiertamente el soci 
para Chile y una estatización muy amplia de las actividades productiva: ” 
Democracia Cristiana, a su vez, nació con una doctrina crítica tanto del CP” 
talismo como del socialismo. Lo primero la hacía desconfiar de la econó 
de mercado, aunque no al grado de postular la estatización, sino más bien 
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promover nuevas formas de organizaciones empresariales y sindicales y de for- 
falecimiento de la capacidad de dirección económica y social del Estado.” 
Este cambio ideológico fue facilitado enormemente por las circunstan- 
tias internacionales de los 80. Por una parte, el exilio de un gran número de 
militantes, especialmente de los partidos de izquierda, les permitió conocer 
y tomar contacto con los países europeos, del este y del oeste. Hubo desilu- 
sión con lo que se llamó “socialismos reales”, que permitió revalorizar tanto 
las democracias occidentales como las economías de mercado. Por otra, los 
movimientos reformistas en los países del Este, que culminaron con la caída de 
la Unión Soviética y de los regímenes socialistas, terminaron por convencer a 
la militancia de izquierda de la inviabilidad de reintentar experimentos socia- 
listas de viejo cuño en Chile. Surgieron así los “socialistas renovados”, quienes 
debieron enfrentar no pocas confrontaciones y menoscabos de sus correligio- 
arios, los cuales no tuvieron esas experiencias europeas y se resistían a un 
abandono de las viejas doctrinas. Estas confrontaciones se reeditaron en los 
190, si bien mutatis mutandi a las nuevas circunstancias. 

El desarrollo político e intelectual de los opositores a la dictadura en el 
interior del país también contribuyó, y en forma decisiva, a la formulación de 
alternativas estratégicas. Las protestas de la población en contra de la dictadu- 
ra con motivo de la crisis financiera de 1982-83 y del alto desempleo fueron la 
¡primera manifestación pública de la pérdida del miedo y la disposición a movili- 
zarse. Los partidos políticos democráticos comenzaron a reorganizarse y a cons- 


debate intelectual se desarrolló a lo largo de los 80, el cual fue fundamental para 
¡el diseño de lo que después sería el programa de la Concertación. * 

i Con todo, había conciencia de que el sistema de mercado adolecia de 
¡muchas fallas, insuficiencias e injusticias. En contraste con la visión neo-libe- 
| ral más extrema, el mantenimiento del sistema de mercado como eje central de 
¡la organización económica requería, a juicio de los líderes concertacionistas, 
jun marco institucional y político que debía ser definido a través de las insti- 
tuciones democráticas, esto es, desde fuera de la economía, aunque conside- 
‘rando sus reglas fundamentales. En contraste con la visión más doctrinaria del 
neo-liberalismo, que postula la necesidad de la autorregulación automática. 
con una mínima intervención del Estado, la Concertación reconoció que no 
existían tales automatismos de mercado a nivel sistémico y. por el contrario, 


a e 


% En su tiempo, se habló de la “vía no capitalista de desarrollo? 
* Un rol destacado tuvieron centros de investigación independientes como la Academia de Huma- 
¡Nismo Cristiano, CED, CIEPLAN, FLACSO, PET, SUR, entre otros, De estos centros surgieron los pro- 
fesionales que asumieron las principales responsabilidades en las políticas públicas en los primeros 
gobiernos concertacionistas, Un detallado estudio de este proceso realizó Jeffrey Puryear (1994. 
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se requerían intervenciones para poner límites a los excesos y correctivos i 
fallas de los mercados.” Además, era importante reconocer que, a Pesar k 
tiempo transcurrido desde los inicios de la dictadura militar, la transfor 
ción desde una economía estatizada a otra de libre mercado requería tambis, 
ajustes culturales, educacionales y productivos que no eran gratuitos, E] Pair 
estaba ante un cambio paradigmático todavía en curso. / 
Históricamente este tipo de cambio ha requerido ajustes culturales de. 
lorosos. Así ocurrió con el paso del mercantilismo al capitalismo, de la vida 
rural agraria a la vida urbana e industrial.” Y así está ocurriendo con el tránsito 
del capitalismo de Estado, protegido, al capitalismo globalizado. Emerge Un 
nueva cultura, la sociedad de la información y del conocimiento basada en yn, 
economía de los servicios, que trastorna la cultura industrialista, COn puesto, 
de trabajo asegurados, tecnologías rutinizadas y sistemas de producción ey 


gran escala. Durante la transición, se generan miedos, desconfianzas, insegy. 
ridades (PNUD, 1998). 

Los gobiernos de la Concertación entendieron què esos cambios anti. 
paban tendencias globales, frente a las cuales lo que correspondía era más bien 
“civilizar” y “democratizar” este nuevo capitalismo emergente. Por ello asumie. 
ron frontalmente el sistema de mercado y su lógica, pero se propusieron des. 
rrollar una nueva institucionalidad económica, que pusiera límites al mercado 
pero que también lo hiciera más eficiente y dinámico, estimulando la creatividad 
de los agentes económicos para concurrir a los objetivos del desarrollo nacional 
Es lo que se denomina “gobernar el mercado”. Esta estrategia se compone de 
tres aspectos fundamentales: estabilidad macroeconómica para el crecimiento, 
desarrollo de una institucionalidad reguladora de los mercados y políticas para 
el aumento de la productividad, especialmente de las pequeñas y medianas em- 
presas. Desarrollaremos en el próximo capítulo el tema de los principios orien- 
tadores para la estabilidad macroeconómica y el crecimiento, y en los siguientes, 
las reformas a la institucionalidad microeconómica, reguladora de los mercados, 
y la problemática de las pequeñas y medianas empresas. 


7 El tema de las fallas de los mercados se discute en el capítulo VI. 

7 Una de las causas económicas de la revolución industrial según los historiadores económico 
fueron los cercamientos agrícolas en Inglaterra, durante Jos siglos XVI al XVIII. Estos tenlan e 
objeto favorecer el desarrollo de la ganadería y la producción de lana, pero también tuvier™ 
efecto de erradicar de la tierra a masas de campesinos que, desprovistos de los medios de a 
debieron migrar hacia las ciudades en busca de trabajo. Se facilitó, así, la formación de un merc?“ 
del trabajo. En compensación, se formuló la ley de pobres, que le otorgaba subsidios a los podr 
Esta ley fue combatida por David Ricardo como contraria a la lógica del mercado competitivo? 
trabajo. Pero desde fines del siglo XIX se desarrollaron nuevas instituciones de regulación y prot" 


ción social. 
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fercer eje: una nueva institucionalidad para la equidad social 


Un tercer eje central del modelo chileno de economía de mercado ha sido re- 
| conciliar el crecimiento de la economía con la equidad social. La gran crítica a 
ja política económica de la dictadura fue el menosprecio de los efectos sociales 
que tuvieron los ajustes y reformas económicas. Los índices de desigualdad 
en el Gran Santiago muestran un aumento del Índice Gini desde un 0,51 en 
| 1964-69 a un 0,59 en 1987-90, en tanto la razón entre el quintil más rico de 
' ingresos y el más pobre, se incrementó desde un 14,2 a un 20,4, en los mismos 
períodos (Repetto, 2005, p. 417).” En promedio para el periodo 1974-89, los 
salarios reales sufrieron un fuerte ajuste a la baja, alcanzando el 82% del nivel 
de 1970 y el desempleo un nivel del 18%. El gasto social público de 1989 era el 
82% del nivel de 1970 (Efrench-Davis, 2003a, pp. 38 y 314). En consecuencia, 
la Concertación se comprometió a abordar frontalmente lo que se llamó la 
deuda social. 

El enfoque estratégico dominante durante los años concertacionistas 

se ha basado en el concepto de crecimiento económico con equidad. Es un 

enfoque que ha buscado usar tanto el mercado, a través de la creación de 

oportunidades de empleos, aumentos de ingresos y acceso a los activos, como 

la institucionalidad social para compensar a quienes sufren las principales 

carencias de oportunidades. Esto significaba que no se podía sacrificar ni lo 

uno ni lo otro. Una pérdida de crecimiento impediría generar los recursos 
necesarios para solventar la deuda social, aun cuando se contemplara, como 
de hecho se hizo, una redistribución de ingresos a través de la politica tributa- 
ria. Pero la equidad debía obtenerse tanto a través del crecimiento como me- 
diante un financiamiento y una institucionalidad social que complementara 
y fortaleciera la redistribución vía crecimiento y mercado. Arellano (2005) 
ha resumido muy bien esta estrategia y los datos básicos. El crecimiento ha 
tenido una alta prioridad porque es el camino que ha permitido generar re- 
cursos para combatir la pobreza y oportunidades para enfrentarla. Según este 
autor (2005), para las familias que salieron de la pobreza entre 1990 y 2000. 
el 90% de su mayor ingreso se explica por el crecimiento de la economía. que 
permitió aumentar los empleos y los salarios, y sólo el 10% se explica por los 
subsidios públicos directos. Pero las familias que permanecían en la pobreza 
en 2000 pudieron mejorar sus ingresos de todos modos en alrededor de 50% 
(Arellano, op. cit. p. 3). 

A su vez, los subsidios públicos a los sectores más pobres fueron posibles 
por la mayor recaudación, debida al crecimiento (69%) y, en menor proporción 
(31%), por aumentos de tasas tributarias y control de la evasión. La carga tri- 
butaria aumentó entre 1990 y 2005 desde un 15,1% del PIB a un 18,8%. según la 


i En base a las encuestas de empleo de la Universidad de Chile en el Gran Santiago. Ver referencias 
"echas a este tema en el capítulo 1, pp.20-22. 
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Dirección de Presupuestos. De esta manera, la estrategia de crecimigy | 
una política fiscal de alta disciplina, más una política social orientada de O ; 
mente a los grupos más pobres permitieron el importante resultado de q, | 
nuir la población en situación de pobreza a la mitad en diez años. wi | 

Las políticas sociales, por su parte, han tenido un componente dẹ 
tencialismo basado en los subsidios directos (asignaciones familiares, ask, 
siones asistenciales, subsidios al consumo de agua potable, subsidios Para 
vivienda, por ejemplo), y otro componente, cada vez más importante, de a 
sarrollos institucionales que abren oportunidades para la integración goci, 
que permiten a los grupos beneficiados hacerse más autónomos para gen, 
ingresos y enfrentar las contingencias y riesgos. Desde los años 90, la; 
mas prioritarias en este sentido han sido las de educación, impulsada desde i 
gobierno del Presidente Frei y la de salud, implementada por el gobierno de 
Presidente Lagos. Comenzó la vigencia del seguro de desempleo, de 
a enfrentar la cesantía. Estas políticas sociales han sido respaldadas por yy 
gran aumento del gasto público para esos fines, que Arellano (20054, p.7) h 
estimado en 2,4 veces entre 1990 y 2002. Como porcentaje del PIB el gasto pú 
blico social aumentó de casi un 13% en 1990 a un 16% en 2002. Pero este gast 
público social ha tenido un efecto más importante porque hay una variedad de 
programas en que el mismo ha sido utilizado para apalancar recursos privado; 
para fines sociales. Esto es, programas en que el Estado dispone dé-recursos 
siempre que las familias realicen asimismo su aporte, ya sea obligatoriamen. 
te, como en el caso de los servicios de salud que exigen un copago;.o volun- 
tariamente, como en los programas de vivienda o mejoramiento de barrios, 
La suma del gasto público y el gasto privado social, denominada por:Arellano 
“gasto nacional social” aumentó desde casi un 20% en 1990 a un 26,6% del ms 
en 2001 (Arellano, 2005a, op. cit., p. 37). Esta es una cifra comparable a la tas: 
de inversión en capital físico que Chile ha alcanzado recientemente, lo cua 
significa que el país está invirtiendo tanto en su capacidad física como en sus 
capacidades humanas. 

Para obtener estos resultados, fue fundamental la estrategia de negoci- 
ción social que llevó a cabo el gobierno del Presidente Aylwin. Aprovechando 
el momento político y psicológico del inicio de la transición, las autoridades 
negociaron el Acuerdo Marco con los principales actores sociales para a 
un programa económico y social que compatibilizara crecimiento económico 
alto y asignación de recursos sustantiva a los objetivos sociales. Ello implicada 
obtener concesiones de esos actores: del empresariado, aumento de losimpué* 
tos a las empresas, incremento sustantivo del salario mínimo y reconocimien'" 
a los trabajadores de sus derechos a la organización sindical, negociación % 
lectiva y condicionamientos jurídicos para los despidos; de los trabajadores 
el compromiso de mantener un clima de baja conflictividad laboral y > 
gación de otras reivindicaciones, que permitiera fortalecer la confianza ( dad 
inversionistas; del gobierno, compromiso con el equilibrio fiscal, ili 
macroeconómica, pago de la deuda social y aceptación de la institucion 
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económica establecida.” Este Pacto Social tuvo un carácter fundacional y per- 
mitió poner en marcha el modelo de una “economía social de mercado”. 

Los resultados más significativos son la disminución del Índice Gini 
desde 0,59, ya mencionado, a 0,54 en 1991-96; y de la razón entre los quinti- 
les extremos desde 20,4 a 16,3 en el mismo período (Repetto, 2005, p. 417). 
El nivel de pobreza absoluta bajó desde el 38% en 1990 a menos de 14% en 
2006. El desempleo promedio para 1990-99 cayó a un 7,3%, los salarios reales 
aumentaron en un 49%, entre 1990 y 2002, y el gasto público social lo hizo en 
más de un 100% (Ffrench-Davis, op. cit., Cuadro IX.1). Adicionalmente a estas 
tendencias agregadas, ha habido un intenso desarrollo de la institucionalidad 
social, para mejorar la cobertura de la población, especialmente de algunos 
sectores tradicionalmente afectados por la discriminación: mujeres, jóvenes y 
etnias minoritarias, y también la calidad de la oferta de los programas sociales 
(Raczynski y Serrano, 2005). 

Otro resultado de este aumento del gasto social y su asignación a los 
grupos más pobres permitió modificar la distribución primaria del ingreso en 
forma importante. Los estudios de incidencia por quintiles de ingresos del gas- 
to público social muestran que el coeficiente entre el quintil más rico y el más 
pobre de la distribución del ingreso autónomo se reduce desde un 14,3 a un 7,1 
en 2006, una vez que se consideran los subsidios públicos (según MIDEPLAN). 

Este coeficiente ajustado era de 8,8 en 1990. En palabras más sencillas, la des- 
igualdad existente entre los ingresos originarios de la población se reduce fuer- 
temente cuando a esos ingresos originarios se les agrega el “ingreso equivalen- 
te” a las prestaciones sociales del Estado. Desde el punto de vista del bienestar 
de la población, esta distribución corregida es mucho más relevante. Desde el 
punto de vista de la capacidad de la gente de ganarse su ingreso en forma autó- 
noma, sigue siendo relevante la desigualdad de ingresos en el origen, y esto es 
lo que hay que corregir, tanto por dignidad como por eficiencia. 

La eficacia de la política económica y social para mejorar el bienestar 
de los grupos más pobres no se ha limitado sólo al asistencialismo y a los pro- 
gramas sociales. La política macroeconómica, en general, con su alta disciplina 
y privilegio de la estabilidad financiera, ha tenido también un impacto signi- 
ficativo en aliviar la condición de los más pobres. La inestabilidad financiera 
y la volatilidad generan desempleo y caídas de ingresos cuando ocurren crisis 
y shocks internacionáles. Los pobres son quienes más sufren las consecuen- 
cias. El Ministerio de Hacienda ha calculado el impacto sobre la pobreza de las 
dos graves crisis internacionales que sufrió Chile en los últimos 20 años, la de 
1982-1983 y la de 2000-2003. El empeoramiento de las condiciones externas 
fue levemente superior en 2000 que en 1982, pero, en cambio, el efecto sobre 


” Una amplia exposición de esta estrategia la ofrecen dos ministros de la época, Foxley (1993) y 
Cortázar (1993). 


* Con base en las encuestas de empleo de la Universidad de Chile y para el Gran Santiago. 
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la pobreza fue diametralmente opuesto entre ambos episodios. Mientras en 
1982-83 la pobreza aumentó en un 15%, en 2000-03 disminuyó en un 1 8, 
Esto se explica por el distinto manejo que se hizo de la política fiscal y del gag, 


social entre ambas situaciones (Eyzaguirre 2004, Cuadro 2). 
En resumen, las nuevas instituciones democráticas, el gobierno de lp, 


mercados, la creación de una red institucional de protección social, una poji. 
tica pública de focalización en los grupos más pobres y el ritmo de crétimign. 
to económico de las últimas dos décadas han hecho posible una disminución 
sustancial de la pobreza heredada a fines de los años 80. Ha cambiado: niyg 
de vida de los chilenos en forma sustantiva, como lo revela la información dis. 
ponible, y este cambio ha beneficiado también a los más pobres. Estos pueden 
acceder ahora a los bienes y servicios de la modernidad, aun cuando stbsisten 
grandes diferencias en la calidad de muchos de ellos. La comparación de la; 
cifras de los Censos de Población entre 1992 y 2002 da .cuenta de estos pro- 
gresos. El porcentaje de viviendas sin agua o electricidad disminuyó del 204 
al 9%. Las viviendas semi-permanentes bajaron de ún 9% a un 4%. La disponi- 
bilidad de automóviles aumentó del 21% al 32%.'La propiedad' de un televisor 
en colores se incrementó de 53% al 87%. La posesión de un refrigerador pasó 
del 55% de los hogares al 82%. Lo más espectacular ha sido la disponibilidad de 
un teléfono celular, desde un 1% de los hogares a un 51% (Tironi y otros, 2003; 


OCDE, 2003, p. 125, con datos del INE). 
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SEGUNDA PARTE: 
La La estrategia económica concertacionista 


Capítulo V 


LOS FUNDAMENTOS MACROECONÓMICOS PARA UNA 
ECONOMÍA ABIERTA 


Después de la Segunda Guerra Mundial, las políticas económicas estaban 
básicamente formuladas en términos de objetivos finales (pleno empleo, crecimiento 
del nivel de vida), mientras que desde los años 80 se formulan esencialmente en 
términos de objetivos intermedios (paridad monetaria, equilibrio fiscal, privatización, 
flexibilidad de los mercados). 

Jean-Paul Fitoussi® 


En este capítulo se discutirá una de las condiciones más importantes de una 
economía de mercado: la disciplina macroeconómica. Este es el fundamento 
del crecimiento sostenido a largo plazo, del aumento de los empleos, de los in- 
gresos y de la disminución de la pobreza. Estos son los objetivos más relevantes 
que una sociedad moderna le exige a la economía. Pero sobre la macroecono- 
mía convergen también las presiones por aumentar el gasto público desde los 
diversos sectores de la sociedad. Como la responsabilidad de los gobiernos es 
asegurar la coherencia global del sistema económico, principal garantía del 
bien común, esa responsabilidad a menudo significa optar entre distintas ur- 
gencias y prioridades que, a su vez, afectan de distinta manera el bienestar 
de los grupos sociales. Hacer política macroeconómica es, por lo tanto, hacer 
economía política, buscando la correcta ecuación entre la disciplina sistémica, 
los estímulos para el crecimiento sostenido a largo plazo y la justicia distributi- 
va. La disciplina macroeconómica es probablemente uno de los resultados más 
destacados alcanzados por los gobiernos concertacionistas, la cual le ha valido 
a Chile reconocimiento internacional. En base a esa disciplina ha sido posible 
lograr un alto crecimiento económico de largo plazo. La gran demanda social 
vigente es avanzar más en la equidad distributiva, pero ello debe hacerse sin sa- 
crificar la disciplina macroeconómica. Los pobres son los que más sufren con 
la indisciplina macroeconómica, pero una disciplina exagerada, cuando hay 
holguras financieras, posterga innecesariamente la satisfacción de necesidades 
esenciales de los grupos más pobres. Se requiere, pues, un delicado balance 
entre equilibrio macroeconómico y equidad distributiva, buscando maximizar 
el beneficio para los sectores más pobres. 


~. 


* Jean-Paul Fitoussi, “Globalización, mercado y democracia”, PNUD, 2004, p. 351. 
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La disciplina macroeconómica se logra mediante diversos objetivo, 
termedios. Una condición esencial para el buen funcionamiento del ía 
de mercado es la estabilidad de la moneda y del sistema financiero. Este 
sido un desafío histórico del capitalismo. En el siglo XIX los países adoptar 
el régimen monetario del patrón oro para asegurar la estabilidad moneta; 
y la inserción financiera internacional. Al amarrar el valor de las money, 
nacionales al del oro, reconocido internacionalmente como medio de CAMbip 
se aseguraba la estabilidad monetaria y su aceptación por el resto del mundo 
Pero este sistema no aseguró la estabilidad de los ingresos y empleos que 
en definitiva, es lo que interesa más a la gente común. Cualquier desajuste 
entre el valor de la moneda en el mercado interno y el de la paridad con q 
oro, significaba que el desajuste se trasladaba (y se traslada) a desequilibrio; 
en los mercados de bienes y trabajo. Por ejemplo, la salida de oro, cuando sy 
valor externo era superior al valor interno, provocaba escasez de moneda, 
déficit de demanda, caída de la producción y desempleo. Este conflicto de 
prioridades no fue resuelto sino hasta bien avanzado el siglo XX cuando los 
países se independizaron del patrón oro y Lord Keynes propuso un marco 
conceptual y práctico para las políticas de estabilización de los ingresos y el 
empleo, demostrando que en períodos fuertemente recesivos no hay ajustes 
automáticos que garanticen la recuperación. Esto es lo que dio origen a las 
políticas de pleno empleo. Este marco contemplaba un tratamiento coherente 
y simultáneo de las políticas monetaria, fiscal y de empleos, a fin de asegurar 
la estabilidad económica. 

Lamentablemente, muchos países, entre ellos Chile, hicieron mal uso 
de este marco conceptual y las políticas económicas adquirieron un marca- 
do sesgo inflacionario. La prioridad se puso en asegurar el máximo empleo 
e inversión, aumentando indiscriminadamente el gasto fiscal y la cantidad de 
dinero en respuesta a demandas que provenían de distintos grupos de interés, 
pero descuidando los efectos inflacionarios de una mala administración ma- 
croeconómica. Es lo que se ha conocido como populismo económico. 

Los desequilibrios emergieron de diversas maneras: aumentos sosteni- 
dos de los precios, afectando muy negativamente el poder adquisitivo de los 
salarios, o crecientes desequilibrios de la balanza de pagos, que obligaban 2 
devaluar la moneda o a incurrir en deudas externas, con el tiempo, impaga- 
bles. Otra consecuencia muy grave, a largo plazo, fue el deterioro de las po- 
sibilidades de ahorro e inversión. La incertidumbre sobre los precios futuros 
afecta negativamente ambas variables, primero porque los ahorrantes ven dis 

minuido el valor real del sacrificio de ahorrar si no cuentan con instrumentos 
reajustables, como hasta los años 60. Ello desestimula el ahorro y, por lo tanto, 
el financiamiento para la inversión. Esta última también se afecta negativ? 
mente con la inflación, porque hace mucho más difícil calcular los verdader 
retornos. Un error en la estimación de la inflación futura y sus efectos en los 
precios relativos puede provocar fuertes pérdidas. Más atractivas resultan las 
inversiones especulativas, que ofrecen altos retornos a corto plazo. 
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Las consecuencias sociales y políticas de estos desequilibrios no fueron 
menos visibles. El deterioro del poder adquisitivo de los salarios impulsaba 
a los trabajadores y sindicatos a demandar ajustes salariales compensatorios, 
creándose así un ambiente propicio para los conflictos laborales que obligaba a 
los gobiernos a intervenir. Aquellos trabajadores sin capacidad de organización 
o representación sufrían la pérdida de sus ingresos reales y el deterioro de sus 
niveles de vida. Otros se beneficiaban injustamente con la inflación: quienes 
acumulaban bienes en stock o bienes raíces, veían aumentar sus fortunas sin 
necesidad de mayor esfuerzo. Las devaluaciones también constituían fuente de 
ganancias para quienes se dedicaban a la especulación en moneda extranjera y 
a la búsqueda de oportunidades rentísticas. La corrupción estaba a un paso. 

Conflictos sociales de diversa envergadura e injusticia social y econó- 
mica fueron dos graves consecuencias de la indisciplina macroeconómica y 
de la incapacidad de manejar los desequilibrios. Entre otras causas, la Unidad 
Popular fue víctima de esta incapacidad, que llegó a sus grados máximos a co- 
mienzos de los años 70 (Meller, 1996). 

Estas lecciones de la historia fueron muy bien comprendidas por los 
nuevos líderes de los gobiernos concertacionistas, los que le otorgaron a la 
estabilidad macroeconómica la máxima prioridad política. Tenían, además, el 
estímulo del desafío que planteaba la transición democrática de 1990: demos- 
trar que partidos políticos que habían sido protagonistas de los años 60 y 70, 
podían gobernar eficazmente:la macroeconomía, evitando todo desequilibrio 
que pudiera alentar sospechas de un retorno a las viejas prácticas. 

Las nuevas características de la economía globalizada hacen más impor- 
tante aún la disciplina macroeconómica. Con la abundancia de información en 
línea sobre las condiciones de las economías, los países son muy vulnerables 
a los agentes especulativos internacionales. Los especuladores se alimentan 
de las expectativas de. ganancias que pueden obtener ante desequilibrios en 
mercados tan sensibles como el cambiario y el de capitales. Desequilibrios acu- 
mulados en el mercado cambiario, por ejemplo, anticipan una corrección tarde 
o temprano. Esto estimula a los especuladores a intervenir en ese mercado de 
modo que el desequilibrio se intensifica y termina finalmente provocando un 
ajuste doloroso. Generalmente estas situaciones se producen cuando las po- 
líticas macroeconómicas no tienen credibilidad ni buena reputación, lo cual 
significa, en otras palabras, que no son sostenibles en el tiempo. Esto da pábulo 

para especular en contra de ellas. 

Un ejemplo dramático al respecto es el que vivió Argentina durante 
los años 90, a partir del momento en que el ministro Cavallo anunció la po- 
lítica de tipo de cambio fijo. Para asegurar la credibilidad de esta, el gobier- 
no de ese país le dio rango constitucional, Durante algunos años, los agentes 
económicos creyeron en ese sistema y Argentina logró buenos resultados en 
términos de eliminar la hiperinflación y recuperar el crecimiento. Pero el des- 
equilibrio en la cuenta corriente comenzó a crecer, entre otras cosas porqué 
el sector fiscal fue aumentando su déficit. El pais se endeudó fuertemente y 
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tuvo que reprogramar pagos de intereses a futuro. Hacia fines de la dé, 
desequilibrio alcanzó tal magnitud que la credibilidad en la política se ér t 
y se desató la especulación. Se produjo una confrontación entre el gobi, ú 
y los mercados, en que el primero persistió en mantener el tipo de camh: 
fijo, defendiendo la credibilidad de la política. El desenlace es conocido, 
finitivamente, el mercado no creyó más en el tipo de cambio fijo y la sa 
de capitales llegó a tal magnitud que el gobierno no tuvo más alternativa 
devaluar. La crisis producida fue desastrosa: inestabilidad política, caid 
gobiernos, alto costo social en desempleo y disminución de ingresos, pérdig, | 
financieras y varios años de paralización económica. | 
La política macroeconómica concertacionista ha buscado los objetiy,, 
fundamentales que se mencionaban al comienzo, identificando tres focos y, 
pecíficos: eliminación gradual de la inflación que hacia 1989 era todavía m 
alta, disminución, al máximo, de la volatilidad financiera provocada por cy. 
sas externas o internas, y minimización del riesgo país de modo de poder x. 
ceder a los recursos internacionales al mínimo costo. Estos objetivos y foco; 
específicos han requerido una alta coherencia entre las principales. política; 
de carácter macroeconómico: la fiscal, la monetaria y cambiaria, y la política 
financiera. La política fiscal se ha regido por el principio del equilibrio fise, 
evitando incurrir en déficit sostenido, para lo cual se ha aplicado el principio 
básico de que todo aumento de gasto debe tener un financiamiento explicito 
con base en ingresos tributarios. A partir de 2000 se introdujo el mecanismo 
de la “regla fiscal estructural” que establece un superávit fiscal de un 1% del ps 
en promedio en el mediano plazo. La política monetaria se ha enfocado al con- 
trol de la inflación mediante la fijación de una meta inflacionaria para cadaaño 
y utilización de una tasa de interés para regular la liquidez. Durante la mayor 
parte de los años 90, esa meta fue una tasa específica, pero desde fines de est 
década, se flexibilizó mediante un rango de inflación. Y la política financien 
ha buscado perfeccionar la inserción financiera internacional de Chile. 


0 


Disciplina fiscal 


La política fiscal es uno de los componentes centrales del equilibrio macroec* 
nómico. Ella determina si el balance público provoca efectos expansivos, ® 
presivos o neutros en la actividad económica global. Por cierto, la conveniencil 
de un determinado tipo de efectos depende de la coyuntura económica. i 

situaciones recesivas, en que la demanda agregada crece lentamente y 2 "1 
mo inferior a la oferta agregada, el sector público puede ejercer un imp e 
expansivo si su balance de gastos e ingresos es levemente negativo. Lo conti? 
rio sucede en situaciones de aceleración de la demanda global. Por cierto, hay 
otras variables que intervienen, pero los parámetros fundamentales son 

Por décadas, en el pasado, el sector público contribuyó a generar presione 
inflacionarias en Chile por la permanencia de altos déficits. En gran m jóa, 
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illo se debió a una falsa concepción del rol de la política fiscal, a la cual se le 
buyeron más responsabilidades de las que podfa cumplir y sin que las poli- 
Hcas tributarias se adecuaran en forma correspondiente. 
El compromiso de los gobiernos concertactonistas con un crecimiento 
onómico sostenido pero con estabilidad, los motivó a formular una política 
cal disciplinada, regida por el principio de que todos los gastos deben finan- 
glarse con ingresos ordinarios, y sólo excepcionalmente recurriendo al crédito. 
En la práctica, estos gobiernos incluso han buscado disminuir la deuda pública 
externa, recordando las graves consecuencias del sobreendeudemiento priva- 
do de los años 70, que obligó después al Estado a avalar esas deudas. De esta 
manera, la política fiscal de los 90 y posteriores al 2000 ha podido no sólo gene- 
rar un excedente fiscal, sino también reducir sustancialmente la deuda externa 
del Estado. El superávit fiscal promedio desde los 90 es equivalente a un 1% 
jel PIB (sin considerar el período 2005-2006, cuando fue extraordinariaminte 
ilto por los excedentes del cobre). Esta cifra es el doble del superávit promedio 
durante el régimen militar, que sólo llegó al 0,5% del Prs (Landerretche, 2005). 
La política de superávit fiscal ha permitido también disminuir la deuda neta en 
dólares del gobierno central, la cual bajó desde alrededor de 10 mil millones de 
dólares en 1991 a algo menos de 5 mil millones en 2005 (datos del Banco Cen- 
tral). Esta disminución de la deuda externa ha permitido, además, rebajar los 
gastos financieros del Estado, por intereses sobre la misma. A mediados de la 
década actual, el Estado chileno se ha convertido en un acreedor internacional, 
porque los activos internacionales superan a los pasivos. 

A partir de 2000 y con el objetivo de asegurarle a los agentes económicos 
el compromiso fiscal con la estabilidad, el gobierno del Presidente Lagos instau- 
ró el modelo del “superávit estructural”, que estableció que bajo condiciones de 
un producto interno bruto equivalente al producto “potencial” y una estimación 
del precio “normal” del cobre, debía haber un superávit de 1% del PIB a mediano 
plazo. El sistema opera en base a una proyección del producto potencial y del 
precio normal del cobre, lo que permite estimar la recaudación fiscal “norma!” 
o estructural. En base a esta recaudación, se proyecta el gasto posible, de modo 
que quede un 1% de superávit “estructural”. Este modelo o regla fiscal. reconoci- 
da como una importante innovación económica, cumple tres funciones básicas. 

En primer lugar, como se mencionó, garantiza un comportamiento res- 
ponsable del fisco a largo plazo, evitando variaciones arbitrarias del gasto scal. 
Esta responsabilidad y cumplimiento de la regla fiscal le han dado credibilidad 
ala política fiscal chilena, ya que le quita incertidumbre a las variaciones anua- 

les del gasto fiscal y proyecta un parámetro fundamental para las decisiones de 
los agentes económicos, como es la evolución del gasto fiscal permanente.” 


b 


i N deuda externa y deuda con el Banco Central en dólares, descontados lus activos en dv- 
RES, 


Marcel (200041). 
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La segunda función, es ir acumulando un fondo que le permita a f 
enfrentar compromisos futuros por el pago de las pensiones minimas Mie 
rias (que irán aumentando progresivamente en los años subsiguientes, a 
habido una controversia sobre si se justifica que la regla sca de un Superi 
del 1% o debiera ser neutra, es decir, con cero superávit. Quienes jeta, i 
política de superávit sostienen que el ingreso normal de la economía deh, j 

permitir cubrir los compromisos fiscales futuros. La gran bonanza del cob, 
de 2005-2006 refuerza esta postura, porque el Fisco ha podido acumula i 
enorme excedente, que permitirá financiar, con sus intereses (ingresos Per. 
manentes si esos recursos se invierten bien), muchos compromisos futuros 
del gobierno. 
En tercer lugar, esta política ejerce una influencia anti-cíclica, es de, 
provoca estímulos en la economía cuando hay tendencias recesivas, e impo. 
ne frenos cuando las mismas son muy expansivas. En cada año en particula; 
el gasto programado sigue esa tendencia estructural de mediano plazo, inde. 
pendientemente de que los ingresos efectivamente recaudados sean mayores 
o menores. Si hay una recesión y el producto efectivo está por debajo de sy 
tendencia normal, los ingresos fiscales serán menores que los gastos, por lo 
que habrá un pequeño déficit coyuntural. Este déficit será un estímulo react;. 
vador a través de la demanda interna. Lo contrario ocurre en un período muy 
expansivo, en que se generaría un superávit (como ocurrió en 2005, en que el 
superávit coyuntural llegó al 4% del P18%). 

Un objetivo crecientemente relevante de la política fiscal ha sido sua- 
vizar los ciclos económicos. En los años 90 se constituyeron dos instrumentos 
estabilizadores: el Fondo de Estabilización del Cobre y el Fondo de Estabiliza- 
ción del Petróleo, basados en la idea de que las diferencias de precios anua- 
les de esos productos, con respecto a un promedio de mediano plazo, debían 
ahorrarse para financiar las diferencias negativas que ocurrieran (por cierto, 
con signos opuestos para el cobre y el petróleo, respectivamente). Estos fondos 
permitieron estabilizar Jos ingresos y gastos relacionados con el comercio de 
esos commodities. 

Gracias a la seriedad de la política fiscal y monetaria, la volatilidad chi- 
lena en esos años ha sido muy inferior a la de las décadas precedentes. Se ha 
estimado que el shock externo (por caída de las exportaciones, deterioro de los 


* Un grupo de 26 destacados economistas chilenos propusieron en septiembre de 2006 una agenda 
para el uso de los excedentes del cobre, en la cual sugirieron eliminar el 1% de superávit estructural 
Ellos esumaron que entre 2007 y 2010 se podrían generar cerca de US$ 10 mil millones de ingresos 
fiscales permanentes adicionales. los que propusieron asignar a educación y capacitación, reform 
del Estado y rebaja de impuestos. Ver Arrau et al ( 2006). Esta propuesta recibió alta difusión en b 
prensa local, pero el gobierno reaccionó con cierta distancia, sosteniendo que varias de ellas están 


EEE en su agenda En 2007 el gobierno decidió rebajar el superávit estructural a un 0,5% 
el PIB. 


“| Resultado de la gren bonanza del cobre en 2005-2006. 
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rable a la de 1982-83, años de la cristo de la deuda externa.” El Mististerío de 
Hacienda lleva un Índice de Condiciones Externas que mide la evolución de 
tng términos de intercambio, de las exportaciones no cobre y de los flujos de 
'eapitales, respecto de sus niveles “normales”. En 2000-2003 el impucto de ese 
shock en Chile fue equivalente a un 4,4% del Pis y muy similar al de 1982-83 
Pero en relación al crecimiento efectivo del PB, mientras en 1982-83 el país 
tuvo una caída de un 8,5%, en 2000-2003 fue posible crecer en un 34.” Las di- 
ferencias de impacto sobre la pobreza fueron también notables: en el episodio 
de los 80 la pobreza aumentó en un 15%, mientras que en 2000-2003 dieminu- 
yó en un 1,8%. Esto demuestra que el equilibrio macroecoñómico no es sólo 
una cuestión de tecnócratas, sino que repercute muy signiflestivamente en las 
condiciones sociales del país. 


La carga tributaria 


Un tema que ha rondado permanentemente el debate sobre la política fiscal se 
refiere al nivel de la carga tributaria. Al irricio de la transición democrática. en 
1990, el gobierno negoció con la derecha un aumento tributario de un 2% del 
piB a fin de financiar el incremento del gasto social. Esa y otras alzas posterio- 
res permitieron elevar la carga tributaria desde un 15,1% en 1990 4 un 18,3% 
del PIB en 2005, según la Dirección de Presupuestos. Un logro importante ha 
sido la disminución de la evasión a partir de una ley promulgada en 2084, que 
ha permitido reducirla desde un 24% de las recaudaciones en 2000 al 18% en 
2005, lo cual, en términos de dinero, se ha traducido en 2.900 millones de dó- 
lares más que habrá recibido el fisco entre esos años. Esta disminución de la 
evasión ha resultado superior en un 26% a la meta propuesta por el Servicio de 
Impuestos Internos.* El aumento del superávit y una situación fiscal holgada, 
como la de 2005-2006, han estimulado a la derecha a argumentar la necesidad 
de disminuir el nivel de la carga tributaria, por los posibles efectos negativos 
que tendría sobre el ahorro y la inversión.” 

Desde sectores de izquierda se plantea, por el contrario, la necesidad 
de aumentar la carga tributaria para dar un nuevo salto en los programas 


* Eyzaguirre (2004), p. 55, : 

“Eyzaguirre, ibid. 

” Entrevista al Director del SUI Juan Toro, diario La Tercera, 29 de enero de 200a p. 34 

” De Gregorio (2005) sostiene que el actual nivel de la carga tributaria no ha sido inhibicocio del 


ctecimiento. A su juicio (p. 29), la evidencia empírica sugiere que une disminución de impuestos 8 


: utilidades de las empresas no tendria un efecto apreciable en aumentar la inversión y el crec- 
iento, Š 
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sociales, sobre todo en relación a educación, salud y seguridad social, iu. 
reformas están en marcha y requieren recursos adicionales. A menude o 
compara la carga tributaria chilena con la de países desarrollados, espe le 
mente europeos, que superan el 30 y el 40% de sus ingresos. Pero esta com 
paración adolece del problema de que las bases a las cuales se aplican ln; 
impuestos son muy diferentes. Aparte del ingreso per cápita mucho más bajn 
de Chile, aqui son muy pocos los contribuyentes que efectivamente pagan 
impuestos directos. Debido a la alta desigualdad social, más del 82% de elln, 
está exento del pago de impuestos directos. Un 12% de los mismos aporta e] 
8% de la recaudación, lo que implica que sólo un 6% contribuye con el 92% 
de la recaudación.” Por cierto, uno de los impuestos que más aporta a la 
recaudación total es el 1VA, el cual recae sobre toda la población. Por su fa. 
cilidad de cobro ha sido el impuesto favorito de los gobiernos, incluido el de 
la Presidenta Bachelet, quien decidió mantener en forma definitiva la tasa de 
19% a comienzos de su gobierno. 

En todo caso, si se evalúa el tamaño relativo del gobierno de acuerdo a 
la relación entre el gasto total del mismo y el PIB, por una parte, y los niveles 
del PIB per cápita en una comparación internacional, Chile aparece por debajo 
de lo que sería un nivel “normal” de carga tributaria.” Esto significa que, de 
acuerdo a su PIB per cápita, Chile tendría espacio para un nivel de carga y gasto 
fiscal mucho más alto. Pero otra cosa es el espacio político, el cual ha sido muy 
estrecho para esos fines. De aquí que la propuesta de aumentar la carga tribu- 
taria relativa no ha encontrado suficiente respaldo en los gobiernos concerta- 
cionistas.% Se ha estimado también que incrementos de las tasas tributarias a 
las rentas no son muy eficaces para mejorar la recaudación, porque los grupos 
de altos ingresos tienen muchos mecanismos para evadir o eludir, como se 
mencionaba más arriba. En cambio, los aumentos de tasas al impuesto a la 
renta afectan principalmente a trabajadores dependientes de ingresos medios 
y altos, que no pueden eludir como sí lo hacen sectores independientes de altos 
ingresos. Por último, en la coyuntura macroeconómica de 2005-2006, de gran 
bonanza del cobre y un elevado superávit fiscal, el tema de la carga tributaria 
ha perdido importancia relativa frente a la cuestión de cómo administrar los 


* Ver información: de E! Mercurio, £ de diciembre de 2005, p. C3, con datos del Servicio de Im- 
puestos Internos. Pero tampoco se debe ignorar que el 10% más rico de la población percibe más 
del 40% del ingreso total. 

De Gregorio (2005, mp. cit, El gasto total del gobierno general como proporción del PIB ha 

fluctuado entre 17 y 21% En 1990 fue de 19,7%, pero en 2005 llegó a 18,3%, según la Dirección j 
Presupuestos. 
“Un cambio de percepción importante al respecto es la señal pública que transmitieron los ex pre- 
sidentes Aylwin y Lagos en enero de 2007. en cuanto a la posibilidad de aumentar la carga tributa! e 
para mejorar la protección social. El srunistro de Hacienda Velasco descartó de plano esa opción 
durante la administración de la Presidenta Bachelet. 
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mayores ahorros fiscales de modo de generar mayores ingresos permanentes, 
que es lo que verdaderamente importa.” 
Con todo, la cuestión de la “evasión legal” sigue vigente en el debate 
tributario, al comprobarse que existe una legislación que permite eludir im- 
puestos injustamente a través de variados subterfugios. El más utilizado es el 
de la constitución de sociedades de inversión, que permite trasladar gastos 
personales a costos de la sociedad, con lo cual se rebaja el impuesto directo 3 
pagar acogiéndose a una tasa menor del 17% (sobre utilidades a las empresas), 
en vez de la tasa personal del impuesto global complementario, que puede ser 
mucho más alta en el caso de sectores de altos ingresos. Otro mecanismo de 
elusión es la compra de sociedades con pérdidas, ya que con la fusión se per- 
mite compensar las ganancias con las pérdidas acumuladas. Estos mecanismos 
de elusión no deben confundirse con las exenciones tributarias establecidas 
para estimular el ahorro y la inversión, cuando estas se usan correctamente. El 
problema de la elusión es el uso abusivo de exenciones en situaciones que no 
corresponden. 
Por todo esto, se ha ido asentando la idea de que el sistema tributario 

debe simplificarse para evitar estos abusos, para ayudar a los contribuyentes a 
cumplir sus obligaciones y para poner los incentivos donde deben estar, esto 
es, para estimular la inversión real, la formación de capital humano y la inno- 
vación.” Hay consenso también en continuar perfeccionando el control tribu- 
tario, disminuyendo la evasión y la elusión. La necesidad de aumentar la re- 
caudación fiscal sigue presente porque el Estado está asumiendo compromisos 
sociales permanentes, como los derivados de la nueva reforma previsional que 
aumentará las pensiones mínimas, el financiamiento adicional para la reforma 
de la salud (plan AUGE) y el mejoramiento de la calidad de la educación. Está 
claro que el gasto fiscal social es uno de los principales mecanismos redistribu- 
tivos, ya que permite disminuir la proporción entre los ingresos del quintil más 
rico y el quintil más pobre a la mitad, desde un factor de 14 (antes de gastos 
sociales) a 7 (después de gastos sociales). 


E 


* Esta coyuntura ha estimulado a la derecha a doblar sus esfuerzos por a ps pea 
duciendo los excedentes fiscales. Esto sucedió en la a | paa ml 
nente la carga tributaria interna, con las consecuencias conocidas de la p mes 
' palabras de Aníbal Pinto, cuando se revirtió la bonanza externa. Lo que si se justifica plen: 

‘s aprovechar la coyuntura de bonanza fiscal para revisar la estructura tributaria desde el punto de 
“sta de la eficiencia, Hay impuestos ineficientes, como el de timbres y estampillas, que ER 
«stos financieros de transacción y afectan negativamente a las pequeñas empresas 

"Repetto (2005b), p. R2. 
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La política monetaria 


La política monetaria es parte esencial de la estrategia macroeconómica, Po; 

que tiene directa incidencia en la inflación, el sistema de pagos (fum ionamic,, 

to del mercado crediticio y de capitales) y la balanza de pagos. La administr, 

ción de la política monetaria está a cargo del Banco Central, cuya autonomi, 

establecida a fines del régimen militar, fue inicialmente muy discutida por lo, 
técnicos de la Concertación, por el riesgo de que se produjera una incohereng;, 
entre las decisiones de esta institución respecto de la política monetaria y la, 
decisiones del Ministerio de Hacienda. Sin embargo, en la práctica estas do; 
autoridades han tenido una buena coordinación e intercambio de información, 
que han impedido contradicciones serias. Ello se puede explicar por varias ra. 
zones: la formación académica común de los responsables de estas institucio. 
nes, la aceptación de los principios rectores de la política macroeconómica ą 
los que se aludía antes, independientemente de las filiaciones partidarias, un 
sentido de responsabilidad compartida de lo que está en juego desde el punto 
de vista del desarrollo del país y de los traumas del pasado. 

El vínculo entre las políticas fiscal y monetaria surge porque mientras 
la primera debe administrar el gasto público en función de las metas econó- 
micas y sociales del gobierno y, por lo tanto, afecta la demanda agregada, el 
Banco Central tiene la responsabilidad por la meta de inflación, para lo cual 
debe atender a que las presiones de demanda agregada estén alineadas den- 
tro de las capacidades de la oferta global. De no producirse esta alineación, 
el Banco Central debe recurrir al instrumento principal que tiene: la tasa de 
interés de referencia para el sistema crediticio. Esta tasa, también denominada 
tasa de política monetaria, es la que aplica a las operaciones interbancarias 
diariamente. En base a ella, los bancos determinan libremente sus tasas para 
distintos plazos, según las condiciones del mercado, reflejadas en las mesas de 
dinero (balances diarios de los bancos sobre entradas y salidas de dinero). Pre- 
siones excesivas de demanda inducen al Banco Central a aumentar la tasa de 
interés y viceversa. De aquí surge que, si los objetivos de ambas autoridades no 
son coherentes, por ejemplo si el gobierno quisiera expandir el gasto fiscal por 
encima de las capacidades de oferta, el Banco Central va a encarecer el costo 
del crédito a fin de que el sector privado modere su gasto. Como la inversión 
privada es el componente de demanda más sensible al costo del crédito, lo que 
ocurre usualmente es que se afecta el crecimiento de la economía. Si la inten- 
ción del gobierno al expandir su gasto es estimular el crecimiento, el aumento 
de la tasa de interés producirá el efecto contrario y probablemente ambos ob- 
jetivos se neutralizarán mutuamente. Este panorama se complica cuando, ade- 
más, hay otras variables que inciden en la inflación, como presiones de costos, 
depreciación cambiaria o shocks internacionales de precios. 

Durante los 90, la política monetaria se rigió por el principio de fijar 
una meta precisa de inflación, la cual iría descendiendo gradualmente año 3 
año. Esta meta y su cumplimiento, eran necesarias para que el Banco Central 
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anara en credibilidad ante el mercado financiero respecto de sus políticas. A 
comienzos de ese período, la inflación era todavía de dos digitos (27% en 1990), 

sando a ser de uno a mediados de esa década (en 1994 fue de 8,94). A fines 
de esos años, se reemplazó la meta fija por un rango entre 2 y 4% anual, lo cual 

rmitió darle más flexibilidad a la política monetaria y evitar los problemas de 
credibilidad por incumplimientos de una meta tan rigida.” Mientras la infla- 
ción se mantuvo alta y el gasto agregado también fue aumentando rápidamen- 
te, el Banco Central siguió una política relativamente conservadora, con tasas 
altas de interés. Esta situación culminó con la crisis asiática de 1998. 

La situación en esa coyuntura se deterioró por el efecto contagio que 
provocó esa crisis en América Latina, incidiendo negativamente en los ingre- 
sos de capitales externos. En Chile se estaba produciendo también una desco- 
ordinación entre la política fiscal y la política monetaría. Entre 1995 y 1997 la 
economía se había sobrecalentado, con un crecimiento de la demanda agrega- 
da promedio del orden del 10% por año, en parte influido también por el fuerte 
aumento de las entradas de capitales. Pero el ahorro nacional se deterioró y el 
gobierno incurrió en un pequeño déficit fiscal. Se produjo una disminución de 
reservas internacionales y una depreciación del peso, que hasta entonces se 
había estado apreciando. El Banco Central estimó necesario encarecer el cré- 


i dito, pero ante la persistencia del deterioro de la situación, en 1998 aumentó 


fuertemente la tasa de interés a 14% real durante un breve tiempo. Esta fue una 
sobrerreacción del Banco, que indujo una crisis interna más allá de lo necesa- 
rio. La situación financiera de las pequeñas empresas empeoró gravemente, ya 
que estas, al no poder pagar sus créditos, debieron sobrendeudarse y adquirir 
un pasivo que les ha pesado durante muchos años. 

La política de tipo de cambio también es responsabilidad del Banco 
Central, ya que incide directamente en la situación de pagos internacionales y 
en la evolución de las reservas internacionales. Pero es una variable estrecha- 
mente relacionada con la tasa de interés, lo cual le hace difícil al Banco admi- 
nistrar simultáneamente estas dos variables. Altas tasas de interés estimulan la 
entrada de capitales. Si hay un tipo de cambio fijo (aun con una pequeña banda 
de flotación libre), el Banco Central debe comprar las divisas que se ofrecen en 
el mercado, expandir sus reservas internacionales y aumentar la cantidad de 
dinero, con posible aumento de la inflación. El tipo de cambio real se deteriora. 
El tipo de cambio real es la resultante del tipo de cambio observado, nominal, 
ajustado por la relación entre la inflación externa y la inflación interna. Desde 
otro punto de vista, equivale a la relación entre los precios de los bienes tran- 
sables y de los bienes no transables. En cambio, con tipo de cambio flotante, el 


h lntorme de Política Monetaria del Banco Central, que se publica trimestralmente, contribuyó 
a mis transparentes los objetivos de la politica monetaria y a hacer publicas las condiciones 
“lircanómicas en forma detallada. 


Banco Central no se obliga a comprar divisas y deja que el mercado se ajuste 
Queda libre para administrar la tasa de interés en función de la inflación. 
Esto quedó en evidencia durante la mayor parte de los años 9. La poli. 
tica de tasas de interés relativamente altas fue un estímulo para una fuerte cp. 
trada de capitales externos, que veían posibilidades de una buena rentabilidad 
en la economía chilena. De esa manera, se acumularon las reservas internacio. 
nales presionando hacia una expansión monetaria que el Banco no deseaba, ya 
que esto, a su vez, estimula el gasto interno, especialmente en bienes y servi. 
cios no transables (por ejemplo, compras de bienes raíces). Otra consecuencia 
fue el deterioro del tipo de cambio real (apreciación de la moneda nacional), 
situación favorable para el control de la inflación, pero desfavorable para las 
exportaciones. Aunque esa institución mantuvo una pequeña banda de libre 
flotación en torno al tipo de cambio nominal fijado, el valor de mercado de las 
divisas se fue al piso de la banda por la abundancia de moneda extranjera, obli- 
gando al Banco Central a acumular las correspondientes reservas internacio- 
nales. El peso se apreció en términos reales y en forma sostenida hasta 1998. 
Por otra parte, para contrarrestar la expansión monetaria, el Banco 
Central tenía que expandir su oferta de pagarés, lo que a su vez le impedía bajar 
la tasa de interés de referencia. Fue un verdadero círculo vicioso o trampa de 
la política cambiaria, en que el Banco no podía bajar las tasas, para mantener 
a raya la expansión del dinero, pero con eso y con expectativas de caída de la 
inflación y del tipo de cambio real, estimulaba aún más la entrada de capitales, 
especialmente de corto plazo, para ganar la diferencia con las tasas de interés 
en paises desarrollados. Esto exacerbaba el problema. Ciertamente la baja de la 
inflación, gracias a la apreciación del peso, tuvo un efecto positivo, pero desde 
el punto de vista del modelo de crecimiento, basado en las exportaciones, fue 
una mala señal. 
Este conflicto estuvo presente durante casi todos los 90, lo que indujoal 
Banco Central a liberalizar el mercado de divisas y permitir la libre flotación en 
1999. La holgada situación de reservas internacionales y la buena reputación 
internacional de la política macroeconómica chilena garantizaban un bajo 
riesgo de ataques especulativos. Esta política rompió el círculo vicioso, porque 
transfirió al mercado la determinación del precio de la divisa, permitiéndole 
al Banco Central desligarse del manejo cambiario y concentrarse en la tasa 
de interés, como variable de política, en función de las necesidades del ciclo 
económico. Con la libre flotación se evitó tener que seguir acumulando reser- 
vas internacionales y presionar la tasa de interés al alza. Mientras duraron los 
efectos de la crisis asiática, el precio del dólar subió fuertemente, revirtiendo 
la tendencia de los 90. Pero, a partir de 2004, restauradas las condiciones de 
relativa normalidad, nuevamente el tipo de cambio real empezó a disminuir, 
llegando a niveles mínimos (a comienzos de 2006 bordeó los 500 pesos por dó- 
lar). Desde sectores empresariales se generó una presión sobre el Banco Cen- 
tral para intervenir y poner freno a esa caída, pero esta institución se resistió 
a hacerlo, tanto para no romper el modelo cambiario de libre flotación, com 
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ara no INTFOQUCIT TULdOS En 143 CAPECLALIVAS dEl Mercado. Además, se ha con- 
siderado que se trata de un efecto coyuntural provocado por el alto precio del 
cobre, el cual no se sostendría a mediano plazo.” 

Más allá de la cuestión coyuntural, el problema de fondo que se plantea 
es si la autoridad monetaria puede intervenir eficazmente en un mercado tan 
sensible como el de las divisas, con el objeto de obtener un determinado nivel 
de su precio. Dicho en un lenguaje favorito de los expertos financieros, ¿puede 
ja autoridad ganarle al mercado? ¿Puede la autoridad influir en el precio de 
mercado de la divisa? En los 80 se popularizó la teoría de las expectativas racio- 
nales, que sostenía que los agentes económicos racionales están plenamente 
informados sobre los factores que inciden en un determinado mercado. Por 
lo tanto, sus decisiones se basan en esa información, lo que hace que los pre- 
cios converjan hacia los precios de equilibrio del mercado. Las intervenciones 
de las autoridades pueden modificar puntualmente las variables de mercado 
(precios o cantidades) pero, en ningún caso, pueden hacerlo en forma per- 
manente, porque los individuos se adaptan a las nuevas circunstancias. Las 
autoridades no le pueden ganar al mercado, salvo si actúan por sorpresa y en 
forma esporádica. En el caso del mercado de divisas, una intervención directa 
mediante compras de dólares por el Banco Central para hacer subir su precio, 
por ejemplo, crearía expectativas de que, tarde o temprano, el precio se re- 
vertiría a la baja, si los factores fundamentales que influyen siguen operando. 
Por lo tanto, si los agentes esperaran que a futuro el precio sea más bajo que el 
precio influido por la autoridad, ¿por qué habrían de comprar dólares hoy si 
mañana bajarán? 

Esta teoría fue cuestionada en sus comienzos, por el supuesto de que 
los agentes están plenamente informados. Se planteó que esto no es así, hay 
mucha incertidumbre y en cualquier momento hay agentes más optimistas y 
otros más pesimistas, que evalúan de distinta manera las intervenciones de las 
autoridades, Esto daría pie a la posibilidad de intervenciones exitosas. Sin em- 
bargo, la gran abundancia de información que existe actualmente y la estrecha 
y rápida comunicación entre los mercados y los países, le ha dado más fuerza al 
supuesto de agentes bien informados, por lo menos aquellos con mayor poder 
financiero que tienen un peso gravitante en el mercado. 

Lo anterior no significa que la autoridad no pueda tener algún tipo 
de intervención. Lo que se descarta es la intervención directa sobre el pre- 
cio o las cantidades de divisas transadas, pero no aquella que puede modifi- 
car otras variables relevantes que actúan en forma más indirecta y a través 
del mercado. Regulaciones sobre los movimientos de capital (por ejemplo, 
margen de autorización para que los fondos de pensiones hagan inversiones 


de lo largo de 2006 se afirmó la idea de que el alto precio del cobre podría permanecer a mediano 
ds » Fl gobierno ha sido más activo al respecto, al definir una política de inversión de los exceden- 
$ del cobre en el exterior y así, no presionar el mercado cambiario. 
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financieras fuera del país, la programación de transacciones cn divisa, 
empresas públicas como CODELCO o el Banco del Estado, la constitución y, 
Fondos de Estabilización en moneda extranjera) o la regulación de la tasa k 
interés, instrumento que maneja del Banco Central, tienen incidencia sobr, 
el mercado de divisas y, a través de ellas, sobre su precio. Pero la mayoría de 
estas intervenciones (excepto la tasa de interés) escapan al ámbito de re, 
ponsabilidades del Banco Central y son más bien resortes del gobierno o sy, 
empresas. Una política de tasas de interés relativamente bajas, en un cop. 
texto de abundancia de capitales, evitaría la excesiva apreciación del pes, 
chileno, pero podría ser conflictiva con el objetivo de mantener a raya |, 
inflación. Este es el trade-off básico que enfrenta el Banco Central, el cual są 
ve ciertamente muy influido por la percepción que tengan los responsable, 
de la decisión, vale decir, los consejeros del Banco y el panel de expertos que 
los asesora. 

La economía chilena sigue siendo vulnerable a algunos precios de com. 
modities internacionales como el cobre o el petróleo y, por lo tanto, la inestab;. 
lidad de estos mercados tiende a reflejarse directamente en shocks financiero; 
(positivos o negativos) que alteran la trayectoria del crecimiento económico, 
Aquí hay un campo de políticas que requiere innovaciones financieras que 
permitan estabilizar los efectos internos. Desde el punto de vista del creci- 
miento a largo plazo, se requiere una estabilidad mínima en parámetros tan 
fundamentales para la inversión como el tipo de cambio real y la tasa deinterés 
(Ffrench-Davis, 2003a). 

Aparte de la reforma cambiaria de 1999, el Banco Central introdujo otra 
innovación en su política monetaria, como la “nominalización” de la:tasa de 
interés en 2001. La política vigente era fijar las tasas de interés en términos 
reales, es decir, en unidades de fomento más una tasa real. Considerando que 
la inflación estaba suficientemente reducida, que la política de fijar tasas gales 
provocaba mayor volatilidad en las tasas nominales (en función pam e 
ciones de la inflación mensual) y dificultaba las comparaciones interntiona- 
les de los inversionistas, el instituto emisor procedió a eliminar la unidad de 
fomento como instrumento de referencia para su política de tasas de. interés. 
Un problema que tiene la nominalización es que cambios inesperados,de la 
tasa de inflación pueden provocar variaciones pro-cíclicas de la tasa de interés 
real. Por ejemplo, una menor inflación provocada por debilidad de la degjanda 
significa que aumenta transitoriamente la tasa de interés real, profundizando 
la debilidad de la demanda. Esto obliga al Banco Central a actuar con mucha 
agilidad para ajustar la tasa nominal de acuerdo a las circunstancias requeri- 
das. Esto se ha venido haciendo en los años recientes, en que el Consejo del 
Banco se asesora con un panel de expertos que evalúan sistemáticamente las 
condiciones del sistema monetario. 
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La política financiera >» 


La inserción financiera internacional obliga a las autoridades financieras a ac- 
tuar dentro de parámetros de evaluación del riesgo-país. La alta movilidad de 
los capitales se sustenta en una evaluación rigurosa de los riesgos de los países, 
ra lo cual se ha desarrollado un mercado de evaluadores de riesgos (activi- 
dad altamente rentable por lo demás). Estos califican la calidad financiera de 
empresas y gobiernos, y sus títulos de deuda, lo que incide en la capacidad de 
transar bonos en los mercados. Entre los criterios de evaluación macroeconó- 
mica se consideran las tasas de crecimiento del producto y de las exportacio- 
nes, los déficits en cuenta corriente y cuentas fiscales, las tasas de inflación, 
etc. El riesgo país incorpora también parámetros políticos, como estabilidad 
de los gobiernos, grados de apoyo, políticas orientadas a los inversionistas ex- 
tranjeros. El riesgo país así determinado es decisivo en los niveles de spread o 
márgenes en las tasas que los países deben pagar por la colocación de bonos 
soberanos, con respecto a las tasas que pagan los bonos norteamericanos. Un 
país con alto nivel de riesgo queda en muy malas condiciones para colocar titu- 
los de deuda en el exterior, lo que significa concretamente menores posibilida- 
des de financiamiento externo, a menos que pague muy altas tasas de interés. 
Este indicador se ha convertido en una verdadera brújula para las decisiones 
de los ministros de Hacienda, que no desean ver restringidas sus posibilidades 
de acceso a los recursos externos. 

Esta restricción que impone el mercado financiero internacional es vista 
por muchos como una limitación a la soberanía nacional para definir las poli- 
ticas macroeconómicas. Efectivamente, es una limitación, como muchas otras i 
derivadas de la globalización. Esta restricción proviene fundamentalmente del 
hecho de que el capital es un factor con alta movilidad internacional, por lo 
cual puede desplazarse hacia países en fases de expansión y desde otros que i 
enfrentan crisis y devaluaciones eventuales. Un país que desea privilegiar una ' 
política expansiva de la inversión o aumento del empleo no puede dejar de 
considerar los efectos que tal política tiene en las evaluaciones de riesgos que 
se hagan en el exterior. Si ella implicara un deterioro de esa evaluación, las 
autoridades podrían verse inhibidas de aplicar tal política. El problema está en 
que no siempre estas mediciones de riesgo se basan estrictamente en criterios 
técnicos o considerando las estrategias de largo plazo de los países. En la me- 
dida que estén sesgadas por criterios de corto plazo o por las rentabilidades 
accionarias o, como dice Joseph Stiglitz, por los intereses de Wall Street, esta- 
ríamos en presencia de distorsiones inaceptables. 

Con el objeto de disminuir el riesgo de la volatilidad de los movimien- 
tos de capitales financieros, el Banco Central implementó a mediados de los 
% una política de encarecimiento de las entradas de capitales de corto plazo. 

Para esto se usó un encaje y una tasa tributaria a esos ingresos (Ftrench-Davis, 
20034). Esta política contribuyó en forma importante a disminuir la volatilidad 
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financiera en los 90, cuando este factor afectó fuertemente las principales, 
nomías de América Latina, especialmente México y Argentina. 

Adicionalmente, en el caso de Chile, la alta disciplina fiscal de Ing bo 
biernos concertacionistas le ha valido calificaciones de riesgo país muy pos, 
vas, lo que ha permitido que los bonos soberanos colocados tengan que pap, 
muy bajos márgenes. La paradoja es que precisamente por la alta disciplina fi, 
cal, los gobiernos concertacionistas no han necesitado recurrir con demasiad, 
frecuencia a los mercados de bonos, por lo que esta restricción no ha tenid, 
mayor vigencia para Chile. 

El nuevo diseño de políticas se completó en 2001 con otras dos inng. 
vaciones importantes: la liberalización de la cuenta de capitales por parte de] 
Banco Central y la reforma al mercado de capitales propiciada por el Ministe. 
rio de Hacienda. 

La liberalización de la cuenta de capitales tuvo por objeto eliminar e 
encaje a los flujos de capitales de corto plazo. Como se señaló, esta política 
se había implantado en el período del gran auge de las inversiones extranje- 
ras, y su objetivo era desincentivar las inversiones especulativas que generaban 
efectos pro-cíclicos en la economía. Aunque el nivel del encaje, originalmente 
de un 30%, se había llevado a cero, cuando se produjo la crisis asiática y las 
inversiones extranjeras escasearon, el instrumento se mantenía aún vigente, 
Con su eliminación, el Banco Central quiso dar una señal de compromiso ma- 
yor con la liberalización financiera. Otras medidas complementarias fueron la 
eliminación de las autorizaciones previas a las entradas y salidas de capitales, 
las que, en adelante, sólo deberían ser informadas, y la supresión de algunas 
restricciones vigentes a las empresas para endeudarse en el exterior. 

La segunda innovación fue la reforma al mercado de capitales anun- 
ciada por el ministro de Hacienda en abril de 2001. Esta reforma era esperada 
por el sector financiero, el cual sostenía que la institucionalidad financiera 
chilena se estaba quedando atrasada en comparación con otras economías 
de la región.* La reforma tuvo por objetivo eliminar la segmentación que se 
producía en el mercado de capitales, al discriminar a las pequeñas y medianas 
empresas, las que normalmente no pueden acceder a los mercados de deudas 
y acciones. Un segundo objetivo fue estimular el ahorro voluntario, que a lo 
largo de los 90 tendió a estancarse y aún a disminuir, como proporción del 
PIB. La reforma flexibilizó la operación de los fondos mutuos, diversificó los 
incentivos de las AFPS para sus carteras de inversión, permitió la creación 


” No está de más recordar que a menudo, en los 90, diversos dirigentes empresariales y algunos 
economistas compararon desfavorablemente las restricciones al financiamiento externo de Chile. 
con la mayor liberalidad de Argentina. Se sostuvo con insistencia en esos años que Argentina estaba 
aventajando a Chile en la reforma de la institucionalidad financiera. A la vista de los resultados 
posteriores, que llevaron a Argentina a una crisis ecunómica gravísima en 200]-2003, es notorio 
que la prudencia de las autoridades económicas chilenas fue fundamental para proteger al pals de 
desequilibrios que después se podrian haber lamentado. 
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tas llamados multifondos de pensiones, destinados a introducir opciones 
Je fondos con riesgos más altos y mayores rentabilidades esperades pera los 
cotizantes, creó incentivos tributarios para el ahorro previsional voluntario y 
yna balsa para empresas emergentes, entre otros instrumentos. Ésta reforma 
debía complementarse con lo que se denominó “reforma al mercado de ca- 
¡tales 2", que se orientaría especialmente a desarrollar los instrumentos de 
capital de riesgo y generar incentivos para la creación de empresas basadas 
en capital humano. Pero esta reforma aún no se implementaba en 2006. 
Estas dos reformas de políticas financieras son de gran importancia, 
rque contribuyen a profundizar la liberalización financiera de Chile, su inte- 
ción al mercado internacional de capitales, la diversificación de instrumen- 
tos financieros, como los derivados para enfrentar el riesgo de volatilidad y la 
flexibilización del acceso de las empresas al financiamiento de largo plazo y ca- 
pital de riesgo. Estas reformas eran largamente esperadas por el sector privado. 
su anuncio y la celeridad que el gobierno le dio a la tramitación de la reforma 
al mercado de capitales, fueron señales que confirmaron la opción guberna- 
mental por la mayor liberalización de la economía y el perfeccionamiento y 
diversificación del mercado de capitales. 

El supuesto general de estas innovaciones en el mercado financiero 
es que una mayor integración financiera de la economía chilena al resto del 
mundo, la mayor diversidad de instrumentos y una mayor flexibilidad para 
ingresar y sacar capitales del país, deberían contribuir a impulsar el ahorro y 
la inversión, los cuales se habrían estancado. Esta decisión de política implicó 
un cierre del debate producido a fines de los 90 sobre la conveniencia o no de 
profundizar la integración financiera. Como se señaló, este debate habia sur- 
gido por la experiencia de países como México y los del Este Asiático, que in- 
currieron en riesgos excesivos de apertura financiera, sobre todo a corto plazo, 
y sufrieron las consecuencias de los ataques financieros cuando se produjeron 
las crisis. Chile había mantenido restricciones significativas y ello contribuyó 
a evitar las fugas de capitales en los períodos críticos. Sin embargo, una opi- 
nión creciente de los economistas y de los gobiernos es que esas restricciones 
perdían utilidad si se mantenían en forma permanente, ya que los mercados 
siempre encuentran la manera de usar resquicios para evadir los controles. 
Además, la calidad de la política macroeconómica resulta mucho más relevan- 
te para evitar ataques especulativos. 

Este debate se puede analizar desde dos perspectivas. Por una parte, está 
el punto de vista de la consistencia de las políticas nacionales con las reglas del 
capitalismo internacional. Chile ha asumido una economía de mercado, capita- 
lista y plenamente integrada a la economía mundial. Una de las reglas básicas de 
este sistema es la perfecta movilidad de los capitales.” Esta movilidad es la que 


inik ra tener su contrapartida en la perfecta movilidad del trabajo, a la que si se oponen los 
Paises desarrollados, 
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aseguraría la mayor eficiencia de la asignación de recursos, porque los c 
se mueven buscando maximizar sus tasas de utilidad. Además, la Ji Pitak, 
entrada y salida de los mismos, generaría también la confianza que Neces & 
los inversionistas. Un país que genera políticas ineficientes, en primer lug, * 
timularía la salida de capitales, pero si hay restricciones para su salida, o 
habría incentivos para su entrada. Por lo tanto, la plena integración finan 
internacional tendría un doble beneficio: a la vez que forzaría a los ven 
a disciplinar las políticas macroeconómicas, generando una primera condi 
para un alto crecimiento, estimularía el ingreso de capitales y el aumento del 
tasa de inversión. 

Un segundo punto de vista reconoce que el capitalismo internacio 
tiene sus reglas, pero también incorpora la idea de que no hay un solo tipo y, 
capitalismo, ni tampoco hay evidencia histórica suficiente que avale una ayy. 
ciación estrecha entre un determinado modelo institucional y el crecimient 
económico. Por mencionar algunos ejemplos, China, sin ser un país capital; 
ta, aunque introduciendo segmentos de este tipo en su economía, ha logrado 
un crecimiento espectacular en la última década. Los países del Este Asiático, 
entre los años 60 y los 80, lograron una industrialización intensiva y recono- 
cidamente exitosa, con políticas industriales activas.!% En Europa, los países 
nórdicos, por su parte, también superaron su condición de economías peri- 
féricas, gracias a un sistema de economías comercialmente abiertas, pero con 
regulaciones financieras y un activo Estado de Bienestar. En los 90 la economía 
liberal de Estados Unidos se convirtió en el nuevo paradigma del crecimiento, 
pero, a partir de las nuevas circunstancias internacionales, incluyendo la for- 
mación de la Unión Europea, es difícil predecir qué modelo será más exitoso 
en el largo plazo. 

La implicancia es que una postura más pragmática que teórica le 
ideológica) no debiera aferrarse a un modelo institucional único. Además 
tratándose del mercado internacional de capitales se requiere extrema cal" 
tela. Es un mercado que ha crecido fuera de toda proporción en relación 3 
la producción mundial y es de una altísima volatilidad.” Connotados finat- 
cistas internacionales como George Soros y destacados economistas come 
Paul Krugman y Joseph Stiglitz advierten sobre los riesgos de una exposición 
excesiva e irresponsable a la volatilidad del mercado de capitales. El debal 
sobre la llamada “arquitectura financiera internacional” es una señal elocut" 
te de que los países emergentes enfrentan serios riesgos desestabilizado"” 
derivados de ataques especulativos que, a veces, no tienen más objetivo Y 


— Es EN 
m Sin embargo, en Ja literatura no está zanjada la discusión sobre si la causa principal de 5 
económico de esos países fueron las políticas industriales o las buenas políticas macro gta 
La proporción entre las transacciones internacionales de acciones y bonos y el produ jew 
bruto creció en Estados Unidos desde un 2,8% en 1970 a un 135,3% en 1995 y, en Aleman y 
3,3% a un 169,4% entre las mismas fechas. Ver Meller (2001), Cuadro N” 5, con datos de 


inducir condiciones favorables a la maximización de utilidades en el corto 

jazo, pero que pueden ser devastadoras en el largo plazo. En ese debate se 

Jantea la necesidad de regulaciones y acuerdos internacionales que ayuden 
a evitar la desestabilización que puede provocar la salida masiva de capitales 
de un país. Por cierto, se reconoce que un primer factor fundamental es la 
responsabilidad y disciplina interna de las políticas macroeconómicas, pero 
no se descartan los riesgos derivados de dinámicas perversas del mercado 


financiero internacional.'” 


Un nuevo marco estructural de la macroeconomía chilena 


A fines de 2006 se produjo inquietud y polémica en el mundo de la economía 
política por la declinación de la tasa de crecimiento. Los pronósticos de co- 
mienzos de año debieron ajustarse a la baja ante la evidencia de que la econo- 
mía perdía fuerza. De pronósticos de crecimiento entre un 5 y un 5,5% para 
2006, el ritmo efectivo terminó siendo del 4,2% y bastante por debajo del cre- 
cimiento potencial. Todo ello cuando la economía mundial estaba creciendo 
alrededor de un 5,2% y cuando Chile presentaba los mejores términos de inter- 
cambio en muchas décadas. 

Este cuadro coyuntural contrasta con las percepciones optimistas que 
hubo durante los 90 en cuanto a fortaleza del modelo de crecimiento econó- 
mico. À fines de esos años se produjo la crisis asiática que impactó a Chile y el 
crecimiento declinó ostensiblemente. Las explicaciones más aceptadas atribu- 
yeron esta caída a las condiciones internacionales. Pero la recuperación se de- 
moró excesivamente, incluso bastante más que en las propias economías asiá- 
ticas, y sólo en 2004-2005 la economía chilena estaba recobrando su dinámica 
en torno al 6,2% (después del modesto 3,9% de 2003). Para 2006 se esperaba 
una continuación algo más suave de este ritmo, de modo que las informaciones 
de fin de ese año resultaron un balde de agua fría. 

Con un escenario internacional tan favorable como el de 2006, ¿cómo 
puede explicarse el enfriamiento? Por lo pronto, no cabe duda de que los fac- 
tores internos son los de más relevancia. Ha habido diversas interpretaciones, 
desde las que enfatizan los obstáculos al aumento de la productividad (inter- 
pretaciones microeconómicas, que serán discutidas en otro capítulo), hasta 
las que ponen el acento en los desincentivos al ahorro, como la carga tribu- 
taria. Varios analistas sugirieron, incluso el ex ministro de Hacienda Nicolás 
Eyzaguirre, que hubo una responsabilidad del Banco Central en esta inespe- 
0 desaceleración de la economía, al haber ajustado prematuramente las 

asas de interés al alza en 2006, en un exceso de temor de que se reanimara 


dul i 
Ocampo (1999), 
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la inflación.” El fuerte aumento de precios del petróleo, que impactó y; È 

mo inflacionario de 2006 (por encima de la inflación de tendencia), uni j 
la vigorosa recuperación coyuntural que estaba experimentando la invers; h 
habría provocado el ajuste de las tasas de interés, con el objetivo de moderar, 
eventual presión inflacionaria. 

En otra interesante interpretación, Mario Marcel propuso la hipótes, 
de que las diversas reformas macroeconómicas desde fines de los 90 genen, 
ron una nueva estructura de la macroeconomía chilena, que la hace meno; 
vulnerable a los shocks internacionales.!% La libre flotación, la apertura de 4 
cuenta de capitales, la política de superávit estructural, la nominalización del, 
política monetaria y el establecimiento de una meta inflacionaria basada en y 
intervalo de tolerancia, le han dado más madurez a la economía chilena, Est 
implica que las respuestas del gasto a los cambios en las tasas de interés son 
más rápidas. En el período de bajas tasas de interés, existente hasta 2005, k 
inversión reaccionó aumentando más rápidamente y elevando el crecimiento 
potencial. Pero con el alza de las tasas posteriores a 2005, esa reactivación se 
enfrió más prematuramente de lo que esperaban las autoridades. De ser válida 
esta hipótesis, la buena noticia es que esta nueva estructura de la macroecono 
mía le da más capacidad de acción a la política monetaria y facilita un mayor 
blindaje del país ante posibles shocks externos, haciéndola más resistente a ls 
fluctuaciones internacionales. La mala noticia, pasajera, es que se inhibió uu 
recuperación que venía con fuerza, afectando las posibilidades de que el em- 
pleo aumentara más rápidamente.” l 

Pero estos factores coyunturales no deben llevar a ignorar la relevancia 
de los factores microeconómicos y de carácter más estructural que posible 
mente estén inhibiendo el aumento de la productividad. 


1 Por ejemplo, Fontaine (2006), Marcel (2006), y Eyzaguirre (2006), entrevista en La tuo 
octubre. En particular, las declaraciones de Eyzaguirre provocaron gran revuelo, por provenit 1 
ex ministro. Un importante número de analistas y algunas autoridades del Banco Baco 
refutarlo, justificando las decisiones del instituto emisor. Sin embargo, a principios de 2007 
Central decidió rebajar la tasa de interés de un 5,25% a un 5% anual. 


14 Marcel (2006b). 


1% Estando en prensa este libro, las últimas informaciones mostraron una vigorosa recup 
del crecimiento a mediados de 2007. 
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Capítulo VI 


REFORMAS DE LA INSTITUCIONALIDAD 
MICROECONÓMICA 


Tenemos que reconocer que con imperfecta información y mercados 
-problemas que son especialmente relevantes en los países en desarrollo- 
la mano invisible puede ser invisible simplemente porque no existe. 
Joseph Stiglitz% 


incompletos 


El buen funcionamiento de la economía de mercado supone un conjunto de 
instituciones -reglas del juego, normas y prácticas-, que promueva el intercam- 
bio más libre posible, de bienes y servicios, estimule la libre competencia en 
sectores que tienden a ser monopolizados en forma natural (por la existencia 
de fuertes economías de escala), desarrolle las posibilidades para que el sec- 
tor privado produzca bienes públicos, y regule ciertas áreas como el trabajo 
humano y el medio ambiente, las cuales, política y socialmente, deben estar 
protegidas de los criterios puramente mercantiles. Por cierto, esta lista podría 
extenderse aún más, en tanto se logran acuerdos políticos para que las reglas 
del mercado se apliquen, con los debidos resguardos, también a ámbitos socia- 
les de interés general: educación, seguridad social o provisión de salud. 

En este capítulo se abordará el desarrollo institucional de ámbitos que 
inciden especialmente en el área microeconómica, es decir, los relativos al 
intercambio con el exterior, los sectores de utilidad pública, sistema de con- 
cesiones de obras públicas, institucionalidad laboral y medio ambiente. La 
institucionalidad microeconómica define el entorno más directo en que se 
desenvuelven las empresas y, por lo tanto, es determinante para las condicio- 
nes de la competencia en los mercados. El próximo capítulo se centrará en la 
estrategia para el aumento de la productividad. 


Inserción internacional 


Un primer componente indispensable de la economía de mercado ha sido la 
plena inserción internacional. Ella permite explotar las ventajas comparativas 


A 


** Joseph Stiglitz (Premio Nobel de Economía), “¡Adónde llevan las reformas? Hacia una nueva 
tienda para América Latina”, Conferencia en CEPAL, 26 de agosto de 2002. 
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naturales y desarrollar nuevas ventajas competitivas, contrarrestar log 
ciales poderes monopólicos de la economía nacional, abrir la competen; 
exterior y acceder a tecnologías de última generación y a bienes de Mayor d 
lidad. Esta apertura internacional se inició desde el comienzo de la dictai, 
militar, primero a través de la rebaja unilateral de aranceles a las impon, 
nes, y segundo mediante la liberalización financiera de fines de los años 7), 
gobiernos democráticos de los 90 decidieron profundizar esta inserción, na 
algunos cambios estratégicos. 

Había buenas razones para que la Concertación profundizara el moj, 
lo de mercados abiertos. En primer lugar, como se ha señalado, la estrategi 
de una industrialización protegida no era viable. Muchos países 
asiáticos y China en particular, estaban (y siguen) abriéndose, obteniendo ip. 
portantes ventajas competitivas por el acceso a bienes intermedios y de capit 
y a tecnologías de punta, elementos producidos a bajo costo por muchos mer. 
cados. Por otra parte, quedarse al margen de la oferta internacional de bienes 
de consumo modernos significaba imponer a los consumidores un alto costo 
económico, de eficiencia y bienestar. Además, la apertura internacional genen 
enormes oportunidades de comercio y mercados para los productos nacio- 
nales, como los provenientes de la minería, la pesca, la fruticultura, el sector 
forestal y muchos más, con ventajas comparativas comprobadas. Y, desde e 
punto de vista de la economía política, el gobierno debía ganarse la confiana 
empresarial para asegurar las inversiones que el país requería. La inserción in 
ternacional era una clara señal de compromiso con la economía de mercado. 

Así, los gobiernos concertacionistas continuaron rebajando aún más 
los aranceles a las importaciones, tanto en forma unilateral como a través de 
una liberalización negociada en Tratados de Libre Comercio o convenios de 
complementación económica, siendo los más importantes los acordados cu 
la Unión Europea, Estados Unidos y, últimamente, Japón. Esta estrategia de 
negociación de la apertura le ha permitido a Chile ganar mercados muy i 
portantes en términos de poder adquisitivo, y le ha abierto oportunidades ir 
éditas a las empresas chilenas, bajo la condición de mejorar la productividal 
y adecuarse a una serie de estándares internacionales de calidad, sobre todo 
respecto del medio ambiente y de las relaciones laborales. Se estima queb 
disminución promedio de aranceles ha sido desde un 11% en 1990 a un 40 
2005, con lo cual la economía chilena ha llegado a ser una de las más 
del mundo.*” La importancia de las exportaciones en el PIB se incre y 
un 35% en 1990 a un 39% en 2004. Se diversificaron los destinos de est 

portaciones y también el número de empresas exportadoras, que llegaron? 


gent 
1 El Banco Central ha estimado que el arancel promedio que pagan las importaciones Ped 
tes de países con TLC es de 0,8%, en tanto el del resto de las importaciones es de 55%. m 
general de aranceles está en torno al 2%. En 2005 el 77% de las importaciones provenía 


TLC (El Mercurio, 21 de febrero de 2006). 
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6.416 en 2003 (Eyzaguirre, 2004, p. 51). Sin embargo, estas siguen fuertemente 
concentradas. En 2003 el 60% de las exportaciones totales estaba concentrado 
en las 40 mayores empresas (ibíd), lo cual es revelador de las dificultades de las 
a exportar. 

P de las ines que ha tenido que aceptar Chile en su inserción 
internacional es el reconocimiento de los derechos de propiedad industrial, 
Este es un tema al que los países industriales avanzados le han dado alta priori- 
dad en las últimas rondas multilaterales de reformas comerciales. En sus nego- 
ciaciones con Estados Unidos para el TLC Chile tuvo que aceptar protección a 
los derechos de propiedad industrial, exigida por el país del norte, incluso por 
encima de la negociada en la Organización Mundial de Comercio. Estos dere- 
chos afectan especialmente a la industria farmacéutica, cuyos royalties tienen 
gran incidencia en el precio de los medicamentos." 

Paralelamente a la liberalización comercial, se ha avanzado en la fi- 
nanciera, lo que ha facilitado el ingreso de capitales extranjeros, insertando 
también el mercado de capitales doméstico en el mercado internacional. Esta 
apertura financiera, sin embargo, no ha estado exenta de controversias, es- 
pecialmente a mediados de los años 90. Un argumento tradicional en contra 
de las inversiones extranjeras ha sido la dependencia generada respecto de 
los grandes grupos transnacionales. En el juego del poder, se estima que los 
grupos financieros de las grandes potencias, y especialmente de Wall Street, 
adquieren carta blanca para ejercer influencias espurias en los objetivos del 
desarrollo nacional, aparte de los riesgos de corrupción que las acompañan 
habitualmente, El argumento más frecuente en los 90 fue el de la vulnerabili- 
dad financiera creada a partir de esta dependencia, en términos de los riesgos 
de desestabilización macroeconómica que ocurren cuando se producen crisis 
económicas (Stiglitz, 2002 y 2003). 

Con todo, se estimó que los costos de un cierre financiero serían mayo- 
res que sus eventuales beneficios. En el mundo globalizado actual, es muy di- 
ficil evitar que los capitales fluyan entre países. La estrategia concertacionista 
consistió en diferenciar inversiones extranjeras directas, destinadas al sector 
real de la economía, es decir, al sector productivo, estimuladas por una política 
de neutralidad tributaria; de las inversiones financieras de corto plazo. Estas 
últimas fueron desestimuladas con algunos tributos durante los 90, mientras 
hubo abundancia de capitales y altos incentivos de mercado para la especu- 
lación (ver Ffrench-Davis, 2003a). Las condiciones generales de la economía 
chilena hicieron muy atractiva la inversión extranjera directa, la cual aumentó 
desde un promedio anual de más de 900 millones de dólares en 1988-90 a más 
de 7 mil millones de dólares en 1999-2001, reflejándose así la confianza de 


m p f 
tka Escobar (2006), analiza en detalle esta negociación, en lo que respecta a la industria farmacéu- 
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toS inversionistas internacionales en la economía chilena durante la tra 
democrática (Ffrench-Davis, 2003b).1% 

Un componente esencial de un modelo de economía de mercado abi, 
to es el tipo de cambio. Este determina el valor relativo de los bienes nacionales 
respecto de los extranjeros. Si se trata de estimular el crecimiento por medi 
de la inversión en bienes exportables, la rentabilidad dependerá crucialments 
del tipo de cambio real, aparte de la productividad de esas actividades, po 
supuesto. Inicialmente, la estrategia de inserción internacional planteó la ne. 
cesidad de una política cambiaria que mantuviera el tipo de cambio real a yn 
valor alto, de modo de asegurar una rentabilidad atractiva. Para ello, se siguis 
una política de cambio fijo pero ajustable para mantener la paridad. Pero desde 
comienzos de los 90, la abundancia de capitales internacionales y su ingreso 
a Chile, paralelamente al rápido crecimiento de las exportaciones, aumentó 
fuertemente la oferta de divisas, presionando la apreciación del peso y caída 
del tipo de cambio real.''* Después de un breve intervalo de devaluación de 
peso, por la crisis asiática de 1998-2000 y del establecimiento de la libre flo 
tación del tipo de cambio en 1999, se restableció, hasta comienzos de 2006, la 
“normalidad” de la abundancia de oferta de divisas, con nueva apreciación de 
peso y caída del tipo de cambio real.*”* 

Los pequeños y medianos exportadores han expresado su desencanto 
por este desarrollo, argumentando que es contradictorio con los objetivos dd 
modelo exportador de crecimiento. Se ha planteado el debate de si es posible 
una intervención eficaz en el mercado de divisas con un régimen de libre fio- 
tación. Una segunda arista de esta cuestión es cómo interpretar la lógica deu 
modelo exportador cuando su propio éxito lleva a la apreciación dela moneda. 
Este conflicto es ilustrativo de la contradicción más general entre los intere 
ses de los sectores productivos y aquellos del sector financiero, para el cul 
la inserción financiera es fundamental. Es un conflicto que no se resuelve el 
forma voluntarista, ya que hay un mercado financiero global muy dominante. 
Lo que sí puede hacerse es enfrentarlo con una estrategia de transformación 
productiva y tecnológica explícita y sustantiva. A este tema nos dedicaremos 
más adelante. 


nsición 


jtos 
10% Las cifras se refieren a la inversión extranjera bruta por DL 600 y capítulo XIV, más losc m 
asociados y la reinversión de utilidades. Por cierto, no todo fue inversión en nuevos aatos t Is 
buena parte de aquella se orientó a adquirir activos existentes. De especial importancia han 


pdeko 
inversiones en la minería del cobre, lo que ha disminuido sustancialmente el liderazgo de c 
en esta industria. 
uo Ver capítulo anterior, respecto de la política monetaria. pene? p 


111 Influida, por cierto, por la coyuntura expansiva de la economía internacional, que 
del cobre a niveles sin precedentes, por encima de los tres dólares la libra en 2006. 
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astitucionalidad para la libre competencia 


cia de una economía de mercado supone no sólo inserción internacio- 

al y competencia, perfecta información, movilidad de los factores y multipli- 

«dad de oferentes y demandantes, sino también instituciones y normas legales 
y e garanticen, protejan y estimulen las estructuras competitivas, sancionen 
¡as conductas anti-competitivas y, sobre todo, generen los incentivos adecua- 
dos para que los comportamientos de los participantes lleven a maximizar el 
bienestar de los consumidores, a corto y largo plazo. Cuando existe una distri- 
pución muy desigual del poder económico, es muy fácil para aquellos agentes 
con gran poder crear barreras a la competencia, ocultar información, acceder 
a fuentes privilegiadas y desplegar comportamientos oportunistas, abusivos o 
especulativos que distorsionan los mercados, producen ineficiencias y afectan 
negativamente el bienestar de los consumidores. Estas razones son las que fun- 
damentan las regulaciones de los mercados por parte del Estado.!*? 

Sin embargo, las regulaciones son resistidas por aquellos que se sienten 
afectados o restringidos en su libertad de acción, ya que las mismas suelen 
aumentar los costos de transacción y de producción (por ejemplo, cuando se 
imponen restricciones ambientales, requerir para su cumplimiento de más 
burocracia y probablemente inversiones tecnológicas), o limitar la rentabili- 
dad (cuando se fijan tarifas máximas para evitar los abusos monopólicos). La 
regulación también impone costos al Estado, porque debe mantener los equi- 
pos técnicos y administrativos necesarios para fijar políticas, emitir normas, 
fiscalizar y sancionar. La sociedad como un todo debe asumir el costo de la 
regulación. Pero ello se hace con la expectativa de que también se generen 
beneficios para ella. La protección del medio ambiente es costosa, pero más 
podría serlo la depredación sin límites de los recursos naturales o los daños a la 
salud humana que se ocasionarían si, por ejemplo, no se restringieran los efec- 
tos contaminantes en el aire o en el agua. Lo que se debe evitar es que haya re- 
gulaciones ineficientes, las cuales podrían inducir distorsiones en la asignación 
de recursos (por ejemplo, fijación de tarifas en servicios de utilidad pública tan 
bajas que paralicen, a futuro, las inversiones), así como que los costos sociales 
n kir eficientes no sean mayores que los beneficios sociales. Es 
E ri a regulación sea eficiente y relevante. Esto implica que el objetivo no 
ile la regulación sino adecuarla a las situaciones que lo requieran, 

en cuenta si la regulación es preferible a la no regulación. Un criterio 


C : . 
omplementario de una política regulatoria es que la distribución de los costos 


La eficien 


a 
7] 

A 
Sees sectores de opinión marcadamente neo-liberal han persistido en calificar las regula- 
Stttores a como resabios estatistas de las épocas anteriores a las reformas de mercado. Estos 
U teikt ten ignorar que hasta en una de las economias más liberales del mundo, la de Estados 
sumido. o estrictas regulaciones estatales y federales que buscan proteger el bienestar de los 


mk 
“nto y aye El problema, como se plantea en el texto, no es regular o no hacerlo, sino cómo, 
Me se efectúa la regulación, 
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y beneficios de la misma sea equitativa. El principio de que “el que 
paga” corresponde a esta idea. Quien ejerce un efecto contaminante 
terminado espacio, debe compensar a la comunidad respectiva, lo cual Wg, 
un incentivo a disminuir el efecto contaminante. !” Beten 
Estas y otras consideraciones hacen evidente que los marcos 
rios deben estar en permanente adecuación, de modo que algunos ¿Sia 
pandirse y otros disminuirse, buscando siempre la mayor eficiencia een, + 
y social. Durante los gobiernos de la Concertación el objetivo princi 
tema regulatorio ha sido la protección de los consumidores, sin descuid ` 
rentabilidad mínima para las inversiones, de modo de asegurar el creci “Un 
de estos sectores. "mien 


La institucionalidad para la protección de la libre competencia 


La institucionalidad genérica fundamental que regula los mercados es la qu 
busca asegurar la libre competencia. Esta es la base de la eficiencia económjy 
del sistema de mercado. Esta institucionalidad se había estructurado duran 
el régimen militar, con un fuerte sesgo contra su transformación y basada en 
supuestos bastante simplistas respecto del funcionamiento de los mercads 
(como por ejemplo, capacidad de ajustes automáticos ante desequilibrios, ei- 
cacia de las señales de precios, suficiencia de la competencia, ver Rivera, 200). 
Hay dos niveles de institucionalidad regulatoria: uno que tiene que ver con ls 
principios generales de la libre competencia, y que incide en cualquier tipo 
de mercado (por ejemplo, el comercio al detalle o retail, donde la fusión de 
empresas ha ido provocando una fuerte concentración de las ventas y mon» 
polización de ese mercado); y otro que se refiere a la regulación de sectores 
de utilidad pública, donde suelen producirse monopolios naturales: telecom" 
nicaciones, energía o empresas sanitarias. Para el primer tipo de situaciones 
existían tres instancias de fiscalización anti-monopolio: la Comisión Prever 
tiva Central, encargada de investigar situaciones que podrían vulnerar la ibe 
competencia; la Comisión Resolutiva, instancia del sistema judicial, resp? 
sable de fallar y establecer sanciones en los casos denunciados de conduct 
contrarias a la libre competencia; y la Fiscalía Nacional Económica, ent 
responsable de instruir los sumarios y apoyar técnicamente a las dos Comis 
nes anteriores. Los principales problemas que enfrentaban estas tres instan 


ept” 


walh 


n3 Muchos hacen una lectura perversa de este criterio de “el que contamina paga! y lo in 
como "el que paga tiene derecho a contaminar”. Pero hay que plantearse ¿cuál es la alternal 
prohibición absoluta de contaminar, aparte de ser ineficaz porque el Estado no tiene capa! 
control absoluto, tampoco es eficiente económicamente. Hay que evaluar los efectos tam”. ø 
contaminación como de la caída de la producción y empleos derivada de la restricción. El preci k 
contaminar es un desincentivo descentralizado para hacerlo. Esto no contradice que en per j 

emergencia pueda haber prohibiciones absolutas, si existe un alto riesgo para la salud humal”* 
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eran SU debilidad técnica y presupuestaria, lo que determinaba condiciones 
muy desventajosas de los reguladores frente a la capacidad de las empresas re- 

uladas. Durante el gobierno del Presidente Frei se presentó un proyecto de ley 

ara fortalecer técnica y presupuestariamente la Fiscalía Nacional Económica, 

royecto aprobado por el Congreso en 1999. Posteriormente, en el gobierno 
del Presidente Ricardo Lagos, se constituyó el Tribunal de Defensa de la Libre 
Competencia, que sustituyó la institucionalidad anterior. Esta institucionali- 
dad se complementó con la Ley de Derechos del Consumidor, destinada a en- 
tregarles herramientas a los consumidores para defender mejor sus derechos 
frente a eventuales abusos. 


Los sectores de utilidad pública 


En relación a los sectores de monopolios naturales o de utilidad pública, du- 
rante los 90 se impulsó el debate y la constitución de diversos grupos de tra- 
bajo público-privados con el objetivo de perfeccionar esa institucionalidad 
y sobre todo, estimular la competencia y el libre acceso a los mercados. Esta 
política obedeció al reconocimiento de que la regulación también tiene fallas, 
como la existencia de asimetrías de información entre regulados y regula- 
dores y los riesgos de captura empresarial y captura política. Por lo tanto, 
mientras más abierta y fluida sea la competencia, menor necesidad hay de 
intervenciones discrecionales de la autoridad que podrían provocar ineficien- 
cias o inequidades. 

Para apoyar este objetivo es indispensable facilitar la entrada de com- 
petidores en segmentos potencialmente competitivos y el acceso a las redes de 
cualquier operador interesado en participar. Al mismo tiempo, se ha tratado 
de asegurar una determinada combinación de rentabilidad/ riesgo que permita 
los menores precios y mayor calidad de oferta para los consumidores. Con el 
desarrollo de estos sectores, se han constituido tanto empresas grandes como 
medianas, unas oferentes de servicios y otras distribuidoras y usuarias, unas 
contratantes y otras contratistas (por ejemplo, una empresa de telefonía fija 
local versus otra de larga distancia), pero con la característica de tener que 
actuar en red. 

Como los intereses privados derivados de estas estructuras de mercado 
son diferentes, la regulación tiene muchos interlocutores, con distintos grados 
de poder de negociación y diferentes roles que desempeñar en mercados for- 
“osamente interconectados. Por su parte, los consumidores, los beneficiarios 
últimos, tienen muy poco poder de negociación debido a su atomización y falta 

* información. De modo que el Estado debe actuar supletoriamente en repre- 
sentación de estos últimos, aunque teniendo en cuenta que las empresas son 
Parte muy importante del sistema y sin una adecuada rentabilidad, podrían 
na incentivos para realizar las inversiones necesarias. Esta diversidad de 

€ participantes en estos mercados justificó que los gobiernos hubieran 


establecido sucesivas mesas de consulta y debates público- privados ç 
jeto de modernizar los marcos regulatorios. 

Un ejemplo elocuente al respecto fue la modernización de laz 
municaciones. La reforma a la ley general de telecomunicaciones, a h 
1994, fue el punto de partida de la modernización que tuvo el sector do 
los 90. Aspectos centrales e iniciales de esta reforma fueron la a Me 
competencia a las telecomunicaciones de larga distancia, gracias a ly u 
ducción del multiportador, que permitió la libre elección del servicio de t: 
distancia de los usuarios; y la resolución sobre la participación que t 
la empresa dominante (CTC) en el mercado local, en los nuevos segmen, 
del mercado que se abrirían y la correspondiente regulación. Abi, 
tecnológicos, con sus consiguientes regulaciones, permitieron un : 
to explosivo del número de líneas de telefonía fija y de teléfonos móvil, 
tradicional racionamiento para acceder a la telefonía llegó a su fin. Al mį 
tiempo, los usuarios se beneficiaron de una considerable disminución de y, 
precios, sin intervención estatal. Las tarifas de larga distancia bajaron en y, 
60% en los primeros años de funcionamiento. La introducción de la telefon 
celular y del sistema “quien llama paga” permitió un crecimiento explosivo y, 
estos aparatos, desde 36 mil en 1991 a más de 11 millones en 2006, y la baja de 
los precios de la telefonía fija. 

Al inicio del gobierno de la Presidenta Bachelet, se consideraba que 
existía una gran necesidad de abordar una nueva reforma sustantiva a la ins 
titucionalidad de las telecomunicaciones. Los rápidos cambios tecnológicos 
han dejado obsoleta la institucionalidad vigente, a juicio del subsecretario de 
Telecomunicaciones.!** El antiguo paradigma estaba basado en las comuni 
ciones segmentadas (por ej. telefonía local o telefonía de larga distancia), Se 
trataba de mercados diferentes y, por lo tanto, en algunos de ellos podía haber 
monopolios naturales y, en otros, competencia. El sistema regulatorio se basó 
en la tarificación en mercados monopólicos. Pero la revolución informática 
ha generado un alto grado de flexibilidad, interconexión y convergencia d 
distintos productos. Esto permite la sustitución instantánea; por ejemplo, b 
telefonía móvil ha venido sustituyendo a la fija. Además, a través de Intemė, 
es posible establecer comunicaciones mediante mensajes escritos, de voz, ode 
imagen. Esto está significando un retroceso de la participación de la 
fija en el mercado de las comunicaciones. Asimismo, el mercado de 
de larga distancia también va en descenso ante la competencia de las redes 
informáticas. Por lo tanto, los objetivos de las políticas deben adecuarse 
nueva realidad y facilitar la conectividad de los distintos sistemas, masas 
las oportunidades de acceso y asegurar la calidad. La regulación tradi 
las tarifas es ahora mucho menos relevante, porque la competencia $è 
tre nuevos productos alternativos que permiten la conectividad. Así, emeng" 


Mela 


114 Pablo Bello, en seminario efectuado en la Fundación Chile21, el 21 de noviembre de 200 
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también nuevos temas, entre los cuales son fundamentales: la protección de 
los consumidores, la calidad de los servicios, el derecho al reclamo. En el ámbi- 
yo más institucional, la separación de las funciones de regulación, fiscalización 
y formulación de políticas adquiere mayor importancia. 

Si el mercado de telecomunicaciones es muy susceptible a los cambios 
tecnológicos, otro sector emblemático de utilidad pública es el de energía, que 
depende mucho más de las fuentes de abastecimiento. Este mercado ilustra 
pien los problemas de las relaciones público-privadas y de la regulación eco- 
nómica. Es esencial para el abastecimiento de la energía que Chile necesita. 
La industria de la energía en nuestro país es privada, con algunas excepciones 
como ENAP. Por tratarse de un sector de competencia monopólica, el Estado 
regula este mercado. 

Aunque existen diferentes fuentes energéticas, como el agua, gas, car- 
bón, petróleo y, en mucho menor escala, energía solar y eólica, Chile ha depen- 
dido tradicionalmente de la energía hidroeléctrica y en un grado menor de la 
térmica. En 2006 se estimaba que un 70% estaba constituido por energía hidro- 
eléctrica y un 30% provenía de fuentes térmicas. La primera requiere grandes 
inversiones (tiempos de espera, alrededor de siete años entre el proyecto y su 
realización, cuando no hay mayores imprevistos) y tiene fuertes economías de 
escala; en cambio, la segunda requiere menor inversión y economías de esca- 
la, pero demanda combustibles que Chile no tiene, como carbón, gas natural 
o licuado. Además, la energía hidroeléctrica depende del régimen de lluvias, 
factor bastante aleatorio en Chile. Esto motivó que las autoridades, a mediados 
delos 90, buscaran el abastecimiento de gas natural desde Argentina, combus- 
tible más limpio y de menor costo en aquel momento. Se crearon grandes ex- 
pectativas para una solución definitiva, con una fuente energética más limpia 
y de menor precio relativo. En las principales ciudades del país las viviendas 
e industrias se conectaron a esta nueva fuente de energía. Sin embargo, el in- 
cumplimiento de los contratos por parte de Argentina provocó cortes de los 
suministros, los cuales son especialmente graves debido al alto crecimiento de 
la economía en años recientes. En definitiva, fue una apuesta fallida, porque 
se esperó que el gas natural pudiera ir reemplazando la energía hidroeléctrica 
como base de la oferta. Aunque Chile tiene abundantes fuentes de hidroener- 
ga, su dependencia del régimen de lluvias indujo a las autoridades a buscar 
otras alternativas. En el ínterin se produjo un clima de incertidumbre entre 
los inversionistas, a quienes les resultó muy difícil proyectar retornos a largo 
plazo bajo las cambiantes circunstancias del mercado. Asimismo, la ley vigente 
establecía plazos relativamente cortos para la vigencia de las tarifas fijadas. 

Hasta 2005, la institucionalidad regulatoria del sistema eléctrico regía 
legalmente desde los 80. Esta institucionalidad que, en muchos aspectos, se 
mantiene vigente, estaba constituida por la Comisión Nacional de Energía 
(cnn), el Ministerio de Economia, la Superintendencia de Electricidad y Com- 
npp (SEC) y el Centro Económico de Despacho de Carga (CEDC), orga- 

Smo integrado por las empresas generadoras y de transmisión, regulando 
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centralizadamente los despachos. Son tres los tipos de precios. 
marginal del generador que está en el margen de los aprovisiona, t 
CDEC), nudo o regulado (fijado por el Ministerio de Economía ën pto i 
modelo estocástico), con el que se determina el precio que Pagan ] ase ah 
midores residenciales y las pequeñas empresas, y el libre, en bage le O, 
contratos. Bra 
Aunque la necesidad de una reforma a esta institucionalidag 

planteado en diversas ocasiones (Blanlot 1993), y de hecho fue conside habi 
los inicios del gobierno de Frei, se concluyó que la reforma del reg] “Ed, 
la ley era más eficaz y viable que cambiar la ley misma, lo cual culming EN k 
de 1997. Algunos sectores empresariales ejercieron permanente oposi. Me 
la reforma de la ley, temerosos de un posible endurecimiento de la legij, "° 
reguladora. Sin embargo, subsistieron diversos problemas y limitaciones Mi 
nisterio de Economía, 2000): i 


i) Alta concentración de la propiedad y de los derechos de agua en q 
mento de generación. E 

ii) Debilidad de la instancia de coordinación de los sistemas interconeg, 
dos, el llamado Centro de Despacho Económico de Carga, CDEC. En yy 
normativa, no se contemplaba como criterio de decisión el interés ¿jp 
del sistema. En la práctica, tendió a prevalecer el interés de las empre 
sas dominantes, como quedó de manifiesto durante la crisis eléctrica de 
1999. No obstante, el reglamento eléctrico pudo ampliar la participación 
de las empresas generadoras. 

iii) Mecanismos de decisión respecto de los peajes y acceso al derecho de 
servidumbre sobre los sistemas de transmisión. 

iv) Indefiniciones de la regulación en el segmento de distribución, las quef 
cilitan que se pongan obstáculos a las empresas generadoras que quieren 
competir en la distribución, arrendando partes de estas redes, 


En el gobierno de Ricardo Lagos se avanzó hacia una nueva reforma 
de la institucionalidad eléctrica, “la ley corta” (I y II, de 2004 y 2005, res- 
pectivamente). Los objetivos de estas reformas fueron ampliar la banda de 
flexibilidad para el precio “nudo” (regulado) respecto del “libre” hasta en un 
30% (antes era de 5%) y permitir contratos de largo plazo entre generadores 
y consumidores a precios libres de subasta (ver OCDE, 2005, p.123). La nuen 
ley permitió contratos a 15 años plazo, lo cual garantizaba a las empresas ts 
tabilidad de precios reales a largo plazo, condición necesaria para poder h- 
cer inversiones que maduran lentamente. En ausencia de esta característica 
y ante la incertidumbre que se cernió sobre el mercado por la diversificación 
de fuentes de energía, variedad de tecnologías y diferencias en los precios 
de las distintas fuentes, las inversiones se paralizaron, generándose así W 
rezago peligroso de la oferta, cuyos efectos se sufrirán en los próximos años 
si las condiciones hidrológicas son negativas. En definitiva, esta reforms 
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„scaron fundamentalmente asegurar los suministros de energía a largo pla- 
„o, aunque aceptando mayor flexibilidad de precios para los usuarios, lo cual, 
dadas las circunstancias de escasez, significa encarecimiento de la energía. 

Este marco normativo y las nuevas condiciones del mercado han esti- 
mulado a las principales empresas a la inversión, formulando ambiciosos pro- 

tos hidroeléctricos. Se estima que hacia el 2015 la demanda eléctrica se 
duplicará, requiriéndose unos 12.500 Mwh adicionales a la capacidad de 2005. 
para enfrentar esta demanda, las empresas eléctricas preparan proyectos, es- 

almente en la región de Aysén, donde hay importantes reservas hidroeléc- 
tricas. Pero esto ha suscitado oposición de diversos sectores por consideracio- 
nes ambientales y turísticas, revelándose así la complejidad de este tema y la 
multiplicidad de impactos a ser incorporados en la evaluación de proyectos de 
tamaña envergadura. 

Desde el punto de vista de los consumidores, entre los principales be- 
neficios del desarrollo del sector se cuentan: el aumento del consumo en más 
del doble entre 1990 y 2004, gracias a un incremento de la capacidad instalada 
de 2,7 veces entre esas fechas (OCDE, 2005, p. 124); mayor cobertura de la elec- 
trificación rural, que pasó de un 58% en 1992 a un 90% en 2003; y, disminu- 
ción transitoria del precio nudo (regulado) de la electricidad desde $ 8.000 a 
$6.50 en valores reales, para un consumo de 140 Kwh/mes, entre 1990 y 2004 
(Saavedra, 2005, pp. 448-450). Pero desde fines de 2003 el precio ha tenido que 
subir debido a los cortes de suministro de gas natural de Argentina, lo que ha 
obligado a recurrir a fuentes más caras de energía. Se estima que entre 2000 y 
2006 el precio de la electricidad pagada por el consumidor final ha aumentado 
en un 65% en términos reales.!!5 Estos aumentos han incentivado un mayor 
ahorro permanente de consumo, que Galetovic estimó en un 8% para el con- 
sumo residencial y de un 15% para el no residencial (Galetovic, 2006). De paso, 
esto demuestra que el mercado funciona cuando los precios se ajustan a la 
realidad de la oferta y la demanda y las normas regulatorias que fijan las tarifas 
contemplan estas posibilidades de ajuste. 

-En conclusión, la modernización de la institucionalidad regulatoria ha 
sido un objetivo relevante de la política económica de largo plazo. La prolife- 
ración de conflictos entre empresas y usuarios en los sectores de monopolios 
naturales, cambios tecnológicos, internacionalización de la oferta de muchos 
deesos servicios y entrada de importantes inversionistas extranjeros al merca- 
ias de los servicios de utilidad pública justifican la puesta en marcha 
Pros de revisión del sistema regulatorio. Una característica de esta 
qe E estimular la competencia en los mercados donde sea posible y 
Pe alo permita. Ello ha dado buenos resultados en términos de hacer 

a competencia, pero subsisten espacios donde la regulación directa 


Y FI Mercuri ; 
Energa wirio, 28 de septiembre de 2006, p. B10, en base a datos de la Comisión Nacional de 
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es necesaria, ya que esta fija las reglas del juego generales de sistemas 
ductivos interdependientes que deben coordinarse. La eficiencia genera] q, 4 
economía depende muy directamente de que los servicios de utilidad púp); a 
operen con eficacia, calidad y a precios que reflejen los verdaderos costo, de 
producción y de capital. 


Evaluación de la institucionalidad reguladora 


Un estudio de la OCDE sobre la economía chilena, compara los componente; 
del marco regulatorio chileno con el de otros países, concluyendo que el de 
Chile es más restrictivo que el de los países desarrollados, como conjunto, perg 
algo menos que el de los países emergentes (OCDE, 2003, Cuadro 22). Esta; 
restricciones se refieren al control estatal de la economía (a través de la pro. 
piedad pública o del control de información en servicios de utilidad pública), ą 
las barreras a la iniciativa empresarial (sistemas de licencias y permisos), a las 
barreras al comercio y a la inversión (procedimientos discriminatorios), a las 
regulaciones de estructuras económicas (servicios de utilidad pública y de mo- 
nopolios naturales), a las regulaciones de conductas económicas (conductas 
monopólicas o monopsónicas) y de la competencia. Por cierto, la intensidad 
de estas es distinta (en algunas es muy baja, como los aranceles al comercio 
exterior; y, en otras, muy alta, como en las barreras a la creación de empresas, 
al parecer las más significativas). 

Durante los 15 años de gobiernos concertacionistas este proceso ha te- 
nido una intensa modernización, al mismo tiempo que ha puesto el foco en el 
bienestar de los consumidores. Al decir de la OCDE, durante los años 70 y 80 
el objetivo principal de las políticas regulatorias fue liberalizar y asegurar la 
libertad de las empresas. Desde los 90, el objetivo ha pasado a ser la eficiencia 
económica y social. 

El mismo estudio reconoce que, a pesar de que ha habido progresos y 
modernizaciones en el sistema regulatorio chileno, todavía quedan muchos 
vacios y mejoramientos necesarios. Esto es lo que se conoce como refor- 
mas microeconómicas que, a juicio de muchos analistas, se han retrasado en 
comparación con las macroeconómicas. Estos retrasos se explican en primer 
lugar, porque la mayoría de las reformas de mercado no se hicieron en sin- 
tonía con las reformas institucionales y de marcos regulatorios. Se confió 
en que liberalizando mercados, prevalecería la competencia y la eficiencia. 
Pero, como lo demuestra la teoría económica moderna, los mercados libres 
no son garantía per se de eficiencia económica. Además, muchas de esas re- 
formas, y sobre todo las privatizaciones de empresas públicas, se hicieron 


en forma poco transparente, facilitando posiciones dominantes y comporta- 
mientos abusivos. 
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fi sistema de concesiones de obras públicas 


pj sistema de concesiones de obras públicas ilustra un mercado muy dinámico, 
en el cual los negocios se realizan fundamentalmente entre el Estado y las em- 
presas privadas licitantes. 

Tradicionalmente la construcción de bienes públicos: caminos, carre- 
teras, puentes, puertos o aeropuertos era responsabilidad directa del Estado, 
tanto en el financiamiento como en la construcción y mantenimiento de las 
obras. Pero, a principios de los 90, la infraestructura física del país había sufri- 
do considerables deterioros y falta de inversión en las dos décadas preceden- 
tes, por lo que se requerían, en forma urgente, cuantiosas inversiones. Pero el 
Estado no estaba en condiciones financieras y de gestión para abordar este ob- 
jetivo, por lo que se decidió incorporar al sector privado como actor central de 
esta política. El cambio más relevante consistió en que, en adelante, los usua- 
rios deberían pagar por el uso de esos bienes públicos. Se diseñó, así, el sistema 
de concesiones de obras públicas, en el cual el ministro de Obras Públicas de la 
época, Carlos Hurtado, tuvo destacada participación." 

El sistema se basa en la venta por parte del Estado de proyectos de in- 
versión en infraestructura, los cuales se deciden en función de un compro- 
miso que combine el interés social y la viabilidad económica. Por tratarse de 
inversión privada, obligada a autofinanciarse a largo plazo, los usuarios serán 
quienes deban contribuir mediante el pago de la tarifa. La sociedad pierde la 
gratuidad tradicional de estos bienes públicos, pero gana un servicio de infra- 
estructura de calidad, con beneficios tales como ahorro de tiempo, combus- 
tible y riesgos. El fundamento de equidad consiste en que como estos bienes 
públicos benefician sólo a algunos sectores sociales (algunos usuarios), no se 
justifica que la sociedad toda pague el costo a través de los impuestos genera- 
les, como fue tradicional. Por medio de este sistema se ha desarrollado uno de 
los mercados más dinámicos desde los años 90, con una inversión total acu- 
mulada estimada en 8 mil millones de dólares hasta 2006 (Hurtado, 2006). La 
oferta de estos bienes públicos ha crecido a tasas muy altas. 

La mecánica del sistema se basa en generar una competencia entre las 
empresas interesadas, mediante un proceso de llamado a licitaciones por parte 
del Ministerio de Obras Públicas y en el cual los postulantes a la adjudicación 
de la obra hacen una oferta que incluye monto de la inversión, costos de la 
misma, calidad de la infraestructura, sistemas de protección a los usuarios, 
modalidad de gestión de la concesión, tarifas a cobrar a los usuarios y, even- 
tualmente, subsidios demandados al Estado para garantizar una rentabilidad 
determinada. Un aspecto muy importante es la necesidad de que el Estado se 
Proteja frente al riesgo de la asimetría de información. En efecto, la primera 


"Ver por ejemplo, el trabajo de Hinojosa (2003), donde se discute el desarrollo de la infraestruc- 
lura a través del sistema de concesiones y la institucionalidad que la respaldó en los años 90. 
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prioridad para el Estado es que la empresa concesionaria dé garantías de 

vencia financiera y técnica, ya que se trata de un contrato a largo plazo, |, 
presa sabe mucho mejor que el Estado cuáles son sus fortalezas y debilidag de 
interesada por la concesión tenderá a sobreestimar las primeras y subesti, i 
las segundas. De ahí que el proceso de licitación debe tener varias (ases, ind. 
yendo incentivos y desincentivos para producir una información fidedigna k 
garantice las responsabilidades que se asumen. f 

Otra dificultad que ha debido enfrentar el Estado es la insuficiente G 
pacidad institucional y técnica para gestionar el sistema. Fue necesario recur, 
al mercado de consultorías externas, lo que generó un escenario con situacig. 
nes de dudosa legalidad, que dieron origen a acusaciones de fraudes, pagos q, 
sobresueldos y eventuales corrupciones en los contratos. Este episodio rey. 
ló las falencias administrativas del Estado para innovar institucionalmente 
enfrentar una necesidad social de alta prioridad como era el aumento de y, 
inversión en obras públicas, que había sufrido una fuerte decadencia en los 2 
años anteriores a 1990. 

Una tercera fuente de dificultades fue la práctica de muchas empresas 
concesionarias de demandar modificaciones de contratos una vez pactados, 
con el argumento de que se hacía necesario realizar obras complementarias no 
consideradas inicialmente. Esta práctica se presta a abusos ya que por esa vía 
las empresas pueden subestimar los presupuestos con los cuales compiten en 
las licitaciones, para después exigir renegociaciones presupuestarias. El minis- 
tro Bitrán asumió en 2006 el compromiso de perfeccionar la institucionalidad 
del Estado, especialmente en cuanto a la transparencia del sistema de conce- 
siones y la nitidez de los compromisos asumidos por las partes, imponiendo 
nuevas licitaciones competitivas cuando se presente la necesidad de agregar 
obras complementarias. 


La protección del trabajo y la competitividad 


Otro tema del entorno microeconómico que enfrentan las empresas se refiere 
a la institucionalidad laboral. Aunque está diseñada especialmente para darles 
protección a los trabajadores en sus negociaciones con las empresas, la misma 
tiene directa incidencia en la competitividad.” La globalización está afectan- 
do directamente, y de varias maneras, las condiciones del mercado del trabajo. 
En primer lugar, al imponerle al país nuevas exigencias de competitividad, e 
costo del trabajo es muy decisivo en la conformación de las ventajas competi- 
tivas que el país tiene que ir desarrollando. La institucionalidad laboral afecta 
el costo del trabajo, no sólo por el nivel de remuneraciones, sino porqué las 


'” Por sus implicancias sobre la cohesión social, este tema se tratará más ampliamente en el capt- 
tulo IX. 
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garantías adicionales que acompañan los contratos laborales (seguro de des- 
empleo, indemnizaciones por años de servicio, limitaciones para el despido, 
normas de seguridad en el trabajo, programas de capacitación, fueros sindica- 
les, etc.) representan costos adicionales a los salarios. 

Pero, en segundo lugar, el costo del trabajo para la empresa no está 
determinado sólo por los costos laborales directos e indirectos, sino también 

r la productividad del trabajo. A un determinado costo laboral directo, 
mientras más alta sea la productividad, menor será el costo real del trabajo. 
por lo tanto, cuando aumentan los pagos al trabajo no necesariamente se 
incrementa el costo de producción si la productividad crece a un ritmo pro- 

orcional. 

En tercer lugar, la globalización no sólo significa más competencia en 
los mercados en función de los costos de producción, sino también en función 
de los estándares de calidad, ambientales y sociales de los procesos produc- 
tivos. Los mercados de los países desarrollados, a los cuales Chile está acce- 
diendo gracias a los tratados de libre comercio, incorporan cada vez más esos 
estándares como criterios de decisión en sus formas de consumo. Ello se debe 
a la mayor conciencia social desarrollada entre los consumidores respecto de 
los efectos sociales y ambientales de la producción. En parte, esta conciencia 
refleja una nueva ética del consumo, pero en parte también es promovida por 
la publicidad de las empresas competidoras en esos países, que sospechan de 
la entrada masiva de países en desarrollo a mercados que hasta hace algunos 
años eran privativos de ellas, Suelen argumentar que las ventajas competiti- 
vas son producto de un dumping social o ambiental, que les permite producir 
a menores precios porque no respetan los estándares comunes en los países 
desarrollados. De hecho, con ocasión de los tratados de libre comercio este 
fue un tema bastante conflictivo en las negociaciones de Chile con Canadá, 
Estados Unidos y la Unión Europea. Se llegó al acuerdo de que por lo menos, 
Chile debería respetar los estándares actualmente vigentes en el país. Esta es 
una señal de que nuestros socios comerciales están atentos a estos estándares 
y que una relajación al respecto no sería bien vista en esos mercados y podría 
dar lugar a la aplicación de represalias comerciales. 

Pero la cuestión central desde el punto de vista de la competitividad 
es que las empresas requieren más flexibilidad tecnológica y productiva para 
adaptarse permanentemente a los cambios de los mercados. La mayor inter- 
dependencia con el resto del mundo significa que las empresas chilenas se ven 
permanentemente expuestas a cambios en las preferencias de consumidores 
muy distintos, a cambios en las fortalezas de otros competidores (por ejem- 
plo, en la producción agroindustrial Chile compite fuertemente con países 
como Argentina, Uruguay, Australia, Nueva Zelandia, Sudáfrica, todos los 
cuales están haciendo esfuerzos similares de adaptación), a las incidencias de 
los medios de transporte internacionales, a los precios relativos de insumos 

ásicos como el petróleo, por señalar algunos factores. Si frente a estas exi- 
Bencias de adaptabilidad, las estructuras internas de producción y de costos 
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son muy rígidas, las empresas quedan vulnerables y, eventualmente, 
perder mercados y con ellos, los empleos que generan. 

Se desprende la necesidad de abordar la cuestión de la institucion. 
dad laboral en forma equilibrada y creativa, reconociendo que la misma doy, 
recoger en la forma más consensuada posible tanto las implicancias para y, 
competitividad como para la protección del trabajo. No es tolerable ni ética y; 
políticamente que la competitividad se logre a costa de sacrificar estándares 
básicos de protección a los trabajadores. Como tampoco es posible impone, 
normas de protección social con desconocimiento de sus efectos en la compe. 
titividad de las empresas, las cuales, en última instancia, podrían recaer en los 
mismos trabajadores, al vulnerar las posibilidades de empleos.!** 


Pueden 


El medio ambiente entra por la puerta ancha de la competitividad 


Uno de los cambios más relevantes en los enfoques sobre productividad de 
las últimas dos décadas es la incorporación de los efectos ambientales a las 
funciones de producción. Estos siempre han existido, pero la novedad es que 
ahora son cada vez más relevantes, tanto desde el punto de vista de la com- 
petitividad internacional como del bienestar de la población, actual y futura. 
En todos los sectores de la economía la producción de bienes y servicios ge- 
nera externalidades negativas (y, a veces, positivas) sobre el medio ambien- 
te, entendiendo por tal el espacio físico, el aire, la tierra, las aguas marinas 
y las dulces, el borde costero, etc. El caso más evidente es el de la industria y 
la minería, actividades intensivas en uso de componentes químicos y tecno- 
logía pesada. Pero la agricultura no se exime porque genera agotamiento de 
los suelos, erosión, contaminación por fertilizantes químicos. Incluso algunos 
servicios modernos contribuyen también a la contaminación del espacio físi- 
co: transporte, telecomunicaciones y transmisión de energía, contaminando 
visualmente el espacio con sus redes de cables, postes y otros elementos de 
transmisión. Con el crecimiento económico de los países, las escalas de pro- 
ducción han aumentado notablemente y con ellas, los efectos contaminantes, 
los cuales se han ido convirtiendo en un mal social. Como la contabilidad del 
producto nacional considera sólo los incrementos de producción e ingresos, 
sin descontar los efectos negativos sobre el ambiente y los recursos naturales, 
el valor neto de la producción es inferior al que registran esas cuentas, Cuando 
esos efectos no eran tan significativos o muy localizados, tenían relativamente 
poca importancia general, pero a medida que se generalizaron, sus efectos yè 
no son insignificantes. 

Pero la cuestión sustantiva desde el punto de vista de las políticas pú- 
blicas, aparte de los problemas de medición, es cómo controlar y minimiza! 


1» Ver capítulo IX. 
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tales efectos. Sus implicancias son globales, por ejemplo, el efectu invernadero 
está produciendo un calentamiento global del planeta que puede tener conse- 
cuencias desastrosas para las futuras generaciones. A nivel local, las mismas se 
dejan sentir cada vez con mayor peso. Quienes más sufren son los grupos más 
pobres de la población, porque, en primer lugar, no disponen de los recursos 
para mitigar la contaminación de su entorno. En segundo término, van siendo 
relegados a los espacios físicos más contaminados debido al menor precio de 
la tierra respecto de los lugares mejor preservados. Y, por último, estos grupos, 
al carecer de suficiente capital humano, disponen de menos recursos tanto 
humanos como culturales para adecuar sus hábitos de vida (por ejemplo, estos 
sectores utilizan más intensamente la leña para calefaccionar sus hogares que 
los sectores de altos ingresos, quienes disponen de tecnologías menos conta- 
minantes). 

Como estos problemas se generan a largo plazo, hasta no hace mucho 
las políticas públicas no se habían abocado a explicitar los costos ambientales. 
La gravedad de algunos de estos efectos (por ejemplo, la contaminación del 
aire en las grandes ciudades de Chile, el calentamiento global por el efecto 
invernadero, el envenenamiento de suelos y aguas por desechos de la industria 
minera en el norte) ha creado una conciencia política y valórica, inexistente 
hace 20 años. Tampoco había una política pública integral. Hasta 1990 la le- 
gislación ambiental fue sectorial y reactiva. En realidad, hasta los años 70 no 
existía tampoco una conciencia internacional sobre los efectos ambientales del 
desarrollo. Con todo, se han identificado unas 1.300 disposiciones jurídicas 
con relevancia para el medio ambiente, algunas de las cuales incluso datan de 
1916 (Camus y Hajek, 1998). 

El concepto del desarrollo sustentable se origina a partir de los años 60 
y está presente en diversos acuerdos internacionales. En Chile los gobiernos de 

años 60 tomaron las primeras iniciativas, de carácter sectorial, para com- 
batir algunos efectos ambientales del desarrollo industrial. En 1960 se estable- 
ció un Plan Regulador Intercomunal de la ciudad de Santiago para abordar el 
crecimiento urbano desordenado que estaba ocurriendo. Y en 1970 se creó la 
primera Comisión contra la contaminación ambiental, aunque tuvo una dura- 
ción efímera, de pocos años. En el ámbito sectorial, también en los años 60 se 
comenzó a implementar una política forestal, ante la evidencia de la erosión 
que estaban sufriendo los terrenos en diversas zonas del centro-sur del país. 
| gobierno del Presidente Frei Montalva impulsó un plan de reforestación 
(1967), apoyado por una Corporación de Reforestación, creada en 1969, y por 
una política de créditos de la CORFO para financiar las plantaciones. En esos 
años se desarrolló también un plan de protección contra los incendios fores- 
tales (Camus y Hajek, 1998). Posteriormente, el gobierno militar estimuló las 
Plantaciones forestales con el objetivo de sustentar el desarrollo exportador, y 
ab ello se implantó un subsidio a las forestaciones. Pero esta política tuvo un 
“Balivo impacto en el bosque nativo, el cual comenzó a ser talado para iniciar 
Nuevas plantaciones comerciales beneficiadas con el subsidio. Desde entonces 
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ha habido un intenso debate nacional acerca del dilema entre la CONSCTVag; 
del bosque nativo y las plantaciones forestales. En los años 90 comenzó isi 
gislarse para desarrollar una política de incentivos y manejo sustentable de 
bosque nativo. l 

La pesca es otro sector intensivo en recursos naturales que ha pas 
por diversas etapas en cuanto a los impactos ambientales de su desarrollo, Est 
sector tuvo un extraordinario crecimiento a comienzos de los años 60 Bracia 
a una política de franquicias tributarias para incentivar su desarrollo. Sin em. 
bargo, en pocos años se produjo la sobreexplotación de la anchoveta, ey, d 
norte del país, a la que siguió el colapso del recurso. Las primeras regulaciones 
tendientes a racionalizar la explotación pesquera fueron la Ley sobre Indy. 
tria Pesquera y sus derivados, de 1983, las regulaciones para la pesca pelágic, 
en la 1, II y VII Regiones, de 1986, la Ley General de Pesca y Acuicultura dẹ 
1989 y sus modificaciones de 1992 (Camus y Hajek, 1998, p. 40). El problem, 
central abordado por estas regulaciones es el control de la pesca pelágica a fin 
de lograr sustentabilidad de los recursos, asignación de los derechos de pesca 
compatible con derechos adquiridos, criterios de eficiencia y equidad distrib. 
tiva, y estímulos para el aumento de la inversión y la innovación tecnológica ą 
través del mercado. | 

Desde 1990 comenzó a definirse una política ambiental sistémica y pre- 
ventiva, acompañada de la institucionalidad correspondiente. En junio de ese 
año se creó la Comisión Nacional del Medio Ambiente, CONAMA, a la que se le 
asignó la tarea de definir una nueva legislación. Se consideraron dos modelos 
institucionales: un Ministerio versus una comisión coordinadora de los demás 
Ministerios en los temas ambientales. Prevaleció esta última postura, en base 
a la idea de que los temas ambientales involucran a todas las carteras ministe- 
riales y que la responsabilidad de gestionar la política ambiental no puede ser 
labor de una en particular, sino de toda la institucionalidad pública. Además, 
con el objetivo de darle más poder de decisión, se decidió su localización cer- 
cana a la Presidencia de la República. 

La primera iniciativa de CONAMA fue el Plan de Descontaminación de 
Santiago. Luego se comenzó a implementar el plan de evaluación de impactos 
ambientales de los proyectos de inversión, que tuvo primero un carácter vo- 
luntario para las empresas, hasta que hubiera ley. Pero ya el Banco Mundial yel 
BID exigían esas evaluaciones a los proyectos a los que daban financiamiento. 

Cabe notar que la constitución oficial de la CONAMA y la formulación 
de la Ley de Bases del Medio Ambiente (1994), que constituye la ley marco, 
contó con un alto nivel de consenso gobierno-empresarios, no así otras le 
gislaciones reguladoras del ambiente de sectores específicos, como la ley de 
pesca y la ley del bosque nativo, las cuales han suscitado mucha controversia 
y disensos (O'Ryan y Escudero, 1997, p. 75). Aunque la CONAMA y la ley de 
Bases fueron un importante avance, tienen insuficiencias: 1) los instrumen- 
tos están orientados principalmente a los aspectos más visibles del medio 
ambiente; 2) carecen de una visión sistémica, que integre otros aspectos 
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desarrollo de importante influencia en el medio ambiente: la política energé- 
tica y de transportes, las situaciones de pobreza, del desarrollo urbano. En la 
Región de Los Lagos tres cuartos del consumo de leña proveniente del bos- 
que nativo se usa como combustible por los sectores más pobres. Todos estos 
temas se manejan con visiones sectoriales; 3) dificultades de coordinación de 
los Ministerios. Cuando hay conflictos entre objetivos, predominan las prio- 
ridades sectoriales antes que las ambientales; 4) débil capacidad fiscalizadora. 
Un experto cercano a la CONAMA ha notado que se trata de “una institución 
de gobierno discutida por sí misma, vista por muchos como carente de legiti- 
midad de origen y funcionamiento (...) en vez de ser un espacio de encuentro 
para resolver los grandes temas que conlleva el desarrollo y la globalización, 
constituye un punto de desencuentro, una materia a tratar en sí. La institu- 
cionalidad ambiental es materia de debate, en vez de representar un espacio 
de debate” (Pérez, 2003). Entre las principales causas de esto, a juicio de este 
autor, están las aspiraciones de algunos sectores de avanzar más rápidamente 
en la política ambiental, en base a convicciones valóricas más que a princi- 
pios de responsabilidad política; los errores de algunas autoridades políticas 
que han sobrepasado las decisiones técnicas en la evaluación ambiental de 
proyectos de inversión y los diferentes enfoques de la clase política chilena 
respecto del tema. En otras palabras, se ha desarrollado una institucionalidad 
y una política, pero se han ido alejando del consenso original. 

El principal aporte de la Ley sobre Bases Generales del Medio Am- 
biente es introducir varios instrumentos de gestión ambiental inexistentes en 
el país hasta su aprobación, tales como el Sistema de Evaluación de Impacto 
Ambiental, normas de Calidad Ambiental primarias y secundarias, Normas de 
Emisión, y responsabilidad civil por daño ambiental, entre otras. El principal 
de estos instrumentos es la Evaluación de Impacto Ambiental, que tiene por 
objeto predecir o anticipar los efectos negativos que generará una determinada 
inversión sobre el medio ambiente, de modo de tomar las medidas necesarias 
para su mitigación, compensación o reparación. 

Aunque el Sistema de Evaluación de Impactos se ha venido perfeccio- 
nando y su uso está generalizado, no ha estado exento de dificultades y críti- 
Cas, provenientes tanto de los empresarios como de los grupos ecologistas. La 
principal crítica de estos últimos es que intervienen autoridades políticas no 
necesariamente competentes para evaluar esos informes, o incluso, que pue- 
den estar influidos por intereses sectoriales propios de su gestión. Adicional- 
mente, se aduce una insuficiente participación ciudadana, especialmente en la 
etapa de formulación de los términos de referencia de los estudios de impacto 
ambiental. Por el lado del sector privado, se critica la rigidización y lentitud de 
los procesos de inversión que las evaluaciones acarrean. Otras debilidades no 
Menores se refieren a que la ley no ha definido las normas de calidad ambien- 
e que deberían regir los límites de las emisiones tolerables, razón por la cual 
y avía existen numerosas ambigüedades en la normativa que originan, a su 

% discrecionalidad y politización de las decisiones; no son suficientemente 
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rigurosos los procedimientos de medición y monitoreo de los electos ambien. 
tales, enfatizando las consecuencias señaladas; existen resquicios que per. 
ten que proyectos relevantes puedan eximirse de las evaluaciones de impacto; 
se carece de un sistema de evaluaciones que califique los proyectos en el marca 
de planes regionales estratégicos; el sistema adolece de suficientes poderes fiş- 
calizadores para sancionar los incumplimientos; inexistencia de personal idú. 
neo, especialmente en relación a la capacidad de las empresas para contratar 
personal especializado (Pérez, 2003). Por todo lo anterior, la institucionalidad 
vigente al año 2005 contribuía a la falta de credibilidad y desconfianza de los 
actores sociales. Esto incentivó las críticas provenientes de diversos ámbitos 
socio-políticos y estimuló una revisión de la institucionalidad por parte de la 
Presidenta Bachelet, tendiente a crear el Ministerio del Medio Ambiente. 

Desde el punto de vista de resultados, el balance es mixto. Por una 
parte, se constata que, a lo largo de los años 90, la institucionalidad y las 
políticas ambientales han estado operando con relativo éxito en algunos ob- 
jetivos específicos (Pérez, 2003; ver también Del Fávero y Katz 1999, p. 270), 
Pero estos éxitos parciales no deben ocultar que el sistema de regulación am- 
biental presenta importantes falencias, algunas de las cuales han hecho crisis 
recientemente. El caso más conspicuo ha sido el que debió afrontar Celulosa 
Arauco a raíz de la muerte masiva de cisnes en Valdivia. Aunque no quedó 
demostrado fuera de toda duda científica que los desechos de esta industria 
fueran la causa directa de la mortandad de aves, en la opinión pública quedó 
instalada la percepción de que la empresa sobrepasó los límites de tolerancia 
respecto de la producción de contaminantes en una zona caracterizada por 
una naturaleza pristina. 

Un amplio informe sobre el estado del medio ambiente en Chile plantea 
que “la modalidad de desarrollo sigue teniendo un alto grado de insustenta- 
xilidad, continuando con los altos costos ambientales de las transformacio- 
1es derivadas del desarrollo” (1NAP, 2002, p. 14). Áreas específicas donde se 
detectan importantes falencias son las del uso del agua, el bosque nativo, los 
-cosistemas marinos, la erosión y desertificación de los suelos, la conservación 
le la diversidad biológica y la generación de energía (INAP, 2002; ver también 
CDE-CEPAL, 2005). 

Adicionalmente a la institucionalidad medioambiental general, existen 
diversas instancias reguladoras sobre sectores y recursos específicos, como los 
ecursos forestales, pesqueros, borde costero, y utilización de contaminantes 
del aire, tierras y aguas. 

La mayor conciencia internacional sobre los problemas ambientales ha 
:ontribuido también al desarrollo de nuevas instituciones y compromisos que 
Juscan asegurar la sustentabilidad del desarrollo. Chile ha suscrito un impor- 
ante número de tratados multilaterales, tanto por su calidad de miembro de las 
Naciones Unidas como por los acuerdos comerciales bilaterales firmados y que 
mponen obligaciones ambientales. Se pueden señalar el Convenio de Viena y 
l Protocolo de Montreal para la protección de la capa de ozono (ratificados en 
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1990), el Convenio de Basilea SODfe transportes de desechos peligrosos, ratifi- 
cado en 1992 y una sucesión de otros tratados que culminan con el Protocolo 
de Kyoto, ratificado en 2002, sobre el cambio climático y la estabilización de los 
ses con efecto invernadero. Este último se puede considerar la base institu- 
cional sobre la cual se ha comenzado a desarrollar el mercado de certificados 
sobre control de gases con efecto invernadero mejor conocido como mercado 
de carbono. Este consiste en un incentivo económico obtenido por las empre- 
sas que introducen cambios tecnológicos destinados a mitigar la emisión de 
gases. Esos incentivos son financiados por las firmas que no pueden introducir 
esos cambios tecnológicos. Unas y otras tienen que evaluar los costos de efec- 
tuar cambios tecnológicos, en relación a los beneficios que pueden obtener a 
través de este mecanismo. De este modo, se produce un intercambio financie- 
ro entre empresas que mitigan y las que no lo hacen, con el resultado de que a 
nivel planetario se tiende a la estabilización. Por cierto, el mercado está muy 
regulado a través de la institucionalidad que creó el Protocolo, que intermedia 
en el proceso y establece las condiciones de elegibilidad, verificación y acredi- 
tación de los efectos alcanzados. Esto impone que el proceso tenga altos costos 
de transacción, por lo que es de difícil acceso para las empresas más pequeñas 
(Castillo, 2006). 
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Capítulo VII 


TRANSFORMACIÓN DE LAS CAPACIDADES 
COMPETITIVAS 


Chile no ha logrado llevar a cabo una transformación estructural completa, lq 

que resulta clave a la hora de convertirla en una nación cuyo crecimiento se base en lq 
tecnología, 

Jeffrey Sachs!» 


En el contexto de una economía progresivamente globalizada, el sostenimiento 
de una alta tasa de crecimiento económico a largo plazo requiere un aumento 
de la productividad. Esta es la base de la competitividad internacional y del 
desarrollo exportador, pilar indiscutido del modelo económico chileno. El alto 
ritmo de crecimiento económico y de las exportaciones ha sido posible por el 
aprovechamiento de amplios recursos naturales, que han permitido diversificar 
la estructura de producción e incorporar actividades de alto potencial produc- 
tivo, aunque subexplotadas. Incluso ha sido posible incorporar valor agregado 
y nuevas tecnologías en actividades productivas basadas en recursos naturales, 
como la fruticultura, el vino fino y el cultivo del salmón, entre otras. 

Sin embargo, es claro que esta fuente específica de crecimiento es limi- 
tada en una perspectiva de largo plazo, porque las tendencias de la demanda 
internacional se orientan predominantemente hacia sectores de servicios de 
tecnologías avanzadas (Moguillansky, 2000; Sachs, Larraín y Warner, 1999). 
Por esto, los gobiernos de la Concertación le han asignado una alta prioridad a 
la estrategia de desarrollo productivo, cuyo objetivo principal ha sido estimu- 
lar los aumentos de productividad y la modernización económica en sectores 
rezagados, como la pequeña y mediana empresa de las diferentes regiones del 
país (Landerretche Gazitúa, 1997). 

En este orden se ha planteado un problema importante dentro la ló- 
gica de adaptación del sistema de mercado al modelo concertacionista de 
desarrollo. El modelo de mercado competitivo clásico supone una empre- 
sa representativa, lo que implica el supuesto adicional de homogeneidad de 
las empresas que compiten. Esto justifica la ley de la competencia que lleva 
al desplazamiento de las empresas menos eficientes. Sin embargo, y como 
lo planteó Schumpeter a principios del siglo XX, y después otros autores 


"Jeffrey Sachs, entrevista en El Mercurio, 19 de diciembre de 1999 
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contemporáneos, las empresas no son homogéneas. Por el contrario, existe 
yna alta heterogeneidad entre ellas, e incluso en una misma industria, y esto 
se debe no sólo a problemas de eficiencia de la gestión, sino a diferencias 
estructurales en el acceso a los recursos de capital, capital humano, tecno- 
logia financiamiento. Estas diferencias no se distribuyen al azar sino que 
corresponden a desigualdades sistémicas y de oportunidades relacionadas 
con la estratificación social, factores hereditarios que producen desigualda- 
des de origen, y diversas formas de discriminación social. De esta manera, la 
competencia es muy desigual. Al mismo tiempo, es claro que los mercados 
muestran imperfecciones y fallas, las cuales también distorsionan los incen- 
tivos e impiden que los recursos fluyan hacia donde puedan tener una alta 
rentabilidad social. De hecho, las fallas de mercados suelen afectar más pro- 
fundamente a las empresas más desfavorecidas en su dotación de recursos. 

Las fallas de mercado relacionadas con la inequidad o propiedad de los 

factores productivos han sido reconocidas desde siempre. Pero también exis- 
ten otras fallas importantes relacionadas con la asignación de recursos, vale 
decir, fallas de eficiencia. Las que fueron más tradicionalmente reconocidas 
son aquellas de competencia o monopolio, y la existencia de externalidades, 
que son beneficios sociales no susceptibles de transacciones individuales. Pos- 
teriormente se han reconocido fallas dinámicas, relacionadas con el aumento 
de la productividad, como innovación tecnológica, educación y disponibilidad 
de información. Aunque estos beneficios también producen externalidades, se 
caracterizan porque su producción requiere de un gasto elevado, pero con alta 
probabilidad de que parte de ellos no queden en manos de quienes realizan el 
gasto. Son beneficios que se diseminan rápidamente al resto de la sociedad, 
lo que disminuye el incentivo para producirlos. Los subsidios estatales a esas 
actividades buscan equiparar los beneficios sociales con los privados. Esto es 
distinto a subsidiar una empresa simplemente porque tiene dificultades para 
competir en el mercado. 

En tiempos más recientes las asimetrías de información han cobrado 
mucha relevancia como falla de mercado. Se trata de situaciones en que uno 
de los agentes que transa tiene más información que el otro, sesgando la ca- 
pacidad de negociación y los términos de los contratos. Casos típicos son las 
operaciones de créditos o la compra de seguros. Son casos en que debe haber 
confianza sobre la transparencia de lo que declaran las partes y sobre la inten- 
ción de cumplir los compromisos. Si una de las partes no tiene información 
suficiente para evaluar esa transparencia o intencionalidad, la parte eventual- 
mente afectada va a encarecer el precio de su oferta. En las operaciones de 
créditos bancarios a las pequeñas empresas, cuando no hay suficiente informa- 
ción sobre estas, se encarecen las tasas de interés que deben pagar para cubrir 
los mayores riesgos en que incurren los bancos. 

Por último, están también las fallas de coordinación, en que los benefi- 
Clos de una actividad dependen fuertemente de que se realicen otras activida- 
des complementarias. Si no hay intercambio de información entre las partes 
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Interesadas, no habrá coordinación y posiblemente se posterguen o no s p 
licen actividades que podrían anticipar beneficios. il 

Estas consideraciones han sido los fundamentos de las políticas de des, 
rrollo productivo aplicadas desde los 90. En contraste con las antiguas politica, 
industriales que se definfan en función de industrias “ganadoras” o “Sectores 
estratégicos”, las políticas de desarrollo productivo no priorizan necesaria. 
mente sectores determinados, sino que actúan a través de los mercados par, 
potenciar y movilizar los recursos hacia aquellos usos con alta rentabilidaq 
social. En la medida que estas políticas implican el uso de subsidios públicos, 
ellos se destinan principalmente a mejorar las condiciones de funcionamiento 
de los mercados, especialmente los de factores, capacitación de trabajadores, 
asistencia técnica, difusión y transparencia de la información, creación de ex. 
ternalidades, eliminación de barreras de acceso y contención de los elementos 
monopólicos que pudieran existir. 

De aquí que se hable ahora de políticas neutrales en un sentido sectorial 
en vez de políticas verticales o sectoriales de acuerdo a los antiguos enfoques, 
El fundamento de esta orientación es que el Estado tiene menos información 
que el sector privado respecto de las inversiones productivas más rentables, 
Sin embargo, el debate no está cerrado, porque, por ejemplo, hay opciones sec- 
toriales que requieren plazos largos de gestación en capital humano y apren- 
dizaje empresarial y, por lo tanto, existen necesidades de coordinación y gene- 
ración de señales, especialmente para los pequeños y medianos empresarios. 
Este principio ha comenzado a aplicarse en una estrategia de desarrollo de 
clusters productivos, que buscan crear sinergias y externalidades. 

Por último, se trata de políticas de las empresas orientadas a la demanda 
en vez de a la oferta. En las de demanda, los incentivos se entregan a las empre- 
sas usuarias y a iniciativa de estas para que sean ellas quienes decidan cómo y 
cuándo usarlos, con la condición de hacer un co-pago. Por ejemplo, los subsi- 
dios para capacitación de los trabajadores, pueden ser utilizados discrecional- 
mente. Si la empresa decide capacitar a su personal podrá acceder a ellos. Es la 
empresa la que decide demandar un servicio de capacitación al mercado, para 
beneficiar a sus trabajadores. De esta manera, son políticas que actúan a través 
del mercado y no en contra del mismo (Maggi, 2000). El fundamento de estas 
políticas es que ellas son neutras desde el punto de vista sectorial y sólo apun- 
tan a corregir las fallas de los mercados. Pero aun así, varias de ellas han sido 
criticadas, no sólo por razones políticas (desde el neo-liberalismo, implican 
una forma de intervención en los mercados) sino también por razones técni- 
Cas, que apuntan a bajos niveles de eficiencia o ambigitedad de resultados. 


Rol de las instituciones y las políticas 
Para implementar estas políticas se ha desarrollado una institucionalidad li- 


derada por la COREG, pero también complementada por otras instituciones 
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(como el SCT, SENCE, INDAP € INIA en la agricultura y por una gran variedad 
de instrumentos de fomento). Hacia el 2000, a través de estos instrumentos, el 
pstado canalizaba alrededor de 700 millones de dólares (valor de 1998) para el 
fomento productivo, incluyendo fondos para capacitación y reintegro simplifi- 
cado a las exportaciones (Silva y Sandoval, 2005).'" 

Como ya se señaló, esta institucionalidad de apoyo se caracteriza por 
un enfoque de neutralidad sectorial, orientación a la demanda (los recursos se 
asignan a proyectos presentados por las empresas, bajo ciertas condiciones), 
requisitos de co-financiamiento de los interesados y con administración sobre 
todo de la CORFO, con un enfoque institucional de “tercer piso” (el Estado no 
interviene directamente en la operación, sólo en el diseño de la política y de 
la institucionalidad). Detrás de esta política hay un principio económico que 
se puede definir como de “economía social de mercado”: economía de libre 
mercado a la que se le reconocen “fallas” e inequidades. Las políticas públicas 
buscan enfrentar unas y otras. En otras palabras, son políticas destinadas a 
corregir deficiencias de los mercados y a incentivar comportamientos de las 
empresas económicamente más eficientes, sin que necesariamente se orienten 
los recursos en forma discrecional y al arbitrio de las preferencias de las auto- 
ridades estatales, disminuyendo así los riesgos de corrupción o simplemente el 
mal uso de recursos. 

Es una institucionalidad reconocidamente más eficiente que la que 

existía en décadas pasadas, porque privilegia la igualdad de oportunidades y 
los subsidios para fomento se entregan en función de proyectos destinados a 
beneficiar la rentabilidad social. Sin embargo, esta institucionalidad también 
tiene limitaciones sobre las cuales diversos observadores han llamado la aten- 
ción, como la atomización de sus beneficios que, a juicio de algunos autores, 
“impide generar economías de escala y de aglomeración que son fundamenta- 
les para formar una masa crítica de empresas capaces de beneficiarse acumu- 
lativamente de esos instrumentos y avanzar hacia mayores niveles de compe- 
titividad” (Bianchi y Parrilli, 2002, p. 12). En otro estudio se señala que “debe 
cuestionarse un enfoque predominantemente horizontal en la lógica de ins- 
trumentos de apoyo y observar las demandas sectoriales especificas” (Bravo, 
Crespi y Gutiérrez 2002, p. 101). Hay un abultado “menú de instrumentos que 
resulta moderadamente conocido y poco usado por los beneficiarios” (ibid). 
Otro aspecto crítico identificado es una relativa inequidad de los instrumentos 
Por cuanto benefician principalmente a empresas con capacidad para pagar 
consultores que ayuden a operar estos instrumentos y enfrentar los costos de 
transacción que imponen. Otras críticas específicas son las siguientes: 


: Estos últimos instrumentos no necesariamente benefician a las MIPYMES, como se señala más 
bajo, 
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. Existe un exceso de instrumentos de fomento: a fines de los 90 llegó a ha 
ber más de 100 repartidos entre distintos Ministerios y agencias Públicas 
con diferentes objetivos y procedimientos. 

. Imponen altos costos de transacción, ya que para acceder a ellos hay que 
invertir en personal calificado que conozca el detalle de sus operacio. 
nes. 

. Esta proliferación genera un sesgo hacia la discrecionalidad estatal, por. 
que cada uno define criterios muy selectivos para asignar los recursos, A] 
haber muchos, hay mayor riesgo de incoherencias de la política, menor 
transparencia, clientelismos privados y falta de sinergias. 

. Algunas entidades públicas, como CORFO e INDAP, cumplen la triple fun. 
ción de diseñar las políticas, implementarlas, controlarlas y evaluarlas, 
Esta práctica va contra el principio recomendado de que las funciones de 
diseño de políticas, implementación y evaluación deberían ser realizadas 
en forma separada (Sanfuentes, 2003b). 

. Faltan equipos especializados en la evaluación de las políticas y con ca- 
pacidad de monitorear la información para un seguimiento eficaz. En 
particular, se detecta escasez de evaluaciones acerca del cumplimiento 
de los objetivos y de la eficiencia con que se usan los recursos. 


Búsqueda de un desarrollo competitivo 


Chile ha hecho un gran esfuerzo para transformar la estructura productiva 
heredada desde el modelo de industrialización hacia el modelo exportador. 
Muchas de las antiguas actividades han sido la base de esta transformación, 
trátese de las llamadas industrias estratégicas creadas por el Estado en los años 
40 y 50: industria eléctrica, del acero o del petróleo, planes frutícolas y fores- 
tales de los años 60, o industrias que desarrollaron una capacidad empresarial 
y técnica, con todas las limitaciones de ese modelo proteccionista. Pero si- 
gue pendiente una nueva ronda transformadora desde un modelo exportador, 
basado principalmente en recursos naturales, hacia otro, también exportador, 
pero coherente con la economía de la información y de los servicios. Este es el 
significado del concepto de transformación competitiva. 

Para muchos, esta es la forma de una nueva condicionalidad de los orga- 
nismos internacionales como el FMI o el Banco Mundial, en su intento por esti- 
mular la globalización financiera. Pero ese es un planteamiento muy limitado. 
Actualmente existe un enorme consenso, asumido tanto en la derecha como 
en la izquierda, de que no hay posibilidad de progreso económico al margen de 
la globalización, y esto implica asumir también la transformación competitiva. 
Por cierto, mucho depende de la forma cómo se haga esta transformación: 
buscando que la misma se realice en consonancia con un desarrollo equitativo, 
humano y sustentable o sólo maximizando retornos financieros, con inestabi- 
lidad y altos costos sociales de ajustes. 
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Este es un viejo debate, planteado de diversas maneras a través del tiem- 
po. Á fines del siglo XIX en Chile, fue la pugna entre los llamados protec- 
cionistas versus los librecambistas. Después de la Segunda Guerra Mundial 
se planteó como una confrontación entre el Estado interventor, a través de 
políticas industriales, y la liberalización comercial. En los años 70 el modelo 
del Estado interventor con sus políticas industriales fue ampliamente desacre- 
ditado por el neo-liberalismo emergente, a pesar de que en esos mismos años 
los “tigres asiáticos” lograban resultados espectaculares de crecimiento y mo- 
dernización industrial gracias a políticas industriales muy activas.” Es cierto 
que se trató de políticas industriales más eficientes que las latinoamericanas, 
no sólo porque se aplicaron en mejor forma sino porque su diseño fue distinto: 
estuvo basado en un modelo de industrialización orientado a las exportacio- 
nes de bienes industriales de punta, con metas específicas para las empresas 
e incentivos condicionados al cumplimiento de esas metas. El modelo asiático 

consagró el crecimiento exportador como la gran estrategia para el desarrollo, 
pero quedó abierto el debate en términos de si ese resultado se obtiene a través 
de la liberalización comercial o mediante la aplicación de políticas activas de 
competitividad. A pesar de la evidencia empírica abrumadoramente favorable 
a esta segunda opción, desde el neo-liberalismo se insistió en la postura libe- 
ralizadora como la óptima (¡incluso muchos afirmaron que las políticas indus- 
triales de los tigres asiáticos impidieron que el crecimiento fuera más alto"). 
En Chile entró muy fuertemente la opción de la liberalización comercial 
sin políticas industriales. De hecho, incluso la expresión “políticas industriales” 
llegó a ser sinónimo de ignorancia y obsolescencia conceptual, por lo que nadie 
que quisiera proteger su reputación osaba pronunciarla. Los gobiernos concer- 
tacionistas adhirieron a esta postura. El argumento de mayor peso esgrimido 
a favor de ella es el riesgo de crear intereses espurios o “grupos rentistas” con 
capacidad de presión sobre las autoridades para obtener privilegios (protección 
o subsidios) que pagarían todos los consumidores. Además se introducirían dis- 
torsiones de mercados que harían menos eficiente la estructura productiva y 
comercial. Por último, no puede desconocerse que las políticas industriales de 
viejo cuño eran fuertemente centralizadas. Partían del supuesto de que el Estado 
“sabía” lo que había que hacer en relación a la estructura productiva. Era razona- 
ble esta forma de pensar, si se tiene en cuenta que, desde fines del siglo XIX, la 
industrialización de los países en desarrollo era vista como una réplica de la de 
los países avanzados. Había que tener industria del acero, eléctrica, metal-mecá- 
nica, automotriz. Eran los emblemas de la modernización industrial. 
Por supuesto, existía una cuota de realismo, considerando el contexto 
histórico, aludido en capítulos anteriores. Entonces, lo que se esperaba del Es- 
tado era que se convirtiera en el actor privilegiado para estimular un patrón 


=a. e- — 


Ya pesar de que el propio gobierno militar aplicó una política industrial muy explicita mediante 
el subsidio al sector forestal, can resultados muy dinamizadores de este sector. 
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de desarrollo conocido. Pero este supuesto dejó de ser válido en la cra do] de 
tecnologías de la información y de la globalización, Y con ello, dejó de existi, 
un modelo probado al cual emular, El juego empieza de nuevo y la innovación 


no tiene sustituto. 


Características de la nueva economía 


Cualquier consideración estratégica de mediano plazo orientada a definir e] 
modo de inserción productiva internacional no puede prescindir de algunos 
hechos básicos de la llamada “nueva economía”, que están redefiniendo estruc- 
turalmente las condiciones del desarrollo. La “nueva economía” es una forma 
de denominar el hecho de que las nuevas tecnologías de la información están 
generando una transformación de los servicios, los procesos productivos, el 
intercambio y el consumo, la gestión de las empresas, los requerimientos de 
capital humano y las formas de organización del trabajo, con aumentos espec- 
taculares de la productividad. Esto está teniendo enormes repercusiones en el 
desarrollo de las ventajas competitivas de Chile. Se trata de un cambio de pa- 
radigma tecnológico, organizacional y cultural que da una nueva perspectiva a 
la construcción de competitividad. 
Un estudio de la OCDE menciona los principales hechos estilizados de 
los cambios que están ocurriendo en los países desarrollados (OCDE-Statistics 


Canada, 2000). 


En el plano del comercio: 
. La composición del comercio mundial cambia rápidamente hacia los 


productos de alta tecnología. La tendencia que se visualiza es la de que 
el comercio de manufacturas de alta tecnología de los países de la OCDE 
aumente más rápidamente que el de los productos de mediana y baja 
tecnología. 

° El comercio de servicios se incrementa rápidamente, especialmente en 
el campo de las finanzas, seguros, turismo, servicios personales e incluso 
servicios de utilidad pública. Los servicios son un sector en permanente 
expansión en relación al resto de los sectores, a diferencia de las manu- 
facturas, que históricamente desplazaron a la agricultura como motor 
del crecimiento, con un auge y una posterior declinación respecto de su 
importancia dentro de la economía. Las tecnologías de la información 
hacen posible, además, que esos mismos servicios se conviertan en tran- 
sables. 

. Al mismo tiempo, se produce un cambio desde el comercio de materias 
primas y productos terminados hacia otro basado en bienes intermedios 
y al interior de las firmas. Esto implica que esta actividad se oriente más 
en función de redes empresariales que en función de firmas indepen- 


dientes. 
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l.a inversión extranjera se constituye como un motor dinamizador de la 
reestructuración económica a nivel mundial. 


En el plano tecnológico: 

Las tecnologías de la información y las comunicaciones son un factor 

central en la transición hacia la economía del conocimiento, Ellas hacen 

posible asimismo los avances espectaculares manifestados en la ingenie- 

ría genética y otros campos científicos. 

El crecimiento de las industrias basadas en el conocimiento es superior al 

del producto de los países desarrollados. 

i La inversión en tecnologías de la información y comunicacinnes aumen- 
ta sostenidamente su participación relativa en los países desarrollados, 


Los cambios anteriores están afectando profundamente los mercados 
del trabajo: 


+ Elempleo en los servicios es el que crece más rápidamente. en desmedro 
de la ocupación en la agricultura, sectores de recursos naturales e indus- 
tria manufacturera.!? 

+ Los empleos en los servicios de alta tecnología son los que más se expan- 
den, demandando trabajadores con altas destrezas. 

e La presión competitiva está obligando a las empresas a flexibilizar sus 
prácticas de gestión y, en particular, los requerimientos de los puestos de 
trabajo. Entre estos, se incluyen: exigencias de destrezas múltiples, capaci- 
dad de rotación entre diversos puestos de trabajo, aptitudes de trabaio en 
equipo, mayor delegación de responsabilidades en los trabajadores, menor 
importancia de la jerarquía, flexibilidad de las jornadas de trabajo. 

. Lo anterior implica una tendencia hacia la contratación de trabajadores 
con mayores destrezas genéricas, capacidad de iniciativa, disciplina y 


'2 Esto no implica que Chile tenga que abandonar su actual estrategia exportadora basada en re- 
cursos naturales, que le ha dado muy buenos resultados. Incluso todavia hay enormes oportun:- 
dades para profundizar el desarrollo de productos derivados de recursos naturales. incorporando 
tecnología, creatividad, organización y técnicas modernas de comercializacion. Por ejemplo, sóio 
en el período 2000-2005 ha habido un aumento y diversificación espectacular de las exportaciones 
chilenas, provenientes de todos los sectores pero especialmente de la agroindustria, vitrvinicultura. 
acuicultura y sector forestal, por mencionar algunos. Un ejemplo notable es el desarrollo de la in- 
dustria del vino en el valle de Casablanca, otrora un territorio de rulo y casi abandonado, donde en 
base al cultivo de cepas muy seleccionadas, riego gota a gota, manejo altamente tecnificado y desa- 
rrollo de una completa cadena de valor, incluida la gastronomia, ha producido una transformación 
económica y social inédita del valle, Otro tanto puede decirse del valle de Colchagua y su Ruta del 
Vino, sustentada en la recuperación de un ramal de ferrocarril, hotelería cinco estrellas y museos. 
Esta producción basada en calidad y orientada a nichos tiene un gran potencial a mediano plazo. 
Pero tal estrategia no excluye el desarrollo en paralelo de una estrategia orientada a la nueva eco- 
nomia basada en servicios de calidad y en tecnologías de la información, que debiera ir avanzando 
más rápidamente, 
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responsabilidad. De hecho, los puestos de trabajo sin destrezas están 
disminuyendo en términos absolutos y las probabilidades de que un 
trabajador sin ellas quede desempleado son mucho más altas que para 
un trabajador capacitado. 


. Las diferencias salariales entre ambos tipos de trabajadores aumentan en 
forma sostenida. 
. Hay una expansión sostenida del número de empresas que adoptan las 


técnicas de la organización flexible del trabajo de los países de la Ocbe, 


Necesidad de políticas sistémicas de transformación productiva 


A la luz de estos antecedentes, cobra aún más fuerza la pregunta de fondo: para 
estimular un desarrollo competitivo a nivel internacional, ¿basta con un marco 
institucional neutro y no selectivo? La porfiada realidad sigue aportando ante- 
cedentes que cuestionan la opción de la neutralidad absoluta. La proliferación 
de experiencias asiáticas que en pocos años han generado milagros económi- 
cos y la evidencia de que en Chile tales estrategias neutrales han contribuido 
a la persistencia de un modelo de exportaciones vulnerable por tener su ba- 
samento en recursos naturales, han contribuido a profundizar este debate y a 
reconocer la complejidad de la cuestión. Afamados consultores internaciona- 
les como Michael Porter, convertido en gurú de los empresarios chilenos y de 
cuya ortodoxia económica nadie duda, no han sido renuentes en reconocer la 
necesidad de estrategias muy activas de competitividad. En conferencia públi- 
ca realizada a fines de junio de 2005 en Santiago, les recordó a los empresarios 
reunidos que Chile “aporta menos innovación y tecnología que su vecindario, 
que su economía es adicta a los recursos naturales y que la educación de su 
gente es comparable a la Zimbabwe...” ..P 
A raíz de esta conferencia, un destacado empresario nacional recono- 
ció que “se requiere un debate estratégico”!2 El ex senador y actual Canciller 
Alejandro Foxley, por su parte, señalaba en una conferencia que “...el problema 
(de la nueva etapa del desarrollo nacional) no se resuelve automáticamente Y 
sólo a través de señales del mercado, sino que hay una nueva manera de haces 
las cosas que tenemos que aprender y en la cual registramos algunos déficits 
importantes. De aquí que no sólo va a ser necesario activar esta discusión, sino 
que en esta nueva fase hay que promover un nuevo tipo de enfoque y hay qué 
agitar ideas que, de alguna manera, nos saquen de esta especie de au i 
cencia en la que estamos sumidos” (Foxley, 2004). 
En el discurso público, el crecimiento exportador es considerado el m0- 

tor del desarrollo. Pero la pregunta que no hay que olvidar es qué está de 


'2 Según información del diario La Tercera, 3 de julio de 2005, p. 49. 
1% Roberto Méndez, según la misma información del diario La Tercera, citada. 
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del ¿xilo exportador. Este también puede ser considerado resultado de otras 
rosas QUe suceden al interior de una economía, concretamente, el hecho de 
se la economía se haya hecho más competitiva, que no sea solamente ca- 
cidad de producir más y mejor a menores costos, en comparación con las 
economías rivales. Una premisa a tener en cuenta es que en el largo plazo la 
capacidad competitiva no depende de la permanencia de bajos salarios reales, 
ara producir a costos bajos (a nivel nacional, la devaluación de la moneda con 
salarios fijos equivale a una caída de remuneraciones en términos internacio- 
nales), o de la disponibilidad de recursos naturales valorados por el mercado, 
como de la capacidad del sistema productor de bienes y servicios de aumentar 
su productividad y crear redes más densas de actividades ligadas unas a otras. 
En último término, esto significa aumentar la productividad de las empresas 
existentes y crear otras nuevas, aumentar la formación de capital físico y hu- 
mano, e introducir cambios tecnológicos y organizacionales. 

En una economía con interdependencias y eslabonamientos, no sólo de 
productos sino también entre factores productivos e instituciones, la productivi- 
dad de una empresa está muy influida por la de otras empresas y por la eficiencia 
de su entorno cercano. La oferta de trabajo calificado y adaptado a la operación 
delas nuevas tecnologías; la provisión de bienes de capital e insumos intermedios 
en la cantidad, calidad y oportunidad requeridas; la disponibilidad de materias 
primas y recursos naturales en la cantidad y calidad adecuadas; la llegada a las 
fuentes de financiamiento de mediano y largo plazo; el acceso a la información 
tecnológica y de mercados; la eficacia de las instituciones públicas que regulan la 
actividad económica, son algunos de los elementos que influyen en lo que se de- 
nomina la competitividad sistémica de un territorio o país, y que ha sido la clave 
de los países más exitosos en las últimas décadas (como los del Este Asiático, o 
los casos tan citados de Irlanda y Finlandia, más recientemente). 

En la visión más ortodoxa de la economía neo-liberal, el sistema de pre- 
cios y de mercado es suficiente para estimular la asignación eficiente de recur- 
sos y el crecimiento de la producción; las oportunidades de negocios estimulan 
la inversión y el desarrollo de los factores productivos necesarios; además, de 

que no requiere de políticas públicas activas, salvo las que aseguren la estabi- 
lidad macroeconómica, la competencia y el respeto de los derechos de pro- 
piedad. Pero en una visión que reconoce las imperfecciones de los mercados, 
así como las rigideces de estos, los rezagos y retrasos en las respuestas de los 
factores productivos, las asimetrías de información, la falta de transparencia 
y movilidad de los recursos y, especialmente, la miopía para prever el futuro 
más distante, son factores que hacen necesaria la existencia de las políticas 
públicas. Esto es así, no porque el Estado sea más inmune a esas fallas o porque 
sea más clarividente respecto del futuro -ciertamente no lo es-, sino porque 
tiene la capacidad de convocar a los agentes económicos, expertos, cientifi- 
cos, organizaciones sociales, para producir bienes públicos, diseñar escenarios 
probables y deseables a futuro y coordinar mejor las decisiones públicas con 
las privadas. O, si se quiere, tiene la capacidad de generar acciones colectivas 
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que difícilmente surjan en forma espontánea para abordar la creación de e. 
ternalidades, producir bienes públicos, diseminar información y, sobre todo, 
estimular la coordinación. Esto vale mucho más para una economía abierta y 


expuesta a las vicisitudes de la globalización. 
De este modo, ante la ofensiva neo-liberal de los años 80, en que sẹ 


privilegió la liberalización de los mercados y las privatizaciones de empresas 
públicas como estrategias centrales para sustentar el desarrollo a largo plazo 
(sin desconocer, por lo demás, las estrategias de ajuste financiero para abordar 
la crisis de la deuda externa de ese período), desde los años 90 se ha reconocido 
la necesidad de nuevas formas de cooperación público-privada para impulsar 
con más efectividad la transformación productiva. Estas nuevas formas de co- 
operación se sustentan en el concepto de una “visión país”, concepto utilizado 
y difundido por varias de las exitosas economías asiáticas, partiendo por Japón 
y luego por otros países de esa región. La idea es que el país como conjunto es 
el que debe competir en los mercados internacionales (a partir de sus empre- 
sas, por cierto). El crecimiento de la productividad no es sólo un resultado de 
la empresa, de acuerdo a su eficiencia técnica, acumulación de capital y uso 
de tecnología moderna, sino también del entorno que la rodea, de la fuerza 
de trabajo, del sistema financiero, de las ofertas de insumo y teenologías, de la 
infraestructura física y educacional y, en un plano más global, de la estabilidad 


macroeconómica y política del país. 
Chile ha tenido avances espectaculares en su competitividad sistémica 


Los empresarios extranjeros reconocen que es uno de los países latinoameri 
canos donde es más fácil hacer negocios, y no por la ausencia de regulaciones, 
sino porque existe unaserie de condiciones que consideran indispensables para 
crear una confianza inversionista: estabilidad de las reglas del juego, ausencia 
de la corrupción ostentosa que se percibe en otras partes, buenas facilidades 
de infraestructura y de comunicaciones, simplificación de algunos trámites 
gue en otras partes son engorrosos (por ejemplo, el pago de impuestos). Sobre 
todo, los empresarios extranjeros valoran la estabilidad política y democrática 
aleanzada, con un alto gado de consenso sobre las reglas básicas de la econo- 


míá aun entre opositores políticos. Estas apreciaciones sobre la competitividad 
internacional se reflejan en los sucesivos informes que organismos especializa- 


des emiten todos los años. 
El más conocido es el Informe de Competitividad Internacional que ela- 


bora el Foro Económico Mundial. En su versión 2005 el mismo construyó tres 
índices: el índice de Competitividad para el Crecimiento, el de Competitividad 
Empresarial y de Competitividad Global, que incorpora los dos anteriores, más 
otras variables adicionales. Este último índice está formado por nueve variables 
principales, distribuidas en tres grandes componentes: en primer lugar, los re- 
querimientos básicos (institucienes, infraestructura, manejo macroeconómico 
r acceso:a la salud y a la educación primaria). En este componente se ha des 
acado.el,manejo macroeconómico, donde Chile obtuvo el primer lugar, como 
sultado de la situación fiscal, de deuda externa, inflación y crecimiento. L% 
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componentes de acceso a la salud y a la educación primaria, y la calidad de las 
ipstituciones revelan también fortalezas, con una ubicación en Jos lugares 25 
Y respectivamente. La calidad de la infraestructura, en cambio, se muestra 
débil y con retrocesos, descendiendo al lugar 34. 

Fl segundo gran componente se refiere a los requerimientos de eficien- 
cia, € incluye como variables el acceso a la educación superior y el entrena- 
miento de la fuerza de trabajo, con una posición bastante deficiente, en el lugar 
y (y un descenso respecto del año anterior de 15 lugares); la eficiencia de los 
mercados con una buena posición en el lugar 24, y la disponibilidad de tecno- 
logas, nuevamente deficiente, con el lugar 36 y un importante retroceso. 

Por último, el tercer componente se refiere a los factores que apoyan la 
innovación, como la sofisticación de los negocios (lugar 31) y los esfuerzos de 
innovación, en un deplorable lugar 41 y retroceso de 14 lugares respecto del 
año anterior. Como síntesis de estos indicadores, se destacan las fortalezas en 
elámbito del manejo macroeconómico, la eficiencia de los mercados, la cali- 
dad de las instituciones, en general, y de las políticas sociales como el acceso a 
la salud y educación básica; pero debilidades muy importantes en el esfuerzo 
tecnológico, acceso a la educación superior y a la capacitación de trabajado- 
res.” 

Por cierto, el valor de estos informes internacionales sobre la competiti- 
vidad de la economía chilena es el de ayudar a focalizar mejor las debilidades a 
partir de metodologías aplicadas a un amplio espectro de países y va probadas 
durante muchos años. Pero ellos no deben reemplazar la autoevaluación de los 
propios agentes nacionales a través del debate, la discusión y el análisis técnico 
que muchas instituciones llevan a cabo. 

Estos ejercicios de análisis sistémicos son indispensables porque, a me- 
diano plazo, se vienen enormes desafíos competitivos, ausentes en los años 90. 
Los dos acuerdos de libre comercio con las más grandes potencias económicas 
del mundo, la Unión Europea y Estados Unidos, van a ir liberalizando gradual- 
mente el comercio de más y más bienes, que hasta ahora habian gozado toda- 
vía de algunos grados de protección (por cierto, cada vez más bajos). Nuevos 
tratados comerciales continúan abriendo la economía chilena. En América 

Latina, países como Argentina y Brasil, que enfrentaron severas crisis financie- 
ras a comienzos de la presente década, han ido consolidando su estabilidad y 
puede esperarse que pasen a ser serios competidores en sectores en los cuales 


— . 


1 International lustitute for Managemenet Development, que tambien lleva un mdite mter- 
Monal de competitividad, en su informe de 2000 rebajo la posicion de Chile del lugar 19 1 
Mne tl países, como consecuencia de los buenos resultados de vtros, como Chia, Malasia, lapon 
Y stma Litre dos peores resultados de componentes parciales esta la infraestructura tecnologica, 
LD puesto 92, y da cientitica, en el lugar 48. 

Wonu que al 2005 las importaciones desde países con acuerdos cumerciales pagaban un 
"dde solo 0,84, en promedio, con un promedia de aranceles para el resto de los puises de 5,5% 

"ei datos del Barco Central reproducidos par El Mercirw, 21 de febrero de 2006, p. RU. 
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Chile posee ventajas comparativas. La expectativa de entrar de lleno en los exi, 
gentes mercados de los países desarrollados planteará, además, requerimien. 
tos adicionales en ámbitos a los que en Chile no se les ha dado la importancia 
que los mismos tienen en esos países, como las condiciones laborales en la; 
empresas y el respeto a las normas medioambientales, sanitarias y de trazab;. 
lidad. Las normas de calidad internacionalmente aceptadas se han difundido 
en los mercados y prácticamente ningún producto puede entrar a ellos si no 
certifica el cumplimiento de esas normas en sus procesos de producción.!? 

La identificación de los problemas microeconómicos (o “lomos de toro" 
como se los menciona en la jerga local) que afectan la capacidad competitiva 
chilena se ha convertido en un verdadero deporte nacional. Todas las sema. 
nas aparecen los diagnósticos y agendas más variadas, algunas reiteradas por 
años con marcados sesgos ideológicos; otras, más novedosas que emergen al 
calor de situaciones concretas que afectan a algunos sectores. Estos “lomos de 
toro” ciertamente tienen una gran importancia en la fase actual del desarrollo 
económico chileno, porque habiéndose logrado un manejo de clase mundial 
de la política macroeconómica, los futuros progresos requieren mejoras en la 
eficiencia del sistema de mercado, que garanticen mejores oportunidades para 
los trabajadores y los pequeños empresarios. 

Una forma resumida de visualizar la importancia de las reformas mi- 
croeconómicas con mayor incidencia en la competitividad es a través de la 
evolución del crecimiento de la “productividad total de los factores produc- 
tivos”, que se puede considerar una aproximación al aumento de la compe- 
titividad sistémica:'2 desde los años 80 estuvo aumentando hasta llegar a un 
máximo de 2,7% anual, en 1990-94. Sin embargo, posteriormente ha decrecido 
a 1,3% (1995-99) y a 0,8% (2000-04).!2 

Entre los principales “lomos de toro” microeconómicos existen de- 
ficiencias del aparato público que prolongan rigideces burocráticas (por 
ejemplo, exceso de trámites para constituir empresas, impuestos ineficien- 
tes como el de timbres y estampillas que aumentan el costo del crédito y 
disminuyen la competencia entre los bancos, lentitud para aplicar la ley de 
Alta Dirección Pública que obliga a concursar cargos directivos en los servi- 
cios públicos); inflexibilidades en el mercado laboral que hacen difíciles las 
contrataciones por jornadas parciales y los altos costos de despido; lentitud 
con las reformas que permitirán el desarrollo del capital de riesgo; prolifera- 
ción de instrumentos de fomento productivo y tecnológico que dificultan su 


12 Una exigencia de creciente importancia es la trazabilidad de los alimentos, es decir, la posibili- 
dad de identificar el origen de los insumos, su calidad y condición sanitaria. 


La productividad total de los factores mide la contribución de las mejoras de eficiencia, in; 
vación tecnológica y aumento de la calidad, por encima de la contribución del capital y el trabajo 
crecimiento económico. 


"9 Según el estudio de De Gregorio (2005, Cuadro 4). 
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gvaluación, implementación y cooramación para estimular la innovación o 

ejoramiento de la calidad de la inversión y del trabajo; conflictos entre las 
decisiones de inversión y las normas medio ambientales, entre otros. Estos, 

robablemente muchos otros “lomos de toro”, forman parte de los desafíos 
sistémicos que requieren ser abordados. Pero, como escribió Albert Hirsch- 
man en alguna oportunidad, con mucha sabiduría, one thing at a time.'" La 
urgencia de apurar el paso también es un criterio que debe estar presente en 
ja construcción de una agenda, sobre todo cuando muchos de estos proble- 
mas están diagnosticados y lo que se requiere es la decisión de implementar 
reformas de políticas. Para ello hay que establecer prioridades y secuencias 
que permitan ordenar las acciones. 

Hay dos temas reiterados que han logrado atraer un alto grado de con- 
senso respecto de cómo avanzar hacia una transformación productiva. La in- 
novación tecnológica es ciertamente el tema favorito. Reiteradamente los in- 
formes de competitividad internacional han señalado que el país está atrasado 
en el diseño de su estrategia innovadora, tanto en términos de recursos como 
de su institucionalidad.'?! Esto se relaciona muy directamente con el alto con- 
tenido de exportaciones de recursos naturales, generadora de vulnerabilidad 
a largo plazo. La economía mundial va hacia una economía de servicios, pero 
en Chile seguimos con una sustentación exportadora basada en recursos na- 
turales (no sin buenas razones). Esto no está mal, pero el problema es el ritmo 
con que avanzamos hacia una economía de servicios basada en conocimiento y 
tecnología, dirección en la que va la economía mundial. El alto crecimiento ex- 
portador (centrado en recursos naturales) y el atractivo de la economía chilena 
para los inversionistas extranjeros están llevando a la apreciación sostenida del 
peso (agudizada por el fuerte aumento del precio del cobre de 2004-2006), lo 
que perjudica la incorporación de nuevas exportaciones, especialmente de las 
pequeñas y medianas empresas. 

Muy relacionada aparece una segunda cuestión: la situación de la for- 
mación de capital humano. El Índice de Competitividad Global 2005, antes 
mencionado, enfatiza la debilidad del acceso a la educación superior y a la 
capacitación de los trabajadores. Las mediciones de la calidad de la educación 
también ponen en tela de juicio al sistema. Sin duda, un mayor esfuerzo de 
innovación tecnológica resultaría ineficaz si no va acompañado de un capital 
humano de mayor calidad, lo cual supone proveer los científicos, profesionales 
y técnicos capaces de liderar el esfuerzo innovador, así como disponer de los 
trabajadores calificados en condiciones de operar las nuevas tecnologías. Es 
esta una tríada que debe ser perfectamente articulada. Es una de las lecciones 
que dejan los países líderes como Irlanda y Finlandia en los años 90. 


Tn e ct 
*% Cada cosa a su tiempo. 


"A partir de 2006, la innovación tecnológi i iori abli 
ca ha adquirido una alta prioridad en la agenda pública, 
como se explica más adelante. i į E p 
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Superar la debilidad de la innovación tecnológica 


Desde que Robert Solow identificó el cambio tecnológico como el factor fun- 
damenta! del crecimiento económico de los Estados Unidos, en los años 50,!22 
se estableció un piso de aceptación común respecto de las causas del creci- 
miento. En la historia del pensamiento económico aparecen diversas escuelas 
que pusieron el acento en ciertos factores como determinantes últimos del cre- 
cimiento y el desarrollo de los países: desde los fisiócratas que pensaban que la 
agricultura era la única actividad con capacidad de crear riqueza, y los clásicos 
que vieron en la división del trabajo y la expansión de los mercados la fuente 
del aumento de la productividad y la riqueza, hasta los desarrollistas de prime- 
ra generación, de mediados del siglo XX, que apuntaron al ahorro y la forma- 
ción de capital, y los de generaciones más recientes, quienes “descubrieron” la 
importancia del progreso técnico, la innovación y el capital humano. 

Este “descubrimiento” fue revolucionario porque, en cierto modo, co- 
menzó a remover el fantasma de la escasez de recursos: su implicancia fue que 
con los mismos recursos de trabajo, capital y tierra, sería posible producir más 
si se innovara en la manera de producir o en los bienes que se produzcan. 
Este enfoque, iniciado por Solow, abrió el camino a las nuevas metodologías 
de medición del progreso técnico como variable adicional, en la ecuación del 
crecimiento, respecto de las tradicionales variables sobre la contribución del 
capital y del trabajo. Por cierto, las polémicas no han sido escasas respecto de 
cómo se mide el cambio tecnológico, cómo opera, cómo se gesta, cómo se in- 
corpora a los sectores productivos, quiénes son los que contribuyen a él, con 
qué motivaciones, cómo se puede potenciar en los países en desarrollo, cuáles 
son las políticas más eficaces, etc. Lo que ha dejado de ser polémico es la im- 
portancia central de la innovación tecnológica como un camino inevitable para 
progresar hacia estados más avanzados del desarrollo. En esto se ha logrado un 
amplio consenso. 

Este descubrimiento fue tanto una buena como una mala noticia para 
los países en desarrollo. La mala noticia fue que, habiendo una brecha tan 
grande en los niveles tecnológicos con respecto a los países avanzados, pare- 
cía que aquellos en desarrollo estarían condenados a permanecer para siem- 
pre en niveles rezagados y, por lo tanto, dependientes del primer mundo res- 
pecto de la frontera tecnológica. La buena noticia fue que, al mismo tiempo 
esa brecha significa que hay un enorme potencial de tecnologías disponibles 
para generar aumentos de la productividad y de los ingresos. Este potencial 
significa que los países en desarrollo pueden ahorrar muchos recursos qué 


132 Aunque no fue el primero en analizar la importancia de este factor. 


133. En realidad, Schumpeter fue el primero que trató sistemáticamente la importancia del progres! 
técnico para el desarrollo económico. Pero la ciencia económica contemporánea no le dio la im 
tancia que merecia, y sólo fue “redescubierto” en décadas recientes. 
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los pioneros tuvieron que destinar a la investigación y desarrollo tecnológico 
tes de poder utilizar nuevas tecnologías. Y la evidencia empírica muestra 
ue cada vez más los tiempos de espera para lograr aumentos significativos 
de productividad en base a nuevas tecnologías son más cortos. Primero Ja- 
pón, con su estrategia de enviar misiones tecnológicas a los países europeos 
ara “copiar” tecnologías modernas, luego los países del este asiático que se 
convirtleron en el paradigma moderno de crecimiento en base a un activis- 
mo tecnológico. Más recientemente China, India y algunos países europeos 
periféricos, han logrado acortar distancias en tiempos espectacularmente 
breves. Pero estos resultados requieren una serie de condiciones referidas 
a la organización de un país para crear e incorporar nuevas tecnologías, las 
que involucran a las instituciones públicas y a las empresas privadas, a los 
sistemas educacionales y de investigación científica, a las instituciones finan- 
cieras, la cooperación internacional y, por cierto, a todo el aparato producti- 
voy, en particular, a las relaciones de cooperación público-privadas. 

La cuestión central ha pasado a ser cómo aprovechar ese stock de tec- 
nologías para innovar en los países más rezagados. La nueva sabiduría conven- 
cional al respecto, y a la cual han contribuido instituciones como la CEPAL y 
autores como Richard Nelson, Jorge Katz y muchos otros, plantea que la trans- 
ferencia de tecnologías no evita la necesidad de desarrollar capacidades locales 
de innovación, porque es imposible copiar literalmente una tecnología para 
aplicarla en otro medio. Siendo el cambio tecnológico un proceso de apren- 
dizaje y adaptación, con muchos códigos no escritos, se requiere de capaci- 
dad para seleccionarlo, absorberlo, experimentarlo, modificarlo y diserminarlo, 
procesos que sólo pueden darse en un medio social e institucional adecuado a 
ese objetivo, 

En Chile la política tecnológica se inicia formalmente a partir de la crea- 
ción de la CORFO.!** No significa esto que no se hubiera practicado antes la ac- 
tividad científica y tecnológica, ya que tanto desde el sector privado como del 
sector público hubo muchas iniciativas de innovación tecnológica desde el siglo 
XIX. Pero a partir de la CORFO el Estado asumió el compromiso de crear las 

productivas para el desarrollo industrial y la modernización económica, 
y le encomendó a esa institución la responsabilidad de organizar y coordinar 
los esfuerzos nacionales. Aunque sus principales actividades se centraron en la 
versión pública y en la organización de empresas estatales, tempranamente 
se detectó la necesidad de intensificar la investigación científica y tecnológica, 
Primero para conocer la dotación efectiva de recursos naturales que poseía el 
País, y luego para iniciar la explotación de los mismos. Todo ello requería una 

tecnológica de la que el país carecía, por lo cual la CORFO puso en marcha 


a 


Ma 
e Pe que siguen están tomados en forma resumida de otro articulo del autor (Muñoz, 
«Pp. 80-82), 


$ 
Ver al respecto Ortega y Venegas (2005), y sus referencias bibliográficas. 
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un conjunto de iniciativas, desde la invitación a técnicos extranjeros para venir 
a realizar labores de asesoría tecnológica, hasta la organización y promoción 
de institutos de investigación científica y tecnológica. 

En la segunda mitad de los años 60 se creó la Comisión Nacional de 
Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), dependiente del Ministe. 
rio de Educación, con el objetivo de fomentar la investigación científica , 
través de la provisión de fondos concursables para proyectos. En esos años 
se crean también otros centros para el desarrollo de tecnologías aplicadas 
en sectores específicos, como el Instituto Tecnológico (INTEC), el Instituto 
de Fomento Pesquero (1FOP), el Instituto Forestal (INFOR) y el Centro de In- 
vestigación Minera y Metalúrgica (CIMM), este último ligado al Ministerio de 
Minería. 

En las primeras fases de este desarrollo, la actividad tecnológica estuyo 
muy relacionada con los grandes proyectos de las empresas estatales, como 
los del petróleo, la energía eléctrica, el acero o las telecomunicaciones. En este 
sentido, la relación de causalidad fue desde la demanda generada por las em- 
presas estatales hacia el sistema científico-tecnológico. Posteriormente, sobre 
todo en las décadas de los años 70 y 80, cuando se produjo la privatización de 
las empresas públicas, la actividad de fomento productivo y tecnológico que- 
dó muy postergada en relación a otros objetivos de política económica, como 
la estabilización, las reformas de mercado y la normalización financiera. Una 
excepción la constituyó la creación de la Fundación Chile, institución mixta, 
destinada a la transferencia de tecnología. Con ella se sientan las bases para 
un nuevo enfoque del desarrollo tecnológico. Se busca asociar estrechamente 
la oferta con la demanda de tecnología, a través de la identificación de nichos 
de negocios con posibilidades de innovación. Posteriormente se profundiza el 
enfoque al asumir la Fundación la responsabilidad de crear empresas capaces 
de competir en el mercado en base al uso de tecnologías de mejor práctica 
internacional. Se trata de crear empresas demostrativas que incorporen nue- 
vos productos o tecnologías a fin de estimular la imitación por parte de los 
empresarios. 

Con la restauración del interés por el desarrollo económico en la agen- 
da pública de los años 90, se pudo comprobar que la llamada productividad 
total de los factores (aproximación muy rudimentaria al concepto de progre 
so técnico) pasó a ser la variable principal en la explicación de las causas 
crecimiento desde fines de los años 80. Se renovó el interés por el progreso 

tecnológico. Sin embargo, a pesar de ello, se ha vivido la paradoja de que en los 
discursos públicos se reconoce la importancia del cambio tecnológico, per 
en la práctica, las estrategias, las políticas y las decisiones, han estado Es 
subordinadas a otros objetivos. Los informes de competitividad internacio 
como se señalaba antes, tan laudatorios para la mayor parte de las dimension 
de la economía chilena, reconocen que en este ámbito el país está muy Po 
debajo de las expectativas, aun de países con indicadores de competitivi 


general más desfavorables. 
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Un estudioso del tema de la innovación tecnológica en Chile como José 
Miguel Benavente, profesor de la Universidad de Chile, sostiene que el nivel 
de inversión en investigación y desarrollo tecnológico es “bajo, mal enfocado 

donde el sector privado tiene una baja participación".!* Estas tres caracte- 
rísticas se resumen en tres indicadores claves: una inversión en (1+DWP1B' de 
0,6%, que contrasta con cifras para los países líderes como Finlandia con 3,4%, 
Suecia con 4,3%, Corea del Sur con 2,9% (Benavente, op. cit. p.9); en segun- 
do lugar, un alto porcentaje de esa inversión se destina a investigación básica 
más que a investigación aplicada. En Chile, aquella es de 55% del total de I+D, 
mientras que en Corea es de 13% y en Estados Unidos de 18%. La investigación 
aplicada es la que tiene efectos más directos en el crecimiento económico. Por 
cierto, no se desconoce la importancia de la investigación básica, sustento de 
la capacidad local de innovación, no sólo por los fundamentos científicos que 
debe proveer sino también por la contribución a la formación de los científicos 
y expertos, la parte humana de la infraestructura tecnológica. Pero a la luz dela 
práctica que siguen los países más desarrollados puede suponerse que en Chile 
existe un desequilibrio importante al respecto. Por último, sobresale también 
la baja participación del sector privado en la inversión en 1+D: un 23% en Chile 
frente a un 71% en Finlandia, 72% en Suecia, 72% en Corea del Sur (Benavente, 
op. cit. p. 9). Son dos caras de la misma moneda: baja inversión en investiga- 
ción aplicada y baja proporción del sector privado respecto del sector público, 
todo ello en un marco de bajo nivel total de inversión en I+D. 

La pregunta que emerge es por qué el sector privado invierte tan poco 
en 1+D. Esta pregunta adquiere más relevancia si se considera, de acuerdo a una 
hipótesis planteada en la literatura, que la rentabilidad social de la inversión 
privada en 1+D es muy alta en Chile (Lederman y Maloney, 2004). Es probable 
que la inversión en I+D privada esté subestimada, tanto por malas prácticas 
contables, que no registran la verdadera inversión en tecnología, como porque 
no existen incentivos tributarios adecuados para estimular a las empresas a 
declararla explícitamente. Pero es difícil pensar que la subestimación pueda 
alterar de un modo tan radical las conclusiones anteriores. La explicación más 
razonable es la que da la teoría de las fallas de los mercados: la inversión en 
tecnología es generadora de externalidades que hacen que su rentabilidad so- 
cial sea superior a la rentabilidad privada. El empresario privado no evalúa la 
rentabilidad social al decidir sus gastos en 1+D sino la rentabilidad privada que 
podrá obtener. Y esta aparece como muy inferior por el “problema de apro- 
piabilidad”: la empresa que hace una inversión tecnológica difícilmente podrá 
apropiarse de todos los beneficios, porque, tarde o temprano, la tecnología se 
difundirá y podrá ser aprovechada por otras empresas y otros competidores. 


'** Benavente (2004), en un informe ala Comisión de Hacienda del Senado. 


™ Coeficiente que mide la proporción del gasto en investigación y desarrollo tecnológico en el 
Producto interno bruto. 
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Esta falla de mercado lleva a una inversión subóptima en tecnología. Para lle. 
gar a la óptima, es necesario un subsidio que acerque la rentabilidad privada a 
la social. Esta es la teoría convencional. 

Adicionalmente, la inversión en tecnología supone otras condiciones 
sistémicas que la acompañen, dado que se trata de procesos de largo plazo y 
lenta maduración. Se requiere el acompañamiento de un desarrollo del capita] 
humano necesario (científicos, ingenieros, expertos), de una cantidad de re- 
cursos que aseguren masa crítica (laboratorios, remuneraciones competitivas 
a los científicos, ingenieros y expertos, suficiente cantidad de estos últimos 
para asegurarles un clima científico apropiado, largos períodos de gestación y 
realización de los proyectos), inserción en redes internacionales de expertos, 
instituciones de educación superior de clase mundial, programas de doctora- 
dos, etc. En la formación de este sistema institucional el Estado tiene un rol 
indispensable que cumplir. A pesar de que durante los años 90 se desarrolló un 
Sistema Nacional de Innovación por parte del sector público, la capacidad y 
eficiencia del mismo es objeto de debate. Las principales críticas que se le han 
hecho al sistema son las siguientes: 


. Bajo presupuesto fiscal. En la ley de Presupuestos de 2004 este fue cer- 
cano a los 200 millones de dólares.!3% Para 2006 el ministro de Hacienda 

Eyzaguirre consideró algo más de 80 millones de dólares adicionales al 

presupuesto normal de innovación, a través del nuevo Fondo de Innova- 

ción creado con los recursos del royalty a la minería.” 

Un alto número de partidas presupuestarias, distribuidas en distintos 

Ministerios e instituciones, lo que atenta contra la creación de sinergias 

y masa crítica. 

Existencia de muchos fondos concursables (lo que en sí es un mérito 

como metodología de asignación de los subsidios), pero con baja coordi- 

nación y duplicaciones (recientemente fusionados en el programa Inno- 

va Chile, de CORFO). 

Falta de una estrategia de focalización en las áreas más prometedoras 

para el desarrollo competitivo nacional. 

Escasos vínculos de cooperación entre universidades y empresas. 

Ausencia de una autoridad nacional que defina y articule una estratega 

de largo plazo (seminario de Expansiva, 2004). 


Algunas cuestiones de fondo, que siguen permeando el debate sobre 
la estrategia de innovación tecnológica, son las siguientes: ¿con qué criteri 
enfocar la asignación presupuestaria entre ciencia básica y ciencia aplicada: 
¿Cómo estimular el aumento de la participación privada? ¿Cuánto ha pesado 


18 Benavente (2004), p. 73. 
1 Eyzaguirre (2005), p. 118. 
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en contra de una prioridad más alta para esta objetivo el hecho de que Chile 
sea un país rico en recursos naturales? 

Con respecto a la primera cuestión es inevitable que las posiciones se 
polaricen entre los actores centrales de la investigación científica. Los cientí- 
ficos más académicos, con toda razón, siguen la lógica de la autonomía cien- 
tífica. Si se quiere hacer ciencia, hay que seguir los métodos científicos, hay 
que construir y organizar laboratorios, experimentar y probar teorías, formar 
recursos humanos y, sobre todo, organizar equipos duraderos en el tiempo, 
con mistica, entusiasmo y capacidad técnica y de interlocución con sus pares 
a nivel mundial. Aún más, con esta lógica a la ciencia no se le pueden poner 
límites burocráticos, porque el desarrollo científico es un proceso acumulativo 
y de descubrimientos permanentes. El conocimiento futuro se construye sobre 
el recibido. Aquí no se puede improvisar. Por otro lado, cada vez más el desa- 
rrollo científico es producto del trabajo en equipo y con bases institucionales. 
Por lo tanto, si un país quiere tener una capacidad científica mínima tiene que 
respetar estas bases esenciales y, sobre todo, respetar la autonomía de los pro- 
pios científicos para definir sus caminos de investigación. 

Pero esta lógica choca con la que mira este proceso en forma más prag- 
mática, es decir, con el objetivo de lograr conclusiones científicas aplicables 
a la tecnología y a los procesos de producción que lideran el desarrollo de la 
economía. Desde este punto de vista, la pregunta central es si un país con es- 
casos recursos públicos puede darse.el lujo de desarrollar ciencia básica, que 
posiblemente esté desarrollada en centros mundiales avanzados, en perjuicio 
de investigaciones aplicables a objetivos de desarrollo económico. Es difícil 
formular una respuesta categórica a este dilema, porque es evidente que nin- 
gún país va a renunciar a desarrollar su capacidad científica, aun en ciencias 
básicas. Esta es la base de todo un edificio científico y tecnológico que depende 
fundamentalmente de las capacidades humanas. Los nexos entre el conoci- 
miento básico y el aplicado pueden ser inesperados y difíciles de planificar. 
Pero esta dificultad no excluye el sentido-común y el de equilibrio, el cual debe 
lograrse mediante el diálogo entre la comunidad científica y el sistema políti- 
Co, representante de los intereses de la sociedad como un todo. Tampoco se 
trata de llegar a decisiones que ignoren la historia del desarrollo científico en 
el país, así como sus limitaciones y posibilidades de desarrollo económico y 
social. Este es un compromiso estratégico entre la excelencia académica y la 
relevancia política y económica, el cual debe buscarse. Dicho en términos muy 
simples, Chile no es un país que esté en la frontera científica y tecnológica, 
sino más bien muy al interior de esa frontera. La cuestión, entonces, es cómo 
aprovechar ese stock disponible a nivel mundial para transferir, adaptar y crear 

nuevas capacidades científicas y tecnológicas en el país. 

i La pregunta puede profundizarse más respecto de la investigación 
“Plicada misma: ¿se justifica que la investigación aplicada se defina en forma 
centralizada y con una relativa autonomía de sus ejecutores? O, por el con- 
lo, ¿debería priorizarse en función de objetivos estratégicos de desarrollo 
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de la competitividad? En otras palabras, ¿debería dejarse al mercado libre las 
demandas por investigación aplicada o el Estado debería establecer cierto, 
prioridades para asignar los recursos públicos y fortalecer las capacidade 
institucionales v humanas? 

La opción centralizadora está fuera del paradigma vigente, que privi. 
legia fuertemente la descentralización y el rol del mercado. Pero puesto que 
como masa critica, la investigación aplicada también requiere de condiciones 
básicas, equipos humanos con continuidad, suficiencia de recursos financie. 
ros, a los que se agrega la necesaria relevancia para su aplicación al desarrollo 
productivo, adquiere suma importancia la coordinación de los esfuerzos y la 
articulación con el sector productivo. Por mencionar algunos ejemplos obvios 
en el caso chileno, no cabe duda de que un criterio de relevancia productiva 
debería darle alta prioridad a la investigación científica, básica y aplicada, en 
áreas como los recursos y procesos mineros, forestales, marinos, energéticoso 
frutícolas, sin excluir, por cierto, otras áreas genéricas relevantes para el desa- 
rrollo como las tecnologías de la información, la ingeniería genética, las tecno- 
logías ambientales (Bitrán, 2004). 

El aumento de la participación del sector privado en el esfuerzo inno- 
vador es fundamental, porque son las empresas las que tienen que identificar 
cuáles son sus requerimientos tecnológicos para enfrentar los nuevos mercados 
a los cuales tratarán de acceder. Las empresas productivas están en la primera 
línea de la confrontación competitiva y, por lo tanto, son los agentes privilegia- 
dos para identificar esas prioridades. El Estado tiene que proveer los bienes pú- 
blicos (formación de capital humano, infraestructura tecnológica, institucio- 
nalidad de apoyo, lineamientos estratégicos) y los incentivos de mercado (por 
ejemplo, créditos tributarios, fondos concursables, desarrollo de la industria 
de capital de riesgo), pero las empresas tienen que identificar las necesidades 
especificas, por lo que deben involucrarse en forma muy protagónica. Perola 
teoría indica, como se señaló, que existe una discrepancia entre retornos $% 
ciales y privados a la inversión en tecnología que llevan a una inversión privada 
subóptima. Esta discrepancia fundamenta la necesidad de una asignación de 
recursos públicos, ya sea en forma de subsidios directos, créditos tributarios? 
el financiamiento de la institucionalidad para crear los bienes públicos y sinë 
gias necesarias. Pero aparte del financiamiento, la eficacia del sistema supo"? 
que las empresas perciban la necesidad y las posibilidades de involucrarst e 
un proceso sistémico innovador, proyectado a largo plazo. Aquí son múlti 
las iniciativas que pueden emprender, desde diseñar estrategias competitivas? 
mediano plazo, elevar los fondos para investigación y desarrollo, formar recur 
sos humanos científicos y tecnológicos en sus respectivos sectores, 0 
misiones tecnológicas de aprendizaje en el exterior, etc. y 
~ Afortunadamente, la importancia de la innovación tecnológica Y E 
institucionalidad como pilares de una estrategia de desarrollo competi , 
ha sido recogida tanto por el sector privado como por las autoridades £ pan 

namentales. En el primer caso, un conjunto de organizaciones privat?’ 
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constituido el Foro para la Innovación del Sector Privado, cuyo plan de acción 
fue lanzado públicamente en mayo de 2006, con el objetivo de crear redes em- 
resarlales comprometidas con la innovación. En el caso del sector público, la 
administración del Presidente Lagos asumió el compromiso de asignarle una 
alta prioridad a este objetivo. La ley que grava la minería con el royalty busca 
aumentar significativamente los fondos públicos para I+D. En su exposición 
de la Hacienda Pública de 2005 ante el Congreso Nacional el ministro Eyzagui- 
rre esbozó las principales innovaciones que se deberían introducir para esta 
estrategia, las cuales fueron elaboradas en la propuesta que hizo la Comisión 
la reforma del sistema de innovación, liderada por el ex senador Edgardo 
Boeninger.' 

El impuesto o royalty a la gran minería es una alternativa centralizada 
que tiene la ventaja de poder focalizar los recursos en función de priorida- 
des establecidas política y estratégicamente. Tiene la desventaja de quedar 
expuesta a influencias espurias de grupos corporativos o intereses creados 
que inevitablemente se constituyen al amparo de estructuras burocráticas. 
Esta desventaja puede minimizarse en la medida que la institucionalidad que 
ampare esta política sea transparente y eficiente para operar, con rendición 
de cuentas, características que, en el caso chileno, tienden a producirse. Con 
el espectacular aumento del precio del cobre desde 2005, se creó una opor- 
tunidad histórica de disponer de inmensos recursos públicos que deberían 
utilizarse con visión de largo plazo y para objetivos que tienen un alto grado 
de consenso nacional, como es el financiamiento adecuado del cambio tec- 
nológico y de la educación. A mediados de 2006 el Ministerio de Hacienda 
estaba trabajando en la organización de un Fondo de Estabilización Econó- 
mica y Social para administrar los excedentes del cobre, dentro del cual se 
instalaría el fondo para la innovación. 


La situación del capital humano en Chile 


La formación de capital humano de clase mundial es requisito esencial para 
Potenciar los esfuerzos de innovación tecnológica. Las estrategias más tradi- 
cionales de desarrollo habían establecido la relevancia de la educación para el 
crecimiento económico. El Bro calculó que por cada año adicional de escolari- 
dad de la fuerza de trabajo la tasa de crecimiento anual promedio se eleva entre 
06 y 0,8 puntos porcentuales.'*! Asimismo, se ha estimado que para Chile, 
desde 1982, cada año adicional de escolaridad en promedio ha tenido una tasa 

retornos de un 13%.** Ya no se discute que la formación de capital humano 
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07] P 
a residencia de la República (2006). 
k Banco Interamericano de Desarrollo (1997), p. 55. 
Bellei y González (2003), p. 113, citando un estudio de Bravo y Marinovic de 1999. 
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es una de las fuentes centrales del crecimiento económico, lo cual se explica no 
sólo porque permite aumentar la calidad de la fuerza de trabajo, sino Porqu, 
esto hace posible la introducción de tecnologías más eficientes y así, el aumen. 
to de la productividad. 

Aunque hubo, por mucho tiempo, la opinión aceptada de que Chile pp, 
sefa una buena dotación de capital humano y un buen sistema educativo, en 
relación a otros países de América Latina, la evidencia más reciente muestra 
que, en comparación con países de mayores niveles de desarrollo, los niveles 
de aprendizaje en Chile dejan mucho que desear. Muchos años de recursos 
disminuidos, en los 70 y 80, y una descentralización bastante anárquica, con. 
tribuyeron a deteriorar el sistema educativo chileno y su calidad. Desde los 
años 90 se ha buscado revertir esa situación, tanto a través de una política 
financiera que le ha asignado recursos crecientes a la educación, como a tra. 
vés de la reforma educacional iniciada durante el gobierno de Frei Ruiz-Tagle, 
Se puede caracterizar en forma sintética la política educativa de estos años 
por su doble objetivo de aumentar la cobertura y acceso, especialmente para 
los sectores más pobres, como por el aumento de la calidad de la educación 
(Arellano, 20053 y 2005b). Al mismo tiempo, se han desarrollado diversos pro- 
gramas públicos focalizados, destinados a mejorar la calidad y la equidad dela 
educación (Carnoy, 2003). 

La situación del capital humano puede ser evaluada tanto por los insu- 
mos que se aportan, por el sector público o privado, como por los resultados 
obtenidos. Los recursos financieros para la educación, públicos y privados, se 
duplicaron como proporción del PIB entre 1990 y 2001, desde el 3,8% del pis 
a 7,7% entre ambas fechas (Bellei, 2003, c. 2). Por su parte, Brunner y Elacqua 
(2003) han hecho un detallado análisis de los resultados del capital humano en 
Chile, en forma comparada con otros países. Los principales indicadores uti- 
lizados para evaluar el capital humano son los años de escolaridad promedio 
de la población adulta, los resultados obtenidos en evaluaciones externas al 

sistema y las tasas de retorno a la educación. 

Si se consideran los años promedio de escolaridad de la población ma- 
yor de 25 años, Chile tiene un indicador de 7,9 años, el cual es calificado por 
los autores como moderado si se compara desfavorablemente con los 11,5 años 
de Nueva Zelandia o los 10,5 años de Corea del Sur, pero favorablemente con 
España, con 7,2 años, México con 6,7 años o Brasil, con 4,6 años (Brunner Y 

Elacqua, 2003, Gráfico 1). Por cierto, este indicador tiene un sesgo negativo 
al definirse para la población mayor de 25 años. Un indicador más frecuente 
utiliza la escolaridad de la población mayor de 15 años, incorporando el estrato 
más joven y, por lo tanto, los resultados más recientes. Para Chile, este último 
indicador muestra un aumento notable desde los 4,3 años de 1970 (Cox, 2005: 
Cuadro 1), hasta los 9,7 años registrados en 2000 por MIDEPLAN. Aunque es W 
aumento importante, todavía está por debajo del nivel de doce años recomel” 


e Además, existen importantes diferencias entre 10 
quintiles. 


170 


Aparte del promedio de escolaridad, que mide el tiempo de aprendizaje 
formal en educación básica y media, es importante considerar la calidad de ese 
aprendizaje. Esta última es determinante de los impactos que la inversión en 
capital humano vaya a tener en el desarrollo económico y social. Un indicador 
ampliamente difundido es el que ha elaborado la OCDE sobre las competencias 
básicas de la población. Estas se refieren a destrezas elementales que cualquier 
adulto debiera poseer para desempeñarse en el hogar o en el trabajo. Conside- 
ran capacidad para leer y entender mensajes escritos muy simples y hacer cál- 
culos aritméticos sencillos (por ejemplo, un porcentaje). Este indicador puso 
en evidencia el bajo nivel de competencias básicas de la población chilena. El 
estudio reveló que en 1998 entre el 80 y el 85% de la población chilena entre 
15 y 65 años no calificó con un nivel de comprensión mínimo necesario para 
desempeñarse cotidianamente frente a las complejidades de la vida moder- 
na.'* En países como Finlandia, ese porcentaje era inferior a 40%. Esto no sólo 
revela debilidad cultural, sino también competitiva porque se trata de una se- 
vera limitación para el aprendizaje laboral que se requerirá a medida que el 
país diversifique su estructura productiva, profundice sus niveles tecnológicos 
y desarrolle los mercados laborales. 

Esta dificultad de la población adulta para desempeñarse existe también 
a nivel de la población escolar de nivel básico. A partir de las pruebas SIMCE se 
ha detectado que uno de cada dos niños al final del cuarto año básico no com- 
prende bien lo que lee y no es capaz de procesar información adecuada para 
su edad (Eyzaguirre, 2005). Esta situación se proyecta también a lo largo de la 
educación media. No es extraño, entonces, que en la vida adulta un porcentaje 
tan alto de población fracase en el ejercicio de destrezas elementales. 

La conclusión general de estas evidencias es que el sistema educacional 
chileno tiene serias deficiencias de calidad, que no contribuyen a la formación 
de trabajadores y profesionales como los que se requerirán en el mediano pla- 
20, a medida que se desarrolle la sociedad de la información y la “nueva eco- 
nomía” Esta conclusión apoya la alta prioridad que el gobierno le está dando a 
la reforma educacional, pero pone el acento en la necesidad de una evaluación 
Permanente de la misma, así como de los recursos públicos y privados que se 
están asignando.“ 

Aparte de la educación general, el capital humano de un país se forma 
con la capacitación laboral orientada a las actividades productivas. Al respecto, 
es alarmante constatar que la política de capacitación laboral que se ha estado 
aplicando durante años no recibe la importancia que debiera tener por parte 
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" OCDE-Statistics Canadá, 2000, pp. 136-137; Brunner y Elacqua (2003), Gráficos ? y 8; ver tam- 
el estudio de Bravo y Contreras (2001). 
"Elex ministro de Educación José Pablo Arellano enfatiza fuertemente que un factor clave y prio- 
atio para mejorar la calidad de la enseñanza es una evaluación externa, profesional y sistemática 
delos resultados del aprendizaje, sin perjuicio de otras mejoras institucionales y de los procesos de 
Bestión del sistema educacional (Arellano, 2005b). 
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de las empresas. La evidencia indica que más del 60% de los recursos Públicos 
potenciales no son utilizados por las mismas, Un estudio revela que meny 
del 9% de los trabajadores de las microempresas se capacitan, un 20% lo hac 
en la pequeña empresa y, en cambio, un 41% de los trabajadores de las gran. 
des acceden a algún tipo de capacitación. Esto significa que los trabajadores, 
probablemente en los mejores puestos de trabajo y con mayores calificaciones, 
son los que siguen capacitándose, no así los de las pequeñas y microempresas, 
quienes más lo necesitarían (Bravo, 1999, Cuadro 1V.3). 

Resumiendo lo anterior. La realidad actual de la economía internacional 
muestra una transformación sostenida hacia sistemas basados en tecnologías 
de la información y de las comunicaciones. Los países desarrollados llevan el 
liderazgo en este aspecto, lo cual está marcando la pauta sobre la dirección que 
debería tener la transformación económica y el sentido que deberían asumir 
las estrategias de desarrollo competitivo. Un insumo esencial de esta nuera 
economía es una fuerza de trabajo calificada adecuadamente para las necesi- 
dades que emergen de este sistema. Todas las señales del cambio en los reque- 
rimientos de trabajo apuntan en la dirección de que, más que habilidades es- 
pecíficas y muy especializadas, las nuevas demandas se dirigen hacia destrezas 
genéricas de los trabajadores, que les permitan adaptarse y desenvolverse en la 
nueva economía con flexibilidad y capacidad de adaptación. Especializaciones 
muy finas pero rígidas no garantizan la empleabilidad permanente de los tra- 
bajadores. Chile tiene debilidades en sus sistemas educativos, especialmente 
en la calidad de ellos. Al mismo tiempo, se detecta una cultura organizacional 
que le asigna baja prioridad a la capacitación. La utilización de los recursos 
disponibles para estos fines es baja, a pesar de lá existencia de una política 
sistemática de capacitación laboral. Y la mayor parte.de;esos recursos son uti- 
lizados por las empresas más grandes, que son las de mayof productividad, y 
por los trabajadores con mayores niveles de educación y «capacitación. Esto 
refuerza un círculo vicioso que puede ser muy grave a-rnédiano plazo, porq? 
no sólo mantiene una debilidad estructural para mejorar la productividad en 

nueva economía, sino que contribuye a profundizar la.brecha de desi 
entre los que acceden a los buenos puestos de trabajo" y los que per 
excluidos de estos. A 
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Capítulo VIII 


COMPETITIVIDAD Y EMPRENDIMIENTO: 
LA DIFÍCIL SITUACIÓN ESTRUCTURAL 
DE LAS PEQUEÑAS EMPRESAS 


En la formulación de una estrategia nacional para potenciar la capacidad 
emprendedora, existe una premisa crucial: no se trata de agregar diversas iniciativas 
de políticas, sino de abordar el tema con una visión sistémica e integral. 

PNUD (2004)!*% 


El escenario institucional actual de la economía chilena es el resultado de un 
largo proceso de transformaciones. Las reformas de mercado de los 70 y 80 se 
hicieron en nombre del emprendimiento. 

Una economía de mercado sin emprendedores es como un drama sin 
actor principal. Se argumentó que muchas décadas de desarrollo nacional ba- 
sado en las iniciativas estatales y en el centralismo habían coartado la capa- 
cidad de las personas para emprender y desarrollar sus propias actividades. 
Se sostenía que los jóvenes que se incorporaban a la fuerza de trabajo busca- 
ban empleos seguros en el Estado en lugar de desarrollar la propia capacidad 
emprendedora. Aunque esas reformas tuvieron muchas otras motivaciones, 
algunas de marcado carácter ideológico, era verdadera la apreciación acerca 
del débil carácter emprendedor de la cultura chilena. La lógica profunda de las 
reformas de mercado requería, y requiere, un desarrollo vigoroso de la capaci- 
dad de emprender, innovar y asumit riesgos, 

Por muchos años, prevaleció en Chile una opinión muy difundida 
-que sostenía que los chilenos son malos empresarios porque habían recibido 
una educación demasiado orientada a las humanidades.'* Esta hipótesis se 
complementó después con la idea de que el estatismo impidió que hubiera 

suficientes incentivos y motivaciones para que los jóvenes se arriesgaran a 
desarrollar sus propias actividades. Sin embargo, las transformaciones insti- 
tucionales de las últimas décadas han contribuido a descentralizar las deci- 
siones e iniciativas a través del mercado y el sistema de precios, en tanto que 
más recientemente aún las nuevas tecnologías de las comunicaciones y de la 


~ A 

“PNUD, Desarrollo humano en Chile. El poder: ¿para qué y para quién?, Informe de Desarrollo 
mano 2004, 

l 

“Es conocida la tesis de Francisco Antonio Encina al respecto. 
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información, han reforzado el desarrollo del espíritu empresarial de los chi. 
lenos, como no se había visto durante el siglo XX (Montero, 1990, 1997; Cas. 
tells, 2005). Este nuevo marco institucional, así como la apertura comercia] 
financiera hacia el resto del mundo, han estimulado el carácter emprendedor 
de los chilenos, al punto de que, en muchos países de América Latina, existen 
empresarios (y grupos económicos) de nuestro país que se han arriesgado , 
invertir importantes capitales e implantar nuevas tecnologías. 

En todo caso, no cabe duda que la actividad empresarial y el despliegue 
de nuevas iniciativas emprendedoras suelen estar muy influidas por las politi- 
cas públicas y, en general, por la institucionalidad que condiciona el desarrollo 
de la economía. Hay dos grandes categorías de políticas públicas relevantes 
para la economía: las macroeconómicas, orientadas a influir en la evolución 
del gasto agregado de los agentes económicos, y las microeconómicas, dirigi- 
das a las decisiones adoptadas por los agentes económicos en su entorno más 
próximo. Por otra parte, la institucionalidad es otro elemento decisivo en el 
comportamiento de los agentes y en el estímulo a las iniciativas emprendedo 
ras, entendida como reglas del juego que rigen los incentivos y las relaciones 
de cooperación o rivalidad. Por ejemplo, el conjunto de reglas que norman 
la creación y puesta en marcha de una emipresa (permisos municipales, rol 
tributario, iniciación de actividades, etc.) genera un costo en tiempo y dinero 
de los emprendedores, muy decisivo para estimular o desestimular el empren- 
dimiento. 

El desarrollo empresarial y la capacidad de emprendimiento, más allá de 
las políticas macro y microeconómicas y del marco institucional, supone estra- 
tegias explícitas de apoyo a una actividad que de por sí es difícil y, más aún, en 
un sistema económico dominado por los enormes poderes de mercado repre- 
sentados por las grandes empresas nacionales, las transnacionales y el prop® 
Estado. Las modernas economías de mercado no son sistemas perfectamer 
te competitivos, simétricos y de igualdad de oportunidades. Por el contrar, 
prevalecen distorsiones, inequidades y fuerte concentración de oportuni 
que permanentemente están copando los espacios o nichos de mercado que* 
abren a los nuevos emprendendores independientes. Chile ha avanzado m 
cho en perfeccionar las políticas macro y micreoconómicas para contrarresi 
algunas de estas distorsiones, pero dista bastante de haber constituido una ins- 
titucionalidad amigable con el emprendimiento y la actividad de los pequeño 
empresarios. La Presidenta Bachelet ha reconocido este vacío al haber ado 
instrucciones para otorgarle alta prioridad al desarrollo de este sector. 

En este capítulo se abordará el escenario en el cual se desenvuelven ls 

micro y pequeñas empresas. En una primera mirada, es el enfoque que me j 
se presta para analizar las oportunidades de que disponen los nuevos emp 
dedores que aspiran a incorporarse al mercado. De hecho, las micro y Pé je 
ñas empresas son más del 96% del universo de empresas formales, porcen de 
que incluye las microempresas que emplean unos pocos trabajadores Y «el 
mayor tamaño y capacidad; es decir, casi todas las empresas. Esto hace di 
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formular políticas específicas para este universo tan heterogéneo, diferentes 
de las medidas más generales de fomento productivo y emprendimiento. No 
obstante, ello no desvirtúa el interés especial que generan los problemas aso- 
ciados al menor tamaño y a la necesidad de incorporarlos a las estrategias de 
desarrollo con equidad. El objetivo del capítulo es explorar las dificultades que 
el sistema de mercado les crea a esos sectores, debido a sus insuficiencias de 
acceso a los recursos financieros, tecnológicos, humanos, institucionales y de 
comercialización. Para simplificar el lenguaje, se hará referencias al concepto 
genérico de pequeña empresa (excepto cuando se especifique una diferencia- 
ción de segmentos) entendiendo por tal un amplio conglomerado que va desde 
las micro hasta las pequeñas empresas. Eventualmente, debido a la forma en 
que se presenta la información, se hará referencias a las medianas, incluidas en 
el concepto PYMES. 

Es un sector que enfrenta muchas debilidades competitivas y dificulta- 
des que provienen del entorno, a pesar de las políticas y programas aplicados 
desde los 90 y de los recursos destinados a su desarrollo. Esto se revela en su 
escaso dinamismo frente al rápido crecimiento experimentado por la gran em- 
presa. El alto crecimiento de la economía chilena en los 90 ha permitido una 
expansión mayor de la gran empresa respecto de las medianas, pequeñas y mi- 
croempresas. Entre 1994 y 2003 la proporción de ventas realizadas por la gran 
empresa en el total de ventas nacionales aumentó de un 73% a un 78% (Román, 
2003, Cuadro 6, actualizado a 2003). Esto sugiere que las oportunidades de 
mercados que se abren con el crecimiento económico son mejor aprovechadas 
por las grandes empresas que por las de menor tamaño. 

Por otro lado, las asimetrías del mercado, especialmente del de capita- 
les, elevan significativamente el costo financiero del endeudamiento del sec- 
tor. El fuerte aumento de las tasas de interés de 1998, en respuesta a la crisis 
internacional de ese momento, afectó gravemente la situación patrimonial 
del sector, impidiéndole cubrir sus compromisos y obligándolo a aumentar el 
endeudamiento, convertido en una pesada mochila para los años siguientes. 
Además, existen grandes dificultades para acceder al financiamiento de largo 
plazo que permita realizar nuevas inversiones, tecnología, capacitación. Las 
pequeñas empresas son “sin historia” (para los bancos), por lo cual los costos 
de los créditos se elevan considerablemente. Todos estos factores inciden en 
una baja productividad general del sector, lo que constituye una seria desven- 
taja competitiva en el mundo globalizado actual. Contrasta esto con el entorno 
que se observa en otros países, como Japón, Italia, España, Estados Unidos, 
donde existen instituciones y políticas públicas diseñadas especialmente para 
estimular el desarrollo de este sector. 

Las dificultades de índole cultural no son menos relevantes. Entre las 
Pequeñas empresas más tradicionales abunda el apego a rutinas convencio- 
nales, que hace difícil introducir innovaciones y mejoras de productividad. 
En parte ello es debido al predominio de un enfoque orientado a asegurar la 
subsistencia familiar más que el emprendimiento de nuevos proyectos con un 
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mayor carácter profesional. Existe también un alto grado de desconfianza ha 
cia personas ajenas al círculo más íntimo familiar o amistoso, lo cual CONSPira 
contra el profesionalismo y el establecimiento de redes de apoyo y alianza, 
excepto cuando se trata de asumir posiciones defensivas, 
En el diagnóstico de este sector aparecen dos percepciones muy dj. 
ferentes. Por una parte, se mira a los pequeños empresarios como un sector 
crecientemente problemático y pleno de frustraciones. Es observado como ey 
declinación, debatiéndose en enormes dificultades en competitividad y finan. 
ciamiento. Es el sector de los perdedores en el juego del mercado. La vida pro. 
medio de estas empresas es corta y hay mucha entrada y salida. La frustración 
del gobierno proviene de que tal resultado se da a pesar de una política pública 
explícita de apoyo a las pequeñas empresas, inaugurada en 1990 mediante ins. 
trumentos horizontales de fomento productivo.!*”. Desde el punto de vista de 
los empresarios, este mal resultado es producto de su impotencia para incidir 
en parámetros más generales del modelo económico (por ejemplo, institucio- 
nalidad financiera). En todo caso, hay que reconocer la heterogeneidad del 
sector, que muestra fracasos y también éxitos importantes. Normalmente, los 
primeros son más difundidos que los segundos. 
Existe también otro sector emergente de pequeños empresarios, aso- 
ciados a la nueva economía de la información, cuya principal fortaleza es el 
capital humano y la propia capacidad para identificar nuevos nichos de mer- 
cado. Este sector, pequeño en magnitud, se presenta exitoso, orientado a h 
economía de servicios y al comercio internacional. Se los puede identificar 
como nuevos emprendedores, entre los que abundan profesionales y técnicos 
jóvenes, que se están incorporando exitosamente a la nueva economía. En este 
sector hay ejemplos notables de pequeñas empresas iniciales que crecieron 
rápidamente para transformarse en importantes firmas medianas o grandes, 
muy competitivas a nivel internacional. Con todo, también han sufrido caren- 
cias y debilidades, como la inestabilidad y el alto riesgo que caracteriza a estás 
actividades, ante lo cual no existen aún respuestas suficientes por parte de la 
institucionalidad económica y de los mercados. 


La lógica de una economía de mercado y las pequeñas empresas 


Hay una lógica de la economía de mercado que condiciona las capacidades 
empresariales a resultados desiguales. Es la de la competencia: las empresi5 
más productivas, más innovadoras, de mejor calidad o insertas en nichos de 
demanda insatisfecha desplazan a las estacionarias. Su mayor productividad 
les permite vender a costos más bajos y desplazar a los productores de altos 


s Los fondos de fomento productivo aumentaron en más de cuatro veces entre 1990 y 2000. dosl 
158 millones de dólares (valores de 1998) a 687 millones (Silva y Sandova), 2005, p. 32). 
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castos. Esta lógica de la competencia tiene dos caras: por una parte, beneficia a 
Jos consumidores que pueden adquirir los productos a precios más bajos; por 
otra parte, provoca un daño, a veces irreparable, a los empresarios y trabajado- 
res de las empresas que deben abandonar el mercado por no poder competir. 

Salir del mercado significa para una empresa frustración de proyectos 

e ideales forjados durante mucho tiempo, incapacidad de afrontar compro- 
misos familiares, desprestigio social y, no pocas veces, conflictos familiares. 
No se trata necesariamente de que exista un poder conspirativo que diseñe la 
destrucción de empresas (aunque tampoco se puede desconocer la existencia 
de verdaderas guerras comerciales destinadas a destruir a los rivales, situación 
que obliga al Estado a salvaguardar el respeto de los principios de equidad y 
libre competencia). En realidad de lo que se trata es que en la lógica de la com- 
petencia, el principio rector es aquel por el cual los beneficios se dirigen hacia 
quienes son más eficientes y productivos, con el consecuente beneficio de los 
consumidores, la mayoría, quienes obtienen productos de menor costo o de 
mayor calidad. Y no'es misterio que las empresas con mayor capacidad finan- 
ciera y acceso al mercado de capitales, tecnología y trabajadores calificados son 
las que pueden beneficiarse preferentemente con los más rápidos aumentos de 
la productividad, como para copar los mercados. 

Pero, si la competencia tiene asimismo costos humanos, impuestos a los 
agentes menos productivos, la pregunta que se plantea, desde el punto de vista 
del desarrollo equitativo, es la siguiente: ¿cómo se puede evitar el costo huma- 
no y económico de quienes fracasan en sus intentos empresariales? O, en otras 
palabras, ¿cómo se pueden minimizar los fracasos empresariales y sus conse- 
cuencias para las personas involucradas? Yendo más allá:¿se justifica adoptar 
políticas públicas y asignar recursos públicos a empresas con desventajas es- 
tructurales, las cuales difícilmente llegarán a ser viables, en lugar de abordar 
los problemas sociales de estos sectores con políticas propiamente sociales? 

Ante estos dilemas, es preciso reconocer primero que la lógica de la 
competencia no se produce en igualdad de condiciones, como se supone en 
la teoría. Existen muchos factores que atentan contra la igualdad de oportu- 
nidades en la actividad empresarial o que sesgan los mercados en contra de 
cierto tipo de empresas. Por ejemplo, el tamaño de las empresas determina 
la forma cómo se distribuyen las principales oportunidades de los mercados. 
Como se dijo, las grandes firmas tienen ventajas para acceder a una variedad 
de factores estratégicos que aumentan su productividad en el tiempo: estan- 
darización de productos (codificación) que permite la entrada del gran ca- 

pltal para aprovechar economías de escala; información sobre los mercados 
Internacionales y sus tendencias; acceso a sus canales de distribución, crédito 
en gran escala, tecnología, marketing, medios de comunicación y opinión 
Pública, Por lo demás existe una serie de imperfecciones de los mercados 
que impiden la distribución equitativa de las oportunidades entre empresas 
de distintos tamaños para acceder a factores productivos como los recursos 
naturales, capital, o trabajo calificado, incluso cuando hay actividades, sin 
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grandes economías de escala, en las cuales las pequeñas empresas Podrían 
desempeñarse eficazmente de no darse la desigualdad de oportunidades para 
acceder a recursos claves. En general, las pequeñas empresas son las que 
sufren las principales carencias e imperfecciones de los mercados, porque 
no disponen de los recursos ni de las capacidades para contrarrestar dichas 
carencias. 


Realidad de las pequeñas empresas en Chile 


La información estadística disponible indica que en Chile había cerca de 
700.000 empresas formales y alrededor de 750.000 microempresas informales 
al 2003 (Gobierno de Chile, 2005 y Castillo, 2007). De las formales, 570.000 son 
microempresas, 105.000 pequeñas, 15.000 medianas y 6.000 grandes.'* Asi, el 
universo de las micro y pequeñas empresas formales representa alrededor del 
96% de todas las legalmente constituidas. Desde el punto de vista del empleo 
nacional, constituye un conglomerado de enorme importancia. La gran em- 
presa (definida no como sociedad anónima sino como empresas con ventas 
anuales superiores a 100.000 uF en 1998-2000) generaba poco más de 933.000 
puestos de trabajo (19% del empleo total), en comparación con las PYMES que 
producían más de 1.400.000 empleos (29%) y las microempresas (formales e 
informales), con casi 2.300.000 empleos (46% del total), en 2003 (Gobierno de 
Chile, 2005). : 

Es un sector con varias caracteristicas específicas. En primer lugar, es 
muy heterogéneo. Incluye empresas tradicionales y modernas, esto es, las que 
se guían por rutinas heredadas o aprendidas y otras que buscan aplicar prin- 
cipios más racionales de gestión y tecnologías más modernas; aquellas que 
responden a una forma de supervivencia y las que se crean como proyectos 
creativos y de superación profesional; las ligadas a la explotación de recursos 
naturales, como tierra, pesca o minería, y las orientadas a la provisión de set- 
vicios. En segundo lugar, muestra alta rotación o mortalidad. Son muchas las 
empresas que nacen y también muchas las que mueren cada año. Estas cifras 
son menores cuando son más grandes. Esto significa que las grandes tienen 
mayor estabilidad en el tiempo, en tanto las micro y pequeñas nacen y mueren 
con más frecuencia. Esta mayor rotación del segmento de micro y pequeñas 
empresas las hace muy propensas al riesgo y, por lo tanto, les crea mayores (%* 
cultades para acceder a las fuentes de financiamiento. Es uno de los problemas 
típicos del sector, sobre lo cual se volverá más adelante. 


1e Según la definición de CORFO, se considera microempresas a las que tienen ventas inferiores? 
UF 2.400, pequeñas a las que venden entre UF 2.400 a UF 25.000, medianas a las que están entie 
25.000 y 100.000 y las que están por encima son las grandes. 
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La caracterización socioeconómica de las micro y pequeñas empresas 

uestra algunos rasgos de interés, que se apartan del prototipo que a menudo 
se difunde." Los propietarios de las microempresas formales no necesaria- 
mente pertenecen al estrato de pobreza y, por el contrario, más de la mitad de 
los empleadores se ubica en los cuarto y quinto quintiles de ingresos y sólo un 
3% en el primer quintil. En las pequeñas más del 75% de los empresarios tiene 
ingresos correspondientes al cuarto y quinto quintil. Se trata de personas con 
buena escolaridad (casi un tercio en la mediana empresa y un 40% en la peque- 
àa tienen educación superior completa y cifras algo más altas con escolaridad 
media completa). Sin embargo, llama la atención la ausencia de capacitación 
adicional: el 90% de los empresarios no la había recibido y tampoco los depen- 
dientes, con un porcentaje mayor. Asimismo llama la atención que, en contras- 
te con los ingresos relativamente elevados y la alta escolaridad, se trate de un 
empresariado que no cotiza en el sistema previsional (52% de los medianos y 
30% de los pequeños empresarios). 

La actividad empresarial suele estar asociada al trabajo duro y el estudio 
mencionado comprueba esta hipótesis. En el caso de las medianas empresas, 
más del 49% de los empresarios trabaja más de 48 horas semanales; y en las 
pequeñas empresas, esta proporción es casi del 55%. La antigüedad que tienen 
en la empresa es bimodal, es decir, se concentra tanto en períodos cortos (1 a 5 
años) como largos (más de 21 años). Esto es más pronunciado en las pequeñas. 
Ello es consistente con la hipótesis de que las nuevas pequeñas empresas son 
de corta vida, pero que, una vez que han traspasado un umbral crítico, sobre- 
viven muchos años. 


Las expectativas que se generan en torno a las pequeñas empresas 


En la pequeña empresa se juegan las posibilidades de inserción productiva 
y social de un amplio contingente de la fuerza de trabajo, especialmente de 
aquella que aspira a un desarrollo creativo, innovador e independiente. El 
emprendimiento aparece como una importante alternativa de autoempleo 
en un mundo en el que el empleo garantizado y estable tiende a ir quedando 
como parte del pasado. Esto parece haber sido comprendido por los jóvenes, 
Quienes muestran una mayor propensión a convertirse en emprendedores de 
lo que fue tradicional en Chile. La encuesta realizada por el PNUD en 2004 así 
lo comprueba. Un 65% de los encuestados se manifestó interesado en iniciar 
5U propia empresa, y una parte significativa de ellos (37% del total) tenía 
confianza en poder hacerlo algún día. Un 45%, entre 18 y 34 años de edad, 
se mostró confiado en poder emprender, lo que contrasta con la población 


a Información que corresponde a un estudio basado en la encuesta CASEN de 2000, ver Inversio- 
Y Gestión Ltda. (18:G) (2002), cap. IUl. 
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de más de 55 años, dónde sólo el 18% tenía esa confianza, aun nanj 

45% tenía ganas de emprender pero no tenía la confianza en poder ha, eS 
Esto revela un mayor optimismo en su propia capacidad entre los Meno, 5 
de 34 años, lo cual es normal, pero también revela una buena disposición f 
los jóvenes para controlar su propio destino. En parte, esto puede ser efeu, 

también de las menores posibilidades que se perciben para obtener emple 
remunerados (PNUD, 2004). ds 

En todo caso, hay una opinión bastante generalizada de que en Chil 
han mejorado las posibilidades de aprovechar las oportunidades de empren. 
dimiento. Casi un 54% de los encuestados lo consideró de esta manera, lo 0 
contrasta con quienes perciben que ahora hay menos oportunidades (un 18%) 
A pesar de esta opinión favorable sobre las oportunidades, en la práctica sólo 
un 28% de quienes fueron encuestados había podido organizar un negocio o 
una empresa, frente a otras alternativas como estudiar (62%) o tener un mejo 
trabajo (44%). 

Estas percepciones son coherentes con la idea de que los empresario; 
constituyen el sector social que ha ganado más poder en la sociedad chilen 
(77% de los encuestados así lo sostenía, aunque un 60% pensaba que tienen 
más poder que el que debieran), y que ellos, especialmente los grandes, son 
los que tienen mayor capacidad de conducción del país (51%). Esta opinión es 
muy contrastante con la que se tiene de los políticos, a quienes sólo el 21% les 
atribuía liderazgo para conducir el país. Se percibe, así, al sector empresarial, 
como muy influyente y poderoso, lo que explicaría el atractivo de esta activi- 
dad para los jóvenes. 

La pequeña empresa es el prototipo de los emprendimientos personales 
o familiares que buscan desarrollar iniciativas de autosustentación y de reali- 
zación de proyectos creativos. Puede ser un camino privilegiado de desarro- 
llo humano, donde convergen ideales personales y familiares, aspiraciones de 
creatividad e independencia y bienestar. Sin embargo, emprender no es fácil y 
no es un camino exento de dificultades, obstáculos y frustraciones. Emprender 
una actividad autosustentada no sólo requiere tener capacidades técnicas 0 
informacionales, sino también para gestionar esas habilidades, interpretar los 
códigos y las demandas de los mercados, asociarse y movilizar los recursos 
financieros, técnicos y humanos necesarios, formar e integrar redes come! 
ciales, tecnológicas o gremiales y, algo no menor, estar dispuesto a asumir los 

riesgos propios de esta actividad. 

l También tiene costos personales, familiares y financieros. Algunas ¢è- 
pacidades necesarias pueden ser escasas o enfrentarse a poderes muy sup*” 
riores, inhibitorios de las iniciativas. Por ejemplo, la concentración de me” 
cado y de poder económico del gran capital genera efectos negativos par? 
muchos pequeños emprendimientos que compiten por Jos mismos merca A 
y deben abandonar esos nichos. Casos recientes son las ferreterías de bart!” 
que están desapareciendo frente a las megafusiones de las grandes tiendas 

los almacenes de comestibles respecto de los supermercados; las farmaci»? 
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„sie a las grandes cadenas farmacéuticas nacionales. En otro sector, como 
e la industria del salmón, ocurre algo parecido: las medianas empresas es- 
sablecidas ceden espacio a las transnacionales, fenómeno ocurrido en los 90. 
t.a realidad es que, a pesar de las políticas e instrumentos de fomento apli- 
cados en este período, a los cuales se hizo referencia en el capítulo anterior, 
hay factores de la estructura de la economía que hacen muy difícil evitar la 
concentración que se ha estado produciendo. Esta estructura hace que los 
mismos recursos del Estado vayan preferentemente a las grandes empresas. 
Por ejemplo, de los fondos para capacitación asignados en 1995-2000, un 
15% fue para las micro y pequeñas empresas, un 7% a las empresas medianas, 
y el resto, a la gran empresa (Román, 2003). De todos los fondos de fomento 
aportados por el Estado en ese período, sólo un 25% iba directamente a las 
micro, pequeñas y medianas empresas, aunque esa proporción podría ser 
mayor si se consideraran otros instrumentos de aplicación general (Román, 
2003). Esta distribución de recursos no debe extrañar tanto, ya que es conse- 


cuencia de que la actividad productiva está muy concentrada en las grandes 
empresas. 


El campo de poder en torno al emprendimiento 


El emprendimiento se mueve en un entorno en el que operan múltiples fuerzas 
que lo condicionan. Aparte de los mercados, las condiciones institucionales y 
las políticas públicas, está también la realidad del poder y de los actores so- 
ciales que se mueven en función de sus propios intereses, visiones. culturas, 
proyectos.!5! 

Estos aspectos se mezclan y, a menudo, los mercados reflejan unas es- 
tructuras sesgadas de poder económico más que las condiciones competitivas 
neutras, o las políticas públicas expresan una determinada constelación de po- 
der político más que una visión de Estado o de bien común. 

En esta sección se hace alusión a algunos de los actores más relevantes 
de la constelación del poder, y la forma cómo condicionan los pequeños pro- 
Yectos empresariales. Se hará referencias a la tecnocracia estatal, la gran em- 
presa y los bancos, en cuanto grandes actores que condicionan las estructuras 
de mercado entre las cuales deben moverse las pequeñas empresas. 


i Se estima que en Chile tres grandes cadenas absorben el 80% del mercado farmaceutico, El 
trio, 3 de febrero de 2004, entrevista al abogado Ramón Briones. 


a fue un tema central del informe del NUD sobre el desarrollo humano de Chile (PNUD, 
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El Estado como agente económico y la pequeña cmpresa 


El Estado interactúa con la pequeña empresa desde dos puntos de vista; Com 
responsable de las políticas públicas y regulaciones que inciden sobre ella 
como agente, especialmente en cuanto a su poder de compra de bienes y Servi. 
cios que puedan ser ofrecidos por la pequeña empresa. 

En el ámbito de las políticas públicas, la tecnocracia estatal es el actor 
principal, aunque no el único. Hay que diferenciar varios círculos de pode, 
tecnocrático: en primer lugar, el Ministerio de Hacienda, que define los linea. 
mientos centrales de la estrategia económica nacional, y el Banco Central que, 
a través de la política monetaria, determina las condiciones financieras, Para 
nadie es un misterio que aquí es donde se concentra el poder sustantivo, a nivel 
del sector público. 

¿Cuáles han sido las grandes prioridades de los ministros de Hacienda 
de la Concertación? Hay prioridades explícitas e implícitas. Las explícitas son 
las que emanan del mandato que recibe el titular de la cartera de Hacienda en 
cuanto a asegurar una disciplina fiscal adecuada para los objetivos de estabili- 
dad macroeconómica y crecimiento. Esto requiere una cuidadosa evaluación 
técnica y política frente a dilemas tales como determinar la carga tributaria 
que puede soportar el sistema económico, los compromisos de gastos perma- 
nente o transitorios que asuma el gobierno, especialmente en el ámbito de los 

programas sociales, el balance fiscal compatible con Ía estabilidad, el manejo 
de la deuda pública y, más recientemente, de los excedentes del cobre. Detrás 
de cada una de estas decisiones hay otras esferas de poder sectorial o corpo- 
rativo, como las Fuerzas Armadas, gremios de trabajadores del sector público, 
profesores o trabajadores de la salud, o grupos sociales organizados. Pero, sin 
duda, una de las contrapartes de poder más impórtantes para los ministros de 
Hacienda es el sector empresarial, especialmente la gran empresa y el sector 
financiero transnacionalizado. El peso relativo de cada uno de estos actores es 
fundamental para decidir las prioridades explícitas de cada momento. 

Las prioridades implícitas son más difíciles de discernir, porque se de- 
rivan de la percepción de las autoridades económicas sobre las posibles con- 
ductas de esas contrapartes. En el mundo globalizado actual, la estabilidad y 
el crecimiento de la economía nacional son muy sensibles a la conducta de 
los inversionistas internacionales, situación que se expresa en los indicadores 
de riesgo-país, en los consecuentes flujos financieros y, más en general, enla 
“imagen-país” fuertemente sesgada por la economía. La imagen-país de Chile 
ha estado mejorando sostenidamente, gracias tanto a la prudente conducción 
de la política económica como a la fortaleza y estabilidad que ha alcanza o 
la economía. Para el Ministerio de Hacienda proteger esa imagen y el ries- 
go internacional que se le asigna al país ha sido una prioridad central. Esto 
significa mantener una relación amistosa con los inversionistas internacio 
nales, lo que en ocasiones puede significar restricciones a las opciones 6* 
política económica interna, o bien, enfrentar conflictos que deben manejar** 
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ticamente." Las autoridades chilenas han sido muy celosas para mante- 
er su independencia política y defender la soberanía nacional frente a inten- 
de influencias indebidas. 

¿Qué tiene que ver esto con las pequeñas empresas? El vínculo pasa 

las relaciones entre la política macroeconómica general y los incentivos 
o desincentivos que enfrentan las pequeñas empresas. Los principales pará- 
metros han sido la estabilidad macro (de precios y actividad), las tasas de in- 
terés, el tipo de cambio, la tributación. Los gobiernos concertacionistas han 
aplicado políticas macroeconómicas que han privilegiado la estabilidad de la 
economía, la disminución de la inflación y, sobre todo, evitar la volatilidad tan 
pronunciada que hubo entre los años 70 y 80. Esto ha favorecido el desarrollo 
de los proyectos empresariales, y contribuido a que la economía chilena haya 
tenido su período más dinámico entre 1986 y 1997. Después de este último año 
vino la crisis asiática y una sucesión de crisis internacionales que influyeron 
negativamente en la inversión y en el emprendimiento. En particular, el fuerte 
aumento de la tasa de interés del Banco Central en 1998 afectó profundamente 
alas pequeñas empresas, las que vieron deteriorarse su estructura patrimonial. 
La apreciación de la moneda nacional, discutida en otro capítulo, también les 
ha hecho la vida más difícil a las pequeñas empresas, por la pérdida de com- 
petitividad que esto implica frente a las importaciones de manufacturas tradi- 
cionales desde países como China e India. Y, por último, la política tributaria 
tampoco incentiva a que las pequeñas empresas puedan recurrir a sus propias 
utilidades para financiar nuevas inversiones, ya que deben tributar sobre ellas 
independientemente de que las retiren o las reinviertan. 

El Ministerio de Economía es el otro ámbito del poder público en el 
cual se juegan las prioridades del desarrollo productivo. Aunque formalmente 
son varios los Ministerios que comparten la responsabilidad de la conducción 
económica, tradicionalmente el de Hacienda ha tenido preeminencia debido 
al control que ejerce sobre los recursos financieros, los presupuestos de cada 
Ministerio y la evaluación económica que hace de sus programas. Sin embar- 
80 el Ministerio de Economía es el que debe impulsar y articular las iniciativas 
estratégicas, de fomento y regulación, que determinan el funcionamiento de 
los mercados. La orientación específica y los énfasis de las iniciativas muestran 
diferencias de enfoques a lo largo de los gobiernos concertacionistas. Durante 


tos 


Tr 


(157 
T la reunión de 21 ministros de comercio que integran el Foro de Cooperación Económica del 
de rífico (APEC) que se efectuó en Pucón (Chile) a comienzos de junio de 2004, el Secretario 
cio de Estados Unidos de entonces, Robert Zoellick, advirtió sobre los efectos que po- 
la aplicación de un royalty a la minería en Chile, En su opinión, “la política tributaria es 
"ana de cada país y, por lo tanto, Chile debe tomar su propia decisión sobre ello. Obviamente 
de los pr que a medida que lo hace, considere los efectos de esas decisiones sobre las perspectivas 
nversionistas, no sólo de corto sino (también) del largo plazo”. (E! Mercurio, 4 de junio de 


a, 
Yecto Fconomía y Negocios, p. B1.). Con todo, el Gobierno chileno continuó adelante con el pro- 
del royalty, 


dria tener 
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el gobierno del Presidente Lagos se privilegió el tema de las regulaciones de; 
sector eléctrico, cuya institucionalidad mostraba retrasos y los desafíos se in 
tensificaron a raíz de los problemas de desabastecimiento energético que han 
tenido Chile y Argentina. En relación al desarrollo de la pequeña empresa, 
la atención estuvo centrada en los programas de renegociación de las deuda 
arrastradas por el sector desde fines de los 90. Pero se ha echado de menos un 
rol más activo de este Ministerio en la articulación de una estrategia de largo 
plazo. Como se señaló antes, existe una gran dispersión de instrumentos de 
fomento y agencias gubernamentales que intervienen, pero más en función de 
criterios microeconómicos que de desarrollo estratégico. 

El Estado ejerce también influencia en el desarrollo de las pequeñas 
empresas en su calidad de agente económico y como comprador de bienes 
y servicios. Por su tamaño, es un agente relevante. El sistema de licitación de 
compras públicas ha sido una innovación institucional de especial interés para 
los nuevos emprendedores. Un informe técnico (Bianchi y Parrilli, 2002) da 
cuenta de que, a pesar del buen nivel de transparencia que existe en Chil y 
de la modernización tecnológica que ha significado el uso de Internet para las 
compras públicas, subsisten problemas para el acceso de las MIPYMES a este 
mercado: 


. Cortos períodos entre la fecha de publicación de un llamado y la fecha de 
cierre de la licitación (¡detectándose casos en que el período es sólo deun 
día!). 

Largo tiempo de espera para la adjudicación de la licitación. 

Ausencia de explicaciones acerca de los resultados. 

Bases de las licitaciones con alto costo. 

Elevados requisitos de producción. 

Garantías exigidas. 

Cortos períodos de entrega. 


o o e e e e 


Estos requisitos para acceder a las licitaciones públicas representan costos de 
transacción muy diferentes para las grandes empresas que para las pequenas, 
siendo discriminatorios para estas últimas. 

Por su parte, los gobiernos locales tienen un rol significativo en la aer 
ción de nuevas empresas. La obtención de patentes municipales representa 3- 
tos costos y regulaciones que tienden a inhibir las iniciativas. Estas regulaciones 
son de distinta naturaleza, incluyendo las sanitarias y ambientales, Dada la aè 
probabilidad de muerte de las nuevas empresas, sobre todo de las pequeñas, su 
cumplimiento puede representar una parte importante de la inversión inicial y 
eventualmente, de la pérdida. No pocas veces, estos obstáculos están acrece 
tados por la discrecionalidad que aplican los inspectores municipales, 0 abier 
tamente por la corrupción. Una antigua demanda de las MIPYMES es la llam? : 
“simplificación de trámites” o ventanilla única para quienes quieran iniciar bg 
actividad empresarial. El Banco Mundial daba cuenta en 2004 de que eN 
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ce requerían 10 trámites, 28 días hábiles y casi 500 dólares para iniciar legal- 
-mente una empresa, compa rado con Canadá, donde esos requisitos eran sólo de 

dos trámites, tres días hábiles y 127 dólares (Banco Mundial, 2004). Esta es una 
svidente desventaja competitiva para las pequeñas empresas. 


[a gran empresa 


Más arriba se hizo mención a la creciente concentración que se va producien- 
do en algunos mercados, como el farmacéutico, comercio de abarrotes o ferre- 
terias, donde la pequeña empresa tuvo tradicionalmente un espacio privilegia- 
do de desarrollo. Estos nichos están siendo absorbidos por la gran empresa, lo 
que no necesariamente va en contra del consumidor, que se puede beneficiar 
de menores precios con estas transformaciones. Pero sí plantea la cuestión de 
si un modelo de desarrollo que estimula la concentración económica en aque- 
llos mercados donde la pequeña empresa solía desempeñarse con ventajas, es 
compatible con el objetivo de equidad de oportunidades para este segmento 
de la economía. 

Una forma alternativa al modelo competitivo de mirar el funcionamien- 
to de los mercados es a través de las estructuras jerárquicas que se crean. Esto 
se fundamenta en que los mercados funcionan, más que como la bolsa o una 
venta de remate, como un sistema de redes entre empresas que se relacionan 
entre sí a través de grupos, organización de conglomerados, alianzas, contratos 
y vínculos de diverso tipo. En este sistema, la pequeña empresa puede partici- 
par también en calidad de subcontratista y, en esa medida, el crecimiento de las 
grandes empresas puede favorecer su desarrollo. Un estudio estableció que el 
60% de las MIPYMES trabaja como subcontratistas (Bianchi y Parrilli, 2002). Es- 
tas redes de subcontratos existen en numerosos sectores y regiones: minería, 
en el Norte Grande, sector forestal, viticultura, salmonicultura y muchos otros 
clusters, Por cierto, estas redes de subcontratos expresan las desiguales relacio- 
nes de poder entre las empresas. Ejemplos típicos son los grandes supermer- 
cados que compran a pequeños proveedores, imponiendo las condiciones de 
venta (precios, plazos de pagos, exigencias de calidad, etc.).!'* Estas relaciones 


“+ El fiscal antimonopolios envió un informe al Tribunal de la Libre Competencia en 2004 en el 
cual sostuvo que en las relaciones entre proveedores y grandes cadenas de supermercados, existen 
*spacios para prácticas abusivas que afectan la competencia. Según el diario El Mercurio, el fiscal 
ade que es común que las grandes cadenas exijan que sus proveedores financien promo- 
lb Además, dijo que es frecuente que aumenten sin previo acuerdo los plazos de pago a sus 
5, Mes, que puede llegar hasta a dos años. 
o a la hora de cancelar los productos las cadenas realizan diversos descuentos por publi- 
san, Promoción, mermas o robos, inauguraciones e incluso remodelación de locales. 

E el fiscal dijo que las grandes cadenas instauraron el cobro a sus proveedores de una especie 
ln misión del orden del 4% del precio de venta a público por cada producto de un determinado 


tedur que pasa por caja, lo que es conocido como rappel, y también las acusó de imitar marcas 
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son jerárquicas, de modo que las empresas dominantes son las que gobiernan 
la red y fijan las condiciones para participar. Gereffi(1994) ha identificado tam. 
bién las “cadenas globales’, a nivel del comercio internacional, en que algunas 
grandes empresas transnacionales generan una red de proveedores desde dis. 
tintos paises. Ese autor distingue entre las cadenas globales gobernadas Por 
los productores (industria automotriz) y las gobernadas por los compradores 
(grandes distribuidores en Estados Unidos: Chiquita, Sears, etc. o grandes cą. 
denas de restaurantes que establecen una marca). 

La subcontratación puede tener efectos positivos o negativos sobre los 
emprendedores. Para muchos de ellos, subcontratar con grandes empresas e 
la solución ideal porque genera un poder comprador estable y ofrece una pers- 
pectiva de más largo plazo para poder planificar sus actividades. La Corro 
tiene un “programa de desarrollo de proveedores” que busca crear redes em. 
presariales y estimular relaciones de subcontratación entre grandes empresas 
compradoras y pequeños productores y cuya evaluación muestra resultados 
satisfactorios para ambas partes (Agraria Ltda. 2002). Este estudio realizado 
en 2001 en base a dos tercios de los programas en curso con empresas de más 
de un año de existencia mostró que, en general, había mejorado la rentabilidad 
de los productores y estos aumentaron sus esfuerzos de inversión y de mejoras 
en el uso de insumos y tecnologías. Tanto los pequeños productores como las 
empresas contratantes valoraron la estabilidad de relaciones comerciales que 
daban los contratos, la posibilidad de diversificar los productos y variedades, el 
mejoramiento de la calidad de materias primas y productos y las disminucio- 

nes de costos permitidos por estas relaciones más estables. En otras palabras, 
el fortalecimiento de los tejidos empresariales muestra su potencialidad para 
mejorar las capacidades empresariales de los pequeños productores. A su vez, 
este programa también permitió crear sinergias con otros instrumentos de fo- 
mento de CORFO, como el financiamiento para inversiones en riego, el fondo 
de asistencia técnica, el FONTEC y el programa de recuperación de suelos de 
INDAP. 
Sin embargo, la subcontratación también puede generarles una alta vul- 
nerabilidad a las empresas subcontratistas, por la gran desigualdad en el poder 


aa A A A a A 
y envases de los proveedores tradicionales en sus productos de “fabricación propia” y que comer 
cializan” 
E fiscal “afirmó que tiene numerosas pruebas de este tipo de prácticas, pero que están reservadas 
ya que muchas involucran a proveedores que solicitaron reserva por “temor a represalias de los 
supermercados”. , 
En respuesta a este informe, los supermercados organizaron una comisión para confeccionar un $ 
tema de autorregulación, manteniendo flexibilidad en sus prácticas comerciales. Al mismo timp” 
afirmaron que varias de las denuncias del fiscal, ya habían sido superadas, En informe posterior di!” 
gido al Tribunal de la Libre Competencia negaron el uso de prácticas comerciales unilaterales e 
sus proveedores. En todo caso, algunas de las cadenas de supermercados participantes se mosti" 
abiertas a mantener un diálogo con la Asociación Gremial de Industrias Proveedoras (El Merc” 


3 de junio y 7 de Julio de 2004, Economía y Negocios). 
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de negociación y por tratarse de un comprador único. Las grandes empresas 
panel poder de mercado a su favor. Las relaciones de subcontratación se han 
convertido en la forma cómo las grandes empresas transfieren a las MIPYMES 
s riesgos comerciales y los costos de las crisis. Para las grandes es mucho 
más fácil y barato terminar subcontratos de compras que cesar a trabajadores 
rotegidos por la legislación laboral. De hecho, el mismo estudio antes citado 
muestra Una alta rotación de las empresas proveedoras: un 58% de los pro- 
ramas estudiados había tenido cambios de proveedores, en una especie de 
«selección natural”. En el otro extremo de esta cadena, están los trabajadores de 
las pequeñas empresas contratistas, los que denuncian el denominado “empleo 
recario”, el cual motivó una reforma laboral para extender responsabilidades 
rlosincumplimientos laborales. 

Algunas expresiones de la asimetría del poder de las grandes empresas 

frente a las pequeñas que suelen ser denunciadas con frecuencia son: 


Dilatación de períodos de pagos de proveedores, lo que les genera pro- 
blemas de liquidez a las subcontratistas. 

Rechazo y amenazas de término de contratos ante la opción de las pe- 
queñas empresas de recurrir a empresas de factoring. 

Exigencias de altas cantidades mínimas de producción que exceden las 
posibilidades de las pequeñas empresas. 

+ Prácticas restrictivas de la competencia. 


Estas asimetrías, más allá de las prácticas cotidianas, son sintomáticas 
de la inequidad que genera la enorme concentración del poder económico en 


Chile, 


La relación con los bancos 


Esta relación es uno de los obstáculos más difíciles que enfrentan las peque- 
ñas empresas para su desarrollo. Hay un discurso público instalado respecto 
de que “los bancos discriminan a las pequeñas empresas y les cobran tasas de 
interés muy altas”*5 Ello en parte se explica por razones propias del mercado 
financiero (el llamado problema de “asimetrías de información”) y cuya modi- 
ficación requeriría algunos cambios institucionales. La explicación básica es 


o $ i 
La tasa de interés máxima convencional para los préstamos no reajustables de 90 dias o mås es- 
a5 Pe 46,41% anual para montos iguales o menores a 200 UF y 12,09% para montos mayores 
pst 7 acuerdo a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras. a partir del 11 

e 2007, 


187 


que las pequeñas empresas representan: a) riesgos más altos ante un créditos y 
b) costos de transacción más altos por peso prestado.!"* 
Los riesgos más altos se explican por la escasez de información sobre loz 
probables flujos de caja de las empresas y del historial financiero de las mig. 
mas. Un banco, para atender una solicitud de crédito debe gastar más recursos 
en obtener la información. Además, es un hecho que entre las PYMES hay ma. 
yor mortalidad de empresas que entre las grandes, lo que aumenta el riesgo de 
que una empresa determinada en este sector no llegue a pagar el crédito, De 
aquí que los bancos prefieren garantizar sus créditos con el patrimonio perso- 
nal del empresario, lo que no ocurre con las grandes empresas. Un pequeño 
empresario arriesga, así, el patrimonio familiar para financiar su empresa, Y 
probablemente se trate de un patrimonio poco interesante para los bancos. El 
alto riesgo desincentiva, por otra parte, el crédito a largo plazo, que es el que 
más necesitan las pequeñas empresas para mejorar su productividad. 

Como consecuencia de los mayores costos de transacción, entre los 
cuales está el impuesto de timbres y estampillas, por ejemplo, los pequeños 
empresarios requieren de un alto volumen de capital propio para funcionar. En 
otras palabras, la relación entre capital propio y crédito concedido es mucho 
más alta para los pequeños empresarios que para los grandes, situación con- 
tradictoria con su menor capacidad de ahorro. 

El Estado ha tratado de compensar parcialmente este obstáculo de las 
PYMES, a través de fondos de garantía (FOGAPE) estatales o las cauciones soli- 
darias de CORFO, pero hay que tener presente que cuando el Estado da una ga- 
rantía y la empresa asegurada quiebra, son todos los chilenos los que terminan 
pagando esa deuda. Por lo tanto, tampoco es una solución a prueba de errores 
para el conjunto de la sociedad. 


Cómo fortalecer la capacidad de emprendimiento en Chile 


Podemos concluir que la dinámica de la economía de mercado genera sesgos 
hacia la concentración económica, no sólo del sector privado sino también 
poder de contratación del Estado. Esto es grave desde el punto de vista de 
equidad de oportunidades y, en particular, del empleo, uno de los p 
prioritarios de la economía chilena en la década actual. Si tan sólo a 
tores pudieran expandir sus empleos al ritmo promedio de la economía, 
generarían cerca de 150.000 nuevos empleos anuales. l 
Los sesgos señalados contra el pequeño emprendimiento, se convierte 
en fuente de abusos de poder y en inequidades que destruyen las opor i 
des para los pequeños empresarios y para quienes se están iniciando en a 
vidad del emprendimiento. Se genera, así, un estado de precariedad estr 


1 Algunos de estos costos son subsidiados por los instrumentos de fomento. 
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A as sd e dd A dr a a a 
gel ros aie no bastan algu nas políticas específicas dirigidas a resolve 
donas específicos, como altos costos de transacción del emprendimiento 
pr vado nivel de endeudamiento de las pequeñas empresas. Esas políticas 
o® ¿er parte de una estrategia más comprensiva, de carácter nacional y de 
de co que aborde también factores estructurales como acceso a la ca- 
e ión de empresarios y trabajadores, enfrentamiento de las inequidades 
divas derivadas de posiciones de poder de las contrapartes, el acceso al 
“gmiento de largo plazo, a la tecnología, al conocimiento y a la informa- 
. p las nuevas oportunidades de mercado, por nombrar algunos aspectos. 
cn En diversos momentos de la historia económica reciente se han plan- 
do políticas y estrategias orientadas hacia este objetivo, pero han EP 
qe consistencia en el tiempo. Algunos nudos que se detectan dicen relación 


con: 


Ausencia de una política de Estado, con visión nacional y de largo plazo, 
proyectada más allá de los gobiernos. Esto supone la concurrencia de 
diversos sectores del país, públicos y privados, de gobierno y de oposi- 
ción. 

, Fallas de coordinación de las políticas derivadas de la existencia de varios 
organismos públicos que definen e implementan políticas en el campo de 
la pequeña empresa. 

«Bajo nivel de prioridad asignado a este tema en el área de la instituciona- 

lidad macroeconómica y financiera, la cual, al privilegiar las reglas neu- 


trales y generales, mira con suspicacia las políticas que favorezcan algún 
tipo de selectividad, 


Enla formulación de una estrategia nacional para potenciar la capacidad 
emprendedora, hay una premisa crucial a tener en cuenta: no se trata de agre- 
gar nuevos instrumentos de políticas, sino de abordar el tema con una visión 
sistémica, Se trata de un proceso multidimensional, el cual incluye, al menos, 
cuatro niveles: 1) nivel general, en el que los aspectos culturales, valóricos y 
políticos ponen el acento en que el cambio en la capacidad de emprendimiento 
debe sustentarse en el de la sociedad misma; 2) nivel macro, desde el que co- 
"responde asumir ciertos lineamientos generales de la política económica con 
“special atención en los requerimientos financieros de la capacidad empren- 

dora (por ejemplo, políticas financieras para distintos mercados de riesgo, 

< "'ormación e historial de las empresas, de precios de los factores produc- 
A ue aseguren horizontes estables a largo plazo y estimulen la inversión); 
ba meso, definido principalmente por la institucionalidad y las políticas 
ds i de nivel intermedio, donde se puede destacar la gestión pública, las 
ila a sectoriales, tecnológicas, regionales, etc.; y nivel micro, orientado di- 
5 nte alas capacidades emprendedoras, donde se pueden identificar tres 
“sos básicos: gestación de nuevas ideas y proyectos (tanto entre nuevos 
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emprendedores como entre empresarios activos), puesta en marcha de inia 


tivas y operación propiamente tal. 
Los siguientes son algunos objetivos prioritarios de una estrategia q, 


fortalecimiento del emprendimiento. 
1) Nivel general 


. Transformación de una cultura empresarial tradicional, orientada a la 
subsistencia familiar, hacia una cultura empresarial innovadora, que 
asuma los requisitos de una producción de calidad y de estándares in. 
ternacionales (incluidos los ambientales). Esto no significa desconocer 
que detrás de una actividad empresarial concreta puede haber distinta; 
motivaciones y contextos, desde la mera subsistencia, característica de 
la mayoría de los microempresarios, hasta la más emprendedora propia. 
mente tal, enfocada al desarrollo de proyectos innovadores, impulsores 
de nuevas maneras de satisfacer necesidades o nuevos bienes y servicios, 
Las actividades de subsistencia son perfectamente legítimas y necesarias, 
y si bien el apoyo a ellas pertenece más al campo de las políticas sociales, 
ello no excluye que las políticas de emprendimiento las incorporen a su 
quehacer a fin de mejorar su efectividad. 

. Búsqueda de un consenso político respecto de la prioridad de esta es- 
trategia. Para los gobiernos concertacionistas las grandes prioridades 
han sido los equilibrios macroeconómicos y la equidad social. Estas son 
válidas y legítimas, pero el desarrollo productivo ha sido un objetivo se- 
cundario frente a aquellos, lo cual no ha facilitado el diseño de una visión 
de país. La Presidenta Bachelet ha comprometido una alta prioridad para 
este objetivo durante su gobierno. 

. Necesidad de constitución de actores sociales. El empoderamiento delos 
pequeños empresarios para representar sus intereses ante sectores más 
poderosos supone su organización como actores sociales. Los diversos 
gremios empresariales han desempeñado un papel muy significativo en 
la formulación de las políticas económicas y deberían seguir haciéndolo 
Sin embargo, en la nueva economía, globalizada y competitiva, las vie 
culturas reivindicativas tienden a ser reemplazadas por las culturas em- 
presariales, más creativas e innovadoras. Es legítimo que los empresarios 
busquen defender sus intereses corporativos, pero deben tener present? 
que muchas veces esas defensas buscan más bien perpetuar ciertas i 
capacidades de adaptación a las nuevas condiciones de la competencis? 
través de subsidios estatales cuyo costo recae sobre toda la población. 

. Transversalidad de las políticas: no se trata tanto de “una política me 
las MIPYMES’, sino de una estrategia que involucre distintas política" 
instituciones: financiera, bancaria, tecnológica, educativa y de ap 
ción, comercio exterior, todas las cuales generen efectos sobre el desa" 
llo de las capacidades emprendedoras. 
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2) Nivel macro 


La política macroeconómica desempeña un papel protagónico en una 
trategia de desarrollo del emprendimiento. En primer lugar, de ella depen- 
e la estabilidad monetaria y financiera, recordando que el actual sistema 
Inanciero internacional es altamente volátil e inestable. Los ciclos financie- 
los de alzas y bajas, y los ajustes que los acompañan, con su secuela de des- 
mpleo, caída del gasto y pérdida de expectativas, son la principal fuente de 
Mérdida de la confianza económica en el futuro. En segundo lugar, en este 
hivel es donde se determinan los principales flujos financieros que financian 
la inversión y, por lo tanto, la realización de nuevos proyectos empresariales. 
Én tercer lugar, la política macroeconómica es decisiva en la configuración 
elos instrumentos de fomento financiero y de la institucionalidad del mer- 
cado de capitales. 
Como es sabido, uno de los principales problemas que enfrentan los pe- 
queños emprendedores, si no el más importante, es la falta de acceso a recursos 
financieros de largo plazo y a capital de riesgo. En Chile se ha avanzado bastan- 
fe en el desarrollo de instrumentos de financiamiento para la pequeña empre- 
pa, especialmente a través de instituciones como el BancoEstado, la CORFO, el 

vicio de Capacitación Técnica, el INDAP y algunos bancos privados. Incluso 
ise han introducido instrumentos novedosos, como el seguro de salud para mi- 
£roempresarios del BancoEstado. Con todo, los altos diferenciales entre las ta- 
sas de interés que deben pagar los pequeños empresarios respecto de las tasas 
normales del mercado son reveladores de las deficiencias de que aún adolece 
jel mercado de créditos en Chile, en cuanto a la falta de información sobre el 
desempeño de este sector. 

Rivas (2004) ha sugerido una variedad de condiciones necesarias para 

perfeccionar el acceso de las pequeñas empresas al mercado crediticio y de 
capitales: 


$ 


* Desarrollo de una base de datos estandarizada que permita construir 
indicadores financieros sobre el desempeño de los micro y pequeños 
empresarios, de modo que los bancos puedan evaluar más eficazmente 
las solicitudes de créditos. Es lo que se conoce en la jerga técnica como 
credit scoring. 

Desarrollo del mercado de factoring, el cual, al permitir el descuento de 
facturas, facilita un mayor flujo de recursos líquidos a las empresas pro- 
veedoras. La promoción de un mercado “en línea” estimula la competen- 
cía en este y los costos que deben afrontar las empresas por la obtención 

de recursos líquidos. 

Certificación de calidad de la gestión de las empresas. La desconfianza 

de los bancos en la gestión de las pequeñas empresas es una de las prin- 

Cipales dificultades que estas enfrentan para acceder al crédito bancario. 
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Una certificación de calidad, con participación de los propios baner, 
ayudaria a eliminar este posible sesgo negativo, i 
Securitización de créditos: permite el refinanciamiento a través de bone, 
emitidos por terceros, posiblemente con cobertura de riesgos a través g, 
seguros de créditos y garantías parciales otorgadas por el Estado, 
Promoción y fortalecimiento de instituciones no gubernamentales ES 
pecializadas en microfinanzas, las cuales pueden movilizar recurs, 
internacionales o privados en la medida que aseguren su calidad ope, 
rativa. 
Desarrollo del mercado de capital de riesgo. Este mercado está orientag, 
a canalizar recursos hacia proyectos innovadores, los cuales pueden s 
muy promisorios y rentables, pero asimismo expuestos a un alto riesgo 
En Chile se han constituido varios fondos de capital de riesgo al amparo 
de la ley sobre fondos de inversión, pero no han alcanzado un crecimien. 
to cuantitativo muy significativo. El proyecto de Reforma al Mercado de 
Capitales 2 busca crear nuevos incentivos para este sistema, en particular 
para los recursos provenientes de los fondos de pensiones, con garantías 
estatales. Sin embargo, uno de los principales cuellos de botella para el 
desarrollo de este mercado está en la formulación de buenos proyectos 
empresariales, acompañados por respectivos planes de negocios y por 
gestores especializados en este tipo de proyectos. Hay un error muy di- 
fundido y es creer que basta una buena idea para tener un proyecto in- 
novador. Las ideas pueden ser muy abundantes pero deben convertirse 
en proyectos concretos y viables de negocios para que estos puedan ser 
evaluados y financiados. 


3) Nivel meso 


Desarrollo de la noción de asociatividad y cooperación, elemento funds 
mental para el éxito del sector: esto significa que los objetivos anteriores 
no se pueden obtener en forma atomizada y aislada, sino a través del 
búsqueda de economías de aglomeración. Es importante señalar que h 
asociatividad no sólo se aplica a las empresas, sino también a la inst 
cionalidad pública, la que normalmente actúa con criterios agencia 
más que sistémicos. Esta asociatividad deberá apoyarse progresivamen: 
en las tecnologías de la información. a 
Explicitar la dimensión regional y local de las pequeñas empreses, lo 
implica que la institucionalidad local y los actores locales deben ten! 
una importancia central. cis 
Se desprende que tal estrategia requerirá un alto grado de coordina s 
institucional. Teniendo el Ministerio de Economía el liderazgo €n z A 
plementación, es fundamental la participación de otros Minister” 
instituciones, como Hacienda, CORFO, SCT, Educación, ProChile "e 
intendencia de Bancos, BancoEstado, etc. 
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Una estrategia de desarrollo de las pequeñas empresas a través de clus- 

"jes o aglomeraciones productivas puede ser muy potente para crear 
las sinergias necesarias y el potenciamiento de las diferentes políticas e 
instrumentos hacia este conglomerado. Más adelante se desarrolla este 
tema con mayor amplitud. 


4) Nivel micro 


Fortalecimiento del mercado de servicios no financieros: consultorías 
profesionales para la gestión empresarial, servicios tecnológicos, capaci- 
tación de trabajadores, tecnologías de la información, orientados a mejo- 
rar la calidad y la productividad. 

Existe una brecha enorme a superar entre las prácticas rutinarias de ges- 

tión y las “buenas prácticas” que se han estado probando. Esto incluye 

además la capacidad de formular proyectos de inversión, comercio exte- 
rior, diseño estratégico, acceso a los instrumentos de fomento. 

, Inserción en redes productivas, tanto empresariales como tecnológicas y 
comerciales. 

. Incorporación gradual de las microempresas informales (750.000 em- 
prendimientos) al sistema formal, de manera que puedan acceder a las 
políticas de fomento y a la institucionalidad financiera (ver Román, 2003 
y Molina, 2005). 


El modelo de clusters como una aproximación estratégica para el 
; aumento de la competitividad sistémica de las pequeñas empresas 


' Las debilidades de la competitividad sistémica chilena y, en particular, de las 
pequeñas empresas pueden enfrentarse de diversas maneras. Un enfoque, 
seguido por los gobiernos concertacionistas, consiste en el uso de los ins- 
trumentos de fomento, que tratan de corregir las fallas de mercados, trans- 
firiendo subsidios a las empresas en función de proyectos de capacitación, 
asistencia técnica o innovación. El enfoque tiene la desventaja de que sus 
electos no convergen necesariamente en el territorio para potenciarse en la 
creación de sinergias productivas, los instrumentos no son de fácil acceso 
para los empresarios pequeños o requieren, al mismo tiempo, capacidades fi- 
tancieras y de gestión para costear consultores que puedan operar con ellos. 

n enfoque alternativo, complementario a la vez, emergente de la práctica 
de muchas regiones exitosas en diversos países del mundo y que ha intere- 
tado a los estrategas, es focalizar los esfuerzos a través de la coordinación 

instrumentos de fomento en ciertos ámbitos productivos y territoriales, 
se los mercados expresan con mayor nitidez las potencialidades de una 
$ nsformación productiva y los territorios reconocen una determinada vo- 
“ción productiva. Es un enfoque esencialmente articulador de las redes 
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productivas, mejor conocido como estrategia de clusters o aglomeraciones 
productivas territoriales.!* 

Se trata de aglomeraciones empresariales que se desarrollan alrededo, 
de una actividad principal, la cual genera demandas intermedias de insumos, 
servicios conexos (por ejemplo transporte, seguros, publicidad), asistencia 
técnica, servicios públicos, etc. Estos efectos pueden ser especialmente es. 
timulantes para las pequeñas empresas. La CORFO posee un instrumento de 
fomento denominado Programas Territoriales Integrados (PT1) cuyo objetiva 
es crear sinergias territoriales y empresariales alrededor de algún sector pro. 
ductivo con liderazgo en otras actividades y sobre la comunidad regional en 
general. Es una nueva manera de abordar los desafíos de la competitividad, 
centrando las acciones en el entorno inmediato y territorial de las empresas, 
Pero el concepto de cluster va más allá, en cuanto se centra en el desarrollo de 
la asociatividad y creación de capital social, como fundamentos de las econo- 
mías de aglomeración. 

El concepto de cluster se ha difundido intensamente en base a expe- 
riencias exitosas de desarrollo en países avanzados, como los denominados 
“distritos industriales italianos”, el cluster de las flores de Holanda, el fores- 
tal de Finlandia o el complejo electrónico de Silicon Valley. En los años % 
ha sido muy utilizado por el consultor internacional Michael Porter (1990) en 
sus propuestas para el desarrollo de la competitividad de las empresas. Este 
investigador detectó que el modelo de cluster recogía bien las conclusiones 
obtenidas sobre las variables más relevantes que conducen al mejoramiento de 
la competitividad. Si bien este modelo está siendo muy utilizado en la actuali- 
dad para evaluar el potencial competitivo y las posibles políticas innovadoras, 
desde un punto de vista puramente teórico y conceptual, el hallazgo no es tan 
novedoso, si se recuerda que ya Alfred Marshall, uno de los padres de la econo- 
mía neo-clásica, identificó, a principios del siglo XX, el concepto de “atmósfera 
industrial”, es decir, un entorno de las empresas que contribuye a mejorar % 
productividad más allá del esfuerzo interno de la misma, mediante la creación 

de externalidades. 

Existen también otras teorías que, a lo largo del siglo XX, se han venido 
formulando y que explican la importancia del entorno territorial para dar 
mento de la productividad. Albert Hirschman introdujo el concepto de los er 
cadenamientos” industriales, que permiten movilizar energías ocultas en '* 
giones con poca densidad industrial. Paul Rosenstein-Rodan habló de Ja teoria 
del “gran impulso” (big-push) para crear una coordinación de inversiones 4% 
permitiera multiplicar las interdependencias industriales y asegurar recipro 
mente la rentabilidad de distintos proyectos. Más recientemente, Axelrod de 
utilizado la teoría de los juegos para explicar la importancia de la repetición 
juegos o interacciones entre agentes en la creación de confianzas. 


1% Ramos, Joseph (1998), CEPAL-GTZ (2005). 
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Más allá de los aspectos puramente instrumentales, el concepto de clus- 
ters evoca otro asociado: el tejido social y económico a niveles territoriales y 
locales. Relaciona el aumento de la competitividad con el fortalecimiento de 
las redes sociales y productivas para desplegar las potencialidades regionales. 
Para aumentar la productividad de las empresas, estas deben contar con traba- 
jadores calificados, con proveedores a su vez productores de insumos de buena 
calidad, con una dotación de centros tecnológicos y de asistencia técnica que 
puedan solucionar los problemas emergentes, con una burocracia pública ágil 
y expedita no obstaculizadora de las iniciativas y, sobre todo, con la confianza 
en las propias capacidades productivas y en las del sistema dentro del cual se 
insertan. 

En Chile existen algunos clusters emblemáticos del exitoso desarrollo ex- 
portador experimentado por el país hasta el momento, como el cluster del sal- 
món, el del sector forestal-maderero, el del vino, etc. También emergen clusters 
no tradicionales en torno al aceite de oliva en el norte, al cultivo de la palta en la 
Región de Valparaíso, en los berries en la Región del Bío-Bío y de la Araucanía, 
en el turismo de intereses especiales, el cluster del cordero, en Magallanes, entre 
otros.” 

La contribución principal de Porter es haber operacionalizado el con- 
cepto e incorporado otros elementos de las cadenas de interdependencias. Se- 
gún este autor, las ventajas competitivas de las empresas surgen de un conjunto 
de factores clasificados en cuatro grupos, los cuales conforman el “diaman- 
te"!* Estos grupos de factores de competitividad se refuerzan unos a otros y 
constituyen un “sistema” competitivo. Este carácter sistémico hace que las em- 
presas beneficiadas constituyan un cluster, en el cual se relacionan a través de 
vínculos verticales (comprador-vendedor), horizontales (clientes, tecnologías, 
servicios) y tienden a agruparse regionalmente. Las industrias participantes 
se apoyan recíprocamente, porque las ventajas competitivas desarrolladas por 
Unas se transmiten a las otras. 

Otro autor define el cluster a partir de algunos conceptos previos, como 
la “cadena de valor” referida a las empresas que agregan valor sucesivamente 
a través de la manufactura, el marketing y la distribución y transporte de pro- 
ductos; el “sistema de valor”, que agrega a la cadena de valor la contribución 
que hacen otros actores estratégicos, mediante servicios tecnológicos, finan- 
cieros u otros. El cluster es una agrupación de varios sistemas de valor, los 
cuales tienen vínculos territoriales e institucionales y generan redes de coope- 
ración cruzadas entre distintas cadenas de valor. Quizás el rasgo fundamental 


** Tanto CORFO como ProChile tienen interesantes proyectos para potenciar estos clusters emer- 
Ermes. Ver también (CEPAL-GTZ, 2005; Montero, 2004), 

“Los cuatro grupos de variables del diamante son: las condiciones de exigencia de la demanda 
local, la estructura competitiva de la industria, la calidad y variedad de los factores productivos con 
y arrespondientes bases institucionales, y las actividades conexas y de apoyo, como proveedores 
bienes y servicios. 
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del cluster es que sus actores comparten “modelos mentales”, enfrentan rie 
comunes, intercambian información de interés común y resuelven Problema, 
de gobernabilidad al interior del cluster. '** i 
Lo interesante del cluster es que se trata del desarrollo de empresas inde. 
pendientes pero interrelacionadas, con un núcleo productivo dominante y un 
conjunto de actividades periféricas, no menos relevantes, tanto como proveedy, 
res, prestadores de servicios, instituciones tecnológicas y de asistencia técnica, 
provisión de infraestructura, entidades reguladoras especializadas, etc. El clust 
desarrolla economías de aglomeración y externalidades, así como aprendizaje, 
tecnológicos y organizacionales. El cluster es producto de un desarrollo empre. 
sarial a través del mercado, pero puede verse fortalecido por una red de apoyos 
y coordinaciones institucionales que potencien su capacidad competitiva (espe. 
cialmente centros tecnológicos y de capacitación, de financiamiento, de transmi. 
sión de información, de acceso a mercados), y, por supuesto, por las condicione; 
competitivas generales de la economía (situación macroeconómica, financiera, 
riesgo-país, etc.), en todas las cuales el Estado cumple funciones indispensables 
de apoyo. Esto es especialmente importante en las regiones y en los ámbitos de 
las pequeñas y medianas empresas, que suelen caracterizarse por su aislamiento, 
desconfianza frente al entorno y escaso interés en la asociatividad. 
La gran pregunta planteada desde un punto de vista estratégico es si 
en una economía de mercado hay espacio para la intervención del Estado a 
través de políticas públicas de fomento de los clusters o debe dejárselos entre- 
gados a un desarrollo espontáneo. Desde una perspectiva neoliberal pura, h 
respuesta probable es que lo peor sería intervenir. Si surgen y se desarrollan 
bien, no necesitan apoyos exógenos. Si no lo hacen, sería perjudicial intervenir 
porque el mercado estaría señalando que esas empresas no tienen potencial 
competitivo. Ya se han indicado los argumentos de por qué esta respuesta es 
falaz. Una aglomeración industrial (en sentido amplio) genera beneficios ex 
ternos a las empresas, los que pueden crear potencial competitivo más allá 


del esfuerzo aislado de estas. El sistema de mercado también puede fallar en 
generar los mercados específicos que requieren las empresas para el 
rca 


productividad como sería el caso, por ejemplo, si no hubiera un me 
consultorías para la asistencia técnica. Otra situación muy concreta que 
experimentando las regiones desde el Maule a la Araucanía es la del cultivo de 
los berries: frutillas y arándonos, estimulado por un fuerte crecimiento expor 
tador. Sin embargo, la carencia de frigoríficos almacenadores en la can 
necesaria para absorber la oferta de berries en épocas de cosecha leva è yi 
los productores tengan que vender sus productos a bajos precios. Con m 
de esta situación, los importadores de países desarrollados postergan $43 dos! 
nes de compra hasta el momento en que los productores están abarrota 


19 Visser, Evert-Jan (2004). Hemos simplificado la definición de este autor. 
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necesitan deshacerse de la producción a cualquier precio. Esto revela una falla 
en la cadena de valor. 

Fl hecho de que el Estado pueda ayudar al desarrollo exitoso de un clus- 
ter fortaleciendo la red institucional de apoyos no significa, en ningún caso, 
la selección arbitraria y voluntarista de actividades productivas que podrían 
ser estimuladas. Una política pública de fortalecimiento competitivo de algu- 
nos clusters se sustenta en la dinámica del mercado, reconociendo sus señales 
fundamentales, pero apoyando la creación de externalidades: incubadoras de 
empresas, innovaciones, capacitaciones técnicas y gerenciales, sinergias, dis- 
minución de costos de transacción, coordinación público-privada y difusión 
de la información que permita tomar mejores decisiones a mediano plazo. En 
lo esencial, como se planteará después, el rol del Estado es convocar al de- 
sarrollo de visiones de largo plazo, identificar objetivos compartidos por los 
actores sociales, disminuir las incertidumbres y maximizar las externalidades 
y sinergias colectivas. 

En el caso chileno, una estrategia de desarrollo competitivo en base a 
dusters supone unas premisas como las siguientes: 


a) Considerar que Chile tiene una economía de mercado y el Estado no 
selecciona industrias ganadoras. 


b) Identificar, principalmente por parte de los empresarios y técnicos, las 
oportunidades que genera el cluster, con el conocimiento y la experiencia 
que proveen los mercados respectivos. 


c) La función del Estado es articular, transmitir información, contribuir a 
generar capital social y redes productivas, especialmente empresas-uni- 
versidades-centros tecnológicos; difundir el conocimiento sobre los ins- 
trumentos de fomento y posibilidades de focalización; evaluar las impli- 
cancias ambientales y sociales en los territorios respectivos. 


d) Estas funciones públicas implican dos niveles de acción: a nivel macro, 
configuración de un Sistema Nacional de Innovación, moderno y ade- 
cuado a los requerimientos estratégicos; a nivel meso, apoyo al desarrollo 
de clusters competitivos, articulando el Sistema Nacional de Innovación 
con el sector privado, especialmente las pequeñas empresas y a nivel re- 
gional; a nivel micro, diseño de un sistema de incentivos financieros, de 
información e institucionales para estimular a las empresas a participar 
activamente en este proceso. 


e) Lo anterior supone movilización de recursos financieros e instituciona- 
les que, a grandes rasgos, implica una variedad de ámbitos de políticas 
públicas: subsidios directos, exenciones tributarias, cooperación inter- 
E sistema de patentes, regulación de los derechos de propiedad 
intelectual. 
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f) La asignación de estos recursos puede contemplar modalidades tales 
como fondos concursables, capital semilla, asignado en base a evaluación 
de proyectos innovadores (con el Estado como socio con cláusulas de 
retiro programado); fondos de capital de riesgo; consorcios tecnológicos 


(Bitrán, 2004); infraestructura/incubadoras para emprendimientos inno. 
vadores. 


g) Por último, aunque no menos importante, es fundamental evitar que 
una estrategia como la señalada signifique reproducir el sesgo concen. 
trador del sistema de mercado. La estructura productiva de las regiones 
es muy heterogénea y en muchos clusters coexisten grandes empresas 
con los medianos y pequeños productores. Si la estrategia de fomento 
productivo significa que la mayor parte de los beneficios se canalice 
hacia las empresas más grandes, se distorsionaría uno de los objeti- 
vos principales: el de estimular la inserción productiva de los pequeños 
productores. 


A comienzos de 2006, el gobierno de la Presidenta Bachelet decidió or- 
ganizar las Agencias Regionales de Desarrollo, con la misión de organizar y 
coordinar las iniciativas públicas y privadas para el desarrollo productivo de 
las regiones. Estas Agencias serán lideradas por un Consejo Estratégico Pú- 
blico-Privado, con el apoyo logístico de la CORFO en regiones, su arsenal de 
instrumentos de fomento productivo y nuevos fondos que podrán provenir 
del royalty o de antiguos recursos como los fondos de desarrollo regional. Esta 
instancia va en la dirección correcta ya que su objetivo central será coordinar 
en regiones las iniciativas del sector público (no olvidar que hay muchas insti- 
tuciones públicas, como el Servicio de Cooperación Técnica, INDA?, ProChile, 
FOSIS, aparte de CORFO misma, que practican el fomento productivo, a veces 
con diferentes criterios y prioridades), del sector privado (que suele operar 
con criterios de corto plazo y en forma aislada), y el sector académico (que así 
podrá insertarse mejor en las prioridades productivas). 
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TERCERA PARTE: 
Desafíos sociopolíticos 


Capítulo IX 


IGUALDAD DE OPORTUNIDADES 
PARA LA COHESIÓN SOCIAL 


Los dos vicios esenciales del mundo económico en que vivimos son que el pleno 
empleo no está garantizado y que la distribución de la fortuna y de los ingresos es 
arbitraria y carece de equidad. 

John Maynard Keynes'% 


La integración social es responsabilidad prioritaria del Estado chileno. Las dis- 
tintas candidaturas presidenciales de 2005 no tuvieron dos opiniones al respecto. 
Pero este no es un tema nuevo. Desde comienzos del siglo XX, cuando se planteó 
el problema de la desigualdad y la pobreza como la “cuestión social” los gobier- 
nos, la opinión pública, los partidos políticos, los intelectuales, los movimientos 
sociales, la Iglesia Católica, se viene exponiendo la gravedad de esta situación en 
Chile. Durante los años 60 y comienzos de los 70, tiempos de las reformas socia- 
les, la desigualdad pasó a ser el gran fundamento para esas reformas, enfocadas a 
los cambios en las estructuras de propiedad. Más allá de las circunstancias poli- 
ticas de la época, se comprobó que el radicalismo de los cambios sociales y de las 
estructuras de propiedad de la economía no eran garantías para la sostenibilidad 
en el tiempo de la redistribución del ingreso y la riqueza. Por supuesto que las 
reformas de mercado posteriores no ayudaron a sustentar los cambios sociales. 
Por el contrario, restituyeron y profundizaron las graves desigualdades, no sólo 
por los cambios patrimoniales sino también por el resurgimiento de antiguas 
formas de discriminación social y por lo que Tanzi ha denominado “rentas de 
Posicionamiento” social (Tanzi, 2000, cap. 4, p. 54). 


Los objetivos de una estrategia 


El gran tema de la cuestión social de principios del siglo XXI es cómo el Es- 
tado define una estrategia de integración social, no sólo para los más pobres 
sino para el conjunto de la sociedad. Existen fundamentos éticos, políticos y 
económicos que convierten la integración social en una alta prioridad para las 


nn 
“John Maynard Keynes, The General Theory of Employment, Interest and Money, Harcoust, 


Brace & World, Inc. New York, 1936. 
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políticas públicas de la década actual. Nótese que no se habla sólo de redi. 
tribuir el ingreso o disminuir la pobreza, sino de “integración social” (Hardy, 
2004). La diferencia no es semántica solamente. El concepto de integración so. 
cial alude a un reconocimiento de que todos los sujetos sociales tienen derecho 
a ser parte integral de los beneficios que la sociedad, como un todo, genera, y 
la igualdad de oportunidades. Estos derechos mínimos deben incluir el acceso 
a los bienes de consumo esenciales, bienes públicos, oportunidades para inser- 
tarse productiva y creativamente en la sociedad y, algo no menor en la socie- 
dad moderna, el derecho a tener cobertura frente a los numerosos riesgos de 
salud, incapacidad física, desempleo y envejecimiento. Esta es una definición 
moderna de una sociedad civilizada. 

No se trata de llegar a la igualdad absoluta de ingresos, lo que es imposi- 
ble, pero sí de que las oportunidades para acceder a esos derechos estén abier- 
tas. La sola redistribución de ingresos monetarios no significa que las oportu- 
nidades sean equitativas, porque estas dependen de muchos factores aparte de 
la disponibilidad de ingresos. Se ha demostrado empíricamente, por ejemplo, 
que egresados de una misma carrera universitaria obtienen ingresos profesio- 
nales muy diferentes dependiendo del estatus social o-tipo de establecimiento 
de educación secundaria del que hayan egresado. Esto se explica porque las 
redes sociales, basadas en vínculos familiares, de amistad o escolares, ejercen 
una influencia significativa al momento de abrir oportunidades para los me- 
jores puestos de trabajo u oportunidades de negocios. Otras formas de discri- 
minación más específicas, como las que afectan a la mujer, se superponen a las 

más generales. Hay muchos tipos de segregaciones sociales que filtran y sesgan 
las oportunidades a favor de las elites. Las enfermedades, el desempleo y l 
edad son otros factores que generan discriminación negativa de las personas 
que los presentan. Los objetivos estratégicos aquí son abrir las oportunidades 
a todas las personas en base a sus méritos y capacidades, y protegerlas de esos 
factores de discriminación. Esto supone cambias institucionales, perfecciona: 
miento de los mercados y también cambios culturales. e 
Por cierto, las desigualdades extremas de ingresos son la parte más vis 
ble y dramática de la insuficiente integración social y por ello es com 
que las prioridades en la política social se hayan puesto en ese objetivo. 
se decía anteriormente, esto se justifica éticamente, porque en la s j 
moderna, con las capacidades económicas y tecnológicas existentes, y CoN” 
ejemplos dados por muchos países que han podido eliminar las diferenc 
más extremas, es intolerable la persistencia de las formas más abyectas de P” 
breza y desigualdad. La cohesión social se sustenta en valores y el valor deb 
equidad e igualdad de oportunidades ha venido adquiriendo un lugar priorite- 
rio en la sociedad moderna. , 
Desde el punto de vista económico, las desigualdades extremas impo 
nen elevados costos a la sociedad. En primer lugar, el asistencialismo n 
recursos públicos que tienen un uso alternativo: la inversión para aument e 
productividad y los empleos, mejorando el bienestar general. Por cierto: 


202 


pobreza el asistencialismo se hace necesario. Pero si los pobres pudieran au- 
ustentarse económicamente, no necesitarían esos recursos o demandarían 
q de ellos. En segundo lugar, la pobreza genera un desperdicio de recur- 
"s reales que hace más pobre a la sociedad toda: los pobres podrían generar 
mayores recursos si contaran con las oportunidades y las capacidades adecua- 
des para ser más productivos. En tercer lugar, al haber una relación directa 
tre pobreza y riesgo de criminalidad, la persistencia de aquella obliga a la 
sociedad a gastar recursos en prevención y castigo del crimen y la delincuen- 
, Por último, puesto que la producción moderna requiere cada vez más de 
capital humano calificado, la pobreza impide que una proporción importante 
de la población pueda acceder a los trabajos más calificados, restándose así a 
una mayor contribución al crecimiento económico. Razonamientos similares 
se pueden hacer desde el punto de vista político. La pobreza provoca resenti- 
miento, escepticismo y desencanto, emociones estas que no estimulan la par- 
ticipación y la valorización de la democracia. Incluso puede convertirse en un 
| caldo de cultivo para actitudes beligerantes y contestatarias respecto de las 
instituciones democráticas. 
Todo esto demuestra que los problemas de pobreza y desigualdad re- 
quieren ser abordados en forma sistémica a distintos niveles estratégicos y de 
fticas. Los dos ejes estratégicos son, en primer lugar, generar una verda- 
dera igualdad de oportunidades, que aborde las inequidades desde el origen 
del desarrollo de las personas, formando las capacidades necesarias para los 
requerimientos del mundo actual; y, en segundo lugar, fortalecer los meca- 
nismos de protección de los derechos mínimos sociales, frente a los riesgos y 
distintas formas de discriminación. Hay que actuar a través del mercado, del 
Estado y de las instituciones. A nivel macroeconómico y microeconómico. A 
' nivel económico, social y político, buscando consensos para generar recursos, 
cooperación pública y privada y de las organizaciones sociales para la aplica- 
ción práctica de los programas. Al interior del Estado, el esfuerzo adicional tie- 
ne que hacerse en el mejoramiento de la eficiencia institucional lo cual, entre 
; Otras cosas, supone una mayor coordinación intersectorial e interministerial. 
Chile tiene todavía mucho camino que recorrer, pero la evidencia muestra que 
 tiseguido ha sido eficaz. 


| Hacia una verdadera igualdad de oportunidades 


¡ Un supuesto importante para tratar el tema de la integración social es que la 
economia de mercado seguirá siendo el sistema económico predominante. Aun- 
que es un sistema con muchas virtudes y méritos, que no se pueden ignorar 
un mundo globalizado, tampoco es un sistema inocuo y, como se ha visto, 
ata causar enormes daños sociales y humanos, en la medida que los valores 
4 cultura que cimientan los tejidos sociales son subordinados a la cultura del 
Ercado, El mejor antídoto para estos riesgos y daños es el fortalecimiento de 
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las capacidades humanas, valóricas, sociales y sistémicas para desenvolverse í 
los mercados y en la sociedad (Sen, 2003). El mecanismo más eficaz de los me, 
cados es la competencia.'* A través de esta, surgen las mejores soluciones parn 
las necesidades humanas, tanto en términos de economía de recursos como de 
calidades y precios. Pero, en un mundo de competencias, las personas tienen 
que desarrollar sus propias capacidades para competir e insertarse exitosamente 
en el sistema, de acuerdo a las opciones de desarrollo personal. Esto vale par 
las personas individuales, de cualquier edad o condición, para las empresas, los 
trabajadores, los consumidores, las organizaciones sociales. 

El problema fundamental de una economía de mercado en una socie. 
dad muy desigual es que las fuerzas de la competencia trabajan a favor de los 
que ya tienen las mejores oportunidades y mayores dotaciones de recursos y 
en contra de quienes sufren sus carencias. El mercado puede ser muy eficiente 
para la asignación de recursos y para estimular el crecimiento económico, pero 
no lo es para corregir las desigualdades de origen. Ello es así porque el mercado 
premia la productividad y la eficacia de resultados, pero estos son consecuen- 
cia del acceso a los recursos de capital financiero y humano, de tecnologías, 
información y oportunidades de negocios. El asistencialismo del Estado para 
paliar las condiciones de pobreza busca disminuir las extremas desigualdades 
en el bienestar de la población, pero no riecesariamente rompe el círculo vicio- 
so de la pobreza y la falta de acceso a las oportunidades, situación que afecta 
en forma sistemática a los sectores extremadamente pobres. Las políticas de 
cambios en la institucionalidad social para facilitar la inserción en las redes de 
protección (como los programas Chile Solidario y Puente, aplicados después 
de 2000) y, sobre todo, en las.redes que desarrollan las capacidades humans 
son las que verdaderamente contribuyen. a romper ese-círculo vicioso. Aqu 
cabe recordar el viejo proverbio de que “más.vale erjseñar a pescar que regalar 
un pez”. : de cal, a 

z. En la sección que sigue vamos a explorarlá dinámica de la construcción 
de capacidades. Esto implica aprendizajes, pero la pregunta de fondo es cómo 
se efectúa este aprendizaje. ds e? 


Las capacidades se forman desde la infancia temprana 

Los enfoques sobre el desarrollo humano constituyen un buen punto de pe 
tida para analizar el desarrollo de las capacidades. Éstos enfoques han pa 
por el desencanto con aquellas aproximaciones económicas y conven® 


les que centran el interés en el aumento de la riqueza de medios y dsd 
identificado con el erecimiento del ingreso nacional. La prioridad otor? 


—__— A 
161. Engel y Navia (2006) abordan cómo la competencia puede mejorar la equidad. siempre 4 
nivele el terreno. 
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arrollo entendido como aumento de la disponibilidad y posesión de bie- 
ha significado descuidar y, en muchos casos, olvidar que el bienestar y 
la felicidad de los seres humanos depende también, si es que no más, de su 
capacidad de ser sujetos libres para decidir el tipo de vida que desean tener, las 
ciones sociales que quieren construir; de ganarse la vida y poder participar 
en sociedad en asuntos que tengan que ver con sus vidas. Esta concepción del 
desarrollo personal supone, entonces, individuos capaces y autónomos para 
formular y desarrollar sus proyectos de vida (Sen, 2003). Todos los procesos de 
socialización y educación están dirigidos a desarrollar nuestras capacidades. 
Aquíes donde hay un enorme déficit en nuestra institucionalidad, toda vez que 
el desarrollo de la socialización y de los procesos educativos está sesgado por 
ja desigualdad de oportunidades desde el origen. Una etapa extraordinaria- 
mente importante para la socialización y la educación del individuo es la que 
va desde el nacimiento hasta los primeros años de vida, pero es esta etapa la 
que ha sido sistemáticamente ignorada hasta hace muy poco en los diseños de 
las estrategias de desarrollo social, permitiendo de este modo que la pobreza 
impacte en los niños y reproduzca limitaciones en su desarrollo que después 
son muy difíciles de revertir. 

Las capacidades humanas se desarrollan en la interacción con el medio 
social. Está comprobado que el cerebro humano es uno de los componentes 
menos desarrollados del organismo al momento del nacimiento. A partir de ese 
momento crucial en- la vida de la persona, comienza un proceso de desarrollo 
cerebral basado en el crecimiento neuronal y en las conexiones de las neuronas 
entre sí a través de lo que se denomina sinapsis. Se forman redes neuronales 
que hacen posible el desarrollo de distintas habilidades como percibir y retener 
información, crear capacidades motoras, de lenguaje, sociabilidad, afectividad, 
todas las cuales van formando la identidad y carácter de la persona. 

En particular, los dos primeros años de vida son los más cruciales en la 
formación de las células cerebrales y sus conexiones (Myers, 1993), por lo que 
este es el período de la vida del niño donde se juegan muchas de las oportuni- 
dades que podrá tener en la vida adulta. Lo más interesante es que la formación 
delas células cerebrales no depende sólo, ni siquiera principalmente, de la do- 
tación genética o de los nutrientes biológicos, sino de las interacciones del niño 
con su entorno. Los estímulos externos activan senderos neuronales, los que se 
ven reforzados a través de la repetición de los estímulos, mediante el almace- 
namiento de señales químicas. De esta manera, se estima que en los primeros 
ea años de vida la formación de sinapsis es extremadamente rápida. Poste- 
o estas se reducen a fines de la adolescencia, debido a un proceso de 

ección que descarta aquellas redes que dejan de ser estimuladas y utilizadas. 
E la la base de la capacidad de procesamiento de información del individuo, 
; cir, su capacidad de aprendizaje. Esta se desarrolla en forma diferente 
an las funciones cerebrales (motoras, visuales, afectivas, cognoscitivas, de 
Xpresión, sociabilidad, etc.), prolongándose el período de formación básica 
capacidades hasta los 6-8 años. Esto es lo que se conoce como el desarrollo 


des 
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psicosocial del niño, que en los nuevos enfoques ha adquirido tanta im 
cia como los aspectos nutricionales (Mustard, 2000). Portan, 
De hecho la desnutrición es un problema controlado y en retirada 

Chile. Entre 1990 y 2000 la proporción de personas desnutridas dismin A 
desde un 8% a un 4%, según Fao, y la disponibilidad de alimentos Supera 
necesidades energéticas y proteicas de la población, según el mismo otoa.. 
mo. Los niños menores de cinco años con desnutrición moderada o grave dis. 
minuyeron desde un 3% hasta un 1%, entre las mismas fechas.!*? i 


El desarrollo psicosocial del niño en situación de pobreza 


Desde hace más de 50 años, los sucesivos gobiernos han respaldado los Progra- 
mas de Salud del Niño, centrando la atención en los menores de dos años, con 
muy alta cobertura nacional y con logros muy importantes en la salud física, 
como la disminución de los índices de mortalidad infantil, los índices de nutri- 
ción, etc. Sin embargo, el desarrollo psicosocial tuvo muy baja prioridad hasta 
hace poco, lo cual contribuyó a que los indicadores de este tipo de desarrollo 
muestren una proporción de niños con déficit estable a lo largo del tiempo 
(Bralic y otras, 1978; Bralic y Rodríguez, 1981). 

Lo que es más grave, el mayor porcentaje de déficit en el desarrollo psi- 
cosocial se encuentra en los niños de niveles socio económicos bajos. A la muy 
temprana edad de los 18 meses de vida, ya se manifiesta una desigualdad sig- 
nificativa entre niños de hogares de nivel socioeconómico bajo y los de nivel 
alto. Ello se debe a que bajo condiciones de pobreza, los niños están expuestos 
a situaciones poco favorables que afectan negativamente su cuidado: hogares 
agobiados por la pobreza, altos grados de hacinamiento y muy pocas posibi- 
lidades de exploración y juego, escaso intercambio verbal, y padres que tam- 
bién sufrieron deprivaciones en su propio desarrollo cognoscitivo (no necesa- 
riamente en otras dimensiones, como la motora o afectiva, aunque también 

en estos casos la proporción de niños que sufren carencias suele ser mayor 
que en niveles socioeconómicos altos). Todo ello limita las posibilidades de 
estimulación, especialmente en la dimensión cognoscitiva. Esto significa que 
a esa edad ya los niños comienzan a enfrentar desigualdades de oportunida- 
des, cuyas primeras consecuencias van a ser las diferencias de rendimiento eN 
los establecimientos pre-escolares y escolares. Estos diferentes rendimientos 
van a constituir fuentes de discriminación posterior, a las que se añadirán ls 
que provienen de otras causas, como las de género, étnicas, o sociales.!'* Debe 


42 UNICEF (2003). 


%3 Dos importantes fuentes de discriminación laboral y de ingresos son las de género, sobre h cual 
se ha escrito bastante; y la discriminación social, derivada de la existencia de redes culturales pe 
origen social. Una investigación reciente de Javier Núñez y Roberto Gutiérrez (citados por Eyzagui™"” 
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tenderse que lo anterior no implica que necesariamente todo niño criado en 

“diciones de pobreza sufra un retraso en su desarrollo, sino que la probabili- 
W de sufrirlo es mayor bajo esas circunstancias. Tampoco significa que niños 
criados en entornos inadecuados no puedan alcanzar un desarrollo psicosocial 
normal, si se les ofrece programas que compensen, aunque sea parcialmente, 
las carencias que pudieran haber tenido en su desarrollo más temprano. 

Esta realidad justifica y fundamenta una estrategia de integración social 
y de igualdad de oportunidades que ataque el problema de fondo y parta por 
el comienzo: focalizar los esfuerzos en el desarrollo psicosocial de los niños de 
hogares en situación de pobreza. El fundamento no es sólo ético sino también 
económico y social: las deficiencias de desarrollo psicosocial temprano se pro- 
yectan a lo largo de toda la vida de la persona, afectan la escolaridad, contri- 
buyen a una fuerza de trabajo de baja productividad y baja motivación, lo cual 
es un desperdicio económico para el país. Pero también hay un fundamento 
social y cultural, porque esas deficiencias contribuyen a crear ciudadanos me- 
nos integrados, incapaces de superar otras fuentes de discriminación y menos 
motivados socialmente. 

Quizás lo más grave es que se proyectan a las generaciones siguientes, 
, Porque los hijos que han vivido en hogares muy pobres, con padres desmoti- 
:vados y carencias en su desarrollo personal, difícilmente podrán constituir ho- 
gres estimulantes para sus propios hijos. Hay evidencias de esta transmisión 
«Intergeneracional de la pobreza. Por ejemplo, el rendimiento escolar de niños 
; de diferente condición económico social: aquellos con puntaje superior a 300 
ên las pruebas SIMCE, provenientes de bajo nivel socio económico estaban en 
tango del 6 a 7% del total, según la materia, mientras que los de nivel alto se 
situaban entre el 53 y 57% de los respectivos alumnos, para 2002 (Eyzaguirre, 
2005, p. 63). Estas diferencias de rendimiento se proyectan en el desempeño 
Posterior de los jóvenes y adultos. 

En la campaña presidencial de 2005 se produjo consenso entre to- 

as candidaturas sobre la primera prioridad: la educación preescolar. La 

cobertura de educación parvularia es extremadamente baja en los primeros 
: de E vida, Según estimaciones de MIDEPLAN en base a la encuesta CASEN 
a 3, de los niños menores de un año sólo el 1,3% asiste a algún estableci- 
Mo. Entre uno y dos años, asiste el 4,8%. El salto significativo se da a los 


20, A a a NAN 

Con P. Pedo diferencias importantes (del orden del 20%) en las remuneraciones de personas 
der, H Pr profesional, dependiendo del tipo de colegio al cual asistieron, de la comuna 
F A o y del mutuo reconocimiento social. Otras investigaciones (por ejemplo, de 
hl entren y Guillermo Wormald, 2004) muestran también que, si bien es cierto hay movilidad 
ina de ingresos, esta es limitada a los estratos adyacentes. Chile, en contraste con paí- 
flo rider tiene una gran inmovilidad para cambios radicales de ubicación profesional y de estatus 
E le oa ejemplo, que un trabajador modesto pueda llegar a ser parte de la elite dirigente 
i a pp. 66-68). Esto tiene consecuencias en la concentración del poder en forma 
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4 años, cuando la tasa de asistencia sube a 50,7% (Seminario “Más igualda, d 
para los niños y niñas de Chile” septiembre 2005). Por otro lado, los niños è 
situación de pobreza tienen thenos cobertura preescolar que de altos ingre. 
sos. La cobertura preescolar délprimer quintil era de 30% en 2003, mientra, 
que la del quintil más rico de 49%, según datos de la CASEN. Los programa, 
de los candidatos prometieron aumentos significativos de recursos públi. 
cos para incrementar la coberturafle educación preescolar. El ministro de 
Hacienda Eyzaguirre reconoció tamilán esta necesidad en el Informe de y, 
Hacienda Pública de 2005. Una de las primeras decisiones de la Presiden 
Bachelet en 2006 fue constituir una comisión de expertos para proponer yn 
programa centralizado en la infancia. 

Este es un avance muy importante en la conciencia política nacional en 
relación con algunos años atrás. Pero centrar el problema sólo en el aumento 
de la cobertura preescolar es una forma de simplificación del problema que 
puede ser peligrosa. Es evidente que la educación preescolar es un eslabón 
dentro de la compleja red que incide en el desarrollo de los niños, pero no es 
el único y quizás no sea el más importante. En primer lugar, la educación pre- 
escolar se brinda, por lo general, en edades superiores a los dos años de vida 
pero, como se ha visto, es precisamente antes de esta edad cuando se juegan las 
principales ventanas de oportunidades de los niños. En segundo lugar, a menu- 
do las fundamentaciones para las salas cunas son función de las necesidades de 
trabajo de las madres. Esta es una realidad muy evidente, pero esa propuesta 
plantea una prioridad distinta a la de generación de ingresos de las madres, 
antes que al desarrollo psicosocial del niño propiamente tal. Son dos objetivos 
que no se pueden confundir, aunque sí se pueden integrar y coordinar. Los 
instrumentos de políticas son distintos para cada uno de estos objetivos. E 
empleo de la mujer supone políticas de empleo. El cuidado y desarrollo delos 
niños supone políticas para la infancia. En tercer lugar, la baja asistencia deni- 
ños menores de cuatro años a establecimientos preescolares tiene menos que 
ver con la falta de oferta de este servicio que con la demanda, y en particular, 
con un tipo de comportamiento muy arraigado en la cultura popular, la idea 
de que es preferible cuidar a los niños más pequeños en la casa antes que en- 
viarlos a un establecimiento, donde están expuestos a diversos riesgos. En un 
estudio presentado en el Seminario de MIDEPLAN “Más igualdad para los niños 
y niñas de Chile”, de septiembre de 2005, se informó que el 62% de las madres 
opinaba que no enviaban a sus hijos menores de cinco años a establecimientos 
porque “no están en edad suficiente”, o “porque no es necesario porque! a) 
cuidan en casa” (14%). Sólo el 1% opinaba que no los enviaban por no haber un 
establecimiento cercano. i 

Esto es revelador de que el problema del cuidado de los niños más?* 
queños es más amplio que la disponibilidad de establecimientos prees 
y requiere ser abordado de un modo más sistémico. Tampoco debe igno w 
que el costo de organizar parvularios o jardines infantiles puede aro 
samente superior a un subsidio a las madres (o padres) mientras CU 
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pos de edad temprana."? J.o que se requiere son enfoques innovadores que 


enben la estrategia en el fortalecimiento de las redes institucionales locales 
con las lumilias en situación de pobreza, para el desarrollo psicosocial de los 
niños menores. 


Las investigaciones científicas sostienen la necesidad de adoptar enfo- 
ques sistémicos para una estrategia de desarrollo del niño en condiciones de 
extrema pobreza (Bralic y otros, 1978). Puesto que se trata de un desarrollo 
muy dependiente del entorno, son los diversos componentes de este los que 
deben articularse en función de programas específicos centralizados en ellos. 
El componente central, sin duda, es la familia, no sólo nuclear sino en un senti- 
do más amplio: quienes.forman el ambiente cotidiano del niño. Una institución 
privilegiada, por la tradición, existente en Chile, es el sistema de salud. Se ha 
incorporado a la cultura popular la instancia del “Control del Niño Sano” en los 
primeros años de vida, permitiendo un contacto frecuente de las instituciones 
de salud con las familias pobréš: Sin embargo, la oferta de la institucionali- 
dad de salud en este ámbito maitiene el acento en el control tradicional de 
e bs enfermedades más comunes, Vátunas y control del crecimiento físico. El 
desarrollo psicosocial no ha sido incorporado plenamente a las prácticas ruti- 
trias de los consultorios de salud, a pesat;de algunos esfuerzos notables pero 
Wáislados. Tampoco ha entrado en la formación de los profesionales de la salud: 


e Men todavía algunas del:tipo ra en las cuales se a al niño. para 
Mrmitirle a los padres salir a- trabajar; en ellos los resultados, en términos de 


imita sólo al cuidado de los menores. “a 
Una estrategia de desarrollo integral del niño tiene qile;partir de la base 
da gue la Lega a cubrir tiene que estar constituida por Tos niños desde 


M Bn, es preciso incorporar al conjunto de actores que intervienen, directa 
UM directamente, en el desarrollo del pequeño. Esto involucra en primer lugar 
Pli familia, pero también al entorno local, instituciones de salud y educación 
colar, programas sociales de nivel central estatal y comunal, programas 
"dk ea familiar por su efecto cultural sobre los roles del padre y la madre 


Altos estándares en aspectos de institucionalidad tecnológica y también social, 
tiene un sistema de co. piet libertad de elección para los padres en relación al cuidado de sus hijos me- 
às péfsonas pueden optar por asignaciones familiares para el padre o la madre 
que asume el cuidado del Oe] hogar, o por cuidados a cargo de la municipalidad respectiva, en este 
Qs0 con un co-pago, aparte del, fphgidio, o instituciones privadas, Se estima que el costo del cuidado 
municipal es muy superior a la asf énagión familiar (ver www.kela.fi). En Alemania, el Parlamento Fede- 
aumentó en tres veces el subsidio al padre o la madre de niños recién nacidos si se hacen cargo del 
Cuidado de este en el hogar, por un año (Diario La Tercera, 1 de octubre de 2006, p. 46). 
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en la crianza de los hijos y, por cierto, empresas y mercado laboral para Ja Mi 
jer, en particular. Un problema serio para tal estrategia es la baja cultura de i 
ordinación institucional y sectorial. Las instituciones, especialmente públi, K 
son celosas de sus campos de acción y de responsabilidad, como también de 
sus tradiciones programáticas, por lo que las acciones intersectoriales suelen 
fracasar por la falta de voluntad de los organismos y autoridades operador, 
De manera que tal estrategia también debe abordar la cuestión del camp,, 
cultural al interior de la institucionalidad. 
El problema de la escasa participación de la mujer de niveles socioccg, 
nómicos bajos en el mercado laboral requiere también una estrategia, ya que 
tiene incidencia directa en las posibilidades de integración social de los sectą. 
res más pobres, tanto por las mayores posibilidades de ingresos como de pa. 
ticipación social. La tasa de participación de la mujer en la fuerza de trabajo e, 
reconocidamente baja en Chile. Ella se sitúa en torno al 36% (2004), habiendo 
aumentado desde un 28% en 1986. Pero, en Europa y Estados Unidos varia 
entre un 50 y un 60%, siendo de 45% el promedio latinoamericano (Chile 27, 
2005, p. 179). Por cierto, estas tasas son diferentes también según los niveles 
de ingresos. Según un estudio del B1D de 1998, en Chile la tasa de participación 
femenina era de 20% en el decil más pobre, pero de 76% en el decil más rico 
(Chile 21, 2005, p. 180). Esto implica que existen obstáculos para una mayor 
participación femenina en la fuerza de trabajo, lo cual también contribuye con 
varios puntos a los índices de pobreza, porque el ingreso familiar se vería refor- 
zado, en la medida que las mujeres tuvieran una mayor participación laboral. 
La necesidad de ingresos puede ser enfrentada con una política de asig- 
nación familiar coherente con un programa integral de desarrollo del niño, 
que busque compensar a las madres durante el tiempo de crianza. Pero en una 
perspectiva de más largo plazo, la inserción temprana de la mujer en el merca- 
do del trabajo le facilita la propia inserción social y el desarrollo de capacidades 
laborales. En este sentido, una estrategia eficaz debe abordar la cuestión de 
la compatibilización del cuidado del niño pequeño con la participación en la 
vida laboral. Esto supone diseños de trabajo flexible, jornadas parciales, o enel 
hogar. En estos diseños es fundamental la participación del sector privado y de 
los organismos reguladores del mercado laboral. 


Proteger los derechos mínimos sociales: el acceso a la educación 


El desarrollo de las capacidades de las personas supone también proteger los 
derechos mínimos sociales. El acceso a la educación de calidad, a la capat" 
tación para el trabajo, a los empleos, a una buena salud, a la seguridad social 
son todas condiciones que capacitan a las personas para competir desde u™ 
mayor igualdad de oportunidades en una economía de mercado. 

La relación entre educación y desigualdad se ha convertido en objeto e 
estudios de una enorme literatura especializada, y aquí sólo podemos señal 
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nas de las conclusiones más relevantes. En Chile adquirió enorme impor- 
a3 cia política, desde fines du los 0, cuando el gobierno lanzó una reforma edu- 
anal destinada a mejorar susianrialimente la calidad. A principios de 2006, la 
c lización de estudiantes secundarios detonó una nueva protesta social por 
a insuficiencia de los resultados y la necesidad de darle extrema urgencia a un 
„ance más sustantivo, incluso con un reemplazo de sus bases constitucionales. 
` Aunque sea trivial decirlo, la educación general se ha convertido en 
|. ı avima prioridad de toda estrategia que aspire a conciliar desarrollo con 
La idad. A través de la educación el niño se incorpora al mundo del conoci- 
nto, del saber hacer, del saber desenvolverse en la vida económica y social. 
x presenta el camino privilegiado para alcanzar dos objetivos extremadamen- 
A valorados en la sociedad moderna: acceso a las mejores oportunidades de 
ti <arrollo personal y de bienestar familiar, y por otro lado, contribuir con lo 
nejor de la persona al desarrollo colectivo, económico, social y político. No 
Ñ sólo un bien de consumo personal, sino también es un insumo colectivo 

¿ra una sociedad mejor. De aquí la importancia de que el Estado ejerza una 
Junción de estímulo y regulación frente a un bien público en que la esfera del 
prercado adolece de fallas evidentes. 

¡ En Chile la educación fue abiertamente incorporada a la economía de 
mercado durante la dictadura militar. El modelo consistió en descentralizar la 
gestión educacional del Estado a través de la municipalización de la misma, 
manteniendo la orientación pedagógica a nivel central. El financiamiento pú- 
blico se asignó a los establecimientos educacionales municipalizados a través 
de un subsidio proporcional a la matrícula de cada establecimiento. El objetivo 
de esta reforma fue permitir la libre elección de establecimiento por parte de 
las familias y estimular la competencia por calidad entre los establecimientos. 
Los privados gratuitos o con bajos pagos fueron incorporados al sistema de 
subsidios, con un fuerte aumento de la proporción de alumnos en colegios 
privados subvencionados, producto de la preferencia de las familias por la 
educación privada antes que por la pública (y su mayor calidad). En 1982 el 
75% de los escolares de educación básica y media asistían a establecimientos 
municipales, pero ese porcentaje había bajado a 58% en 1990 y a 52% en 2002 
(Cox, 2003, Cuadro 2). Los gobiernos concertacionistas mantuvieron el mo- 
delo básico, pero han introducido sucesivas reformas tendientes a mejorar la 
equidad y la calidad de la educación, aumentar significativamente los recursos 
financieros del sector e introducir mejoras en los sistemas de gestión (Arella- 
no, 2005b). 

Lamentablemente, la educación, como sistema, suele reproducir en 
alto grado las desigualdades existentes en la sociedad y a las cuales se apun- 
taba anteriormente, no obstante los avances en cobertura educacional, me- 
Joramiento de la calidad, notables progresos en el acceso de los estudiantes 
de más bajos ingresos, todos los cuales son logros significativos que se han 
ido produciendo desde los 90. El Estado y la sociedad chilena han hecho un 
esfuerzo muy grande para aumentar la asignación de recursos financieros y 


211 


humanos a la educación. Los recursos financieros para la educación, Público, 
y privados, aumentaron desde el 3,8% del PIB al 7,7% entre 1990 y 2001, E 
plicación que deja en evidencia la importancia que le han dado los gobierno; 
concertacionistas a la educación.!* Pero ha aumentado el sentimiento de ft. 
tración general con los resultados y el rendimiento del sistema educaciona] 

¿Cuáles son los factores más relevantes en los resultados obtenido, 
por los estudiantes por su desempeño escolar? En la literatura especializad, 
se pueden identificar cuatro variables importantes: el nivel socio-económico 
familiar, el gasto financiero total por alumno, la calidad de la enseñanza y dej 
aprendizaje que los establecimientos educacionales son capaces de desarrollar 
y la eficacia de la gestión y de los sistemas de incentivos aplicados por eso, 
establecimientos.’ 

El nivel socio-económico familiar es reconocido como una de las v}. 
riables más influyentes en el desempeño escolar. No se trata de una relación 
fatal, ya que existen programas piloto en diferentes niveles educacionales que 
han alcanzado rendimientos de alto nivel, incluso en condiciones de pobreza, 
Pero se trata de las excepciones que confirman la regla. Un estudio de Brunner 
y Elacqua (2003, p. 20) muestra la asociación predominante entre pobreza y 
bajo acceso a la educación: en 2000 el quintil más pobre de la población tenia 
sólo 7,8 años de escolaridad promedio, mientras que el quintil más rico lle- 
gaba a los 13,1 años. Es una diferencia muy significativa. Arellano (2005 p. 
17), por su parte, muestra que en la educación media el decil más pobre tenía 
una cobertura de 80% mientras en el decil más rico era de 98%. Puesto que la 
educación básica es obligatoria desde hace muchos años, en este nivel prácti- 
camente no hay diferencias significativas en la cobertura. Pero, en cambio, en 
la educación superior es donde se dan las más grandes diferencias: el quinti 
más pobre sólo tenía menos de un 10% de cobertura, mientras que el quintil 
más rico alcanzaba un 65% en 2000 (Arellano, 2005a, p. 19). Puesto que la 
educación superior tiene una tasa de retorno más alta que la educación básica 
y media (22% vs. 3,5% y 10%, respectivamente, de acuerdo a Brunner y Elac: 
qua, 2003, p. 24), este nivel educacional se convierte en un factor automático 
de reproducción de la desigualdad de ingresos. Quienes pueden acceder à ha 
universidad se aseguran por este solo hecho un aumento significativo de sus 
remuneraciones. a 

Pero aparte del ingreso de las familias, se reconoce también una sent 
de variables del “entorno familiar” que contribuyen a generar diferencias e 


165 Bellei, 2003, Cuadro 2. Para más detalle, ver también Arellano, 2005a. 


RE , jas 
ws Ver, por ejemplo, los estudios de la OCDE, aparte de numerosos especialistas chilenos, C00” 
Joaquín Brunner, Claudio Sapelli, Alejandra Mizala, Pilar Romaguera, entre otros. 


en 
tw" Con todo, se ha hecho notar que en las pruebas internacionales, aun los estudiantes pa 
tes de familias de nivel socio-económico alto en Chile revelan deficiencias Importa, gd 
miento, en comparación con los rendimientos promedio en países de mayor nivel de de 


(Arellano, 2005b). 
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la capacidad de aprovechamiento de la educación formal. Brunner y Elacqua 
(op. cit) señalan variables como el ambiente de aprendizaje que predomina 
en el hogar, el lenguaje y alfabetización de los adultos, la calidad de las inte- 
racciones padres-hijos, los niveles de salud y nutrición, la salud mental de los 

adres, la calidad del vecindario y su vulnerabilidad frente a la delincuencia y 
criminalidad, la capacidad de elección de la escuela por parte de los padres, su 
involucramiento y comunicación con la escuela, su capacidad de ayudar a los 
hijos en los trabajos escolares, entre las más importantes. 

Estas consideraciones han llevado a Brunner a sostener que “sin com- 
pensación oportuna de las desigualdades no podrá haber, después, igualdad de 
oportunidades de resultados en la escuela”! “Opera aquí, por tanto, el efecto 
Mateo': al que más tiene, más se le dará, y al que menos, aun lo poco que tiene 
sele quitará” (ibid). 

Los gobiernos concertacionistas le han dado una alta prioridad al desa- 
rrollo de la educación, especialmente al mejoramiento de su calidad. A media- 
dos de los 90 se lanzó una reforma educacional cuyo objetivo es modernizar el 
sistema e introducir incentivos para un mejor desempeño de los agentes parti- 
cipantes, vale decir, establecimientos, profesores y padres de familia. Esta alta 
prioridad se refleja en el aumento del gasto anual por alumno del sistema en 
preescolar, básica y media, el cual pasó de 165 mil pesos en 1990 (moneda de 
2002) a 430 mil pesos en 2002, lo cual corresponde a un aumento de 2,6 veces 
en 12 años. La subvención mensual promedio se incrementó también desde 
11.700 pesos a 29.900 pesos entre 1990 y 2002, también en moneda de 2002 
(Arellano, 2005a, p.18), multiplicándose también por 2,6 veces. Este aumento 
de recursos ha permitido mejorar la cobertura, que en básica y media alcanza 
asial 100% de la población respectiva; mejorar las remuneraciones de los do- 
centes, excesivamente bajas; y, financiar los mayores gastos de la extensión de 
la jornada escolar contemplada en esta reforma. Sin embargo, el consenso es 
que esta cifra sigue siendo muy baja, sobre todo para los establecimientos de 
Comunas más pobres y para los niños con desventajas en el origen. 

.. Pero mucho del debate se ha concentrado en la cuestión de la organiza- 
ción del sistema educacional, esto es, en la importancia relativa de los distintos 
Upos de establecimientos que imparten educación, formas de gestión, incenti- 
osa los profesores y grados de autonomía con respecto al Estado central. Para 

educación general existen tres tipos de establecimientos: los municipales, los 
Privados subvencionados y los privados no subvencionados. En 2000 la distri- 
i a de los estudiantes de básica y media era de 55% en los municipales, 36% 
le ad subvencionados y 9% en los privados no subvencionados (Be- 
cda Onzález, 2003, Cuadro 1). Esta distribución había cambiado levemente 
oia de 1990, cuando la participación de los municipales era mayor en 

TO puntos, La mayor ganancia de participación la obtuvieron los colegios 


a n 
Atkulo en £y Mercurio, 29 de mayo de 2005, p. ES. 
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privados subvencionados. Se ha planteado, entonces, la pregunta de si la pé, 
da de participación de los colegios municipales responde a una menor eficaci 
de desempeño y a una menor calidad, comparados con los privados, ha ; 
cuenta de que los padres tienen la posibilidad de escoger donde matricula } 
sus hijos, sujetos a las condiciones que les imponen los establecimientos, 

Una primera mirada a la distribución de los puntajes obtenidos por} 

estudiantes egresados de la educación media en la prueba PSU muestra 
efectivamente, los colegios municipales generan rendimientos inferiores alo; 
privados subvencionados y, a su vez, estos son inferiores a los privados no sub. 
vencionados. Esta distribución es muy determinante de las desiguales opory, 
nidades de los egresados de la educación media para ingresar a la universidad, 

De aquí podría desprenderse la conclusión simple de que los colegios munjg;. 
pales son más ineficientes y que el ideal, desde un punto de vista de política pi. 
blica, sería privatizar la educación general e introducir incentivos económi; 
entre los agentes operativos del sistema. 

El problema es más complejo porque la comparación debe hacerse ey 
relación a los recursos económicos de que disponen los distintos tipos de es. 
tablecimientos. Este es el concepto de eficiencia, la relación entre resultado; y 
recursos utilizados. Brunner ha argumentado que una vez que se corrige por 
las desigualdades de recursos aportados y por ingresos familiares, los colegios 
privados subvencionados no son más eficientes que los municipales.'% Indu- 
so si se compara el rendimiento de estos colegios con los generales de países 
de mayor nivel de desarrollo que Chile, los establecimientos chilenos quedan 
mal calificados. Según este autor, no se puede concluir que hay que privatizar 
porque además los colegios municipales atienden preferentemente a familias 
de bajos ingresos, los que no podrían acceder a una educación privada, la cul 
debe ser pagada, total o parcialmente. La alternativa de asignar los recursos 
públicos a través de subsidios a las familias, según Brunner tampoco es equi- 

tativa porque los colegios privados de hecho seleccionan a los alumnos qu 
ingresarán, en perjuicio de estudiantes de bajos niveles socio-económicos, 0 
el objeto de mostrar mejores rendimientos educacionales entre sus 
Además, es inevitable que los colegios privados exijan algún tipo de co-pi8?* 
las familias.: 
Una estrategia de fondo para mejorar la equidad y la calidad en esise 
ma escolar debería abordar el problema de la desigualdad de recursos de 4 


'* Argumento cuestionado por Sapelli y Vial porque se sostendría en base a A 
inadecuada, que no usa datos a nivel de alumnos sino de establecimientos (carta a dore 

de abril, 2005). Según estos autores, los colegios privados subvencionados obtienen M pa 
mientos que los municipales, una vez que se corrige por diferencias en los niveles socio- pues pago 
y los gastos por alumno. Pero un estudio de la OCDE se muestra escéptico sobre la CE q 
eficiencia de los colegios privados subvencionados, en base a evidencia internacional 
cap. V). 


™ José Joaquín Brunner, diario El Mercurio 21 de abril de 2005. 
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son dotados los establecimientos municipales, especialmente en las regiones 
más pobres del país. El aumento de recursos a esos establecimientos debería ir 
acompañado de mejoramientos de la calidad de la enseñanza en la sala de cla- 
ses, de una gestión más eficiente y flexible en la que efectivamente se evalúen y 
reconozcan los méritos docentes, y de una participación más sistemática de las 
familias en el proceso educativo. Los establecimientos privados subvenciona- 
dos hacen una contribución que no puede ser desconocida, por lo que también 
deben ser partícipes de los subsidios diferenciados, pero esto supone su obliga- 
ción de eliminar la práctica de la selección de alumnos en función de la calidad 
inicial con que acceden al establecimiento. Esta práctica es discriminatoria. Es 
irreal pensar que sólo el Estado podría ser el proveedor de la educación, ya que 
no sólo no tiene capacidad física y financiera, sino que ello iría en contra del 
derecho de las familias a decidir el tipo de educación que quieren darles a sus 
hijos. Pero el Estado sí tiene la responsabilidad de definir un marco sistémico y 
regulatorio que admita la competencia entre distintos tipos de establecimien- 
tos bajo una institucionalidad general. Esta debe focalizarse en el estímulo al 
mejoramiento de la calidad y la cooperación entre los establecimientos, las 
municipalidades, los sectores público y privado, y las organizaciones sociales 
representativas de las familias. 


La inserción en el mundo del trabajo 


Con toda la relevancia y prioridad que tiene la educación en todos los niveles 
de edad para mejorar la equidad y abrir oportunidades de integración social 
alos más pobres, es evidente que se trata de un camino eficaz sólo en el lar- 
go plazo. Es difícil pensar en resultados que se pueden obtener antes de 15 
6 20 años para las edades más tempranas. Tales plazos exceden con mucho 
las expectativas sociales y políticas de cambiar las condiciones de equidad en 
tiempos más breves, por lo que esa estrategia requiere ser complementada con 
acciones a plazos más cortos. Uno de estos caminos es el de las oportunidades 
de empleos decentes, como viene sosteniendo la Organización Internacional 
del Trabajo. 


La calidad de los empleos 


En la economía moderna, uno de los mecanismos centrales de exclusión o in- 
dusión es el empleo y su calidad. Por cierto, mirado en una perspectiva amplia, 
el empleo es mucho más que un mecanismo de obtención de ingresos. A través 
del empleo todo sujeto le da sentido y significado a su vida, a su creatividad, a 
sus capacidades. Pero también tiene la característica más elemental de ser el 
mecanismo de inclusión social por excelencia. El empleo es una forma privile- 
glada de desarrollar la sociabilidad y de participar en la vida de una nación. 
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Tradicionalmente no se le había dado mucha importancia a este as 

to, pero ha aumentado la preocupación de los gobiernos, de los trabajadores 
de las empresas y de organismos internacionales como la O17 respecto de que 
no sólo el nivel de empleo es relevante, sino también la calidad o la “decencia 
del tipo de trabajo. La oiT viene promocionando, en los últimos años, Una 
campaña para que los puestos de trabajo mejoren sus niveles de dignidad y de 
respeto por la persona de los trabajadores. Entre las condiciones que influyen 
en la calidad de los empleos están, desde luego, los niveles de salarios, pero 
también el respeto por la legislación laboral lo cual implica el cumplimiento de 
las cotizaciones de seguridad social y de salud, el respeto por los contratos, por 
las jornadas de trabajo, por la seguridad frente al riesgo de accidentes en los 
puestos de trabajo, y normas ambientales, entre otros. Hay muchas empresas 
que han incorporado estos objetivos en sus políticas de recursos humanos y 
de responsabilidad social, pero también las hay que utilizan malas prácticas 
laborales, como evitar los contratos formales de trabajo, sin seguridad social, 
o habiendo contratos, no cumplir con las cotizaciones correspondientes o con 
los compromisos asumidos. La subcontratación se ha convertido también en 
fuente de abusos, al proliferar empresas que contratan para ofrecer servicios 
menores, sin respetar los derechos laborales de los trabajadores.” 

Un estudio reciente de la orr en Chile definió cuatro niveles de calidad 
de los empleos, los cuales van desde buena a media superior, media inferior 
y mala, en base a parámetros como niveles de salarios, existencia de contrato 
formal y protección de seguridad social. Este estudio, hecho para el período 
1990-2000 reveló un aumento de los empleos de buena calidad hasta 19, 
para sufrir una disminución de casi tres puntos a partir de esa fecha. Poco me 
nos de un tercio de los trabajadores estaba en estos puestos de trabajo al año 
2000, pero menos de un 11% permanecían en la categoría de baja calidad (ln 
fante y Sunkel, 2004, Cuadro 3). Una medición más refinada de esta dimensión 
del trabajo debería considerar indicadores como grado de cumplimiento de las 
cotizaciones de seguridad social, de los compromisos de despido, de acceso 
la capacitación, no discriminación de género o social, que están entre las con- 
diciones fundamentales de lo que puede llamarse un “trabajo decente. p 

La proliferación de empleos de mala calidad o del también - 4 
trabajo precario ha contribuido a diseminar una percepción de insegur 


13 La subcontratación como tal contribuye a la mayor eficiencia, porque cada empresa $è T 
liza mejor en su actividad principal. Pero si se convierte en subterfugio para que empresas a 
poder económico se desvinculen de sus compromisos laborales y formen empresas Al 
empleos precarios, se estaría desvirtuando su objetivo, Este tipo de abusos indujo al gob paco 
Presidente Lagos a proponer un proyecto de ley para una mayor regulación de las subor plema 
nes, que originó un intenso debate por las posibles rigideces que podría introducir. Este podr 
así como muchos otros, dejan en evidencia la necesidad de que las empresas asuman SY ds Jimi! 
lidad social en el funcionamiento de las instituciones. De otro modo, generan presiones P? 


la libertad de mercado. 
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i erabilidad y desconfianza entre importantes segmentos de los trabajado- 
yu pa (2005) da cuenta de una serie de indicadores al respecto. Uno es la 
y ción de empleos, que incide en la inestabilidad laboral. Se estima que la 
¿ración media de los contratos de trabajo era de seis meses en 2004. Alrede- 
: de un 35% de los nuevos contratos de empleos (a plazo fijo) de cada año 
gran menos de seis meses, en tanto que para otro 30% de aquellos a plazo in- 
definido duran menos de un año.'”? Respecto de la subcontratación, el 50% de 
empresas subcontrataron en 2002, según Feres (2005, p. 5). El trabajo pre- 
ario también se explica por la ausencia de contratos de trabajo. Infante (2006, 
31) indica que la proporción de trabajadores sin contrato aumentó desde un 
¡7 en 1990 a más de un 22% en 2003, pero entre los trabajadores de muy bajos 
ingresos, estas proporciones fueron de 36% y 60%, respectivamente, en ambas 
fechas. El no pago de las cotizaciones de seguridad social también ocurre en el 
trabajo precario, incumplimiento que afectó a más del 33% de los trabajadores 
en 1990 y aumentó al 36% en 2003 (Infante, 2006). Entre los trabajadores de 
muy bajos ingresos, ese incumplimiento fue de 61% y 68%, en ambas fechas. 
Las exigencias de trabajar horas extraordinarias, o el incumplimiento de las 
jornadas de descanso contribuyen también a precarizar los empleos. 

Otras características del mercado de trabajo actual, si bien no implican 
violaciones a las normas ni precariedad en sentido estricto, impiden que los 
trabajadores puedan usar plenamente los derechos que les otorga la institu- 
- cionalidad. Es el caso, por ejemplo, de la posibilidad de negociación colectiva, 
usada sólo por un 3,6% de los trabajadores en 2003, o la posibilidad de sindica- 
lizarse, que en 2005 usaba menos del 14% de los asalariados, en comparación 
con un 18% en 1990, según estadísticas de la Dirección del Trabajo. 

Los incumplimientos y abusos mencionados ciertamente vulneran los 
derechos de los trabajadores reconocidos en la legislación y podrían dar pábu- 
loaacusaciones de dumping social por parte de países adonde llegan las expor- 
taciones chilenas. Generan vulnerabilidad tanto entre los trabajadores como 
en la economía nacional. Y al afectar la confianza sindical hace más difícil el 
diálogo social y la formulación de acuerdos que podrían facilitar la adaptación 
productiva de las empresas. No todos los abusos se explican por mala fe de los 
empleadores. Es probable que, en alguna medida, se deban a que las pequeñas y 
medianas empresas también operan en condiciones muy precarias de produc- 
tividad y de seguridad financiera por lo que les resulta imposible cumplir con 
ks estándares laborales. La alternativa del cierre de sus actividades afectaría 
más gravemente a los trabajadores al quedar cesantes. La subcontratación, por 
Otra parte, ha surgido como una condición de descentralización de actividades, 
Permite mayor especialización y productividad, aunque para los trabajadores 
erolucrados signifique pasar de ser empleados de una empresa grande, con 

odas las garantías que solían tener, a pertenecer a pequeñas empresas mucho 


> Jorge Marshall, en diario El Mercurio, 13 de junio de 2006. 
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más vulnerables y con riesgo de precarización. Sin embargo, muchos de 
trabajadores afectados por el trabajo precario prefieren aceptarlo en tanto pue 
dan conservar sus empleos. 
Esto sugiere no sólo que no hay tanta rigidez en el mercado del trabajo 
como sostienen algunos economistas, sino que el trabajador promedio Ocupa. 
do tiene buenas razones para temer por la estabilidad de su empleo. Por otr 
lado, implica que al haber tanta rotación laboral, sea difícil lograr aumentos dẹ 
productividad basados en el aprendizaje y la experiencia en el trabajo, 


`Y 


El empleo como objetivo de la política macroeconómica 


El tejido social es vulnerable porque en la economía de mercado que se ha 
desarrollado no hay y no podría haber garantías de empleo a nivel microeconó. 
mico. Los mercados ofrecen posibilidades de empleo y, de hecho, estas se han 
expandido considerablemente en los últimos 20 años, gracias a políticas ma- 
croeconómicas que han conseguido progresivamente la estabilidad y el creci- 
miento. Pero en relación a las expectativas individuales de empleo, sobre todo 
de la población joven, la frustración resulta excesivamente alta. Se ha hecho 
notar que en los últimos 40 años el desempleo promedio en Chile ha sido de 
un 9,4% (Infante, 2005, p. 72). Sólo entre 1965-72 esa tasa se movió entre un 4y 
un 6%, y entre un 6 y un 7% en 1992-98. Posteriormente a ese año y hasta 2005, 
el desempleo se mantuvo en torno al 9%.17 Además de su nivel relativamente 
alto, el desempleo se concentra en determinadas regiones, sectores y grupos 
de población (por ejemplo, los jóvenes sufren tasas de desempleo del orden del 
22%), por lo que sus consecuencias afectan desigualmente a la población. En 
el caso de los jóvenes, esto es grave porque significa que a uno de cada cuatro 
jóvenes el sistema le dice que no tiene oportunidad de ganarse la vida. 
Durante la mayor parte del siglo XX, y específicamente después de la 
Gran Depresión de los años 30, las políticas macroeconómicas asumieron 
como objetivo explícito la búsqueda del pleno empleo. Se entendió que las 
crisis de desempleo tenían mucho que ver con los ciclos económicos de las 
economías de mercado. Las políticas de estabilización de ingresos buscaron 
suavizar los ciclos y evitar los daños sociales que se generaban. Fue John M. 
Keynes quien planteó explícitamente que, si bien la economía de mercado 
es un mecanismo eficiente de asignación de recursos, a nivel macroecol! 
mico no había garantías de que hubiera empleos para todos quienes q" 
sieran trabajar. Las políticas monetarias, usadas tradicionalmente par e 
ajustes macroeconómicos, fueron consideradas ineficaces por Keynes en 


ami ys 
13 EJ INE construyó una nueva Encuesta Nacional del Empleo, la que arrojó para 2005 A 
de desempleo nacional de un 9,3% (contra un 8,6% con la antigua serie), y de un 8% par 
comienzo de 2007 ya estaba bajando por debajo del 7%, lo que es un logro importante. 
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erfodos de recesión. Esto es, la disminución de la tasas de interés para es- 
E mular un mayor gasto y empleo no es eficaz cuando las expectativas de los 
inversionistas son muy negativas por la depresión de la demanda. La política 
fiscal emergió como una estrategia eficaz para enfrentar ese sesgo y suavizar 
jos ciclos económicos, modificando en forma autónoma los niveles de gasto 
agregado para corregir las tendencias al desempleo masivo (o al exceso de 
demanda en situaciones de sobrecalentamiento). Los sectores más conser- 
vadores vieron un doble peligro en estas políticas de estabilización. Por una 
arte, ellas le dieron más poder al Estado para regular el empleo global. Esto 

recía contradecir el principio liberal de mantenerlo fuera de la economía. 
Por otra parte, el pleno empleo sostenido conduciría a fortalecer al sindi- 
calismo en sus luchas reivindicativas. De hecho, la evidencia empírica así 
lo demostró. En los países europeos, desde la post-guerra se lograron tasas 
de desempleo cercanas al 2% y un desarrollo muy fuerte del sindicalismo y 
del Estado de Bienestar. En Estados Unidos, por otra parte, el desempleo se 
mantuvo tradicionalmente en torno al 4% y con menos beneficios sociales en 
comparación con Europa. 

Después de los años 70 y de los diversos shocks internacionales que ocu- 
rrieron en esa década, el panorama cambió radicalmente. Una consecuencia 
fue la liberalización financiera y de los movimientos internacionales de capi- 
tales, que vincularon fuertemente las economías entre sí. Los países perdieron 
grados de libertad para adoptar políticas fiscales y de empleo, autónomas e 
independientes. Un país que quisiera persistir en mantener altos niveles de 
empleo en base al gasto fiscal, se expuso a incurrir en déficits financieros y su- 
frir la fuga de capitales, cayendo en la desestabilización monetaria. Cambió el 
objetivo principal de la política fiscal: el pleno empleo perdió prioridad y ahora 
el objetivo principal pasó a ser el equilibrio presupuestario, la estabilidad de la 

iza de pagos y el control del riesgo país. La política monetaria recobró el 
protagonismo de 50 años atrás, concentrándose exclusivamente en el control 
de la inflación y la solvencia del sistema de pagos. El empleo global quedó 
Como variable residual. En todas partes, especialmente en Europa, se vivió el 
aumento sustancial del desempleo y de su inestabilidad. Algunos países (por 
rjemplo, Dinamarca, Holanda, España en los años 90) siguieron exitosamente 
* estrategia de promover acuerdos sociales entre gobiernos, empleadores y 
A jadores para regular los aumentos salariales y los beneficios sociales, en 
i marco de austeridad fiscal y de fortalecimiento del crecimiento de la pro- 
“etividad. Otros países que se resistieron a modificar las políticas tradicio- 
de empleo y bienestar (Suecia, por ejemplo), sufrieron la crisis de sus 
elos de desarrollo y debieron enfrentar el aumento del desempleo. 
las pol e los países en desarrollo, el problema es aún más complejo porque 
ie E macroeconómicas son muy insuficientes para asegurar un pleno 
Mucho de trata de economías heterogéneas, con mercados segmentados, con 
tesos se empleo, todo lo cual hace difícil que las políticas globales lleguen 
mentos donde se acumula el desempleo. Es necesario combinar las 


mod 
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políticas macroeconómicas con otras específicas y de contenido territorial q; 
rigidas hacia los bolsones de desempleo y subempleo. También hay que pe 
zar en la flexibilización de los contratos y el seguro de desempleo y, mucho 
más, en las políticas específicas de empleo a nivel regional. 


Componentes del desempleo 


Si se mira más allá de las cifras agregadas de desempleo, hay varios factor, 
relevantes que emergen y dejan pistas respecto de cómo abordar el problem, 
independientemente de las políticas macroeconómicas que son las que tienen 
la primera responsabilidad.’ 


1) La tasa de participación en la fuerza de trabajo es variable según q 

ciclo económico (en tiempos de expansión, hay más gente que quiere trabajar), 
según género (alta en los hombres, baja en las mujeres), según edad y nivel de 
ingreso. Mientras mayor es el crecimiento de la economía, habrá más gente 
que quiera incorporarse a la fuerza de trabajo por'lo que, aunque aumente 
el crecimiento de los ocupados, también lo hará el denominador, la oferta de 
trabajo. Por lo tanto, esto sugiere que no hay que mirar sólo la tasa de des. 
empleo sino también la tasa de ocupación y el aumento de esta. La tasa de 
participación de las mujeres ha estado aumentando en forma sostenida desde 
fines de los 80, pero todavía está a un bajo nivel de un 36%, por lo que puede 
esperarse que este aumento continúe en el futuro, incrementando la demanda 
de trabajo por parte de las mujeres. En cambio la tasa de participación de los 
hombres se ha movido con el ciclo económico, sufriendo un deterioro desde 
mediados de los 90 (77%) al 2003 (72%) (Infante, 2005, p. 77). En parte, esta 
disminución de la tasa de participación de los hombres puede explicarse por 
la mayor incorporación de los jóvenes a la educación superior. La tasa de par- 
ticipación total ha seguido el ritmo de la tasa para los hombres, aunque a um 
velocidad más moderada. Pero la diferente tendencia de la tasa de particip- 
ción de hombres y mujeres indica que en los próximos años la oferta de trabajo 
de estas últimas seguirá incrementándose, por lo que una política de empleo 
deberá hacer esta distinción y focalizar propuestas que aborden especialmente 
los obstáculos que impiden el trabajo de la mujer. Esto supone más flexibilidad 
en la jornada de trabajo, especialmente importante para las mujeres. También 
supone el aumento de la oferta de jardines infantiles y salas cunas y ajustes ® 
los programas de educación para introducir la cultura de la igualdad de roles 
del padre y la madre en el cuidado del hogar y de los niños. 


1 Respecto de variantes macroeconómicas para suavizar los efectos del ciclo económico 
empleo, ver el interesante trabajo de Bravo, Larrañaga y Ramos (2001). 
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9) El desempleo varía según las regiones. Para 2006, mientras la Región 
¡Blo-Bío tenfa un desempleo del 10,3%, en la Región de Los Lagos llegó al 
¿st Esto sugiere que, desde un punto de vista estratégico y territorial, un 
g foque puramente macroeconómico es limitado. No necesariamente los estí- 
cal agregados se diseminan por igual en las regiones y sectores, por lo que 
mucho más efectivo complementar la política macro con políticas locales 
¿e empleo, utilizando la institucionalidad local para actuar directamente en 
las zonas deprimidas. 

3) La dinámica de crecimiento del empleo también va cambiando: se ha 
observado en Chile que en los últimos 20 años por cada punto de crecimiento 
del producto, hay cada vez menos crecimiento del empleo (caída de la elastici- 
dadempleo-producto). Esto sugiere que están emergiendo factores estructura- 
les en la economía que dinamizan menos el empleo. Factores probables son la 
introducción de nuevas tecnologías digitales y la pérdida de participación en la 
producción de las pequeñas y medianas empresas. En este sentido, el aumento 
delos empleos se vincula estrechamente con la estrategia para el desarrollo de 
las micro, pequeñas y medianas empresas. 

4) Rigideces en el mercado del trabajo. Este ha sido un tema muy debati- 
doen los últimos 15 años. Desde el mundo empresarial y de la derecha política, 
se ha sostenido en forma insistente que existen regulaciones y rigideces en el 
mercado del trabajo que disminuyen los incentivos de contratación de mano 
de obra. Como este argumento se ha sostenido en forma indiscriminada en 
todo tipo de situaciones, ha perdido credibilidad. De hecho, a pesar de que en 
1990 aumentaron las regulaciones en este mercado, producto de las reformas 
laborales de ese año, el desempleo disminuyó gracias al alto crecimiento de la 
economía. Pero, como se planteó, la tendencia de los últimos 20 años ha sido 
que el empleo sea cada vez menos sensible al crecimiento de la economía, por 
lo que el tema de las rigideces laborales no es irrelevante. Hay un alegato de 
que las regulaciones que buscan proteger a los trabajadores crean rigideces que 

la contratación, Aquí hay que hacer varios distingos. 


las regulaciones del mercado laboral 


yy gulaciones de los mercados del trabajo datan de principios del siglo 
ha n Chile. La constatación de que el libre mercado absoluto se prestaba 
Es abusos en las condiciones de trabajo, indujo a los gobiernos a regular 
Mercado para proteger algunas garantías mínimas de los trabajadores. 
condi iones de la duración de la jornada de trabajo, descanso dominical, 
laos Ones de higiene y seguridad, derecho a la seguridad social, fueron 
tipar Pa Posteriormente, se incorporó el derecho a organizar y parti- 
; sindicatos, negociar colectivamente y percibir salarios mínimos de 
Be e Otras legislaciones posteriores buscaron dar seguridad en la 
d del trabajo y encarecer los costos del despido. Este conjunto de 
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regulaciones protectoras de los trabajadores entró en crisis con el Quieb 

democrático de 1973. La respuesta neo-liberal consistió en desregular los 
mercados del trabajo a fin de disminuir los costos del despido y aumenta 
la movilidad de los trabajadores. La globalización cambió las condiciones 
de competitividad internacional del país lo que hizo más difícil restaurar 
algunas de las garantías que existían hasta 1973, como la seguridad en los 
empleos. Pero los trabajadores experimentaron una desprotección que acen. 
tuó su percepción de inseguridad. 

Desde 1990 la Concertación ha promovido regulaciones más eficaces 
tanto para proteger los derechos laborales como para asegurar el mejoramien. 
to de la competitividad internacional, La principal reforma de 1990 consistió 
en encarecer el costo del despido, aumentar sustancialmente el salario mínimo 
(entre 1990 y 2002 aumentó aproximadamente al doble en términos reales), 
facilitar la negociación colectiva, la organización sindical y de federaciones, 
En 2001 se introdujeron nuevas reformas laborales que redujeron la jornada 
de trabajo desde 48 a 45 horas a la semana, adecuando la misma a estándares 
internacionales y mejorando asimismo la protección de diversos derechos la. 
borales, entre ellos, la organización de sindicatos y la afiliación sindical. Entre 
2001 y 2004 la tasa de sindicalización sobre la fuerza de trabajo asalariada au- 
mentó desde un 15,7% a un 18,6%, según el Ministerio del Trabajo. Al mismo 
tiempo, se creó el seguro de desempleo, importante instrumento que protegea 
los trabajadores del riesgo de desempleo, el cual, sin embargo, todavía dispone 
de pocos recursos. 

Uno de los mecanismos básicos de protección al trabajador joven es el 
salario mínimo. El objetivo de esta política es asegurar a los trabajadores en- 
trantes al mercado laboral que por lo menos tengan derecho a un salario que 
les garantice la subsistencia individual. Implica un reconocimiento político, a 
nivel del Estado, del derecho de todo trabajador a poder autofinanciarse, aun- 
que este derecho no se extienda a cubrir eventuales necesidades familiares. À 
mediados de los 90, un 9% de los trabajadores percibía sólo el salario mínimo, 
pero de estos, sólo la mitad estaba en situación de pobreza (Bravo y Via, 1997) 
Esta política es cuestionada a menudo con el argumento de que desincenti 
la contratación de trabajadores jóvenes por las pequeñas empresas. Aquellas 
empresas de baja productividad no están en condiciones de pagar el ~ 
mínimo, por lo que no contratarían. Este conflicto entre empleo y salario 
nimo recomendaría eliminar este último. La eliminación del salario mini” 
cae fuera de lo que podría llamarse el rango de factibilidad política. No €s sa 
porque algunos podrían considerarla una actitud populista, sino porque 
ponde a una visión valórica y ética de que en una sociedad democrática 
existir ciertos derechos mínimos sociales asegurados. Uno de estos es el m 

i isti idencia de que 
remunerado dignamente para poder subsistir, Ante la evi Sa 


» e 
pués de 1998 el aumento del salario mínimo ha tenido alguna incidenci 
el desempleo juvenil, Bravo, Larrañaga y Ramos (2001) han pope i Es 


reajustes del salario mínimo incorporen como parámetro el nive 
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mpleo juvenil, de manera que cuando esta aumente o llegue a cierto 

1 los reajustes sean menores o no se produzcan. Otras propuestas han 

y sido diferenciar el salario mínimo por edad, por la condición de jefe de 

o por regiones. Son propuestas razonables ya que, respetando el derecho 

hog?" ¿un salario mínimo, se admite una flexibilidad en el margen, de acuerdo 

sc cunstancias locales. Reflejan un reconocimiento de que la economía 

j p homogénea y que políticas que se guían por indicadores cuantitativos de 
ricter nacional no son las más eficientes. 

Por cierto, ese derecho debe estar acompañado de una implementación 
iva del derecho al trabajo. De otra manera, se convierte en letra muerta. 
jóvenes desocupados no sacan nada con que haya un salario mínimo si no 
en al empleo. De manera que desde el punto de vista de una política de 

equidad, se requiere asegurar ambos objetivos. Esto sólo es posible en una eco- 
romia que crezca, porque de otra manera no se produce creación de nuevos 
empleos. Pero tampoco es suficiente el crecimiento macroeconómico. Como 
seanotaba anteriormente, una política de pleno empleo debe contemplar tanto 
d nivel macro como los niveles sectoriales, regionales y microeconómicos. En 
otras palabras, debe estar acompañada de una política de aumento de la pro- 
¿uctividad en todos los niveles de la economía. 

Complementariamente, una política de pleno empleo requiere contem- 
plar otras dimensiones. En primer lugar, el seguro de desempleo que permita 
alos trabajadores, transitoriamente desocupados, mantener sus ingresos y su 
apacidad de consumo. Se trata de que el conjunto de la sociedad se haga cargo 
deesta seguridad sin gravar directamente a la empresa que genera los empleos. 
Este seguro se está implementando en Chile desde 2002. A fines de 2004 había 
tres millones de trabajadores, la mitad de la fuerza laboral chilena, afiliada al 

sistema. Pero es un sistema que aún dispone de pocos recursos y requiere ser 
fortalecido, El senador Carlos Ominami propuso en 2006 una gradual sustitu- 
ción del pago de indemnización por años de servicio, que encarece fuertemen- 
teel costo del despido (al final del contrato) y, por lo tanto, es un desestímulo 
a as nuevas contrataciones, por el fortalecimiento del seguro de desempleo, 
un costo repartido durante el período de ocupación de los trabajadores. Es 
wna propuesta interesante, pero enfrenta el rechazo de sectores políticos y 
sindicales, que ven la indemnización por años de servicio como un derecho 
: Lamentablemente aquí se juega un seudo conflicto de intereses 
E entre los trabajadores ocupados y los desocupados, que se resuelve a favor de 
primeros, Es seudo porque si hay sustitución de un beneficio por otro, no 
Pérdida neta, sino sólo un cambio en la forma de recibir el beneficio. 
Una segunda dimensión es mejorar la empleabilidad de los trabajado- 
tes 2 través de la capacitación y adecuación a los nuevos requerimientos de 
empleos, Aquí la lección principal de los debates es que los contenidos de 
am cllaciones tienen que ser funcionales a las nuevas necesidades de las 
E No basta capacitar en oficios tradicionales, muchos de los cuales 
quedando obsoletos o enfrentan excesos de oferta. De aquí que el sector 
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privado debe tener un mayor protagonismo en la generación de la oferta de 
capacitación, definiendo los contenidos y abriendo oportunidades de prácticas 
de aprendizaje a través de lo que se conoce como el “modelo dual” (aprender 
en teoría y en la práctica, simultáneamente). En el financiamiento de la ca. 
pacitación, por supuesto es indispensable el subsidio estatal con un co-pago 
privado, puesto que se trata de una inversión en capital humano, y generador 
de externalidades. Una política más intensiva de capacitación laboral, basada 
en la cooperación público-privada, tiene que ir unida a una fiscalización más 
eficiente para evitar los abusos y fraudes que puedan ocurrir, sin inhibir el ob- 
jetivo principal de capacitar y reconvertir. 

Una tercera dimensión es la flexibilización de los contratos de trabajo 
para permitir jornadas parciales o trabajo a desarrollarse en el hogar. Esto es de 
especial importancia para la mujer o para los padres que están al cuidado de los 
hijos menores. Los trabajadores independientes también se pueden beneficiar 
de las jornadas flexibles, para combinar distintas modalidades de trabajo simul- 
táneo. 

Una cuarta alternativa, propuesta por Bravo, Larrañaga y Ramos (2001), 
es la introducción del salario participativo, el cual consiste en que una parte del 
salario sea fija y otra variable, en función de los resultados de productividad 
o ventas de las empresas. Esto le permite a las mismas disminuir los riesgos 
de costos fijos en períodos recesivos y aumentar el empleo. Esta propuesta 
enfrenta la oposición de los trabajadores, que temen los abusos que pueden 
cometer las empresas en la operación de este tipo de mecanismos. Algo similar 
ocurre con la propuesta de ajustar empleo mediante disminución de jornadas 
de trabajo antes que por despido de trabajadores, también en períodos rece- 
sivos (ibíd). Estas innovaciones en la política de empleo suponen la institu- 
cionalización en alguna autoridad competente de la facultad para autorizar 
ajustes “no convencionales” del empleo, ya que esas decisiones tienen un fuerte 
componente de acuerdos voluntarios y acordados entre las partes, cuando hay 
obligaciones contractuales que eventualmente serían sobrepasadas. Esto de- 
muestra la necesidad de políticas e instrumentos de flexibilidad institucional 
que permitan enfrentar en forma más eficiente los desajustes de los merca- 
dos, creando climas de confianza y cooperación entre empresas, trabajadores 
y autoridades. Puede postularse que a mayor rigidez de las instituciones, los 
desajustes imponen mayor ineficiencia económica y social, con lo cual todos 
pierden. 

El desarrollo del emprendimiento y el trabajo por cuenta propia es un 
opción que adquiere cada vez más importancia frente a las dificultades part 
expandir la oferta de empleos estables y seguros. Esta opción se fundamenta 
en el hecho de que el desarrollo económico abre oportunidades de empleo €n 
la medida que se aprovechen los nuevos nichos de mercado, producto delas 
innovaciones en tecnologías, productos, formas de comercialización, ett. Es- 
tas oportunidades pueden ser aprovechadas por trabajadores convertidos eN 
nuevos emprendedores, generadores de sus propias fuentes de trabajo. LeS 
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tecnologías de información facilitan el acceso al conocimiento de los merca- 
dos y a la capacitación, bases para el aprovechamiento de los nuevos nichos 
de mercado. Además, las empresas grandes tienden a subcontratar y descen- 
tralizar verticalmente, lo que refuerza esos nichos de mercado. El Estado, por 
su parte, formaliza las compras públicas en forma más transparente y abier- 
ta, lo que facilita la diseminación de la información. Entonces, en el marco 
de este modelo, las capacidades de las personas y, sobre todo, de los jóvenes 

san por sus posibilidades de inserción económica como emprendedores, 
trabajadores calificados para los nuevos puestos de trabajo, o trabajadores 


por cuenta propia. 


El diálogo social tripartito 


La complejidad de la institucionalidad laboral, en términos de involucrar muy 
directamente a actores sociales tan significativos como los empresarios y los 
trabajadores, impone la necesidad del diálogo social para consensuar, en la 
medida de lo posible, las políticas concretas que permitan compatibilizar la 
flexibilidad de contratación con los derechos laborales básicos. Pero no se trata 
sólo de establecer las políticas lo cual, en último término, es responsabilidad de 
los gobiernos. También se trata de hacerlo con la confianza que requieren ac- 
tores que cotidianamente deben compartir el trabajo. Las empresas necesitan 
lacooperación de los trabajadores porque, como parte de las nuevas exigencias 
de productividad, requieren trabajadores motivados por los resultados, intere- 
sados en diversificar sus capacidades y también dispuestos a asumir riesgos. 
Pero la contrapartida debe ser que ellas ofrezcan a sus trabajadores oportuni- 
dades de beneficiarse con los buenos resultados y que, por lo menos, cumplan 
con los derechos mínimos de la institucionalidad. Este es el concepto de las 
alianzas estratégicas entre empresarios y trabajadores, que supone miradas a 
largo plazo, Es un concepto denostado por quienes lo miran con escepticismo, 
anque reconocido por otros como un enfoque válido e indispensable en una 
visión de competitividad sistémica. 

Desde 1990 se estuvo planteando la necesidad de constituir instancias 
de diálogo social que generaran espacios institucionales para que se represen- 
ten los distintos intereses sociales y se puedan construir acuerdos negociados. 
Pero el alto grado de desconfianza que ha existido tradicionalmente entre los 
&remios empresariales y de trabajadores ha sido un impedimento para el avan- 
ce hacia nuevos acuerdos que satisfagan a ambas partes. Para romper este cír- 
ls vicioso, los dos primeros gobiernos concertacionistas tuvieron iniciativas 

"cretas tendientes a crear espacios institucionales de entendimientos. Como 
uestra en la teoría de los juegos, a mayor frecuencia de juegos o encuen- 

ks entre las partes de una negociación, aumentan las posibilidades de que 
juegos de la confianza reemplacen a los de la desconfianza. Los acuerdos 
“esitan una base de confianza. Cuando los encuentros entre las partes son 
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esporádicos o aleatorios, prevalecen estrategias basadas en la desconfi 

el oportunismo, como lo demuestra el dilema del prisionero, y el resp] AM y 
¿el peor para las partes. Por el contrario, cuando esos encuentros aumen * 
Mecuencia y adquieren regularidad, las estrategias basadas en la confianza. ig! 
superiores (Axelrod, 1984). La institucionalización del diálogo socia] n 
con llas claras y la frecuencia de los encuentros entre los actores tociak, 


conr claras y establecidas, transparentes y equitativas. 

È se mira cómo los países europeos han estructurado las relaci 
público-přtyadas, se puede sostener que Chile está aún muy atrasado en 
institucionalización. Aquellos han construido estas instancias de amplia parti 
cipación socidhdesde la post-guerra, las que son conocidas como los Cop; 
Económico-Sociáles. Constituidos al término de la Segunda Guerra Mundia, 
estos organismos permitieron la participación formal de las Organizaciones 
empresariales, de trábajadores y de otros sectores de la sociedad, en la 
da de acuerdos y congénsos para orientar las políticas públicas. En momentos 
en que las democracias Buropeas estaban muy debilitadas, esos Consejos con. 
tribuyeron a fortalecerlas, y sin excluir los conflictos, permitieron un manej 
de ellos como para llegar a acuerdos aceptables para las distintas partes, Por 
cierto, se trata de consultas rio vinculantes, pero dada la formalidad que ha 
asumido esa institucionalidad, en la práctica los dictámenes de los Comités 
son asumidos por los poderes públicos en una alta proporción. Este es un in- 

eliente esencial de una democracia moderna y participativa, ya que permite 
que'IB5 ciudadanos participen no sólo con su voto en las elecciones de sus 
gobernántes, sino también en la expresión de sus intereses más permanentes 


hile ha habido diversos intentos por establecer instancias formales 
de diálogogi£tial. En los años 90 se organizó primero un diálogo tripartito que 
erdo Marco, que tuvo un carácter fundacional de las nuevas 
pero que tuvo corta. duración. Sin embargo, significó una 
importante estrafflia central, porque generó legitimidad hacia el sistema, 6s- 
pecialmente por Púfik, del sector sindical, el cual era el que más había sufrido 
con la exclusión imPlésta por la dictadura. Falabella (2006) ha descrito esta 
situación como producte*del “poder simbólico” del sindicalismo: aun 
este sea un movimiento Alébil y con escasa capacidad negociadora, tiene m 
poder simbólico en cuanto sus demandas y su participación en las decisione: 
sobre la institucionalidad laboral son relevantes para los otros actores A 
pantes, esto es, los empresarios y el gobierno. Estos buscaban la legitimidad 

la nueva institucionalidad, la cual no se habría conseguido de no haber partt 
cipado el sector sindical. Este acuerdo tuvo, además, una gran importancia: 
tratégica para el mantenimiento de un clima poco conflictivo de las relacion 
laborales, el cual fue apoyado también por la política social del Gobierno ~ 
reforma tributaria que aumentó los gravámenes a las empresas y Un? t 
ca de equilibrio macroeconómico, real y financiero, que permitió aument 
empleo y los salarios reales. Sin embargo, el diálogo social sufrió un 


relaciones lab 
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fines de ese gobierno. La dirigencia sindical consideró que sus principales 
“demandas, entre las cuales están la extensión de la negociación colectiva más 
¿Já del ámbito de los trabajadores asalariados permanentes y por ramas secto- 
riales, no eran acogidas por las autoridades. 

Posteriormente, el Presidente Frei tomó una nueva iniciativa para avan- 

- gar en el tripartismo al convocar a los principales actores sociales del desarro- 
Jlo, vale decir, a los empresarios y a los dirigentes sindicales, a constituir un 
foro Nacional para el Desarrollo Productivo, en conjunto con las autoridades 
de gobierno. El objetivo fue crear un espacio de interlocución social que per- 
` mitiera diseñar los lineamientos. del desarrollo, con una perspectiva de lar- 
$ go plazo y con una visión de país. La idea era retomar el diálogo social que 
se había producido en los primeros años del gobierno del Presidente Aylwin 
y que originó el Acuerdo MarcosEl Foro Nacional de Desarrollo Productivo 
generó una agenda variada de temas, articulados entre sí en la idea de que el 
' modelo de desarrollo exportador requería un nuevo enfoque de las relaciones 
Y laborales (Muñoz, 2000). Estas deberían basarse en compromisos recíprocos 
} entre empresariosy:trabajadores, en el entendido que el éxito de las empresas, 
“fundamental pära el empleo y las remuneraciones, requiere aumentos de pro- 
ductividad, calidad y eficiencia productiva con las consiguientes implicancias 
y para la-organiización del trabajo. Pero, al mismo tiempo, el compromiso de 
$ los trabajadores con esos objetivos supone que las empresas apliquen políti- 

_caslaboráles y de remuneraciones consecuentes con la mayor productividad. 
[¡Por'sufarte, el gobierno asumió la tarea de impulsar la política de desarrollo 
E-productivo, a nivel nacional y regional, asignando recursos para capacitación, 
cia técnica, e infraestructura. 
Y Mediante una metodología de trabajo que consideró encuentros anua- 
j comités de trabajo sobre temas específicos, tanto a nivel nacional como 
gas regiones, el Foro pasó a ser una instancia de diálogo directo entre esos 
gres sociales, orientado a crear confianzas y a una reflexión compartida 


À 


Pre los grandes desafíos del desarrollo nacional, especialmente en aquellos 
{bitos con visiones contrapuestas e intereses en conflicto. Pero las expec- 
Egas que se crearon sólo se cumplieron en forma parcial. Entre 1994 y 1999 

iBealizaron cuatro encuentros nacionales y más de 20 regionales, provin- 
comunales, aparte de diversos grupos de trabajo. Mirado en perspec- 
igro fue un intento de construir diálogo social y una forma novedosa 

hr la participación social en las decisiones relacionadas con el de- 
Biómico. Sin embargo, debió enfrentar diversas dificultades que 
ibosibilidades y contribuyeron al desencanto en relación a las 

ias. 

dificultad institucional fue que se trató de una instancia 
política, que permitiera que sus acuerdos pudieran te- 
cluso el hecho de que su operación se instalara en el 

MES asignó un carácter sectorial, propio de ese ámbito, 


autoridades ministeriales (con la excepción del ministro del Trabajo), lo que 
debilitó su fundamento institucional. 

Una segunda dificultad, relacionada con el carácter de las organizacio. 
nes gremiales participantes, fue el temor de estas a asumir compromisos trj. 
partitos en la mesa de diálogo, sin tener el suficiente respaldo interno, lo que 
indujo a comportamientos dilatorios y ausentistas. 

En tercer lugar, el desacuerdo importante entre los participantes res. 
pecto de la importancia que debería dársele a los temas de corto y de largo 
plazo, afectó también los grados de compromiso de los dirigentes. En tanto que 
el sector empresarial promovió una agenda de temas orientada al mediano 
largo plazo, el sector sindical prefería una agenda de corto plazo y, en especia) 
centrada en el proyecto de reforma laboral que el gobierno había enviado q] 
Congreso, pero que finalmente no prosperó. Quizás aquí estuvo el meollo de 
las dificultades de esta instancia para constituirse en un proyecto más sólido; 
la indefinición respecto de cuál sería su objetivo específico. El gobierno lo vio 
como el camino para construir un proyecto país, de desarrollo competitivo con 
equidad, transversal en cuanto a la participación amplia de sectores sociales, El 
sector empresarial aceptó esta propuesta, aunque con reticencias respecto de 
poner sobre la mesa los temas más conflictivos con el sector sindical, como las 
reformas laborales para ampliar la negociación colectiva. Para el sector sindi- 

cal estos últimos eran los temas de su interés, con exclusión de otros conside- 
rados de menor relevancia para su sector. 

En cuarto lugar y no poco importante, subsistió un clima de desconfiar 
zas recíprocas entre empresarios y trabajadores, basado en factores tales como 
frecuentes denuncias por parte del sindicalismo de prácticas antisindicales a 
nivel de empresas, y el temor de los empresarios frente a las demandas de sir- 
dicalismo por una reforma'a lelegislación laboral que, a juicio de ellos, podr 
significar un retroceso en la flexibilización del mercado del trabajo (Monter, 
2000). E TNE 

dinoklebe olvidarse el. marcado centralismo político existente 
en Chile, el cual W&gengrado una cultura de concentración de las iniciativ 
y las decisiones en 1 sipOderes públicos Y en los partidos políticos. A pear 


de la retórica a favor” e 08 articipación social, son muy pocas las instand 


en que las organizacion Ria es pueden: participar en forma efectiva y os 
alguna capacidad de influentelalen las decisiónes. Los partidos politicos Y 


parlamentarios son reacios ah 


ME 


ESmpartir su podéride decisión con otras Ei 
cias. El argumento fue que dféu8rdo a la. Constitución Política el poder 
legislar está radicado en el Par bie nto. Sin: embargo, esto no obsta par 4 
los parlamentarios puedan recibir, puestas u.opiniones de sectores 
respecto de los temas sobre los cuales se legisla, sin que esas opiniones 
un carácter vinculante. En Europa, en cambio, está. establecido legalmente, 
los Parlamentos deben recibir los dictámefes no vinculantes de los Com” 
Económico-Sociales. El Poder Ejecutivo es el responsable de gobernar 7 
mular diseños de políticas públicas, para lo cual es perfectamente legitimo 
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ra a las consultas ciudadanas cuando lo estime conveniente, Ello no mer- 
ra nada la facultad legislativa del Parlamento, donde reside el poder de 
debatir las propuestas y convertirlas en leyes, cuando corresponda. 

En el tratado de asociación con la Unión Europea, Chile se comprome- 

a formalizar una instancia de diálogo social, pero esa decisión se postergó, 
unto las autoridades gubernamentales como los dirigentes gremiales han 
tado por los encuentros bilaterales ad hoc. Esta es una manifestación del 
déficit de participación social del modelo concertacionista, a pesar de que rei- 
teradamente los programas presidenciales de la Concertación han planteado 
icitamente la responsabilidad del Estado al respecto y la necesidad de de- 
sarrollar una institucionalidad que estimule esa participación. Esta deficiencia 
no afecta tanto a los gremios organizados, con capacidad para expresar su voz 
y sus demandas, como a los sectores sociales con dificultades mayores para 
organizarse. Tal es el caso de los consumidores, sector que, por su amplitud 
y heterogeneidad, no ha podido constituirse en una red eficaz de participa- 
ción. Existen algunas iniciativas que no han podido trascender y el Servicio 
Nacional del Consumidor ha cumplido principalmente la función de proveer 
información sobre los derechos del consumidor. 

Lo que no se debe perder de vista es que la participación ciudadana y 
la creación de instituciones para el diálogo social de ninguna manera pueden 
confundirse con una delegación del poder de decisión del gobierno. La primera 
responsabilidad de este es, precisamente, gobernar, lo que significa tomar las 
decisiones que afectan al país. Los mecanismos participativos deben canalizar 
hacia el gobierno las opiniones ciudadanas, pero en este recae la responsabili- 
dad primera y última de gobernar. 


ur 


La reforma laboral de 2001 y la ruptura del diálogo social tripartito 


À fines del gobierno del Presidente Frei el diálogo social tripartito se vio 
interferido una vez más por los desacuerdos permanentes respecto de la re- 
forma laboral. Durante 1999 el gobierno propuso una nueva iniciativa para la 
reforma laboral que se promulgó en 2001 en medio de diversos rechazos por 
parte de dirigentes empresariales y sindicales. Aunque estos últimos expre- 
saron públicamente su descontento con el contenido de las reformas, princi- 
Palmente por no haber incorporado la negociación colectiva interempresas, 
no negaron que en todo caso era un avance en la mayor protección de sus 
a os. Para el sector privado, en cambio, y también para una gran mayo- 
a de analistas ecónómicos, la reforma fue un retroceso en la flexibilización 
del mercado del abajo, y no faltaron cálculos sobre los efectos negativos 
que tendría en el empléb. 
uki a Pop tuvo üna historia de sucesivos intentos, que habían termi- 
De ustrados. La iniciativa. original fue tomada a comienzos del gobierno 
tesidente Frei Ruiz-Tagle, en 1995, cuando se propuso una reforma que 
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-de perfilar con bastante nitidez los argumentos de fondo que se sustentan des 


- que se ha idoacumulando en el sistema de incentivos a la inversión, producto 


ampliara los beneficios de la negociación colectiva a sectores que estaba 
cluidos de ella y mejorara las condiciones de la sindicalización. Este pr re. 
alcanzó a ser aprobado por la Cámara de Diputados, pero luego fue aban” 
nado. ii 
El debate se reinició en 1997, pero ante las fuertes discrepancias en 

empresarios y trabajadores, que amenazaban nuevamente frustrar la iniy, 
tiva, el senador William Thayer propuso un proyecto de acuerdo, el cuy] 
consensuado con el ministro del Trabajo de la época, Jorge Arrate. Sin emp, 
go, el Senado rechazó esta propuesta. El tercer intento por revivir el pr 
tuvo lugar en 1999, en vísperas de la elección presidencial, pero nuevamen; ' 
Senado rechazó el proyecto por considerar que introducía rigidices excesiy, 
en el mercado del trabajo. El elemento más controvertido era la negociación 
a través de sindicatos interempresas, supuestamente destinada a beneficiar, 
trabajadores de empresas pequeñas, pero cuya contrapartida era precisamen 
crearle condiciones difíciles de afrontar a las pequeñas empresas, las princip. 
les generadoras de empleo. Finalmente, el gobierno del Presidente Lagos em 
un nuevo proyecto, en el cual se omitió el tema de la negociación interempra 
sas, pero en cambio introdujo una serie de normativas tendientes a aumenta 
el costo de los despidos, si estos se hacieran por causales no válidas; la creación 
de beneficios adicionales a los trabajadores si durante las huelgas hay reemph. 
zo de algunos de ellos; la facilitación de las condiciones para la sindicalización, 
el incremento de las sanciones por prácticas antisindicales; y la disminución de 
la jornada de trabajo a partir de 2005.5 

+ Más allá de su contenido específico, esta reforma tuvo la caracterís 


de las dos grandes visiones que orientán el debate sobre la institucionalida b 
boral. Sòn visiones que, desde un lado, ven la protección social como un npo 


de nuevas regulaciones (por ejemplo, ambientales o laborales). Según e 
to de vista, la reforma laboral contribuyó precisamente a aumentar esè Mp. 
En un período de alto desempleo, esta reforma significa ir precisamente enl 
dirección contraria a la flexibilización del mercado. Otras críticas desde 
tor empresarial se refirieron al aumento del costo del trabajo que significar 
la disminución de la jornada laboral a partir del 2005 y al hecho de no babe 
incorporado más flexibilidad para pactar remuneraciones variables en er 
de los resultados de las empresas. En síntesis, el planteamiento emp. a 
que en una coyuntura difícil para el empleo, la reforma laboral contrib 

rigidizar el mercado laboral, aumentar el costo del trabajo y disminuir gA 
sibilidades de recuperación del empleo. Efectivamente, el desempleo $ ah 
tuvo elevado, incluso durante la recuperación macroeconómica de gis is 
pero sería simplista atribuirlo exclusivamente a este factor, sin 


5 El Diario, 30 de noviembre de 2001, p. 30. 
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cambios tecnológicos ocurridos en la última década y que han acentuado la 
enstitución de trabajo por tecnología. 

En la visión opuesta, los argumentos empresariales anteriores son con- 
úderados exagerados, ya que la teforma introdujo cambios bastante tímidos en 
¡a legislación laboral, si se la compara con la existente en los países desarrolla- 
dos. Varios factores hacían necesaria esta reforma. En primer lugar, como se 
ha planteado ya, el objetivo de fortalecer la cohesión social debe ser prioritario 
en una economía de mercado como la chilena, en que la distribución del ingre- 
so sufrió un fuerte deterioro en el período de los ajustes financieros, sin que 
se haya podido recuperar respecto a sus estándares históricos. El crecimiento 
económico, en esta argumentación, no puede lograrse a costa de la equidad 
social y la postergación de los derechos de los trabajadores. A lo largo de los 
90 ha habido un aumento sostenido del desencanto con resultados en el creci- 
miento económico, especialmente entre los sectores de más bajos ingresos. En 
segundo lugar, esta reforma laboral fue considerada “tímida” en relación a los 
estándares laborales de los países desarrollados.” Puesto que Chile estaba ne- 
ociando diversos tratados de libre comercio, entre ellos con Estados Unidos 
y con la Unión Europea, de,no adecuar su normativa laboral a los estándares 
internacionales y, sobre todo, a las recomendaciones de la OIT, se corría serio 
riesgo de entorpecer esos acuerdos bajo la acusación de dumping social. 

El tema es bastante complejo e incide en la cuestión fundamental del 
contenido de la equidad del desarrollo. Hay un reconocimiento amplio de que 
en los años: 90 el crecimiento económico tuvo mejores resultados que la equi- 
dad distributiva. La:iniciativa dela reforma laboral se tomó a mediados de esa 
década, cuando Chile alcanzaba altas tasas de crecimiento, por:lo cual parecía 
perfectamente legítimo y:necesario. mejorar las condiciones de negociación y 
las prácticas laborales. Lamentablemente el debate se prolongó excesivamen- 
te, ya que ambas partes se mostraron intransigentes para encontrar acuerdos 
consensuados: Se llegó finalmente a un-proyecto de ley que el gobierno consi- 
deró mínimo, pero. que no.dejó contentos ni-a trabajadores ni a empresarios. 
Además, la prómulgación coincidió con un período recesivo y de gran incer- 
tidumbre internacionál, el peor momento para introducir una normativa que 
encarece el costó del trabajo..." : 

Adicionalmente, hay.que recordar que cuando hay alto desempleo, la 
institucionalidad laboral beneficia más bien a los trabajadores que tienen un 
empleo, en detrimento de lós desocupados, si es que estos no logran acceder 
a un puesto dé trabajo. Por esto, el efecto eventual de la reforma sobre el 
empleo se convirtió en el tema de mayor virulencia en el debate y ante los 
continuos pronósticos de los empresarios de que esos efectos serían muy 
negativos, el presidente de la CUT adelantó su juicio de que los empresarios 


0 A a. er aeae 


le py 
Entrevista a los abogados laboralistas Diego Corvera y Juan Gumucio, en El Diario, 19 de octu- 
bre de 2001, p, 33, 
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- ción parlamentaria de 2001, a fin de crear un clima adverso al gobierno y 
`  judicar las opciones de los candidatos concertacionistas. Este juicio dania 
- la ruptura del diálogo entre empresarios y dirigentes sindicales y su retiro dej 
dd -. incipiente Consejo de Diálogo Social, :que-el Presidente Lagos estaba cons. 
¿0.52 . erandoimpulsar. - A NS > 

oh >. . Sibienlos empresarios no ocultaron su resentimiento respecto del gp. 
Mg + +. bierno; mantuvieron el diálogo abierto con este, e incluso pasadas las eleccio. 
“i ....>"- nes, el presidente de la Sociedad de: Fómento Fabril se apresuró a proponer 

Aa nueva etapa de relaciones gobierno-emipresarios, en la cual se buscara a 

ni'o cooperación y un trabajo.conjunto pará:impulsar lo.que denominó la "Agenda 

“Pro crecimiento”. A juicio. del dirigente“empresarial, la reformá laboral no de. 
-7 T Berfa seguir contiminando.el debate público y debería ser asumida como part 
“2 - delisistemainstitucional.- 0.0 0o oin 


“estaban organizando políticamente despidos masivos en vísperas de la elo 
Ce 


= .+2: -El episodio dela refoiina laboral múestra una vez másla tensión peme 


.- * ` “nente que vive Já: Concertación entre los criterios de-la eficiencia económica, 
"... ' > derivados della opción por el crecimiento, y la globalización, y los criterios de 
3: la-equidad y lajusticia social: Un destacado articulista definió. muy bien esto 

~: como-"lá-tensión'entie las dos almas: de la. Concertación'?” Es una tensión - 
: imposible de evitar, porque se trata de nn programa que ha optado simultiner 


s, 


i SAA fuente por el crecimiento y por lá:equidad. La reforma laboral respondió sun 
ig! - 5. - : aspiración sotial:que se postergó por varios año y que surgió en el momento. 
nar 1: eA que él crecimiento ecariómicoestába consolidado y.los ingresos-ctecin 


+ 
.. 


e e 
la 


"5 aqtlerádamente, especialmente los. de los grupos de altos inge esos. Setra 
zo —deadecuarla institucionalidad láborala estándafes internacionales alos cuales 


-Fgobiero de Chile se había adherido: Péro las sucesivas postergacionesyum 
`: coyunttira posterior clertameriteiñadecuada para ese cambio legislativo, imp 
—dierón que el resultado fuera-satisfactorio para los trabajadores. > ' 

"EM fines del gobierno: del Presidente: Lagos, la Central Unitaria de Tre 


= bajádores en-conjunto con-la Confederación de la Producción y el Cometa 


-“retómaron la idéa de organizar una: mesa:de diálogo.bipartito, sin li participt- 
. Andel- gobierno, aunque sin avanzar en forma muy concreta.. En al ept 
más favorable al diálogo social, el gobierno de la Presidenta:Bacheletanuni 
< S intesición de promovef.el diálogo entre empresarios ytrábajadoles 20 2, 
€ 2-a losífémas de empleo, capacitación y calidad del empleo. Yendo miš ha 
se Preside d de senador, propuso la creación 
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IY Segàn declaraciones del ministro del Trabajo Osvaldo Andrade, en entrevista CoN EA 


14 de abritde 2006; p: B24. . 
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¡sesocidad social 
rca antes que uno.de los derechos sociales mínimos que debe abor- 
fad moderna es el de la seguridad social. Se trata del derecho a 
t protegida frente alos riesgos de la. salud, las incapacidades, el desempleo 
en miento. Estos son riesgos que afectan a todas las personas y que de 
ja car suficientemente cubiertos pueden provocar un empobrecimiento ca- 
o de las personas, La sociedad de mercado les exige insertarse a través 
¿mercado para accéder:a los: bienes fundamentales para la vida personal y 
ca Pe Pero el mercado no les darla misma oportunidad a todos: discapacita- 
os, adultos mayores y desempleados van quedando marginados de 
add iserción productiva y, por lo tanto, de generación de ingre- 
sospara: provee s 'sus.necesidades. De ahí la-importancia de la seguridad social 
omi ¡mecanismo de: previsión: frentea esos. riesgos. 
` Los:sistemas: 'adicionales. de séguridad social se basaban en el instru- 
mento del separtó; enel: «cual los trabajadores cotizan al Estado un porcentaje 
de sos remuneraciones miéntras están en su etapa'de vida activa en la fuerza 
de trabajó, y:Cóbran" una pensión « cuando:se retiran o.cuando sufren disca- 
pidades: Lós derechos quedar-establécidos ex afte, es decir, la pensión de 
psat 'stibleceen. fiinción de las remuneraciones al: momento de jubilar, 
denños de. cotización: El gobierno niilitar introdujo la reforma 
sete Teeimplazándolo por úno; de capitalización individual. En este, 
dotés cotizan é üna cuenta de*ahorro obligatorio individual que 
malicia sistema, y cuando: se retiran cobran u una pensión proporcional 
d inito de desea peral actsmilado. 3 Mientras más alta sea su cotización, 


es 


bm ¿arma de pensión múfnima a los, si que hubieran 
cotizado poro. inénós-20 años, pagadeta por el Estado. Pero se trata de una 
Pesibmoy Da equivalenté å alrededor dela mitad del salario mínimo. 
Duarte; Muchas décadas se había discutido: en. Chile la reforma de la 
Previsión; ya que el vi viejo sistema estába haciendo crisis. Por una parte, y algo 
Que ocurre eri todos los países, los cambios demográficos que significan me- 
= tasa de natalidad y mayor expectativa de vida introdujeron un elemento 
tsionador en el sistema, ya que implica que: cada vez imponen menos tra- 
por cada;adulto inayor que deja de:trabajar: El sistema va perdiendo 
he de. autofinanciarse, conlo cual el Estado tiene que poner la diferen- 
incurriendo en un costo cada. vez más alto. Por otro lado, la mala admi- 
"tración del sisterna y en particulas, su 3i sepinentación debido a las presiones 
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de grupos corporativos que fueron capaces de imponer sistemas Privilegi 
- (pensiones más altas, “perseguidoras” o heredables sin descuentos), Roo 
que el sistema previsional de reparto estuviera prácticamente quebrado de 
a Josaños 50. . 
C e El sistema reformado de capitalización individual ha sido bastant, 
he, Fa toso en Chile si se lo compara con la mayoría de los países latinoamer; 
- que-han introducido sistemas privados. En 2004, más del 57% de la fuerza d 
A trabajo chilena estaba cubierta por el sistema de pensiones, en contraste p. 
pos 00. elx27% deotros países latinoamericanos. con sistemas privados y 39% de 
a 7 =con.sistemas públicos. Sólo Uruguay superaba a Chile, con un 59% de cohe, 
EE: . Z tra.” Pèro, al mismo tiempo, este dato revela que más del 40% de los trab 
dores no estaba cubierto en Chile. Este es el principal problema de 
de riesgos que afecta a Ghile porque muestra que casi la mitad:de la población 
` .no teñdría más recursos que la pensión mínima.que debería pagar el Estad, 
'cuando lleguen a la edad de jubilar. El- problema séría más grave. porque mi; 
“del 50% delos afiliados no completarán los 20 años de cotizaciones requeridos 
para acceder a la pensión mínima. Una parte del problema de la falta de coti- 
zaciones.se debe a los períodos de desempleo y otra, a.que hay empresas que 
yd... les descuentan las-cotizaciónes a los trabajadores pero no las. pagan al sistemų 
dot... +7”. previsional. Mesa-Lágos.ha estimado. que efi Chile disminuyó el porcentaje de 
entis “3 afiliados que cotizó en el sistema -entre 1998 y.2004, desde un 53% a un 50%. 
¿== - Desde el punto de vista del-impacto:macroeconómico, el sistema de 
_ -Pensiones chileno ha sido bastante-éxitoso, habiendo contribuido a aumenta 
Mat. o _ 8lahorto,a:desarrollar el mercado de capitáles y a lá rentabilidad promedio dd 
AUS des => “fondo acumulado. Este último Hega a más.de un 10% real en el período 2000 


2004, comparado:con una rentabilidad de un: 7,6% del promedio de paises l- 

--  finoamericahos cor fondos privados.** Se-puede justificar, entonces, que pan 

Jos trabajadores que'han cotizado:regularmenté-y que han tenido trabajos es 

` tables, el sistema está funcionando adecuadamente. El grari problema es pan 

- * ” “aquellos-que nú totizan o lo hacen irregularmente y-que no tienen empleos 

. estables. También-existen problemas relacionádos:cón lo que se puede lama 

"a organización industrial del sistema, es decir; el alto grado de concen 

o «en dos © tres grandes administradoras de fondos, läs barreras de pad 

OT. y precios que se cobran-a los cotizantes (1,55% de comisión neta sobre | 

¡go E, > TIOS versus 1,42% en otros sistemas privados latinoamericanos Y 0,64% en 

< -AE F. asistemas públicos en promedio para 2000-2005). - 


ne, 


~ 


E a b 
E E si 3 Presentación de Carmelo Mesa-Lagos en seminario internacional organizado po" cupan! 
p Sary Superintendencia de AFP en Santiago, 15 de mayo de 2006. papot" 
`  * %% Conta introducción de los cinco fondos alternativos a los cuales pueden opta" los 
la rentabilidad varía según el grado de riesgo del fondo respectivo. 
. ** Cifras tomadas de la presentación de Carmelo Mesa-Lagos, referencia anterior. 
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gstas deficiencias indujeron a la Presidenta Bachelet a designar una 
«ón de alto nivel en 2006 para formular una propuesta de reforma del 
in seguridad social, orientada a corregir esos problemas (la llamada 
at Marcel). Los principales objetivos de esta reforma se definieron en 
o de abordar el problema de la cobertura de los grupos marginados, 
aae trabajadores independientes, informales, con trabajos irregulares o 
a porda (mujeres); cómo constituir un pilar solidario del sistema, que 
i! re pensiones mínimas y asistenciales suficientes a todos quienes estén en 
ación de pobreza; el estímulo a la competencia de la industria, de modo de 
pentit la transparencia y lograr comisiones competitivas; y la inversión de 
ps fandos, de modo de garantizar mejores rentabilidades con mínimos riesgos 
los trabajadores. 
pr La propuesta de crear una Pensión Básica Solidaria como pilar del sis- 
¡ema es la que ha recibido la mayor atención, porque incorpora la idea de que 
toda persona mayor de 65 años tendrá derecho a recibir esa pensión, aunque 
wnca hubiera realizado aportes. Esta pensión básica será pagada por el Estado 
pero a fin de no desincentivar los-aportes al sistema, se mantiene un subsidio 
decreciente hasta los qué obtengan una pensión autofinanciada equivalente a 2,6 
veces la pensión básica; Con todo, las reacciones iniciales del gobierno fueron no 
propiciar la pensión básica en forma üniversal, sino sólo para el 60% más pobre 
dela población, a fin de no éncarecer excesivamente el costo. Esto dejaría fuera a 
lssectores medios que pierden su capacidad de generar ingresos. 

Con respécto al financiamiento de este pilar solidario, la Comisión es- 
timó que no sería nécesario:úñ aumento tributario, porque a medida que se 
eringan los compromisos del Estado con el antiguo sistema de pensiones, esos 
recursos podián reasigriarse para financiar esta pensión básica solidaria. Sin 
enbargo, hubo- posiciones de minoría en-la Comisión que estimaron conve- 
tente imponer una contribución adicional, ya séa a los empleadores o a los 
propios cotizantes de altos ingresos. Estas propuestas no fueron aceptadas por 
*" equivalentes a un impuesto adicional al trabajo.12 
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+ Capítulo X 


CONSIDERACIONES FINALES: 
“ESTADO, MERCADO Y DEMOCRACIA 


` $3 do el 
neS s 


` Minia en dembcaciande ereed, más; Queen economias de 


al de o : 


de qu a i 
iğ pe centrale cido 
jó a propórción del gasto cena 
cài iane i 


Y Donais que.se a sealoado y los: Pe qa pou 


insuficiencias. De: este balance. concluimos que; ciertamente, existen el 
pendientes; pero que, én ñingún. caso, nos llevan:a posti “cambios 


E te Epá i proyocăr incertidumbres difíciles de: manejar o volvera 


GEE i 
esto parece haber wtralto grado de acuerdo. en qa p ya sos 
o nad 


¡pal P 


A 


a ` Sin embargo; no cabé: duda que las decisiones à 
k timg término, de la ciudadanía, el gran árbitro del desarroll yE 
o democrático. Para recordar una vez más la tesis de 


e A 


= E Fitoussi; “Globalización, mercado y democracia? PNUD, 2004. 


sarro coll chileno de la: mayor. parte del siglo XX se caradifitizó por un 
d de alvo" «desequilibrio entre un desarrollo político y socialfiB A 
prob ado y un subdesarrollo económico, que imponía,severalkres 
pana yrsóá. De aquí resultó que el sistema no daba respuesta. 
de "cada vez más exigentes. Encontraste, los últimos veirffibaños se han 
a jerizado por un: “desarrollo avanzado de la economía pefó insuficiente 
co co y sociál; lás- <apacidades económicas han sido creadas, pero la 
rcionalidad política: y socíal no.ha logrado los-hecesarii amíentos 
sar'las demandas: El riesgo-es que-la acumulacióf de demandas 
s ¿jes 116: gncalidadas”a a través «delas nstituciones produzés rupturas de 
ad les, consectiencias, a] la democracia com el propio 
geral dela ¿cónomia ` . > g: Po. 
fli desarrallo; ¿cofibmico. sE bien: a ‘tasas decrecientes, sèfia mantenido 
a aae promé edio:satisfactorio; correspondiente al: poterséíal del aparato 
nejja Sesi perator los viejos- jrreductibles desequilibitos financieros, 
ei irfiscal Yateclé balanza de pagos, la alta:inflación, el desorden 
Sedi e doinportamiento: de la ecorínala. chilena ha 
CEN ye mite en el 'plario económico, del crecimiento 
rológica,* pero èl pa a- tomado con- 
asosimportantes. para abordarlo. 
sá pte rpolítico:se: manifiestan en cuestiones 
drair el régimen: électdfal; disminución 
deso: Be ecierite:desififerés de las ge- 


poc filtid leni a dr delóspartidos. políticos y escasa re- 
rición ie l js olita Derma i sd9;se detéctan débilidades en los 
sistemas de part pl Resaclar E representación de Togfintereses locales 
y regionales: Pais tot ecimiento: stonómico' piúmedio no se ha 


esos y, por el'contrario, se de- 


podido'traduicir-em En nde ingr 
i ade: Ti aer en Una Pequeña minoría 


Pm de od 


e social ` COR; + profundización del desarrollo 
cnn Eee pl empale? es el desarrollo del sistema de 
economia- den Nerei ido; establecido en Chile ; coùdas: rectificaciones necesarias, 
yla profundización dt ei horca Sopota" un:sistema éconómico basado 
en las reglas: «del mercado u aná. estr regia 1 más: intensa de redistribución de in- 
gresos; una - mayor Y suejor: páirticipacióh. ciudadana y un reacomodo demo- 
crático del sistemg'político,. incluyendo. la seforma-del “sistema electoral? Por 
otro lado, ¿es viable Ja; profundización democrática á`partir del predominio del 
sistema de mercado y del protagonismo de la inversión privada? 

Son preguntas que requerirían respuestas ambiciosas, ciertamente im- 
posibles de desarrollar en estas páginas. Pero son necesarias algunas reflexio- 
es mínimas sobre lo: qué está en juego. i 
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¿Te eee y MUELLE aACIa 


La pregunta por el tipo de relación esperable entre democracia 
de mercado es un viejo interrogante y ha sido abordado por la liten o, 
recordar algunas formulaciones básicas, Milton Friedman, por je Pa 
peón de la economía de libre mercado, sostuvo la tesis-de que la ien 
nómica es condición necesaria, pero no suficiente, para la libertad to. 
Es decir, la democracia presupone una economía de- libre mercado, 
inversa, no toda economía de mercado supone una democracia, a 
demuestra que los regímenes represivos o sin libertad política puedeng 
con sistemas de libre mercado, como fue el caso, por ejemplo, de Chik i 
la dictadura militar. Sin embargo, Friedman creía que la libertad bajo 
conduciría eventualmente a la libertad política en este país. A medi A 
gente disfruta de la libertad económica y dé un mayor nivel de vida, ¿ el 
también más libertad política, lo que conduce a la apertura dem 
libertad política sería un bien superior, mayormente deseado a medi, L 
crece el ingreso per cápita. Esto es lo que habría sucëdido en Chile,» qe 
En la conceptualización idealizada del móúdelo de-mercados compet; 
tivos, se supone el funcionamiento de la economía con rasgos my simil 
al sistema democrático, excepto en lo que se refiere ala importancia del voy 
en democracia una persona un voto;!% en ecoriomía, el voto:se ponde 
el ingreso personal. Pero sí se aplican las reglas de la atomización (nadie tio 
una influencia personal suficiente como para alterar el resultado colectivo e 
este caso, el precio o la cantidad de un bien); de la transparencia (informa. 
ción libre y disponible); libertad para decidir y actuar según-lás preferencia 
personales, con prescindencia de'otros. Estas son lás condiciones de in me. 
cado perfecto. De aquí el famoso predicamento de Milton Friedman de qu 
la democracia y el mercado se refuerzan. mutuaímente.'* Una economía de 


s 


18 Friedman (1991). Por cierto, esta hipótesis es bastante cruda, expresada en esos términos. la- 
bría que preguntarse por qué en un país con más libertad económica, la gente querría ener ti 
más libertad política. Przeworski y asociados (1998), en base a investigaciones empíricas, sona 
que hay evidencia abrumadora de que el apoyo a la democracia está asociado al nivel de ingeso pt 
cápita. Por arriba de US$ 6.000 per cápita, puede esperarse que las democracias duren peniw 
temente. Por debajo de ese nivel, hay alta probabilidad de inestabilidad democrática. La explicación 
es que a mayor nivel de ingresos, hay muy poco interés de la gente en asumir los costos que xum 
una ruptura democrática. Esta conclusión, de carácter estadístico y tendencial; debe ser aca 
por cuanto ella no excluye que puedan haber situaciones concretas que se aparten en forma abaki 


de ella. 

18 Esto también se puede discutir, ya que depende del tipo de elecciones y del régimen cr 
15 En honor a la verdad hay que reconocer que Friedman sostuvo durante la dictadura pide, 
que este régimen debería dar paso a un régimen democrático si quería preservar la econ 
mercado. Desde un punto de vista neomarxista, más que complementariedad ed i 
economía de mercado, la democracia liberal representativa es parte del capitalismo | q 


Rodrigo Mardones esta observación). 
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go perfectamente competitiva y transparente se asimila, así, a dese 
pc P ¿conómica porque nadie puede influir en los resultados. Lo n 
ooon d deciden informadamente y el uso de los recursos maximiza el 
iæpoblación. - 

ees ero ángulo, Fitoussi (2004) sostiene también la tesis de la com- 

sártedad de la economía de mercado y la democracia política. A dife- 

pe, de Friedman, quien basa su argumentación en la simetría de las bonda- 
dauna: Fitoussi lo hace en función de las imperfecciones tanto de la 
jaiera política como'de la:economía de mercado. Estas imperfefciones 
stizan enla práctica el cumplimiento de las conclusiones de losimode- 
Ts Enel caso dela economía de mercado, ello se debe a la desigualdad 
con jelones iniciales, vale decit, de la propiedad de los recursos.econó- 
eb jásfalias de: mercado. En el.caso de una democracia política, existen 
e ibierho. fimposibilidad: de-agregación de las preferencias:indivi- 

Ego 
rai tres de O si estas se basarsólo en 
fundamentalista de la equi : 

0 (2004) enfatiza que la. desigualdad económico-=ocial es la prin- 
cipal litini edelá: ¿legitimidad pólítica tánto de lá economía de mercado como 
del had nc acia. Respecto “de la: primera el ' árgumento- es bastante obvio: si 
tien laica lede aségurar. 'eficiencia,. nada asegura equidad. Es posible 
Solución í óptima «en términos de. pleno empleo y. eficiencia en la 
ción:dez Acúrgos; pero: nada asegura que-no.sea a un nivel de salarios de 
ip. que pödrta: significar alta mortalidad. El argumento neo-clásico de 
fecta: mä idad de factores productivos, nose aplica:al caso del trabajo, 
as-restricó ioñés de los;p ses a las inmiigraciones de trabajadores de baja 
aliicación: PG: et absoluto puede llevar a salarios tan 


mia dior y Fetorno; pedo éscasez del mismo y eventual 
si den etotños. Existe; pues, una asimetríaen los resultados 
pè dél: trabajo, que. e limitaciones, exógenas al 


Sirena también quita legitimidad a la democracia 
poli 1 ëse aitona deriocracia que tolera grandes desigualdades se 
percibe cc 0 injusta e "ineficaz, estimulando demandas sociales. de.cambio que 
ladesestabiliz +. Eh utrrazonaniiento por reducción al absurdo, en el supuesto 
extremó de que la distribución: de ingresos se determinara.exclusivamente en 

-a:criterios: politicas, ello: estimularía-á"las coaliciones a buscar alianzas 
que les permitieran ` aumentar su participación en el ingreso mediante ofertas 
Políticas redistributivas (Populistas). Eventualmente, estas alianzas triunfarían 
Isepodelan:dúto-Gforgar i mejorés ingresos (mediante distribución de cargos o 
a ente por la. corrupción). Pero ello estimularía la construcción de nue- 

alianzas Y huevas Bra que, una vez en el poder, tendrían la capacidad 
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~~ ““vulticar la distribución de ingresos a su favor. En el límite, 
altamente inestable. Se sucederían en el poder coaliciones con 
a ofertas cada vez más populistas. 

Por otro lado, aun cuando una coalición perfectamente justa y enero. 
lente implementara una distribución equitativa (igualitaria, por ejemplo), elo 
podría ser incompatible con los diferenciales de remuneraciones necesarios 
para que los trabajadores, con mayor capital humano, se mantuvieran en q 
sistema y no emigraran a otros países. El capital humano sí puede migrar, ay; 
como el financiero. Tal sistema provocaría ineficiencias económicas porque ej 
país perdería los factores productivos más valiosos, afectando negativamente 
el crecimiento, pero también sería políticamente inestable, porque habría un 
permanente incentivo a formar nuevas coaliciones ganadoras en busca de me. 
jorías en la distribución del ingreso a favor de ellas mismas. 

La conclusión de Fitoussi es que tanto la economía de mercado comol 
democracia política se necesitan mutuamente para evitar soluciones extremas, 
ineficientes e inestables. La democracia le impone límites a las inequidades de 
la economía de mercado y establece los criterios de las desigualdades politica- 
mente tolerables. La economía de mercado, por su parte, le impone límites a 
las ineficiencias económicas que podrían provocar los criterios distributivos 
puramente políticos y, de paso, morigera la tendencia a la inestabilidad de las 
coaliciones. Esta combinación de mercado y democracia Fitoussi la denomin: 
“democracia de mercado”. Por cierto, una democracia de mercado admite su- 
tentos institucionales muy diversos, atendiendo a la historia, la cultura y los 
valores de la sociedad concreta (op. cit. p. 338). 

Dani Rodrik (1997) reconoce también una relación positiva entre de 
mocracia y eficiencia económica. Sostiene tres razones para ello: en demo- 
cracia hay menos volatilidad económica, porque el votante medio tiende a 
favorecer políticas económicas moderadas que eviten experimentos arriesg+ 
dos,!* En segundo lugar, al haber mayor participación social y posibilidades 
de expresión de intereses, hay menos espacio para la acumulación de conflic- 
tos violentos y soluciones extremas. Y, en tercer lugar, al haber más posibili- 
dades de que los perdedores reciban algunas compensaciones económicas de 
los ganadores, se estimulan los comportamientos basados en la cooperación 
y en juegos de suma positiva. En una palabra, la democracia facilita políticas 
económicas más flexibles y pragmáticas que, a largo plazo, rinden un mayor 
crecimiento económico. 


el sistema serj, 
struidas en Dase 


147 Esto también impide el aumento de la desigualdad que se produce en situaciones de du 
muy intensos. Eyzaguirre (2004) documenta la enorme diferencia en los efectos sobre los yr 
más pobres que se derivaron en Chile en los dos mayores schocks externos, de magni ad 
1982-83 y 2000-2003. En el primero, bajo dictadura, el efecto sobre los pobres fue catastrófico. 
segundo caso, el efecto fue muy leve. 
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pe prergencia histórica de la economía de mercado y la democracia 
14 


„das en perspectiva histórica, estas desigualdades económicas y sociales 
y maes, fueran heredadas de un pasado feudal o generadas bajo los sistemas 
ett ercado, NO pudieron ser ignoradas y, aún más, fueron cada vez menos 
en s, Esta deuda comenzó a ser asumida por las nuevas democracias occi- 

es de fines del siglo XIX, las que le asignaron mayores responsabilidades 

o en la corrección de las desigualdades. Se introdujeron innovaciones 
j nales, como la seguridad social, la salud pública, la educación, de- 
ipeando lo que seria el Estado social del siglo XX. Simultáneamente, en los 

del Norte, la industrialización contribuyó a mejorar el nivel de vida 
de las masas de trabajadores (y de campesinos migrantes a las ciudades) me- 
dante mejores empleos y salarios, proceso que se aceleró cuando aumentó la 

de capital, y la fuerza de trabajo escaseó.!* Pero la industrialización 
panada trajo aparejado también el imperio de las grandes corporaciones y de 
los monopolios que, con su gran concentración de poder económico, podían 
¿nenazar la democracia. Fue necesario asimismo que los Estados instituyeran 
capacidades reguladoras y monopolios estatales que impidieran el abuso sobre 
los consumidores y sobre los sistemas políticos. 

Disminuyeron las desigualdades extremas y las políticas anti-monopo- 
lios defendieron la competencia, al mismo tiempo que se profundizó la demo- 
cracia, especialmente después de la Segunda Guerra Mundial. Se dieron las 
condiciones para un nuevo tipo de intervención estatal, como fue el Estado 
de Bienestar, y las políticas de pleno empleo, que contribuyeron a generar el 
mayor ciclo de crecimiento económico de que se tenga memoria histórica. Se 
fortalecieron la economía de mercado, la democracia liberal y la equidad so- 
cial. Los socialismos reales fueron experimentos para profundizar la equidad 
social, pero contra-el mercado y la: democracia. Su fracaso histórico (por falta 
de libertades políticas e ineficiencias económicas) clausuró el camino de la 
propiedad social y la-centralización estatal: 

El drama de América Latina es. que permaneció demasiado tiempo 
en una situación pre-capitalistá (neo-colonial y feudal) y luego se incorporó 
tardamente al desarrollo capitalista e industrial, con gran desventaja compe- 
tiva y de “condiciones iniciales” Subsistieron estructuras anacrónicas de pro- 
piedad y explotación de la tierra, se exacerbaron los conflictos con las grandes 
empresas extranjeras que explotaban recursos naturales para la exportación, 
Persstieron las desigualdades abismantes entre ricos y pobres, se desarrolla- 
"on sistemas de mercado imperfectos y concentrados, y los movimientos so- 
cales presionaron por intervenciones estatales más intensas para compensar 


Ta 
"p; 
Dicho sea de paso, el crecimiento económico de Inglaterra en el siglo XIX dejó atrás el fantasma 


de de que un exceso de población, en relación a la demanda de trabajo, llevaría los salarios 
debajo de la subsistencia y provocaría aumento de la mortalidad. 
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tales debilidades.'** Durante mucho tiempo se asoció “economía de mervado" 
con inequidades, abusos (monopólicos o monopsónicos), falta de transparen 
cia, corrupción, concentración de la riqueza y del poder. Fue la antítesis del 
modelo de mercado competitivo. Y, por cierto, en un gran número de países 
abundaron los regimenes dictatoriales corruptos aliados con empresas extran. 
jeras (en Centroamérica, especialmente). Tampoco puede desconocerse que 
las políticas públicas no contribuyeron a corregir muchas de esas distorsiones, 
prolongando ineficiencias y manteniéndose un desarrollo económico medio. 
cre. Todo esto contribuyó al desprestigio del sistema de mercado, sobre el cua] 
recayeron muchas de las culpas, reivindicándose la planificación socialista y, 
con mucha frecuencia, los regímenes populistas. Los resultados se tradujeron 
en un débil desarrollo y muchas distorsiones en aquellos países con demo- 
cracias decentes y algunas visiones desarrollistas, con Estados débiles (pocas 
capacidades, pocos recursos) y poderosos intereses creados. 

Chile quiso realizar una revolución social entre los años 60 y 70 pero el 
intento chocó con poderosas barreras: no se construyó sobre una base social y 
política sólida, mayoritaria, sino, por el contrario, sobre una base segmentada, 
con dos movimientos que pretendieron liderar esa revolución social, con seña- 
les contradictorias y fuertes antagonismos recíprocos. El movimiento liderado 
por la democracia cristiana pretendió afectar las estructuras más anacrónicas 
de propiedad de la tierra, preservando la democracia representativa y perfec- 
cionando la economía mixta. El movimiento liderado por la alianza socialista- 
comunista puso el acento en la profundidad del cambio de las estructuras de 

propiedad y la movilización social, en desmedro de la estabilidad y el dinamis- 
mo de la economía. 

La dictadura militar restauró y reincorporó los principios de la econo- 
mía de mercado, llevándolos más allá de los límites del Chile del siglo XX, sa- 
crificando la democracia y la libertad política. Sin embargo, eventualmente, 
la dictadura debió ceder a la democracia. ¿Fue este el resultado inevitable del 
crecimiento económico, a la Friedman (quien sostuvo “eso es exactamente lo 
que ocurrió”)? Varias razones sugieren que es una hipótesis equivocada. En 
primer lugar, el crecimiento económico durante la dictadura fue muy magro, 

como se ha establecido empíricamente. Si bien es cierto que, a fines de los 
años 80, hubo una recuperación acelerada y un fuerte descenso del desem- 
pleo, esto ocurrió en el marco de una de las más graves crisis económicas del 
siglo, con grave empobrecimiento de la población (cerca del 40% en situación 
de pobreza). En segundo lugar, según Friedman, los sectores sociales bene- 
ficiados por el crecimiento económico serían los que liderarían la demanda 

por democracia. En Chile ocurrió exactamente lo contrario. Fueron los más 


*™ Bajo este contexto, a principios de los años 60, Aníbal Pinto formuló su famosa tesis de que Chile 
era in pus avanzado políticamente (estimuló la democracia y la movilidad social) pero con una 
economia subdesarrollada, lo que debería generar una creciente conflictividad política, 
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negativamente afectados y empobrecidos los que lideraron la recuperación 
democrática (principalmente el sindicalismo reorganizado). Los sectores be- 
neliciados por el modelo económico de la dictadura se volcaron fuertemente 
hacia la permanencia de esta, En tercer lugar, como enfatizan otros autores, 
la relación positiva entre crecimiento y demanda democrática no es mecá- 
nica y puede ser interfcrida por el régimen opresor a través de la supresión 
o restricción de lo que se llama “bienes de coordinación”: condiciones nece- 
sarlas para que los sectores democráticos se coordinen eficazmente, como 
libertad de expresión, prensa, reunión." Por último, no puede desconocerse 
que Chile tenía una larga tradición democrática y de vida partidaria. La re- 
presión de la dictadura no pudo suprimirla, permaneciendo latente y aflo- 
rando apenas hubo condiciones más favorables de coordinación. 

Así, a partir de 1990, Chile pudo encontrar un camino para reconstruir 
simultáneamente una democracia representativa, manteniendo la economía 
de mercado y buscando un desarrollo capitalista avanzado. Esta transición chi- 
lena ha seguido más bien el camino sugerido por Fitoussi, en cuanto se trata de 
una “democracia de mercado” que busca abordar las debilidades de una y otra: 
democracia política para corregir las inequidades de la economía de mercado, 
y esta última para impedir el populismo y lograr un crecimiento económico 
sólido que dé estabilidad y sustento a la coalición democrática. El interés in- 
ternacional por el llamado “modelo chileno” está en que este país ha logrado 
reivindicar la economía de mercado al tiempo que ha desarrollado una demo- 
cracia aceptable para la mayoría, obteniendo como resultado un crecimiento 
económico significativo, una notable disminución de la pobreza y de la deuda 
social, y una sostenida profundización democrática. Son logros difíciles de al- 
canzar en forma simultánea en América Latina. Todo esto no evita que existan 
visiones críticas. La mayor parte de ellas no están dirigidas al mercado como 
sistema de organización de la economía sino a la institucionalidad de conten- 
ción de las tendencias concentradoras. También existe una crítica desde un 
ángulo puramente democrático, en cuanto que el sistema político no ha sido 
capaz todavía de profundizar la ciudadanía (subsisten discriminaciones de gé- 
nero, étnicas, regionales, insuficiencia de canales de participación, un sistema 
electoral restrictivo), a raíz de lo cual se viene desarrollando el concepto de 
“derechos ciudadanos” que deberían ser exigibles en forma universal.!” Por 
último, y más recientemente, han adquirido fuerza las críticas que apuntan a la 
baja calidad de la política y al amparo de algunas formas de corrupción. 


'% Bueno de Mesquita y Downs (2005). 

"i La movilización estudiantil de mayo de 2006 planteú la cuestión del derecho a la calidad de la 
educación, que teóricamente debería ser exigible, inclyso judicialmente. El debate abrió la pregunta 
sobre la diferencia entre derechos mínimos, como bienes juridicos exigibles por cualquier ciudada- 
no (por ejemplo, el derecho a la vida), y los derechos contingu:::* a políticas públicas y recursos 
económicos, Para algunos, todos los derechos son de la misma jerary:.1: v no debería haber distin- 
gos. Pero es evidente que esta diferencia es relevante y no puede ignorar». 
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Como se ha discutido en los capítulos iniciales, y la historia lo demues. 
tra, la convivencia entre el sistema de mercado y la sociedad misma no ha sig, 
fácil. Mientras uno contiene un germen invasivo irremediable, desviando la; 
oportunidades en beneficio de quienes tienen más recursos; la sociedad y sug 
actores establecen prácticas tendientes a controlar esas tendencias, a definir 
ámbitos para determinar dónde el mercado es legítimo y dónde no lo es, como 
también a constituir reglas y normas que aseguren el funcionamiento eficiente 
y competitivo de los mercados (no faltan los poderes interesados en apropiarse 
para sí de las oportunidades con exclusión de otros posibles competidores) 
Siguiendo a Fitoussi, la coexistencia de dos sistemas imperfectos: economia 
de mercado y democracia representativa, ayuda a que se produzcan contrape- 
sos recíprocos. Pero esto no ocurre espontánea ni mecánicamente. Se requiere 
una articulación entre las lógicas del mercado y las lógicas políticas para lograr 
resultados social y económicamente aceptables, independientemente de si en 
esas articulaciones predominan una u otra de esas lógicas en determinados 
momentos. Ahí se juega la capacidad de gobierno. En último término, la poli- 
tica, como arte de gobernar, es la que decide donde se corta la línea de una u 
otra lógica. De ahí la necesidad de que la política sea suficientemente demo- 
crática, eficaz y de calidad. El desarrollo de estas características ha sido insu- 
ciente en Chile, dadas las expectativas y, por el contrario, enfrenta crecientes 
cuestionamientos. Discutiremos algunos temas centrales al respecto, como los 
factores que inciden en la calidad de la política, las relaciones entre el dinero y 
la política, el carácter de las relaciones público-privadas y el rol del Estado en 
un sistema de mercado. Estos factores son determinantes de la capacidad de 
articular eficazmente la lógica política con la lógica económica. 


La calidad de la política 


La calidad de la democracia depende en parte de las instituciones que la sus- 
tentan: sistema electoral, representación de los distintos intereses sociales, re- 
novación del gobierno, y, en parte también, de la calidad de la política y de sus 
principales actores, los partidos. Desde hace varios años en Chile se vienen 
manifestando algunas tendencias críticas de la calidad de la política, que * 
pueden resumir en la denuncia de una creciente oligarquización del sistema. 
Ello se refleja en la escasa renovación de los dirigentes políticos, la insuficiente 
democratización de los sistemas electorales internos de los partidos, la centre- 
lización del poder de estos en elites nacionales y, en particular, las denominá” 
das por muchos “máquinas partidistas” o sea redes de influencia basadas eN 
operadores con capacidad de movilizar recursos financieros. , 
Este último aspecto cobró inusitada relevancia a fines de 2006, con e 
tivo del escándalo desatado en ChileDeportes, organismo estatal destinado . 
fomento de esta actividad, el cual debió enfrentar denuncias de la Contralor i 
por usos indebidos de recursos fiscales. Comenzó a aflorar a la luz pública" 
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red de operadores políticos acusados de desviar recursos para fines partidistas. 

eescándalo se sumó a otras denuncias que estaban siendo investigadas por 
los Tribunales de Justicia. El tema más general que se ha planteado a raíz de 
estas situaciones es la relación entre el dinero y la política, el cual tiene enorme 
importancia en una democracia, porque puede generar severas distorsiones 
en la formación de las preferencias ciudadanas. Este tema afecta tanto a la cla- 
se política, en general, como a las relaciones entre poder económico y poder 


político. 


La función de producción” de la política moderna 


En relación a la primera cuestión, Cortés Terzi (2002 y 2003) ha planteado una 
hipótesis interesante que sirve para organizar la discusión. Este autor sugiere 
que el modo de hacer política ha cambiado de una manera fundamental en la 
era de la información. Dicho en términos económicos, ha cambiado la función 
de producción de la política, en el sentido de hacerse mucho más intensiva en 
capital y en medios de comunicación. La función política (ejecutiva, parlamen- 
taria, partidista) se ha hecho más compleja porque requiere estar sustentada en 
una información elaborada, diversificada y actualizada. Esta necesidad escapa 
alas posibilidades individuales de los políticos y supone financiamiento, apoyo 
técnico y comunicacional muy superiores a lo que fue tradicional. En el viejo 
modelo oligárquico, los políticos solían ser grandes propietarios que disponían 
de medios independientes de vida como para poder dedicarse a la política sin 
necesidad de recibir una remuneración, y además, su propia condición social 
les daba la posibilidad de ejercer una influencia ideológica directa sobre sus 
electores, a través de sus redes familiares y sociales. 

En el escenario contemporáneo la política requiere dos condiciones bá- 
sicas. En primer lugar, el procesamiento de la información sobre los problemas 
que requieren políticas públicas y su correspondiente análisis, tareas de cre- 
ciente complejidad. En segundo lugar, un acceso fluido a los medios de comu- 
nicación para mantenerse en sintonía con la población. Quienes no disponen 
de recursos económicos propios y suficientes quedan en gran desventaja frente 
a rivales que sí los tienen. Se ha creado, así, un verdadero mercado mediático 
constituido no sólo por los medios escritos, radiales o televisivos, sino también 

por los profesionales de las comunicaciones, relacionadores públicos, publi- 

cistas, diseñadores, transportadores, etc. En este mercado han aparecido tam- 
bién los llamados “operadores políticos”, aquellas personas con la suficiente 
movilidad para organizar los contactos de los políticos con los ciudadanos de 
su incumbencia, los cuales, por cierto, disponen de recursos que no siempre 
tienen un origen transparente. En tiempos electorales, los operadores políticos 
Poseen una gran influencia porque de ellos dependerá, en gran medida, la lle- 
gada de los candidatos a las audiencias, la movilización de los militantes, la or- 
ganización de las empresas electorales. Es un verdadero cluster de la política. 
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función más pública de todas, como es la política, Us una invasión de i 
lítica por la economía y el mercado. Con ello se impone también Ja hgn 
los mercados. Puede imaginarse la distorsión que esto significa para 1; 4, . 
cicio de la política y el normal desarrollo democrático. De alli la imports 
del financiamiento público de las campañas electorales, con reglas del ju, 
equitativas, transparentes y eficaces. Por cierto, siempre está el riesgo din, 
“hecha la ley, hecha la trampa” por lo cual este debe ser un proceso de perfe 
cionamiento permanente. El financiamiento público de las campañas politi.: 
busca evitar una nueva forma de oligarquía en la política, el camino segur, 
hacía la corrupción, la falta de transparencia y la persistencia del elitismo. 4] 
mismo tiempo, debería permitir la renovación de la clase política que en Ch.:: 
muestra evidentes signos de envejecimiento. 

Los casos de corrupción ocurridos comportan también el riesgo de] 
desprestigio de la política y del Estado. Es fácil caer en la falacia de la gene- 
ralización y argumentar que, en vistas de algunos casos de corrupción, toda 
la clase política y el aparato del Estado ejercen este vicio. De aceptarse esta 
falacia, se cae en dos conclusiones erróneas: en primer lugar, que hay que 
disminuir el tamaño del Estado, ojalá al mínimo indispensable de las funcio- 
nes clásicas. En segundo lugar, que la función pública debe tecnocratizarse 
al máximo, relegando la política sólo a las más altas jerarquías. La verdadera 
conclusión, más bien, es que hay que asumir que la corrupción es un riesgo 
cierto, que siempre estará presente, pero que debe controlarse y minimizarse 
a través de procesos sostenidos de perfeccionamiento de la institucional: 
dad respectiva, buscando preservar el sentido de bien público de la política. 
También hay que entender que detrás de la corrupción, siempre hay dos ac 
tores, uno público y otro privado, que se conciertan para defraudar el interés 
público o, simplemente, actúan cuando no están las instituciones necesarias. 
En último término, el control de la corrupción requiere de instituciones ade- 
cuadas para las funciones públicas, pero también para regular las influencias 


espurias del poder económico. 


Hacia la transparencia pública 


Lo anterior explica que la relación entre el dinero y la política venga cobrando 
un creciente protagonismo entre los partidos políticos. Desde los 90 los el 
biernos concertacionistas han puesto el tema de la relación entre el dinero y 
política en la agenda pública, a fin de establecer reglas del juego equitativas } 
regulaciones que minimicen los riesgos de corrupción. piny 
Arriagada (2006) enumera las iniciativas adoptadas desde ] A i 
el gobierno del Presidente Frei Ruiz-Tagle, se creó la Comisión Ne i 
Ética Pública, con el objeto de formular una política de Estado que $ de pa 
corrupción. A partir de las propuestas de esta Comisión, se dictó en 
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pidad. inédita en Chile. Esta ley obliga a la publicidad de los actos ad- 
de a Otras iniciativas fueron la política de valorización de la función 
Aa h el espíritu de la modernización del Estado, modificaciones al Esta- 
pià e inistrativo para fortalecer las jerarquías y atribuciones disciplinarias, 
a “id Consejo de Alta Dirección Pública, encargado de hacer concursar 
eX" ente un gran número de jefaturas, hasta entonces designadas directa- 
pal ar el Presidente de la República, tipificación de los delitos de tráfico de 
gente ja y USO indebido de información privilegiada, tipificación de nuevos 
phu? contra la probidad, regulación de los conflictos de interés de los fun- 
gelitoS os públicos y de las incompatibilidades entre función pública y función 
don sanción de los donativos privados comprometedores a funcionarios 
ja E ampliación de las facultades fiscalizadoras de la Cámara de Diputa- 
reducción de gastos reservados del gobierno, adjudicación electrónica de 
pis ras por el Estado, creándose el sistema de ChileCompra, obligación de 
funcionarios públicos de denunciar actos de corrupción, acuerdo de 2003 
con la oposición para consensuar la agenda de transparencia y modernización 
del Estado y, por último, la ley sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto 
glectoral de 2006. 

Estas y otras regulaciones no han impedido que la corrupción siga ocu- 
criendo, ya sea con objetivos político-partidistas, como se ha denunciado en 
2006 en relación a los programas de empleo en la Región de Valparaiso o en 
elescándalo que se desató en ChileDeportes, o también a través de relaciones 
espurias entre agentes privados y funcionarios públicos (caso “coimas” en 
2002, caso “MOP-Gate”, caso “Banco Central”, caso “CORFO-Inverlink”). Pero, 
como dice Arriagada (op. cit.), el objetivo de corrupción cero es inviable. en- 
tre otras cosas, porque llevarlo a ese límite puede ser económicamente muy 
ineficiente. La corrupción, como el delito común, siempre estará presente, 
y de lo que se trata es que la sociedad y el Estado tengan los instrumentos 
para controlarlo y reaccionar eficazmente frente a él. Pero también se trata 
de distinguir que una cosa es la corrupción menor de funcionarios de baja 
jerarquía, y otra es la influencia espuria que se puede ejercer desde el poder 
económico sobre la alta política. 

Si las relaciones entre el dinero y la política pueden provocar serias 
distorsiones en la composición y calidad de la clase política, no es menos 
válido que ese efecto también se puede producir a partir de la alta concen- 
tración del poder económico en una elite con fuerte capacidad de influir en 
las redes del poder social y político. No es extraño que la fuerte concentra- 
ción de recursos financieros en una pequeña elite económica sea la base para 
*lercer una gran influencia sobre la política nacional. Hace pocos años, una 
revista de amplia circulación e ideológicamente afín al mundo empresarial, 
tealizó un reportaje sobre el poder económico, anotando que los grandes 
“Mpresarios "conforman un club cuyo peso es tal que prácticamente no hay 
tema de la agenda pública que no haya sido puesto en la primera plana sin 
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antes pasar por su filtro (...) El poder de ese grupo se hace evidente cy, 
el Congreso discute algún proyecto importante”! si 

La capacidad de lobby de esta elite económica se desarrolla de una ma 
nera sistémica. Ella tiene acceso a los mejores estudios de abogados y empresas 
de comunicación, diarios y televisión, a la educación, a los centros intelectua. 
les, a las universidades, sobre todo a las privadas, al mundo de la cultura y dẹ 
las artes, y muy recientemente, al mundo del deporte de masas (inversión en 
la propiedad de clubes de fútbol emblemáticos). Su influencia se despliega 
través de redes sociales exclusivas, con códigos de comunicación y prácticas 
sociales que les asegura a sus miembros el acceso privilegiado a las mejores 
fuentes de información, oportunidades de negocios, clubes de recreación, lu- 
gares de residencia, de educación y empleos para sus hijos, independientemen- 
te de los méritos personales. 

A través de estos múltiples medios y recursos, la elite puede ejercer 
una influencia intelectual y en la opinión pública, modelando las percepcio- 
nes y preferencias de la ciudadanía, e induciendo las prioridades de la agenda 


pública. 


Hacia la institucionalización de las relaciones público-privadas 


Una sana convivencia entre la economía de mercado y la democracia supone 
relaciones transparentes, abiertas y, en lo posible, institucionalizadas entre las 
elites gobernantes y las elites privadas. 

En la literatura del desarrollo económico se reconoce cada vez más que 
el capital social, o redes de cooperación, constituyen un insumo estratégico 
del desarrollo, porque la confianza en las instituciones, en las reglas del juego 
conocidas, en las empresas y en la clase gobernante es determinante para iden- 
tificar escenarios de más largo plazo y reducir la incertidumbre y el riesgo dela 
inversión (Putnam, 1993). Estas son condiciones esenciales para comprometer 
al sector privado en la inversión productiva a largo plazo, pero también para 
que el poder político sea aceptado como legítimo por la ciu . 

Uno de los mayores éxitos de los gobiernos concertacionistas €s ei 
construido un capital de confianza con el sector privado que ha permitido 
despliegue de sus iniciativas de inversión y cambio tecnológico. Este ca 
de confianza ha sido reconocido por destacados empresarios. Ha sido incluso 
considerado negativamente por quienes sospechan que estas relaciones &- 
conden una subordinación del Estado al poder económico. El sector isa 
chileno siente que las políticas económicas y sociales de la Concertación 5 
han dado solidez al país, seriedad y credibilidad internacional y, 4 la vez, : 
cacia para dar pasos rápidos hacia el desarrollo económico y la equida 


“2 Revista Qué Pasa, “El peso del dinero”, 11 de junio de 2000. 
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pro sión, de progreso tecnológico y eficiencia económica. No es extraño, 
pi ue en plena campaña presidencial de 2005, cuando los partidos de 
a iniciaron una ofensiva para denunciar supuestos escándalos por con- 
e de algunos organismos públicos con empresas de personeros ligados a 
¡al pcettación, los dos dirigentes máximos de los gremios empresariales (SFF 
b f ijamaran a la calma y a no desprestigiar a un gobierno que se ha ganado 
j a putación internacional.!” 

fs que las relaciones público-privadas de cooperación han pasado a ser 
componente estratégico del modelo de desarrollo chileno. La hipótesis cen- 

e planteamos es que se puede identificar una tendencia de largo plazo en 
ye hacia una mayor cooperación público-privada, en que los grandes temas 

ntacionales han ido quedando atrás. Pero a futuro se abren nuevos de- 
tos para esta relación, la que tendrá que proyectarse a una nueva economía 
„da en el conocimiento. 

¿Cómo se construyen relaciones público-privadas transparentes y efi- 

para un desarrollo democrático? Como aproximación muy simple, se 

identificar un “modelo oligárquico” y un “modelo institucional”, aunque 
mha práctica, por supuesto, se producen situaciones híbridas con diferentes 
| fasis en esas caracterizaciones extremas. El modelo oligárquico predominó 
pr mucho tiempo en Chile y probablemente algunos de sus rasgos siguen 
estando presentes en el Chile moderno. Es un modelo basado en las relaciones 
d amistad, en redes familiares y de clientelismo. Aquí la confianza en las insti- 
ciones se sustituye por la confianza que da la relación social y ancestral. Este 
modelo tiene alto riesgo de generar corrupción e ineficiencias económicas, 
porque en las decisiones de políticas públicas prevalecen intereses discrecio- 
mles y distorsionadores. 

En la vieja oligarquía decimonónica prevaleció, sin lugar a dudas, el 
modelo de las redes sociales oligárquicas y clientelistas, Se trataba de una so- 
ciedad muy cerrada, en que sólo contaban las “familias notables”. Con el ascen- 
wd las clases medias y el auge de la educación, así como también la nueva 
Constitución de 1925, emergió una clase estatal más profesional que sustentó 
autoridad en el mérito y la capacidad. 

En el estatismo pre 1973, había una fuerte exposición pública de la em- 
Presa privada por la gran cantidad de controles estatales: control de precios, 
Gmbiario, hasta del comercio exterior y de la inversión. No fue un misterio 
e la empresa privada tuvo que desarrollar fuertes vínculos de influencia con 

do para obtener condiciones favorables a su actividad. Fue una relación 


A A 


$ 
mao clan quienes miran muy críticamente este acercamiento público-privado, ya sea porque 
cons 'esgo de una captura del gobierno por los grandes intereses económicos, o porque esas rela- 
sido sólo parciales y en desmedro de los pequeños empresarios a de los trabajadores. Sin 
Pal A riesgos son bajos si se aceptan las buenas calificaciones obtenidas por el país en los 
s internacionales de transparencia y corrupción. 
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caracterizada por la falla de UAnsparencia, CI discrectonalismo, clientes, 
corrupción, denunciada en su tiempo. Además, esta relación se vio eah. 
mente afectada por los conflictos politicos de los años 60 y 70 y por el 
tionamiento a la propiedad privada y a la economía de mercado de amplios 
sectores de la sociedad. El Estado y el sector privado llegaron a ser antagón; 
cos y acérrimos enemigos cuando el último percibió una amenaza frontal y, 
propiedad privada en la reforma agraria, en la nacionalización de empresas y 
bancos de comienzos de los 70. 
Con el neo-liberalismo a ultranza de los 70 y 80, se separan las agua; 
y la empresa privada adquiere gran libertad para operar, sin tener que rendir 
cuentas públicas. Comenzaron a constituirse los grandes conglomerados fi- 
nancieros modernos, con muy poca transparencia y apoyados por el criterio 
público predominante de que las empresas podían “hacer lo que quisieran con 
sus platas” (concepto muy difundido en aquellos años y aún ahora, entre al- 
gunos comentaristas). Así se produjo el descalabro del gran endeudamiento 
externo - fundamentalmente privado- y la quiebra del sistema financiero en 
1981 ante la falta de regulaciones apropiadas. En base a los grupos económicos 
que se constituyeron antes y después de la crisis de la deuda de 1982, surgieron 
densas redes de directorios de sociedades, que no sólo se rotaron el poder de 
decisiones de las grandes empresas, sino también alternaron los cargos direc- 
tivos en el sector público. Esta fue una de las causas de la poca transparencia 
de la política económica de la época. En relación a la renegociación de la deu- 
da externa, el Estado tuvo que avalar las deudas privadas y, además, subsidiar 
fuertemente al sector financiero. El proceso se coronó con las privatizaciones 
de empresas de fines de los 80 que le permitió a los privados obtener enormes 
ganancias de capital. La sociedad civil presenció atónita esta transferencia de 
recursos públicos a algunos grupos privados, pero las condiciones del régimen 
político le impidieron ejercer sus derechos democráticos. REO 
En el modelo institucional las relaciones se basan en criterios a 
vos y transparentes, que, por cierto, no ignoran la importancia de y 
razgos personales, pero dentro de las reglas del juego que el país se ha i 
democráticamente. Por supuesto, no hay modelos puros. La cuestión me 
ca es cuánto existe de cada modelo en un momento dado. Los gobiernos 
la Concertación entendieron que el rol del sector privado era fundame” 
para el crecimiento de la inversión y la ampliación de los mercados J 
por lo cual mantuvieron un diálogo constante y fluido con el sector. Pero, 
mismo tiempo, han buscado transparentar esas relaciones. ls 
Una característica central de este nuevo modelo institucional es Ta 
relaciones público-privadas se basan en reglas objetivas, formuladas eg 
ciente transparencia y de cara a la sociedad y a las instituciones políti 


SPS gados judi 


1% No han faltado algunas situaciones poco claras que han sido denunciadas e in A deso 
cialmente, DO vecgdas más por vacíos institucionales e incapacidades del Estado que po" 
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to, es un ámbito delicado y susceptible a la sensibilidad social, sobre 
por dada la existencia de una gran concentración del poder económico. Al 
1000 dano medio le resulta difícil creer que los grandes grupos económicos 
cil jercen influencia alguna a favor de sus intereses privados. Sin embargo, 
m? como las sanciones que afectaron a la planta de celulosa de uno de los 
res grupos económicos por la crisis ambiental que provocó en Valdivia, o 
enormes multas de decenas de millones de dólares impuestas a poderosos 
rios por conductas financieras impropias que afectaron a muchos ac- 
nistas minoritarios, son ejemplos de lo que el Presidente Lagos quería decir 
ndo se refería a que “las instituciones funcionan”. 

Son muchos los planos en los cuales se producen vínculos entre las elites 
«conómica y política. Para simplificar, se pueden identificar tres planos gene- 
rales: UNO, en el cual se define la formulación de políticas públicas y regulacio- 
pes que inciden directamente en las reglas del juego del mercado, por ejemplo, 
jos acuerdos comerciales o las regulaciones en sectores de utilidad pública. 
Hay un segundo, referido a los negocios conjuntos mediados por contratos 
entre el Estado y empresas privadas específicas, como son las licitaciones para 
h realización de obras públicas, construcción de hospitales y escuelas, com- 

de armamentos, o privatización de empresas públicas. Y, en tercer lugar, 
un plano más bien político, en el cual se inscriben las opiniones y acciones del 
sector privado y sus intereses corporativos, para influir en la marcha general 
del Estado, como se expresaba antes. 

En cada uno de estos planos las relaciones público-privadas se mue- 
ven entre el polo de la transparencia y la institucionalidad, por una parte, y 
el de la opacidad y la privacidad, por otra. La transparencia significa que los 
vínculos se realizan dentro de la legalidad y en el marco de las instituciones 
establecidas, lo cual puede ser con mayor o menor formalidad. Por ejemplo, 
cuando el Presidente de la República invita a los empresarios a participar en 
una gira al exterior para abrir oportunidades de inversión que le interesen 
al país, se trata de una actividad permitida por la ley y realizada a la luz del 
día. Pero cuando una empresa constructora ejerce un lobby para modificar 
un plano regulador que le permita hacer negocios que no estaban permitidos 
bajola institucionalidad vigente, se está claramente ante un caso de opacidad. 

De partida, hay que aclarar que no toda actividad de lobby significa opacidad 
0, más derechamente, corrupción. Hay un lobby legítimo y probablemente 
necesario, en cuanto se trata de que los intereses privados se expresen y ma- 
nifiesten sus argumentaciones cuando se formulan las políticas públicas. Se 
trata de un lobby que transmite información que puede ser necesaria para la 
mejor formulación de las políticas. No sería este el caso si además hubiera 

Una negociación con una promesa oculta de transferir dinero para objetivos 


E E A A N E AE ET 
provechamiento personal. El caso más obvio ha sido el que afectó al Ministerio de Obras Públicas 
en años recientes. 
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de interés político o personal de la autoridad respectiva. Aquí se estari a 
presencia de corrupción lisa y llana. De ahí la importancia de una legislar 
sobre el lobby, cosa que hasta ahora no se ha logrado. i 

Por supuesto, no hay modelos puros de relaciones público-privadas, 
cuestión práctica y de interés es cuánto existe de cada modelo en un m 
dado y en qué dirección se producen los cambios. Los gobiernos de la Conce, 
tación entendieron que el rol del sector privado es fundamental para el creg, 
miento de la inversión y la ampliación de los mercados externos, por lo (yyy 
mantuvieron un diálogo constante y fluido con el mismo. Por ello han buscad, 
institucionalizar esas relaciones a través de múltiples mecanismos, como i, 
encuentros formales y públicos entre las autoridades políticas y el empres. 
riado; o en comisiones de trabajo público-privadas que han servido para for. 
mular proyectos legislativos que deben ser sancionados en el Congreso; o las 
mencionadas regulaciones en sectores de utilidad pública, el financiero, medig 
ambiental, laboral, que delimitan las responsabilidades recíprocas. 

Pero todo ello no impide que el sector privado, especialmente la elite 
que concentra el gran poder económico, ejerza también una influencia ideg- 
lógica y política que puede ser muy poco transparente y distorsionadora debs 
intereses de la ciudadanía (y de la eficiencia de los mercados). Esto fundamenta | 
le necesidad de un Estado fuerte y capaz, no necesariamente de gran tamaño, 
pero sí adecuado a sus responsabilidades frente a la democracia, la equidad 
social y la eficiencia económica. 


Un Estado “social-liberal” 


Castells (2005) ha planteado bien el dilema del Estado en Chile a comienzos del 
siglo XXI a través del contraste con aquel otro del modelo de industrialización 
que rigió durante la mayor parte del siglo XX. El “Estado para la industriali- 
zación” fue planificador, al menos para sus propias inversiones y empresas, 
pero también buscó enmarcar al sector privado en las prioridades sectoriales 
establecidas en sus modelos de planificación. 

El Estado del modelo de industrialización tuvo una gran oportunidad 
para desarrollarse y convertirse en el actor central del desarrollo: la economía 
de mercado heredada del siglo XIX había comenzado a desorganizarse y entrar 
en crisis después de la Primera Guerra Mundial, así como en un estado de con- 
fusión que se prolongó hasta bien avanzada la segunda post-guerta mundial E 
Estado tuvo que asumir el liderazgo. Pero, además, la demanda social y politica 
se encauzó en esa misma dirección. La crisis de la sociedad oligárquica y €l 8$- 
censo de las clases medias y populares, junto con el fortalecimiento de los par- 
tidos políticos representativos de esas clases, desarrollaron un discurso nacio" 
nalista y popular, que requería la conducción estatal para los cambios sociales. 
Fue lo que se denominó el Estado nacional y popular, en el lenguaje de antaño, 
buscando un desarrollo desde y hacia adentro, con el proletariado industr 
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A Es ESpital privado transnacional podría respond 
legítimos objetivos nacionales, pero el costo podría ser intolerable on Pd, 
nos de estancamiento económico, desempleo y empobrecimiento.!” P 
afirmarse que se trata de un chantaje del capitalismo transnacional, a] cual 
un Estado soberano no puede subordinarse. Pero también podría sostenerse 
que es una óptica maniquea para plantear las alternativas y conduce a calh. 
jones sin salida. 

Una forma menos extrema de plantearse estas opciones es la búsqueda de 
estrategias semi-autónomas, en que el Estado defina las reglas del juego de modo 
que haya espacios para la negociación de las condiciones requeridas por el gran 
capital dentro de ámbitos aceptables de acuerdo a los objetivos del desarrollo na. 
cional. Esto supone conceder incentivos compatibles con el mercado financiera 
internacional, pero también imponer regulaciones que garanticen el desarrollo 
nacional y un sistema tributario acorde con los patrones de equidad a los cuales 
se aspira. Un ejemplo al respecto, fue la negociación del impuesto a la gran mi- 
nería o royalty destinado a recaudar fondos para la innovación tecnológica. Aquí 
el capital transnacional puso menos reparos que el nacional, entendiendo que se 
trata de políticas usuales en muchos países del mundo. 

El capital transnacional ha dejado de ser el actor monolítico que alguna 
vez fue en la era del imperialismo inglés, a fines del siglo XIX, o del capitalismo 
transnacional norteamericano de la post-guerra. A comienzos del siglo XXI 
los capitales transnacionales son de múltiples orígenes culturales y políticos y 
compiten entre sí a nivel mundial por las localizaciones más atractivas. Es ver- 
dad que la lógica del capital que busca maximizar las ganancias es un elemento 
común. Pero esas ganancias tienen distintas secuencias temporales y depen- 
den de variadas características de los entornos nacionales, desde los escenarios 
políticos hasta los rasgos idiosincrásicos de los países. Esta competencia del 
capital le permite a los Estados anfitriones negociar condiciones € incentivos y, 
de ese modo, atender prioridades nacionales. 

Por esto es que la función estratégica central del Estado es articular y 
coordinar una sociedad crecientemente compleja, con múltiples intereses, más 
autónoma y más participativa. Pero es también un Estado al cual se le recono- 
cen fallas e incapacidades. No es el Estado todopoderoso y omnisciente que Sé 
supuso en algunos momentos más enfervorizados de la planificación central 

Bresser Pereira (1998) ha calificado el Estado que emerge en el 
XXI como social-liberal. Parece una buena expresión de la nueva síntesis que 
emerge entre la necesidad de fortalecer las responsabilidades estatales hacia la 
sociedad y asegurar derechos mínimos sociales a todos los ciudadanos, €n Un 


1 Será interesante evaluar el desarrollo a mediano plazo que tendrán los regímenes califi 
algunos como neo-populistas de América Latina, como los de Chávez o Morales, y. 
de Kirchner, que han desafiado al capital transnacional, pero que también se han pod 
de una fase de altos precios de las materias primas de exportación, sobre todo del 
caso de Venezuela. 
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a jiberal, porque el Estado deja de ser el oferente y proveedor exclusivo 
dos servicios y bienes públicos, al estilo del Estado planificador del siglo XX, 
lo ¿nvertirse en un generador de incentivos a través de políticas macroeco- 
pares de estabilidad y micreoconómicas de regulación y asignación de re- 
Óm g a través del mercado, organizaciones autónomas y organizaciones no 
e namentales. Las fortalezas del mercado, el tamaño del sector financiero, 
$” ¿pacidades de las onas, las tecnologías de la información y las comunica- 
nes hacen hoy posible que los servicios y bienes públicos sean provistos en 
a descentralizada. Pero los marcos regulatorios y financieros tienen que 
bo nerados por el Estado, con definiciones explícitas sobre los parámetros 
de eficiencia y equidad a los cuales se aspira. 
En esta tarea de recomponer la articulación del Estado con la sociedad 
vil, después de la ruptura que significó la dictadura militar y la imposición 
violenta del neo-liberalismo, los gobiernos de la Concertación le dieron alta 
prioridad al reencuentro Estado-sociedad en la dimensión de los derechos hu- 
manos, las reformas constitucionales, y el reconocimiento gradual de derechos 
e tradicionalmente han sido ignorados o discriminados, como los de la mu- 
jes, de los jóvenes o de las etnias originarias. En el ámbito de la economía so- 
cial, la prioridad ha estado en aliviar las condiciones más extremas de pobreza, 
pero sigue pendiente una integración socio-económica más profunda, como 
se planteó en el capítulo anterior. La nueva fase de construcción del Estado, 
en el contexto que se descrito, significa fundamentalmente construir una ins- 
titucionalidad integradora que ayude a los grupos más vulnerables a insertarse 
y enfrentar los riesgos y las nuevas vulnerabilidades. No implica esto poner 
el acento sólo en los grupos tradicionalmente vulnerables, sino velar porque 
nadie quede excluido. La integración social también debe incluir a los sectores 
medios, que han sufrido pérdidas importantes desde los 70. Pero también in- 
volucra una responsabilidad del Estado en crear las condiciones para un desa- 
rrollo productivo basado en el mejoramiento progresivo de la competitividad 
internacional, reconociendo las fallas del mercado que impiden una asignación 
intertemporal de recursos, con eficiencia dinámica. 

Este nuevo Estado enfrenta situaciones inéditas y otras que, siendo de 
antigua data, emergen con nuevas características. La economía de mercado se 
ha fortalecido y extendido a ámbitos insospechados, los que, durante la mayor 
parte del siglo XX, pertenecieron a la esfera pública, como la seguridad social, 
la salud, la educación y la capacitación, la construcción de obras públicas. Esto 
le alivia la tarea al Estado, por una parte, en cuanto hay bienes públicos cuya 
oferta puede ser asumida por el sector privado, con las debidas regulaciones, 
Peto estas son ahora más complejas porque deben realizarse “a la distancia”, a 
través de sistemas de incentivos, más que por la vía de intervenciones y con- 
troles directos. 

Pero también surgen algunas dificultades frente al objetivo de recom- 
Poner las relaciones Estado-sociedad. Se trata de que al haber perdido aquel 
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la centralidad como eje de un proyecto nacional de desarrollo (Lechner, 199%, 
Messner, 1997), la transformación de la estructura productiva queda entregada 
a la dinámica de un mercado globalizado. Si el objetivo de la transformación 
competitiva del aparato productivo se plantea puramente como un problem, 
tecnocrático, la consecuencia será que las prioridades sociales se subordinen 
a las exigencias de la globalización. Se rompe el vínculo que alguna vez hubo 
entre economía y sociedad a través del Estado, cuando este ejerció un liderazgo 
social y económico para impulsar y conducir un proyecto refundacional, como 
fue el llamado “modelo de desarrollo desde dentro” integrador de sectores er. 
cluidos y buscando movilizar capacidades que habían permanecido latentes 
(Sunkel, 1991). El modelo de Estado que quiso crear la dictadura también fue 
refundacional, en el sentido que buscó imponer una economía de mercado 
autorregulada, echando por la borda la herencia institucional del país. Pero se 
trató de un modelo de corta duración, que incluso durante la dictadura tuvo 
que comenzar a reformularse en vista de la enorme crisis financiera en que se 
sumió al país. 

El Estado que los gobiernos concertacionistas han estado construyen- 
do no tiene carácter fundacional ni así lo ha pretendido la dirigencia política. 
Como se ha sostenido, el objetivo postulado ha sido reformular el modelo eco 
nómico para darle carácter social y democrático, aunque asumiendo la condi- 
ción liberal del sistema económico, evitando sus automatismos en base a re- 
gulaciones institucionalizadas y no discrecionales. El riesgo de esta estrategia 
es que el Estado se convierta en un agente operacional e instrumental, pero no 
motivador para que la sociedad asuma proyectos de largo plazo. El riesgo es 
que fracase en su primera responsabilidad, la de rearticular la economía y la 
sociedad. Un ejemplo nítido de esto es el problema del tipo de cambio que sur- 
gió con mucha fuerza en 2005-2006 a raíz de la sobreabundancia de dólaresen 
el mercado cambiario. La apreciación de la moneda chilena, que le da prestigio 
financiero al país, es una verdadera espada de Damocles para los pequeños 
y medianos exportadores que pierden competitividad. La libre flotación de 
peso es la solución técnica ampliamente aceptada entre los economistas, pero 
la sostenida apreciación del peso se ha convertido en un factor socialmente 
desintegrador, en cuanto acarrea un abaratamiento de las importaciones ae 
petitivas con productos de las pequeñas y medianas empresas. Hasta 1 
de 2006 el Estado se revelaba incapaz de resolver el dilema, excepto por hade 
cisión de invertir en el exterior los excedentes del cobre. de 

¿Cómo puede el Estado cumplir su función esencial de ser facto! 
integración social, en el marco de una economía globalizada donde las dl 
zas desintegradoras son tan poderosas? ¿Debe el Estado aceptar : 4 
las señales de los mercados como si fueran parámetros inamovibles? ¿Cómo 
puede conciliarse la aparente antinomia entre Estado social y Estado esti 
La dificultad para responder estas preguntas proviene del hecho de qué 2, 
fuera de discusión un retorno a la centralidad del Estado en el ámbito 
economía. Esta opción no está en el universo de las alternativas viables. 1 
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zones políticas sino también económicas. Pero algunas características 
pof entes sugieren los caminos posibles. 
merg En primer lugar, el concepto de la sociedad de redes provee un marco 

ismo. El Estado opera en una sociedad de redes y es un actor principal 
de Agen 1995, 1996; Messner, 1997). Si bien perdió la capacidad de reem- 
' «gy à Otros actores, en beneficio de la democracia y la eficiencia, tiene una 
Pe cidad privilegiada de articulación y coordinación. Nadie como él puede 
A ocal a otros actores a tomar iniciativas y buscar acuerdos. Esta capaci- 
ud la capacidad de gobernanza, no ha sido usada en toda su potencialidad. 
Quizás la prioridad en renovar las reglas del juego heredadas de la dictadura y 
modernizar el aparato administrativo público le quitó fuerza o no le dio posibi- 
lidades hasta el momento como para desplegar sus capacidades articuladoras. 

capacidades se manifestaron en algunos momentos, como los Acuerdos 
arcos iniciales de 1990, los acuerdos para los tratados de libre comercio o los 
tímidos intentos por establecer el diálogo social para el desarrollo productivo 
de fines de los 90, pero no ha sido la característica principal del rol del Estado 
durante la Concertación. La Sociedad de Fomento Fabril tomó la iniciativa a 
fines de 2000 de convocar al Estado a la Agenda ProCrecimiento, pero esta 
tampoco llegó a madurar y a cumplir todos sus objetivos. 

En el ámbito del desarrollo productivo y tecnológico es donde más se 
echa de menos la iniciativa articuladora del Estado.!% Probablemente ante el 
temor de ser calificadas de intervencionistas, las autoridades públicas han 
evitado jugarse por iniciativas proactivas que hubieran podido generar focos 
innovadores y de creación de sinergias para el aumento de la productividad y 
la modernización de las pequeñas empresas. Desde la CORFO, en años recien- 
tes, se comenzaron a implementar algunas iniciativas en ese sentido, como los 
ds Territoriales Integrados, pero es un camino que recién está comen- 

o. 

La base actual del desarrollo exportador chileno descansa en una dota- 
ción muy diversificada de recursos naturales, que todavía pueden dar mucho 
en términos de potencial de desarrollo e incorporación de valor agregado, so- 
bre todo en regiones con pocas alternativas. Tampoco puede olvidarse que 
son recursos naturales que existen en otras partes, configuran mercados muy 
competitivos y nada impide que a futuro entren nuevos competidores.!” Estos 
recursos deben seguir siendo una base esencial del desarrollo económico de 
Chile y sería necio desconocerlo. Pero el país debe ir avanzando hacia una es- 
tructura de producción más densa, con más valor agregado, más contenido de 
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™ Lo cual se manifiesta claramente en la debilidad institucional del Ministerio de Economía en 
relación al Ministerio de Hacienda. 

” Uno de los sectores exportadores más promisorios basados en claras ventajas comparativas 
como el vitivinícola, ha comenzado a experimentar la pérdida de estas ventajas por la entrada de 
competidores como Argentina, Australia, Nueva Zelandia y otros. En 2006 ya se estaba hablando 
de la crisis del sector. 
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servicios de calidad y mejor articulada con la economía de la información $a. 
bre todo, con más independencia de recursos naturales no exclusivos de Chile 
Este es el gran salto que el país tiene que dar y para ello no se puede permitir c] 
lujo de despreciar ni el mercado ni el Estado. Pero este último tiene que ejer. 
cer un liderazgo nacional que hasta ahora no ha ejercido en la transformación 
productiva (Falabella, 2002).'” 

El Informe de Competitividad Mundial 2004 que elabora el Foro Fconó- 
mico Mundial, en un capítulo especial sobre Chile, sugiere, con moderación, 
pero en forma muy explícita, que Chile debería intentar un modelo de desa- 
rrollo con un Estado más proactivo para enfrentar los desafíos estratégicos de 
competitividad, siguiendo el ejemplo del modelo finlandés. “No se puede sino 
observar el grado en que el sector público en Finlandia ha desempeñado un pa- 
pel activo en la promoción, financiamiento y dirección de la ola de innovación 
tecnológica, que ha convertido al país en un líder mundial de la industria de las 
telecomunicaciones” (nuestra traducción, cap. 2.3, p. 121). 

El Estado chileno de la primera década del siglo XXI está en una ex- 
celente posición para acometer una estrategia más proactiva con miras a la 
transformación competitiva de la economía, gracias a que ha construido un 
capital social de confianza con el sector privado, respetando las reglas del 
mercado, e incluso más, profundizándolas y abriéndole espacios al sector 
privado para su propio desarrollo. No se trata que el Estado defina los conte- 
nidos propositivos, pero sí que, convocando a los actores sociales y agentes 
económicos, desarrolle los espacios para que las diferentes propuestas se ar- 
ticulen y se definan las responsabilidades, incluidas las que el propio Estado 
debe desempeñar. En este sentido, un Estado social-liberal puede entenderse 
como integrador de lo social con lo económico. Más que un Estado activo en 
lo social, pero distante y pasivo en lo económico, el social-liberal es un Estado 
activo para la integración de la sociedad con la economía, estableciendo los 
parámetros dentro de los cuales se desempeñen los mercados, reconociendo 
sus señales pero involucrándose para adaptarlos a las prioridades estableci- 
das democráticamente y, sobre todo, buscando la inserción productiva de los 
sectores perdedores. 

El ex director del Presupuesto, Mario Marcel, expresó de una manera 
afortunada el cambio de mirada que requiere el Estado chileno en esta déca- 
da. Sostuvo que en los años 90 “parte importante del gasto público iba desti- 
nado a pagar deudas, ya sea de carácter financiero o social; hoy el gasto pú- 
blico es una inversión en el futuro”. “Para pagar deudas se requiere memoria, 


1* Sin perjuicio de las iniciativas desplegadas desde Jos 90 en muchas áreas de la economía, tema 
en las concesiones de obras públicas, en los tratados de libre comercio, en el perfeccionamiento 
de las regulaciones de los monopolios naturales, en la supervisión bancaria, en el desarrollo de lus 
pequeñas y medianas empresas. 
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vidad. Un presupuesto para invertir es más difícil de elaborar que 
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. gar deudas, pero ejecutarlo es un desafío aún mayor”.!” 
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pgo”s encrucijadas de la Concertación 
tesis principal que se ha sostenido en este libro es que el éxito de la expe- 

” cja concertacionista se ha basado en tres ejes fundamentales: capacidad 
obernabilidad política, basada en una alianza de partidos que ha sabido 
¡nic una estrategia de transición democrática, con tolerancia ideológica y 
tivos compartidos; aceptación de las reglas del mercado y de la disciplina 

pscroeconómica para organizar la economía y la inserción en la globalización, 

enel entendido que el mercado también debe ser “gobernado”; y el pago de la 

deuda social con los sectores más pobres de la sociedad. 

Esta estrategia ha pasado los tests electorales y económicos. Cuatro go- 
piernos elegidos sucesivamente; una economía que se ha destacado interna- 
cionalmente por la seriedad de sus políticas, la solidez de sus instituciones, un 
sistema financiero que genera los más bajos niveles de riesgo país en el merca- 
dointernacional de capitales; y una institucionalidad social que ha permitido 
enfrentar con éxito las situaciones más extremas de pobreza no son poca cosa, 
tanto en relación al pasado histórico de Chile como al escenario regional de 
América Latina. La pregunta clave es si los ejes estructurales de esta experien- 
cia pueden sostenerse a futuro. 

Los nuevos desafíos que han emergido durante estos 17 años de gobier- 
nos concertacionistas son muchos. En los capítulos anteriores se han discutido 
diversas debilidades que imponen correcciones en el modelo económico. En 
h coyuntura de 2005-2006 han surgido también síntomas preocupantes que 
plantean interrogantes sobre la capacidad de gobierno y los alcances del enfo- 
que de equidad seguido, focalizado en la disminución de la pobreza. Hay sig- 
nos de desencanto con la Concertación y de dudas sobre su actual capacidad 
de conducción. Se echa de menos su mística original y la amistad cívica entre 
sus partidos y militantes para concordar los objetivos compartidos. En cambio, 

aforado rencores, fraccionamientos, personalismos y recriminaciones 
que hacen difícil la renovación de su ideario político y el mantenimiento de su 
“Tractivo entre las nuevas generaciones. 

Se plantea, así, la cuestión de cómo se asume la gobernabilidad política 
hen particular, cómo se restaura el espíritu original de la Concertación. Más 
“lá de lugares comunes como la idea de que toda alianza que lleva mucho 

"po en el gobierno termina desgastándose en una especie de esclerosis ins- 
tucional, para usar el término de Mancur Olson (1982), y sin la pretensión 
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Mario Marcel en diario La Segunda, 29 de septiembre de 2006. 
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de auscultar el futuro, cabe preguntarse por los efectos de algunos parimet, 
que están dejando su marca con mucha fuerza. j 

El tema de la gobernabilidad política se entronca muy estrechamen, 
con el de la desigualdad social. La campaña presidencial de 2005 dejó en cham 
que el cuestionamiento a la desigualdad cxtrema existente en el país se con. 
virtió en un tema país. Las candidaturas compitieron por extremar las denun. 
cias y aunque la candidata concertacionista compartió el diagnóstico, tuvo que 
recurrir a un lenguaje moderado dada su condición oficialista, No era fácij 
explicar políticamente porqué no se avanzó más en la disminución de las des. 
igualdades durante los gobiernos concertacionistas. Con todo, ello no impidió 
su holgado triunfo electoral en la segunda vuelta, lo que revela una madurez de 
la población al no dejarse entusiasmar por los cantos de sirena opositores, pero 
también una señal de que el tema está para quedarse, 

El excepcional precio del cobre durante 2005-2006, que ha producido 
unos excedentes financieros extraordinarios, presentó una oportunidad ines- 
perada para dar un salto sustantivo en el enfrentamiento de carencias fun- 
damentales. Estimaciones gruesas y preliminares los acercaban a los 15 mil 
millones de dólares en los tres primeros años, cifra equivalente a poco más 
de la mitad de toda la inversión bruta de un año en el país. Pero el país no 
estaba preparado para administrar una abundancia tan grande. La tradición 
ha sido más bien tener que administrar la escasez y los ajustes. No basta tener 
los recursos financieros, también es necesario tener los proyectos, los recursos 
humanos y, sobre todo, considerar los impactos macroeconómicos de un pre- 
supuesto extraordinario de gastos. Aunque la limitación estricta del gasto y la 
opción preferente por ahorrar los excedentes, manifestados por el ministro de 
Hacienda Andrés Velasco, tienen fundamentos económicos, es difícil explicar 
políticamente la persistencia de las restricciones bajo condiciones de abun- 
dancia financiera.?" Muchos sectores sociales y de regiones del país siguen 
sufriendo escasez y pobreza, y los grandes aumentos de precios relativos de 
insumos estratégicos como el petróleo, el gas y la electricidad golpean fuerte- 
mente los bolsillos de los sectores medios y más pobres. La bonanza del cobre 
no ha ido de la mano con una bonanza para el resto del país que no vive de esta 
industria. Pero entre el despilfarro populista y la austeridad rigurosa sin duda 
hay un espacio en el cual se pueden dar pasos estratégicos y responsables en 
la dirección de abordar esas carencias básicas que, por lo demás, pueden ser 
socialmente muy rentables. La Presidenta Bachelet se ha estado moviendo en 
ese espacio. 


ve El problema no es sólo el de reconucer que los altos ingresos derivados de la bonanza del eubie 
son transitorios y, por lo tanto, que no se pueden generar gastos permanentes en base a esus ing! vn 
transitorios. Ello sólo es posible en base a los ingresos permanentes que generará la inversion * s 
los excedentes. El otro problema es que el pais tiene una capacidad limitada de absorber un pa" 
macroeconómico excesivo y superior al producto potencial. Ello generaría una espiral inflacion!" 
con graves perjuicios sociales futuros 
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Esta situación puede prolongarse a mediano plazo si, como muchos 
ronastican, el alto precio del cobre se mantiene por encima de su tendencia 
histórica por algunos años. Es un contexto muy favorable para presiones popu- 
istas y demagógicas en que líderes poco escrupulasos, pero ansiosos de acre- 
centar sus bases de poder, estimulen demandas reivindicativas de todo tipo. El 
desafío político aquí es buscar un equilibrio entre la lógica tecnocrática que 
exige un uso racional de los recursos y la lógica democrática, que estimula las 
demandas y movilizaciones sociales. 

Las demandas sociales no son sólo por respuestas tecnocráticas eficaces 
y más recursos públicos. Las demandas por un cambio en el “modelo” eco- 
nómico chileno no deben tomarse ligeramente, cualquiera sean las interpre- 
taciones que se le quiera dar. Un elemento que parece permear varias de las 
interpretaciones sobre el cambio apunta a que se echa de menos que el Estado 
asuma un papel mucho más activo en la formulación de un proyecto sustantivo 
de desarrollo o, si se quiere, de un “proyecto país”: una propuesta de futuro 
motivadora para encauzar las capacidades en acciones colectivas constructo- 
ras de identidad, que vayan más allá del ámbito del progreso individual. Esta 
demanda no implica necesariamente reeditar la confrontación Estado-merca- 
do, puesto que se sitúa más bien en el plano de avanzar hacia una democracia 
más sustantiva y participativa, objetivo que en la actualidad parece estar lejos 
de los objetivos estratégicos vigentes. 

Una hipótesis que se puede aventurar respecto de esta paradoja del au- 
mento del descontento en medio de la bonanza y del crecimiento económico 
es que hay una población muy amplia que no se siente identificada con un 
estilo de desarrollo cuyos contenidos los definen el mercado y la globalización. 
La evidencia sugiere que la población descontenta es mucho mayor que la que 
se mantiene en la pobreza. Hay sectores que añoran una época en que. si bien 
todos éramos más pobres, había un modelo de desarrollo liderado por el Esta- 
do con orientaciones claras respecto de hacia dónde iba el país y cuáles eran los 
sectores ganadores. Por cierto, las añoranzas no son buenas consejeras. Pero el 
Proyecto vigente, ampliamente compartido por la clase política, es un provecto 
de “igualdad de oportunidades” aunque no defina oportunidades para qué. Se 
puede entender que se trata de oportunidades para competir y. finalmente, 
para tener éxito económico, aunque este sea a costa de unas relaciones fami- 
liares estables o de un desarrollo personal equilibrado. O para consumir más 
Y mejor, aunque los bienes de consumo abarroten los hogares v las tiendas. 
Este tipo de respuesta no parece suficiente cuando lo que se busca es un sen- 
tido de vida. Tironi interpreta bien este desajuste como una falta de ideología, 
significando con ello que “faltan sueños, relato, sentimiento"*" Se habria de- 
sarrollado un culto a la meritocracia y a la competencia al interior de la elite 


7 Eugenio Tironi, entrevista diario La Terene, 15 de octubre de W06, Reportajes. p 9 
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gobernante, en perjuicio del sentimiento de solidaridad, predominante cn 
primeros tiempos concertacionistas. 

Pero, ¿es función del Estado definir los sueños e ideales para un pak; 0 

s ejs 4 A E e 
es más bien responsabilidad de los ciudadanos, de sus organizaciones Sociales 
de los partidos políticos? ¿Cómo podría el Estado imponer un determina, 
ideal en una sociedad pluralista, en la cual puede haber muchos y diferente, 
proyectos de futuro? Aquí es donde se echa de menos la capacidad creadora 
original de la Concertación. No se trata de reeditar ideales pasados, vigente, 
en otros momentos. El Chile de 2007 no es el de fines de los años 80. En es 
sentido, Cortés Terzi acusa una inmovilidad político-cultural de la Concerų. 
ción, generadora de una “inercia conservadora', producto quizás del sesgo po 
los enfoques tecnocráticos del oficialismo, a costa de una desvalorización de 
trabajo intelectual, que podría haber estimulado modernizaciones sustantivas 
del programa concertacionista original.?? Con mucha frecuencia se escucha 
decir que la Concertación debe “reinventarse”. 

Se puede colocar esta cuestión en el debate sobre el carácter de la demo. 
cracia y, en particular, respecto de si se entiende la misma como un proyecto 
sustantivo o como un conjunto de procedimientos de asignación del poder 
político. En el primer caso, las decisiones se juegan en relación a propuestas 
valóricas y de “sentido de sociedad”, formuladas por los candidatos al poder. 
En el segundo caso, el énfasis se traslada a las cuestiones relativas a la repre- 
sentatividad electoral, a la eficacia del sistema electoral y a las capacidades de 
los candidatos para administrar eficazmente el Estado, la economía y formular 
políticas públicas. 

El progresismo del siglo XX se entendió fundamentalmente en la pri 
mera acepción. La democracia era el camino para lograr sociedades mejores, 
más modernas y solidarias. Pero fue una democracia que estimuló la moviliza- 
ción social y el desarrollo de organizaciones de base popular. Un ejemplo signi- 
ficativo al respecto fue el programa de Promoción Popular del Presidente Frei 
Montalva. Este programa creó una institucionalidad pública que permitió a la 
población de los sectores más pobres entrar a participar en decisiones vecins- 
les y constituir organizaciones sociales. Pero la polarización política, la dicta- 
dura y la globalización mercantilizada pusieron graves signos de interrogación 
sobre ese enfoque y, de hecho, terminaron con él. La ruptura democrática en 
Chile revalorizó la democracia representativa, desprestigiada por el ideologis- 
mo extremo de fines de los años 60 y principios de los 70. Pero una profunda 
sospecha cubrió la idea de la participación social, lo cual ha desembocado en 
una brecha entre las demandas por más participación y la capacidad del Estado 
de responder a ellas. f 

En todo caso, parece difícil evitar que el tema adquiera pro 

el debate de los próximos años. La demanda por más equidad social, por más 
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~: Cortés Terzi (2006). 
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idad de contenidos y por más sentido de futuro es muy fuerte y cruza todo 
espectro político. Por otro lado, existen también nuevos desafíos que deberá 
frentar el país y que pueden cambiar el panorama electoral futuro e incidir 
ja capacidad de gobierno de la Concertación. No es misterio que la go- 
pernabilidad se logró bajo condiciones muy específicas: enclaves autoritarios, 
en particular aquellos que crearon distorsiones en la representatividad parla- 
ntaria debido a un sistema electoral binominal. Este sistema favoreció la 
constitución de dos grandes bloques políticos, con incentivos poderosos para 
y mantenimiento del sistema. Está en marcha un proceso de reforma de este 
sistema, lo que abrirá la posibilidad de que emerjan nuevas fuerzas políticas 
que accedan al Parlamento, con suficiente poder de negociación. Esto implica 
una profundización democrática. 

En este nuevo universo electoral es previsible que una importante parte 

del electorado joven, que no ha participado en elecciones anteriores, decida 
incorporarse al proceso electoral. Sobre este universo es muy poco lo que se 
sabe, sus preferencias políticas y actitudes frente al sistema económico. Hay 
bastante información sobre sus valores, comportamientos frente a la familia, 
ja sexualidad, pero poca información sobre sus preferencias políticas, porque 
no ha sido tema para ellos. La movilización estudiantil de mayo de 2006 da un 
primer atisbo de una orientación más radicalizada, no comprometida con la 
Concertación ni menos con la Alianza por Chile. Es la generación post-dicta- 
dura que no tiene las sensibilidades ni vivencias de la generación mayor, que 
experimentó en carne propia los quiebres de los 70 y 80. Es un electorado que, 
en situaciones de empates relativos entre los grandes bloques, puede ser deci- 
sivo para volcar preferencias en direcciones imprevistas. 

Con todo, un cambio hacia una agenda radicalmente progresista en- 
frenta enormes dificultades. Como ha expresado Flisfisch, después de la caída 
de los muros, quedaron en competencia sólo los modelos neo-liberal y pro- 
gresista de tipo social-demócrata. Pero estos últimos tienen dificultades cre- 
cientes para mantenerse vigentes.”% La ola neo-liberal genera condiciones de 
la competencia internacional por la atracción de inversiones que hacen muy 
difícil las agendas progresistas, caracterizadas por fuertes regulaciones, altas 
tributaciones y Estados de Bienestar. Las agendas neo-liberales aparecen como 
ganadoras y estimulan sucesivas reformas de mercado, aunque en la práctica 
en América Latina no gozan de muchos éxitos ni popularidad. El mérito y el 
atractivo de la experiencia chilena es precisamente haber podido construir una 
agenda progresista que, si bien no es radical, ha podido conciliar las lógicas del 
mercado con las de la equidad y el desarrollo democrático.** Es un equilibrio 
delicado y frágil, pero su propia singularidad le da la fuerza para sostenerse 


`! Flisfisch (2005). 


** Sin desconocer el aporte de la fortuna y del pasado histórico, que le han permitido al Estado de 
hile disponer de una industria del cobre que le genera importantes recursos financieros. 
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en medio de las presiones por desestabilizarlo. En Lodo caso, los signos de j, 
tiempos apuntan a que si no se profundiza, se abren escenarios imprevisible, , 
radicalizados, como se está percibiendo en algunos países de América Latin, 


Necesidad de una reflexión critica 


Esta breve enumeración de algunos de los nuevos parámetros que enfrenta q] 
modelo económico- político chileno, entre otros, sólo tiene por objeto enfat;. 
zar la necesidad de una reflexión a fondo sobre sus implicancias y exigencias, 
Muchos autores han llamado la atención sobre la importancia de la reflexión 
intelectual para discernir las nuevas señales del actual contexto del desarrollo» 
y las exigencias de cambio en la institucionalidad que ha regido los 17 años de 
la Concertación. En la misma dirección, Cortés Terzi (op. cit.) urge a esta re. 
flexión ante lo que él considera una evidencia de que la Concertación agotó 
su ciclo político y ha caído en un “inmovilismo político-cultural” conservador, 
Esto puede ser una exageración, pero no deja de ser cierto que si esta coalición 
no está agotada, al menos está en una fase madura y de desafíos críticos, Es 
imposible predecir su desarrollo futuro, pero al menos parece imprescindible 
abordar esa reflexión intelectual, mucho más allá de la riqueza de análisis más 
bien técnicos que han proliferado en estos 17 años. 

Recordando una vez más a Aníbal Pinto, él tuvo una preclara visión 
de lo que sería el trágico desenlace de 1973, cuando postuló en los años 60 
que el subdesarrollo económico con un avanzado desarrollo político llevaría 
al país a una crisis democrática de gran envergadura. El tiempo le dio la ra- 
zón. El modelo concertacionista, a partir de la herencia de la dictadura, le ha 
permitido a Chile modernizar su economía poniéndola a la altura de las más 
dinámicas y estables del mundo. Con todo, emergió un nuevo desequilibrio, el 
desequilibrio “a la Pinto” pero, al revés, en el que una institucionalidad econó- 
mica moderna e inserta en la globalización arriesga ser deslegitimada por un 
desarrollo político mediocre, liderado por partidos burocratizados que se han 
aferrado exageradamente al poder, carentes de análisis sustantivos y, por lo 
tanto, incapaces de levantar propuestas de reformas atractivas que den cuenta 
de los nuevos desafíos. 

Al generar una suerte de escepticismo, difundido transversalmente en 
la sociedad, la propia institucionalidad económica puede verse amenazada 
por quiebres sociales estimulados por la falta de respuestas. En contraste con 
la inequidad del pasado, que no se podía reducir por la insuficiencia del de- 
sarrollo económico, la nueva inequidad surge principalmente por un intenso 


Y» Fernando Henrique Cardoso, en conferencia sobre la reforma del Estado y la gobernabilidad 
democrática efectuada en Lima, con posterioridad al término de su presidencia en Brasil (fecha nO 
disponible); Cortés Terzi (2006). 


desarrollo de la economía, con beneficios concentrados en la pequeña mino- 
rla de más altos ingresos. Es un desarrollo desintegrador, que no se resuelve 
sólo con políticas correctivas de las inequidades, sino con un desarrollo de la 
estructura productiva de la economía que le permita insertarse eficazmente 
a quienes no han tenido acceso a las oportunidades. Esta condición puede 
requerir un Estado que se atreva a violar algunas de sus normas autoimpues- 
tas. Que asuma una nueva reforma tributaria que reedite el acuerdo de 1990, 
orientado principalmente a terminar con las evasiones que le permiten a la 
cúpula de la riqueza eludir impuestos usando mecanismos legales de dudosa 
legitimidad (elusiones tributarias, sociedades brujas). Que se atreva a dispo- 
ner de una pequeña parte de los recursos ahorrados con la holgura del cobre 
para modernizar el stock de infraestructura social de mayor incidencia en 
los grupos más pobres (escuelas, hospitales, barrios, cárceles, transporte””). 
Que aborde la reasignación de recursos de la ley del cobre hacia la educación 
y el desarrollo de los niños. Una política de desarrollo productivo sustentada 
en la innovación tecnológica y en la creación de sinergias territoriales que les 
permitan integrarse a las pequeñas empresas, de acuerdo a sus capacidades, 
potencialidades, culturas e historias. 


Algunas conclusiones 


A manera de conclusión, podríamos resumir las principales argumentaciones 
hechas en este libro. 

En primer lugar, hemos sostenido que los gobiernos de la Concertación 
asumieron la economía de mercado, refundada durante la dictadura militar, 
pero modificándola en dos sentidos principales: profundizando los rasgos de 
competencia y competitividad a través de políticas y cambios regulatorios que 
han hecho más eficiente y dinámico el sistema, tanto de carácter macro como 
mesoeconómico. Por otro lado, el establecimiento de una institucionalidad so- 
cial, con políticas y estrategias destinadas a disminuir y, en lo posible, eliminar 
las situaciones de extrema pobreza. Estas dos características permiten soste- 
ner que el neo-liberalismo del régimen militar ha sido reemplazado por una 
economía social de mercado adaptada a las condiciones y características de la 
economía chilena en el marco actual de la globalización. 

La economía de mercado impone nuevas prácticas y comportamien- 
tos que, a su vez, requieren cambios culturales. Se da una nueva dinámica 
social basada en la iniciativa personal, la competencia, la evaluación de los 


= El argumento de que no se puede asignar ingresos transitorios a gastos permanentes es válido, 
pero lo que aquí se sugiere no son gastos permanentes sino inversiunes excepcionales de alta ren- 
tabilidad social, que posteriormente pueden seguir financiándose con los recursos ordinarios que 
generarán las inversiones permanentes con los ingresos del cobre. La única hmitación debería ser la 
Capacidad de absorción del gasto con los recursos reales. 
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resultados. Se presentan grandes oportunidades para la autonomía persona] 
y la creatividad. Pero el mercado también deja heridos y perdedores quienes, 
no por sufrir esa condición, pueden ser marginados de la sociedad. La cultu. 
ra del éxito puede ser muy destructiva tanto de las relaciones sociales como 
de la propia personalidad. Al fin de cuentas, los ganadores de un momento 
seguramente serán los perdedores del futuro. La cohesión social impone la 
exigencia de instituciones que no sólo satisfagan los derechos mínimos de 
todo ciudadano, sino también que genere constantemente una nivelación de 
oportunidades para que todos puedan acceder al éxito en algún momento de 
sus vidas. 

En segundo Jugar, emerge un nuevo tipo de Estado que, a diferencia del 
Estado empresario e interventor del modelo de industrialización, es un Estado 
que actúa a través de la institucionalidad, generando regulaciones y sistemas 
de incentivos para que sea el sector privado quien realice el proceso de inver- 
sión y asignación de recursos. En este sentido es un Estado liberal que funciona 
más en la modalidad de redes descentralizadas de cooperación que de agencias 
interventoras. Pero también es un Estado que ha aumentado la asignación de 
recursos públicos a las políticas sociales destinadas a mejorar la situación de 
los grupos en extrema pobreza y ha modernizado la institucionalidad de este 
sector. En este aspecto es un Estado social. 

En tercer lugar, hemos sostenido que el sistema enfrenta dos grandes 
desafios que requieren estrategias de mediano y largo plazo: las desigualda- 
des de la distribución del ingreso que deben ser abordadas con estrategias 
que fortalezcan las capacidades personales, especialmente de los sectores 
más vulnerables; y el desafío de la transformación productiva, para avan- 
zar hacia la nueva economía de la información y del conocimiento abriendo 
oportunidades de integración social. Esto supone una estrategia más pro- 
activa del Estado para generar sinergias productivas y de aprendizaje de las 
nuevas tecnologías y oportunidades que ofrecen los mercados ampliados que 
enfrenta Chile. 

En cuarto lugar, la efectividad y legitimidad del Estado para enfren- 
tar esos desafíos, supone una estrategia de gobernabilidad que aborde sus 
actuales debilidades, especialmente en lo que se refiere a la apertura de ca- 
nales de participación ciudadana, con información adecuada y en base a una 
institucionalidad que asegure la representatividad y la eficacia en la toma de 
decisiones. 

Por último, una sociedad más compleja, más diversa y más autónoma, 
un país más integrado globalmente, mercados más sofisticados y conectados 
internacionalmente, como es el Chile actual, sin duda hacen más difícil la 
tarea al Estado. De ahí la insistencia en la necesidad de que el mismo limi- 
te su acción a los ámbitos más esenciales y prioritarios, para hacerlo con 
fuerza, eficacia y equidad. El Estado planificador pretendía cubrir casi todos 
los campos de la vida pública con estructuras normativas, control directo Y 
fiscalizaciones. El Estado de la sociedad de la información tiene que abrir 
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espacios, Crear institucionalidades e incentivos para que la sociedad sea la 

rotagonista. Y, desde luego, tiene que administrar los recursos públicos, por 
definición limitados, pero que pasan por una coyuntura de abundancia gra- 
cias a los altos precios del cobre. La habilidad del Estado tendrá que demos- 
trarse en el equilibrio en el uso de los recursos adicionales con criterios de 
rentabilidad social y económica, de modo de asegurar, al mismo tiempo, su 


permanencia en el tiempo, abordando con masa crítica las grandes priorida- 
des del desarrollo nacional. 
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